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Por este conducto, me permito comunicar a usted, que el pasante ALDANA
GÓMEZ ÁNGEL JAVIER, bajo la supervisión de este Seminario, elaboró la tesis
intitulada " LA NECESIDAD DEL CONTROL CONSTITUCIONAL DE LAS LEYES
ELECTORALES A PARTIR DE SU PRIMER ACTO DE APLICACiÓN".

Con fundamento en los articulos 8· fracción V del Reglamento de Seminarios, 19 y
20 del Reglamento General de Exámenes de la Universidad Nacional Autónoma de
México, por haberse realizado conforme a las exigencias correspondientes, se aprueba la
nombrada tesis, que además de las opiniones que cita, contiene las que son de exclusiva
responsabilidad de su autor. En consecuencia, se autoriza su presentación al Jurado
respectivo.

"El interesado deberá Iniciar el trámite para su titulación dentro de los seis meses
siguientes (contados de dla a dial a aquél en que le sea entregado el presente
oficio, en el entendido de que transcurrido dicho lapso sin haberlo hecho, caducará
la autorización que ahora se le concede para someter su tesis a examen
profesional, misma autorización que no podrá otorgarse nuevamente, sino en el
caso de que el trabajo recepcional conserve su actualidad y siempre que la
oportuna Iniciación del trámite para la celebración del examen haya sido impedida
por circunstancia grave, todolo cual calificará la Secretaria General de la Facultad",

A T ENT.~A~r.t"E N T E
"POR MI RAZA',wuk~RÁEL ESPIRITU"

D1RECTÓRDÉt SÉMINARIO
: 7:. {>j

AlIIortzo • 11 w.c:cll;ll ijlllIIIt oe 1~lollCll " la
UNA" I ditlllldif In lonaIIo lledr6lllco , ..el
CCAwnldo de mi trabajo rece onll.
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FACULTAD DE DERECHO

VEI(',DAD 111.>/'1.:'>1
Av loN°J-j,\ D[ .
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MTRO. EDMUNDO ELíAS MUSI
Director del Seminario de Derecho
Constitucional y de Amparo
Presente

Estimado Señor Director:

Por este medio, me permito someter a su altísima consideración el
trabajo de tesis intitulado " La necesidad del control constitucio nal de
las leyes electorales a partir de su primer acto de aplicació n",
elaborado por el pasante de la carrera Ángel Jav ier Aldana G órnez.

Una vez formu ladas las observaciones y realizada s las correcciones
atinentes, el trabajo denota una investigación exhaustiva en el ámbito
del control constitucional y con un amplio estudio del sistema de
medios de impugnación en materia electoral federal, por lo que, en
opinión de quien suscribe, es un trabajo profes ional que reúne los
requisitos que establece el reglamento de la materia para tesis de
licenciatura.

Sin otro particular, aprovec ho la ocasión para enviarle un cord ial
saludo.

A t ent a mente
"Por mi raza hablará I sp' It . í

. ¿;;~ . .
LIC. ADíN E LEÓN GÁ EZ
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epor 1ía6mnc guult!o crr mi camino, por darme fa fuerza necesaria para no claudicar en mi meta y por
permitirme fa áiclía áecompartir este fogrocon mis seres queridos.

j( misepaáres 'ECsa !Miriam qÓ11U!Z Corzoy rDaviáJavier;Uáana 'Fif''{jrana:

<Por ser mis principales maestros de fa vida, y estar siempre conmigo. 6rinc!ánáame Ios vaforesy principios
necesarios para ser un buen ser liumano; <Por su infinito apoyo, amory comprensión, perosobre todo por
darme fa viáaY con quienes quiero compartir fa aulía de oÚ'nnzar una meta más, pues mis fogros también
fes pertenecen,' 5\1ucliosgracias papá), mamá.

j( mi 'Esposa !Maria 'Femanáa 'Efguero LizáTTa¡¡a:

'Por e(amor, comprension y deá'uo.ciilll quesiempre me lías Brindado; Como también por fas desvefaáas que
compartiste conmigo en fa realizacián de este trabajo; q raeíds por ayudarme a aicanzar una meta más, áe
(as muchasquejuntos 1ía6remos de fog ror, Te}l mo,

j( miJrrjo 'Fernanáa !Miclielk }lúfp,na 'ElíJuero:

'i'or ser fa personita que me lia transmitido fas másgronáes Ieaionesde amory paz que un ser liumano
pueáerecibiry porser fa fuou» áeinspiración que lía impulsado mi desorroiio profesionaiy personal:

j( miso6uefos:

Josefina Simuta Corzo(+) y Cefestino qómez 'i@jas. 'Por su cariño y cuiáamre en mi etapa áe niñez. fo
cuai aBraáeceré infinimmonte.

Vrsufa 'Filigrana Cassam y Javier}lúfp,na IJ(¡¡mirez, 'i'or su cariñoy afecto,

j( miSuegra'i@sa !MercuúsLizárrasaVinaái:

<Por dar viáo a fa mujer que amo, y tener siempre su apoyo incondicional tanto profesionat J
perscnaímente.

}I toda mi 'Familia:

<Por preocul",rseY estar siempre conmiqo, brindándome su apoyode mallera incondicional:
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)l['1io JUI1n LizarraeaVinaáé:

Porestarsiempre conmigo, y atentoa Ca reafizarión áe{presente trabajo.

)l{*aestro José áeJesúsOrozco:J{emíquez.:

Por su enorme generosiáaááe dame Ca oportunidad'áe colaborar con él; y por transmitirsu experiencia
jurúfu:a comogran precursory forjaáor en Ca materia efecúJral; con todo respete y reconocimiento, gracUls
maestro.

)leLíe. 'Eámunáo 'Ef1as 9dusi:

lfur sus enseñanzasy atinados comentarios para Ca realización deeste trabajo.

)leLicendado)lá{n)l núJnio áeLeón CJáCvu:.:

Por su inva{UI16fe apoyo, consejos y enorme leáicación para fkvar a buen camino el desarroll» y
eCa60mciónle Ca presente tesis.

)l Ca Vn iversiáaá!J{aciona[)lutónoma áe 'M1.Jdro:

Ley áoy gracUls a Ca mejor Vniversiáaál e ~ll4.im y l e )l mérica Latina, forjadora de profes ionistas
comprometidos COn su )lema :llater y con su país, y par darme Ca oportunidadde [ormarme como
profesionistay comoserhumano, tlevando conmigo siempre c[Cema universitario 'por mi raza lia6Cará mi
espiritu ".

)l mis)lmigos:

)lCejalláro !J'ortiffo o/ázqucz, Pa6[0 qarcía V iaz, )l{fjcrto Herrera, 'Eri"" Quiroz qarcía, q·a6iol'a
'Martíllez qarcia, '1{af ae{ecceña Cu6rio, J{ictor 'Miralláa 'Fonseca, )l1lfl1ií 'Menáoza Juárez.

)l ros integmntes áe Ca lfunencia áe{ 9tlaeistnufo José áeJesús Orozco J{enríquez: por permitirme sersu
compañero, su amigo y aprender le su vasta experiencia juridica y por sus aportaciones y atinaáos
comentariosque enriquecieron esta investi¡¡ación:

Juan CarCas Súva )ldaya, CJa6rie[ 'M..uCoza 'E[vira, J{ugo Vomin¡¡uez 1J3a$oa, )lrmalláo 'Maitret
J{enuínáez, Ja~-ier Ortiz 'F[ores, rrJaviá Cetina :ltenclii, CJustavo)lviCés Jaimes, Enrique )tguírre
Sa{¡[rvar, qa6rieln le[ o/aUé '1'ércz, CaMs 'Ferrtr Sirva, 'Emuw tll uenáía ([)íaz, 'YuriZuc/i!nnann 'l'érez
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I N TR OD U C C I Ó N

"Que lodo aqu el que se quej e con
justicia, tenga un Tribunal que lo
escuche, lo ampare y lo defi enda
contra el arbitrario "

José Maria Afore/os y Pa lló n

El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión ordinari a celebrada el
jueves 23 de mayo de dos mil dos, resolvió la contradicción de tesis número 2I2000-PL,
entre las sustentadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación y la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el jui cio de
revisión constitucional electoral número SUP-JRC-208/99 y la acción dc
inconstitucionalidad 6/98 , respectivamente.

En dicha determinación, la Corte, además dc estimar improcedente la denuncia de
contradicción, sostuvo que el Tribunal Electoral carece de competenc ia para hacer
consideraciones y pronunciarse sobre la constitucionalidad de una norma general electoral,
ni siquiera bajo el argumento de determinar su posible inaplicación a un caso concreto.
Asimismo consideró que el máximo tribunal, es el único órgano de control dc
constitucionalidad dc leyes en materia electoral, a través de la acción de
inconstitucionalidad.

Dicho fallo resulta trascendente no solo por ser la primera ocasión en que la Corte hace uso
de la facultad que le confiere el artículo 99, párrafo quinto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, sino porque, viene a quebrantar el sistema integral de justicia
electoral que se estableció con la reforma constitucional de 1996. Esto es asi toda vez que,
con la determinaci ón de la Corte, se restringió la posibil idad de hacer valer un medio
jurisdiccional efectivo de defensa por parte de los ciudadanos, cand idatos, asociaciones y
agrupaciones políticas, partidos politicos (aunque estos últimos están legitimados para
intentar una acción a través de la acción de inconstitucionalidad, pero, en todo caso se
encontrarán impedidos para controvertir aquellas normas generales de corte electoral que
daten de fecha previa a la apertura de tales acciones a esta materia) para impugnar normas
generales presuntamente inconstitucionales que sirvieron de base para la emisión de un acto
concreto de aplicación, dejando a dichos sujetos en un pleno estado de indefensión,
provocando un vació normativo que conlleva al detrimento a la garantía de una tutela
jurisdiccional consagrada en el articulo 17 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Esbozado lo anterior, en el presente trabajo se analizará un primer capitulo consistente en
conceptos básicos en la materia electoral, ya que nos ayudará a delimitar la esfera de
estudio, precisando dc manera general, el porque de la necesidad de un control
constitucional de las leyes electorales a partir del primer acto de aplicación. De igual forma
tiene la finalidad de asentar en conocimiento de todo aquél que desconoce la materia
electoral, los elementos básicos que se manejarán en el desarrollo de este trabajo, a fin de

Neevia docConverter 5.1



tener una panorama genera l de la materia electo ral, y finalmente, tiene la intenci ón de pone r
en claro ciertas posturas de carácter crítico de quien realiza este trabajo. Asimismo se
contienen los antecedentes del contencioso electoral federal (reformas de 1977, 1986, 1990,
1993, 1994 Y 1996), a efecto de tener precisada la situación que guardaban nuestro marco
normat ivo con anterioridad a la reforma const itucional de 1996, con lo que se evidenciará
una ausencia de cont rol const itucional en la materia que nos ocupa.

En ese sentido, al entrar al estudio de las reformas mencionadas, advertiremos que dichas
modificaciones han llevado a cabo una doble vertiente claramente diferen ciada: 1) Transitar
del sistema de autocalificaeión de las elecciones con una tradición de más de 180 años, a
nuestro sistema actual de calificación mixta, por órgano administrativo y j urisdiccional en
el caso de la elección de diputados y senadores y calificación exclus ivamente j urisd icciona l
para el caso de la elección del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y 2) El
fortalecimiento dc las instituciones y los procedimientos juridico-clcctoralcs , quc
constituyen piedra angnlar en el estado democrático de México, asimismo con la ultima
reforma electoral de 1996, podríamos afirmar que se consolida la judicializac i ón de los
procesos electorales, estableciéndose un sistema integral de justicia electoral y que, por
prim era vez en nuestra historia constitucional instituye mecanismos de protección legal y
constitucional, en contra de actos o resoluciones provenientes de las autoridades
electorales, federales o locales, fortaleciendo de esta manera, sistemática y
consistentemcnte al Tribunal Electora l del Poder Judicial de la Federac ión, dotándole cada
vez de mayores facultades, ampliando su competencia, a fin de cumplir de mejor manera su
función juri sdiccional, situación que ha quedado desquebrajad a a partir de la contradicc ión
de tesis 2/2000 PL, como quedara evidenciado en el presente trabajo.

En el capítulo segundo , se fijará en qué consiste cl contro l de la cons titucionalidad, siendo
igualme nte necesario precisar su clasificación y variedades de control, a partir del órgano
encargado de ejercer dicho contro l, los cuales, como veremos en el desarrollo del presente
trabajo, se reduce n esencialmente en dos tipos: el difuso y el concentrado, lo cuales
responden a las circunstancias imperantes de las naciones que los han adoptado, de ahi que
no sea posible hallar dos modelos totalmente coincidentes, y por supuesto veremos como
estas concepciones han tenido cobijo en el ordenamiento const itucional mexicano.
Asimismo se desarrollará el análisis concerniente a la acción de inconstituciona lidad en
materia electoral, como un proceso de control de constitucionalidad abstracto, que
compre nde sus antecedentes, su fundamento, concepto, partes, plazos, procedimiento,
resoluciones.

Al respecto, no es por demás mencionar lo que sostiene el tratadista Fix-Zamudio :

"La defensa de la Constitución es tá integrada por todos aquellos instrumentos jurídicos J'
procesal es que se han establecido tanto para conservar la normativa constitucional como para
prevenir su violación. reprimir su desconocimiento y . /0 que es más importante, lograr el
desarrollo y la evolución de las propias disposiciones constitucion ales en un doble sentido:
desde el punto de vista de la Constitución forma l. a fin de lograr su paulatina adap tación a los
cambios de la realidad político -social, y desde la perspectiva de la Constitución real, es decir.

2
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su transformación de acuerdo con las normas programáticas de las propia Carta
f undamental. ..1

Para este autor, el concepto genérico de "def ensa de la constitución" puede escindirsc en
dos categoría fundamentales: la protección de la Constitución y las garantías
constitucio nales.

La protección de la Constitución se integra por todos aquellos factores políticos,
econ ómicos, soc iales y de técnica jurídica que han sido canalizados por medio de normas
de carácter fundament al e incorporados a la Constitución con el propósito de limitar el
poder y lograr que sus titulares se sometan a los lineamientos establecidos en la propia
Carta Fundamental, tanto por lo que respecta a sus atribuciones, como también en cuanto al
respeto de los derechos humano de los gobernados .

Por su parte, las garantías consti tucionales, entendidas no cn el concepto tradicional que las
identifica con los derechos humanos consagrados en la Const itución, son lo medios
juríd icos de naturaleza predominantemente procesal, que están dirigidos a la reintegración
del orden constitucíonal cuando el mismo ha sido desconocido o violado por los propios
órganos de poder, y los instrumentos protectores no han sido suficientes para lograr el
respeto y cumplimiento de las disposiciones constitucionales. En olras palabras, son
instrumentos de carácter predominantemente procesal, quc tutelan las disposiciones
fundaméntalcs para lograr su restitución cuando hubiesen sido desconocidas o violadas.i

Para el Dr. Fix Zamudio las garantías constitucionales en México, que han sido instauradas,
a partir de la reforma de 1996, son entre otras, la acción de inconstituciona lidad, el juicio
para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano y el jui cio de revisión
constitucional electoral.

En esta tesitura., el propósito del tercer capitulo , consiste en analizar estos tres instrumentos
procesales, junto con los otros instaurados por la reforma de mérito, siendo los llamados
por la legislación secundaria recursos de apelación, juicio dc inconformidad y recurso de
recon sideración , con el obje tivo de demostrar la finalidad del Constituyente Permanente de
que, a través de dichos instrumentos juri sdiccionales se garanticen el acatamiento invariable
de los principios de constitucionalidad, legalidad y definitividad de los actos y resoluciones
electora les, según lo previsto en el articu lo 41, párrafo segundo, fracci ón IV, dc la
Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos y no únicamente los mecanismos
procesales esgrimidos por el Doctor Fix Zamudio.

Finalmente, en el cuarto capítulo se analizará a fondo la contradicción de tesis 2/2000 PL,
estudiando en principio, como era conceb ida la justicia constitucional electoral por parte
del Tribu nal Electoral del Poder Judicial de la Federació n antes de la mencionada

I Fix-Zarnadio, Héctcr. Introducción al Estudio 4e la Defensade 'a <":oostituciÓJ] en el QrdenamlC'n!~e:lic3no, 20 ed.• UNAM. Corte de
Consmucionalidad de la República d Guatemala. M éxico, 1998, p.l :t.
2 Para efectos del presente trabajo. aludimos a "control Cc ostunc ional" cuando nos referimos a aquellos remedios procesales. por virtud
de los cuales es posible anularel actoo norma que se ulda de inconstiíucion al, es decir. aquellospor los que es posible restituir al qu ejoso
del agravio aducido o en lo que es posible expulsardel ordenarmentu la norma impugnada (cuando el control es abstracto y no existe aun
un acto de aplicación y. consecuentemente, no hay una lesión jurídica individ ualizada propiamentedicha)

3
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contradicción de tesis ; asimismo se explicará, cuales fueron los fundamentos y motivos que
sustentaron su resolución, como también, del voto concurrente formul ado por el ministro
Gudiño Pelayo, finali zando este trabajo de investig ación con el análisis, consceuencias y
prop uesta que, desde mi perspect iva, como ya se precisó al comienzo de la part e
introductoria del presente trabajo, la determinación de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación a que se ha hecho mención adquiere particular relevancia, toda vez que de la
interpretación que efect úa de las norm as constitucionales involucradas, en forma obscura,
tiene como efecto el mutil ar el propósito del Poder Revisor de la Constitución de configurar
un sistema integral de justicia electoral, al establecer que, el Tribunal Electoral carece de
competencia para hacer consideraciones y pronunciarse sobre la constitucionalidad de una
norma general electoral, ni siquiera bajo el argumento de determinar su posible inaplicación
a un caso concreto, no obstante que la propia Constitución como lo demostrare, dota al
propi o Tribunal Electoral de dichas facult ades. La con secuencia directa de la multicitada
resolución es principalmente crea r un vació normativo, ya que el Tribunal Electoral tendría
que aplicar normas gene rales presuntamente inconstitucionales o, por así decir, conva lidar
los actos que tengan su fundame nto de validez en tales norm as, sin que haya órgano
jurisdiccional alguno que haga prevalecer la supremacía dc la Con stitución.

Por tal motivo la propu esta de reforma que se propone en este último capítulo va
encaminada princip almente, entre otros aspectos , que se le permita al Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, ejercer plenamente sus facultades y alcances
constitucional es y legales dotados por la prop ia constitución, para estable cer un control
constitucional de las leyes electorales, y de todos los actos y resoluciones dc las autor idades
electorales, sin limitación algun a en cuant o al control de actos y resoluc iones deriv ados de
leyes inconstitucionales.

Para concluir esta parte introductoria y de las consideraciones que se han esgri mido, sólo
resta come ntar que la justicia electoral en Méxi co es actualmente un concepto fundam ental
en cl desarrollo democrático de nuestro país, dentro de un cont exto po lítico , jurídico y
social, en el que los comic ios electorales se toman cada vez más comp etitivos , el
fortalecimiento de las instituciones electorales, han cont ribuido a acrecentar el car ácter
independi ente e imparcial de la ju sticia elect oral. Asimismo en el México cont emporáneo,
represent a, dentro de sus cimientos democráti cos, la oportunidad de nuevos tiempos de
mayor apertura y calidad en el ej ercicio de una j usticia electoral reforzada, la cual es fruto
de un largo proceso en el que se fundieron diversos esfuerzos de incontables generac iones,
que vislumbraron los beneficios de alcanzar un nivel democrático y superior.

4
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Capitulo 1. La Regulación de la Justicia Electora l en México a partir de las reformas
de 1977, 1986, 1990, 1993 Y1996.

1. Marco Conceptual

Conforme al diccionario de la Real Academia Española, concepto es una idea abstracta y
general, es un pensamiento expresado con palabras. Por cllo se ha considerado prudente
iniciar el presente estudio con un capitulo de conceptos, ya que nos ayuda rá a delimitar la
esfera de estudio, es decir, precisar de manera general y abstracta el porque de la necesidad
de un control constitucional de las leyes electorales a partir del primer acto de aplicación,
derivado de la contradicción de tesis 212000 PL. De igual manera tiene la finalidad de
asentar en conocimiento de todo aquél que desconoce la materia electora l, los elementos
básicos que se manejarán en el desarro llo de este trabajo, a fin de hacer más comprensib le
su empleo, y finalmente, tiene la intención de poner en claro ciertas posturas de carácter
crítico de quien realiza este trabajo. Lo anter ior, para poder precisar por qué se considera
importa nte que los actos y resoluciones emitidos por las autoridades electorales, tanto
j urisdiccionales como administrativas, se aj usten invariablemente al principio de legalid ad
y constitucionalidad dent ro del ámbi to del derecho electoral como universo de reglas que
contiene aquéllas relativas a la justicia electora l,

1.1.1 Justici a Electora l

Es menester en principio conocer el concepto de justicia electoral y los elementos que lo
integran, a fin de poder destacar su trascendencia para el presente trabajo de investigación,
por lo que nos dedicaremos a extraer los com ponent es básicos del término para estar en
posibi lidad de integrar una definición producto de su estudio

En general, al referimos al término de j usticia lo relacionamos mas hien con elementos
mora les o filosóficos, o bien con la defin ición clásica que da Ulpiano al referirse a la
constante y perpetua voluntad de dar a cada quien lo suyo. Sin embargo, no es la única
acepción que posee el término, sino que, además de ese concepto en sentido amp lio, uno de
los sentidos estrictos se refiere a la impartició n de justicia.

Pero esa acepc ión, al menos en nuestro sistema jurídico, no pretende alcanzar lo
filosófica mente justo, sino únicamente aquello que es " legalmente justo", esto es, siguie ndo
el mismo esquema que plantea Ulpianio, dar a cada quien lo que la ley le concede.

En ese orden de ideas, por la administración de just icia debemos de entender el conjunto de
determinaciones que mediante los mecanismos establecidos en la ley impulsan la
maquinaria de l Estado para que una instit ución que resulte competente para conoce r y
resolver la controversia planteada resuelva lo "legalmente j usto", es decir determine lo que
conforme a la ley procede otorgarle a cada una de las partes.

Tal es el caso de la justicia agraria, admini strativa o penal, refiriéndose en todos los casos
no a la definición filosófica sino más bien a los procesos y procedimientos que se siguen
para resolver un caso concreto controvertido.
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El maestro José de Jesús Orozco Henriquez, nos define en sentido amplio la justicia
electoral corno aquellos principios, valores y medidas encaminados a la óptima realización
de la democracia representativa.'

Por otra parte, el propio maestro Orozco, esgrime que la justicia electoral (también
conocida como contencioso electoral) en un sentido técnico o estricto, constituye los
diversos medios jurídico-técnicos de impugnación o control (juicios, recursos o
reclamaciones) de los actos y procedimientos electorales, ya sea que se sustancien ante un
órgano de naturaleza administrativa, jurisdiccional y/o política, para garantizar la
regularidad de las elecciones y que de las mismas se ajusten a derecho, esto es, a los
principios de constitucionalidad y/o legalidad, corrigiendo eventuales errores o infracciones
a la normativa electoral (a los anteriores cabría agregar, en su caso y por su especificidad,
los medios de control de la constitucionalidad de las leyes o normas generales de carácter
electoral):

La finalidad esencial de la justicia electoral ha sido la protección auténtica o tutela eficaz
de derecho a elegir o ser elegido para desempeñar un cargo público, mediante un conjunto
de garantias a los participantes (partidos políticos e ineluso, funcionarios electorales, así
como, según el caso en los distintos regímenes electorales, ciudadanos y candidatos) a
efecto de impedir que pueda violarse la voluntad popular, contribuyendo a asegurar la
constitucionalidad y/o legalidad, certeza, objetividad, imparcialidad, autenticidad,
transparencia y, en general, justicia de los comicios.s

En el párrafo precedente, el maestro Orozco se refiere esencialmente a la protección a un
dcreeho fundamental como lo es el derecho polítíco electoral de votar y ser votado, el cual
lo define junto con el maestro Juan Carlos Silva Adaya, partiendo de lo establecido tanto
en el articulo 35 de la Constitución Federal; 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos, y 23, numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se
desprende que, " los derechos políticos son aquellos que posibilitan la participación directa
o indirecta de las personas, individual o colectivamente, cn los procesos de formación de la
voluntad estatal, y el acceso al gobierno, lo cual incluye el derecho de participación en los
asuntos públicos, bien sea directamente o mediante representantes libremente electos; el
sufragio activo y pasivo, en elecciones libres, auténticas y periódicas, por medio del voto
universal, libre, secreto y directo; el nombramiento o acceso en condiciones generales de
igualdad a las funciones públícas; la asociación y petición en materia política, y la defensa
de la República y sus instituciones.?"

También existe una acepción de "contencioso electoral o justicia electoral" más restringida,
que es la que se vincula con la noción de "proceso..7 la cual abarca sólo a los medios

J O KQZCO lIENRÍQUEZ. Jos é de Jesús. }l,I il lg :;¡ Electoral en Diccionario Electoral 1I0 H-lnslltuto h neramencano de Derechos
Humanos. 2° ro.Costa Rica. 2000 . pp. 752.
' Sistemas de Jus tic i3 Electoral: E,,'a!yK jÓl1 y p¡;rs~tim IFF.. PNUD. lJNAM. IFES. IDEA. TEPJF. M éxico. 1999. p p i Y2.
, ídem:
, Memona del Simpos io lnternacional de "El Significado Actual oe la Constit ución" . Instituto de Invesngaciones Jurid écas, lTNAM,
1998. p. 436.
1 Conforme .1 la doctrina jur idrca procesal moderna, la noción de "proceso" debe reservarse a los actos que forman parte de un litigio cuya
resolución, de conformidad con la ley, se somete :1 un órgano tercero imparcial de carácter jurisdiccional; por otra parte a rodas aquellas
series de actos que no tienen una finalidad jurisdiccional-ya sea que (onne n parte o no de un proceso- se les denomina
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proce sales de control de la regularidad de los actos y procedimientos electorales, esto es,
hace referencia al conjunto dc controles o impugnaciones estrictamente jurisdiccionales
frente a los actos y procedimientos electora les (excl uyendo, en consecuencia, a los
contro les juridicos provenient es de órganos de natura leza propiamente administrativa),
incluso en ocasiones se llega a restringir aún más la noción de contencioso electoral, para
refe rirse exclusivamente al medio de impugnación jurisdiccional respecto dc los actos de
procl amación de elegidos, como ocurre por disposición legal en España.8

Guillermo Casco Callejas9
, ex presidente de l Tribunal Nacional de Elecciones de la

República de Honduras, señala que la j ustic ia electoral aspira a fijar y defender los
derechos del ciudadano para lograr su efectiva y libre participación en la vida política del
país, además de ser un medio para buscar, constru ir y consolidar la democracia en el país,
búsqueda que está abierta a todos los ciudadanos con igualdad de opo rtunidades y sin temor
a ser vietima de la coacción, la violencia o la tergiversac ión de su voluntad.

Por su parte el maestro José Luis de la Peza seña laba que, la expresión justicia electoral,
tiene una amp lia acepción, que comprende todo lo relacionado con la actividad
j urisdiccional refer ente a los procesos electorales .10

En esa tesit ura, podem os concluir que la j usticia electora l se refiere al conj unto de proce sos
y procedimientos tendientes a resolve r las controvers ias planteadas ante una instanc ia
comp etente, a fin de salvaguardad la esfera de los derechos pol ítico-electorales de los
ciudadanos y, en consecuencia, la realización de los procesos electorales en condiciones de
libertad, competitividad e iguald ad.

Ahora bien, un importante debate ha despertado, respecto de si la naturaleza del órgano
encargado de imparti r j usticia en materia electoral, debe ser adminis trativa, polít ica o
j urisdicc iona l.

El maestro Orozco Hcnr íquez!' señala que en el derecho electoral comparado se presentan
diferentes sistemas de ju sticia electoral, los cua les pueden clasificarse según el órgano al
cual se le atribuye el control de constitucíonaÚdad y legalidad de los actos y procedimientos
electorales, por 10 que cabe distinguir-como lo sugiere Duverger y 10 ha señalado el Doctor
Fix-Za mudio-entre el contenc ioso político y el contencioso jurisdiccional, según la función
respect iva se confie a una asamblea politiea o a un órgano j urisdiccional (en tanto que la
so lución ju rídica de las controversias, en este último caso, se somete a un tercero
imparcial); a los mencionados, se debe adicionar el llamado cont encioso electoral
administrativo, cuando la reso lución de las impugnaciones le corresponde al propio órgano
encargado de org anizar las elecciones y el mismo tiene natural eza propiamente

··procedimieRw"("'éasc Akalá Zamoray Casnüo. 1991:112 ~S. ; Ca larra ndrei, 1986:Jl7 ss..; Cameluui. 1981) : 21 SS,: CJÓmCz Un. 1990:
122 y 132).
I f\;OIlLEN Dreter, PICAOO Sonia. ZOVArIU Daniel Tt3I.3.do de [)erecbo EI« loraJ Con lparado de AmCrica Latin,¡ _ Instituto
Interamericano de Derechos Humanos. Unwcrsidad de Heidelberg, TF.PJF.IFE, FCE. México. 19'}(). p.p. 70S Y709.
, CASCO CALLEJAS. Guillermo. Justicia Electoral y resolución de conf lictos en la legislación hondureña en Memoria del 11I Congreso
Interna cional del DerechoElectoral. Tomo ñt Insuun o de lnvesngaciones Jurídica s. M éxico, 1999. p. 913.
111 0 & LA PEZA. José Luis. Notas sobre la Justicja Electoral en México en el umbral de! siglo XXI. Memona del lfI Congreso
luternacional del Derecho Electoral. Tomo ll llnstituto de lnvesligacion~ Jurídic as . M éxico, 1999. p. 913. .
1I URUZCU HENJUQUEZ,José de Jcsús. Sistemasde Justicia Electoral: fu:~ ! l! ac;ón y Persl?eClj\"as Op .CiL p. 155.
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administrativa, asi como el contencioso mixto, que conte mpla alguna combinación de
aque llos órganos (político y/o jurisdiccional y/o administrativo) en la solución de las
cont roversias electorales.

En esa tesitura, el propio maestro Orozco" distingue entre cuatro sistemas de justicia
electoral: a) el sistema tradicional o clásico; b) el sistema austriaco ; e) el sistema inglés o
contencioso de jurisdicción ordinaria y, d) el sistema latinoamericano:

a) Sistema Tradicional o Clás ico, que se traduce en un contencioso predomi nantemente
político, es aquel que conserva en una asamblea política la decisión última de las
correspondientes controversias electorales, en el entendido de que cn la actualidad ya no
existe propiamente un contencioso exclusivamente político, toda vez que, por lo general, el
mismo se combina con algunos medios de impugnación previos de carácter jurisdiccional o
administrativo, razón por la cual es pertin ente hablar mas bien de un sistema contencioso
mixto político-juri sdiccional o político -administrativo .

En la actualidad, práctieamcnte ya no hay sistemas que tengan un contencioso electoral
exclusivamente político, ya que aquellos países que conservan un control político para los
com icios legislativos o, en su caso, presidenciales, lo hacen coexistir con un control
jurisdiccional o contenciosos administrativo previo o posterior, lo que les convi erte en
sistemas contenciosos mixtos.

Entre los sistemas contenciosos mixtos polít ico-jurisdiccionales, cabe incluir el de los
Estado Unidos de América, en tanto que las elecciones federales reguladas y organizadas
por autoridades de cada entidad federativa, por lo general, combinan impu gnaciones ante
un tribunal estatal ordinario y, ulteriormente, ante un órgano político que resuelve en forma
definitiva, esto es, la Cámara de Reprcscntantes o el Senado del Congreso de la Unión con
motivo de las elecciones de sus respectivo miembros, asi como el correspondiente colegio
electoral tratándose de la elecciones presidenciales.

Similar situación ocurre en Italía y Suiza, en tanto, que el articu lo (,(, de la Consti tución de
la Republica Italiana de 194&establece que corresponde a cada cámara-diputados y senado
de la Republica- la facultad de juzgar " los títulos de admis ión de sus miemb ros y los
motivos de incompatibilidad e inhabilitación para el cumplimiento" , una vez resuelto los
reclamos y protestas de naturaleza encargada de organizar la elección, mientras que en la
federación Suiza es atribución del Consejo nacional y del Consejo de los Estado resolver en
definit iva sobre la elección de sus respectivos miembro s, una vez decididos los recursos
sobre los escrutinio y verificaci ón de los resultados por las autoridad es de los gobiernos
cantona les.

Por su parte, en Argentina, en tanto sistema conteneioso electoral mixto políti co­
administrativo, tratánd ose sólo de las impugnaciones en contra de los resultados de las
elecciones legislativas y presidenciales (ya que los restantes actos electora les únicamente

I! lbidem, págs. 47-5>.
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pueden impugn arse ante la Cámara Naciónal Electo ral que forma parte del poder judicial),
una vez que las correspondientes juntas naciona les electora les (cuya natura leza es
propiamente administrativa, si bien se integran con funcionario s judiciales) deciden sobre
las impugnaciones presentadas contra tales resultados, es el caso que la decisión final sobre
la validez de las elecciones es atribución de un órgano polít ico. En efecto la reforma
constitucional de 1994 prevé como atribución de la Asamblea Legislativa (esto es, ambas
Cámaras del Congreso) resolver sobre las elecciones directas de Presidente y
Vicepresidente de la República; por lo que se refiere a las elecc iones de diputados y
senadores, se conserva como facultad de la Cámara de Diputados y Senadores, el ser juez
de las elecciones, derecho y títulos de sus miembros en cuanto a su validez, sin que exista
expresamente recurso alguno contra sus decisiones. En este sistema tenemos a Estados
Unidos, Suiza, Italia, Argentina y Hungría .

b Sistema Aus triaco o de jurisdicció n cons tituciona l). Este sistema predomina en
Europa, caracterizado por un contencioso de jurisdieción constitucional, es aquel que
confiere a un tribunal constitucional la decisión última de los medios de impugnación
electoral respectivos, en el entendido de que en ocasiones este sistema se combina con otros
medios de impugnación previos dc carácter tambi én juri sdiccional o, incluso de naturaleza
política . Este sistema es aplicado en Austria, Alemania, Francia y Rumania.

Diversas Constituciones europeas de la primera posguerra, siguiendo el modelo de la
Constitución de Weimarde 1919 y, particularment e, la Constitución de Austria de 1920,
encomendaron a órganos expresos de juri sdicción consti tucional la tarea de resolver sobre
la validez de las elecciones.

En efecto, la Cons titución de Austria de In O-bajo la influencia del ilustre jurista Hans
Kelsen- atribuyó a la Corte de Justicia Constitucional la verificación de las elecciones de
los cuerpos de representación, esto es, tanto del Consejo Nacional como de la respecti va
dieta de cada Land, cuya competencia, a través de sucesivas reforma se ba ampliado a la
validación de otros eje rcicios democráticos (referéndum, desde 1929, y elecciones
presidenciales, a partir de 1931).

Aqui cabe ineluir también a Francia y España que, a partir de 1958 y 1978,
respectivamente, confieren al Consejo Constitucional o al Tribunal Constitucional a la
atribución de resolver en última instancia las controversias sobre las elecciones
parlamentarias y, en el primer caso, también de las presidencia les, combinándo lo en ciertos
momentos con medios de impugnac ión previos ante la justicia contenc ioso administrativa,
en el entendido de que en España ésta forma parte del Poder Judicial.

Igualmente, es pertinente mencionar aqui el caso de Alemania, como tipico ejemplo de
contcneioso mixto político y juri sdiccion al constitucional, donde la cal ificación o
veri ficación dc la elecci ón a cargo del Bundestag o parlamento puede ser recurrid a ante la
Corte Constitucional.

e) El sistema Inglés o Co ntenci oso de J urisd icción Ordinaria : Es aqu el que confiere a
los jueces ordinarios, pertenecientes al respectivo poder judicial, la atribución de resolver
en única instancia, o bien, en combin ación con algunos otros medios de impugnación
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previos (ya sean de carácter administrativo o politico), las correspondientes controversias
electorales.

En algunos paises las impugnaciones procesales contra los resultados electorales se
presentan ante los jueces ordinarios, es decir, el propio poder judicial (como en Gran
Bretaña), en efecto, para erradicar los abusos cometidos por las mayorías que
eventualmente conformaron la Cámara de los Comunes, a través de un acto legislativo de
1868, modificado en 1789, el juicio de las elecciones disputadas se transfirió a dos jueces
de los King's ( Queen 's) Bench División de la High Court of Justice, establecién dose que la
decisión concorde de tales jueces era asumida por la Cámara de los Comunes (para
salvaguardar su soberanía), en el entendido de que ésta es la única que puede ordenar que
se proceda a realizar un nueva elección cuando la anterior ha sido anulada

Esencialmente este también es el sistema vigente en Canadá, toda vez que es competencia
de la jurisdicción ordinaria resolver las diversas controversias electorales, combinándola
con la relevante función desempeñada por la oficina de Elecciones Canadá en la
organización de los comicios y el correspondiente comisionado.

d) Sistema Latinoamericano: Se caracteriza por el establecimiento de tribunales (cortes,
jurados, juntas o consejos) electorales especializados, encargados de la resol uci ón de las
controversias sobre los resultados electorales, cuya naturaleza es j urísdiccional y/o
administrativa y, en ocasiones, se combina con otro tipo de medios de impugnac ión previos
o posteriores, pudiéndose considerar como una de las aportacio nes mas significativas de la
región a la ciencia política y al derecho electoral, al haberse constituido en un factor
importante para los recientes procesos de democratización y consolidación democ rática en
América Latina, asi como a la vigencia del Estado de derecho y a la consiguiente soluc ión
de los conflictos electorales por vías institucionales, tiene sus orígenes en la Corte Electoral
de Uruguay en 1924 y el Tribunal Calificado r de Elecciones de Chile en 1925. Debemos
establecer que dentro este sistema podemos destacar dieciocho paises: Argentina, Bolivia,
Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Hondu ras, México,
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, república Dominicana, Uruguay y Venezuela.

En este sistema, no todos los tribunales creados para dirimir las cont roversias en la materia
se encuentran incorporados al poder judical o bien se encuentran dotados con la facultad de
ser la última instancia cn la materia, incluso en algunos casos, se prevé la posibilidad de
que se puedan recurrir las resoluciones por inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de
Justicia o bien la Corte de Constitucionalidad.

De lo expuesto, y después de haber analizado las diversas posibilidades que se tiene para el
contencioso electoral, podemos establecer que la juri sdicción puede ser de orden judici al o
administrativo, pcro lo realmente importante, a j uicio del que ahora escribe estas líneas, es
que dentro del catálogo de facultades conced idas al órgano resolutor se confieran aquellas
que lo faculten para interpretar la ley y hacer coactivo el cump limiento de sus resoluciones,
esto es, la potes tad legal para aportar el criterio del resolutor dentro de una controversia
plateada para alcanzar así la mejor solución al conflicto y que en caso de no cumplirse la
sentencia ejercitar todos los medios legales que estén a su alcance para coactivamente
garantizar su ejecución .
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En genera l, se aprecia una marcada tendencia hacia la "j udicializaci ón" de los
procedimientos cont enciosos electoral es. Esta situación se advie rte no solo por el paulat ino
abandono del contencioso electoral político y la consecuente previsión de med ios de
impugnación ant e órganos propiamente jurisdiccion ales, sino por el hecho de que varios de
los órganos encargados de la organización , administración y vigilancia de los
procedimi entos electorales se encuentran fuertemente ' j udicia lizados" en su integración (en
cuanto que varios dc sus miemb ros provienen del poder judicial o son nombrados de igual
forma, se les exigen los mismos requisitos y/o se les otorgan garantías equ ivalentes a las de
otros funcionarios judicia les.

La consecuencia de esta "j udicialización" de los sist emas contenciosos electorales estriba
en que la resolución de los conflictos e impugnaciones sobre estos procedimientos debe
basarse en el principio de juridicidad (cons titucionalidad y/o legalidad ) y no según los
criterio s ampliame nte discrecionales de la oportu nidad politi ea, como ha advert ido el doctor
Fix-Zamudio. Lo anteríor también ha impl icado -corna la exp resió n en el derecho
comparado lo demues tra- un cambio en la actit ud asumida por los part idos polít ícos,
funcionarios electorales y de más partes o terceros interesados en determi nada impugnación
electo ral, ya que los hechos , argumentaciones y medios dc prueba planteados
eventua lmente ante el órgano j urisd iccional com petente, han requerido ajus tarse a .
exigencias t écnico-j urídicas para su procedencia y fundamentación, ya que es eviden te que
la moviliza ci ón o desleg itimación política no proporciona los medios y fundamentos
suficientes para resolver un litigio electoral de ma nera objetiva , imparcial y conforme a
derecho.

1.1.2 Derecho E lecto ral

De acuerdo con el autor Dieter Nohlen, "e l Derecho Electoral tiene dos sentidos: uno
amplio y otro restringido. El primero es el conjunto de normas juridicas que regu lan la
elecció n de los órganos represe ntativos. El segundo contiene únicamente aquellas
determi nac iones legales que afectan el derec ho del individuo a participar en la des ignación
de los órganos representativos.u

En este tenor el Derecho Electoral en sentido amplio, es el conjunto de norm as que regulan
la elección de los órganos representativos en una democracia, y que según Nohlcn y
Sabsay, no so lo inclu ye la legislación electoral , la ciencia, teoría y saber critico sobre las
normas, sino tambié n, principios polí ticos, parámetros comparativos, antecedentes
históricos y socio lógicos, experiencias y demás aspectos que permi tan vincularlo con
reflexiones ace rca de la representaci ón, los part idos, el presidencialismo, el
parlarncntarismo.l"

Por otro lado , el Licenciado Javier Orozco Gómcz, "señala que al interp retar la definición
del maestro Diet er Nohl en, encontramos en el sentido amplio todo lo rela tivo al proceso

n NOlI lEN. Dietcr... Pcrccho Elecloral .. en Diccionario EI<..croral, Centro lnteramericano de Asesoría y Promoción Electoral,
(CAPEl). Costa Rica . 1989. p. 211.
u SALCEOO AQUINO. Roberto y otros. piccion:uio I.:I~Iº-,,ª~ In'>lituhl Naciona l de Estudios Políticos . P 101,
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electoral en si, es decir, la regulación jurídica de los elementos, actos y etapas que
constituyen la organización y el desarrollo de una elección. En cambio, en el significado
restringido, tan solo se refier e a las normas jurídicas quc establecen las condiciones y
formas de participación ciudadana en los comicios, lo que implícitamente contiene el
concepto amplio, al estar haciendo referencia a la emisión del voto , que es un acto electoral
quc efectúa el ciudadano y que constituye la base para la conformaci ón dc los órganos del
pode r publico" .1 5

El Doctor Marco Antonio P érez de los Reyes, menciona que efectivamente existen dos
conceptos del termino Derecho Electoral , "el conc epto restríngido que se refiere el derecho
subjetivo del ciudadano de elegir y ser elegido (voto activo y voto pasivo), y el concepto
amplio que señala el derecho que regu la la elección de órg anos repres entativos del
poder"."

Para el efecto de enriquecer los argumentos anteriores, es necesario destacar que el
concepto de Derecho Electoral contien e únicamente aquellas determinaciones legales que
afectan al derecho del individuo a participar en la design ación de órganos representativos.
Este concepto estricto concreta el derecho dc sufragio y se limita, en su contenido, a
establecer las condiciones juridicas de la participación en la elección y de la configuración
de este derech o de participación. El Derecho Electoral en el sentido estricto señala en
conercto, quien es electo r y quien es eleg ible y trata de determinar, además, si el derecho de
sufragio es o no universal, igual, directo y sec reto. Con ello, el concepto estricto de
Derecho Electoral se remite a postulados y cuestiones j urídicas que, tiene un carácter
jurídico constitucional" .1 7

El tratadista Rubén Hernández Valle, manifiesta que "el Derecho Electoral es uno de los
instrumentos concretos para actualizar el principio democrático en el Estado moderno, que
constituye el mecanismo jurídico usual, no só lo para la elección de los titulares de los
órganos representati vos, sino también para que otros participen en la determinaci ón,
ejecuci ón y control de las dec isiones políti cas a lo largo de todo el proceso electordl.,,18

El Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, José Luis de la Peza Muñozcano, indica a su vez que el Derecho Electoral es la
norma del Dere cho Publico que regu la la organización y los procedimientos para el
ejercicio de las prerrogativas que cn un sistema democrático tienen los ciudadanos para la
integración de los poderes del Estado .19

n OROZCOGó MEZ.Javier . Eslul.lios Electoc les. POITIi,a. México, D.f.• 1999 . p.4.
" rÉRF.z DE LOS REYES. Marco Anton io . Fl.mcionam ien to Pcmuocnte de; las Salas Regionales del Tribunal Ek-.clor.ll del Poder
Judicial de I.J fed eraciÓn Tcpic. Nayan t, 1999. Tes is (Maestria), Universidad Autónoma de Nayarit, p. I~
11 ACEVF_~ RR.o\VD. Fé li'l:. ..A.ndrés. Dlccionanu Eleclaral Mexi cano, Universi dad de Guada lajara. M éxico. 1994. p. 5 1.
u Nohlen. Oicther .• citado por Orozco Mertín ez. Rodoifc bltroducción al F.studio del Derecho Electoral. Centro de CapaciUK:ión Judicia l
Elec toral. Tnhunal Elector al del Ped er Judicial de la Federación, Mé ICico. O.F.• 1998. p .t.
·' Clt ada pOI rÉRfZ DE LOS REYFS . Marco Antonio, op.c it .• p 196 .
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El Doctor Marco Antonio P érez de los Reyes, entiende al Derecho Electoral como "el
conjunto de norm as, instituciones y principios filos óficos-jurídicos que regul an el ejercicio
del derecho ciudadano tendiente a la renovación periódica de los poderes del estado.,,20

Al desarrollar su defini ción, el prop io Doctor Pérez de los Reyes esgrime que es un
conjunto de norm as, desde luego jurídicas, porque efecti vamente se trata de diversas
disposiciones de orden publico que regulan la vida político-electoral de un país, desde
luego parti endo, en el caso de México , de la Constitución Polí tica de los Estados Unidos
Mexicanos hacia otras leyes y reglamentos de menor jerarqu ía, tanto en el ámbito federal
com o en el local. Es un conjunto de insti tuciones porque en el ejercicio cotidiano de la
democracia se han venido configurando estructuras jurídicas destinadas a desarrollar el
ejercicio electora l, en cualquiera de sus aspectos."

Estableciendo que es además un conjunto de prin cipios filosófico-jurídico dado que por
razones de índole política, histórica y doct rinal se man tienen ciertos principios básicos que
deben regir la vida electoral de la republica, por eso se deben defin ir con la mayo r precisión
posible los conceptos de objetividad, imparcialidad, definitividad, etc."

Ahora bien, por lo qne hace al objetivo o fines del derecho electoral el maestro Manuel
Aragó n Reyes, seña la que tiene por objeto establecer las condiciones jurídicas del derecho
de part icipación política de los eindadanos tanto en su verti ente activa del derech o a
participa r medi ante la emisión del voto como en su vertiente pasiva del derecho a acceder,
medi ante la elección popular, al ejercic io de los cargos públi cos.i''

En ese mismo sentido, Adria na Fave la Herrera, establece que el derec ho electora l tiene por
objeto el control y la regulación de las contiendas electo rales. siendo uno de sus fines el
gara ntizar la paz social y facilitar la convivencia política."

Por lo expues to anteriormente, podemos establece r que el derecho electoral es la rama
autónoma del derecho constituciona l, encargada de dictar el conj unto de normas j urídicas
que tiene por obj eto regular las inst ituciones, sistemas y procedimientos mediante los
cuales los ciudadanos ejercen librem ente sus derecho s político-electoral es , asi como
garantizar la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones de las autoridades
j urisd iccionales y administrativas, mediante la exi stencia de medios de defensa, todo ello
con la finalidad de establecer las condiciones juridicas para que los ciudadanos participen
en las elecciones popu lares, garantizar la paz socia l y facilitar la convivencia políti ca.

1.1.3 Derecho Procesal Electora l

10 PF.RFZ rJF.l.OS REYES, Marco Antonio. Op .cit., p . 196.
11 lbidem , p. 197.
u ldl'm.

H ARAGÓN REYES. Miguel. Qr.~J!I~m.rn!ación en Memoria del 11I Congreso Internacional de Derecho Electoral. Tomo 1.
Instituto de Investigaciones Juridicas . Serie Doctrina Juridica . Num. 12. M éxico, 1999. p 4.
! . v éase Favela Herrera. Adriana Margar ita. ~~unón Histórica de lal1!tst iluc ione~ Fleclorales en Mb: ico de 1917 a 1m.Centro de
Capacuaci ón Judicial Electora l del T.F.E.,Dcran go. M éxico 1994, p 45

13

Neevia docConverter 5.1



El Diccionario Electoral del Centro Interamericano de Asesoría y Promoci ón Electoral
CAPEL, cita a González Pérez quien define al Derecho Procesal Electoral como "aquella
rama del Derecho Procesal Publico que se expresa como el conjunto de normas positivas
referidas a los requisitos, contenido y efectos del proceso electoral,,25

Su estudio especializado constituye una necesidad practica y científica, con la finalid ad de
dar eficacia real a las disposiciones electorales sustantivas, garantizando que todo posible
quebrantamiento del orden jurídico sea impugnado mediant e el eje rcicio de acción electoral
y reparado en la correspondiente sentencia.

El Doctor Héctor Fix Zarnudio, "reduciendo su opinión al ámbito estricto de la materia
adjetiva en estudio, manifi esta que el Derecho Procesal Electoral es una disciplina juridica
nueva en el sistema nacional, que se ha venido conformando de manera paulatina en fechas
recientes y que es factible definir como aquella que estudia los princip ios, conceptos e
institueiones que se han establecido poco a poco en los ordenamientos contemporáneos,
con el obje to de solucionar los conflictos jurídicos que surgen en los procesos electorales."

El Doctor Sergio Garci a Ramirez, aun cuando no propone una definición de Derecho
Procesal Electoral, es categórico al afirmar que ante el Tribunal Electoral ".. se desarrolla
propiamente un proceso: el Trib unal dispone de absoluta autonomía para la emisión de sus
fallos y esta dotado de jurisdicción, que se pone en movimiento mediante aeción
impugnativa esgrimida por un suje to legitimado para actuar, con ella se combate un acto de
la autoridad administrativa electoral; las decisiones del tribunal, adoptadas en única
instancia, son inatacable..,, 27

El Doctor Galván señala que "teniendo como premisa que el proceso es por excelencia el
concepto jurídico fundamental del Derecho Procesal y que el Derecho en su totalidad no
debe ser confundido o asimilado con alguna de sus partes, como es la legis lación, además
de tener en cuenta que el Derecho también es ciencia, técnica y arte inclusive, cabe
proponer la siguiente defi nición: Derecho Procesal Electoral es la rama del Derecho
Publico que tiene por objeto inmediato, directo y exclusivo, al proceso electoral.,,28

El destacado juri sta y Magistrado Rodolfo Terrazas Salgado define al Derecho Procesal
Electoral como la rama del Derecho Publico integrado por los órganos juri sdiccionales
competentes, que tienen por obje to la regulación de los sistemas de medios de impugnación
en la materia, tanto federal como locales establecidas para garantizar la observanc ia
irrestricta de los principios de constitucio nalidad y legalidad de todos los actos y
resoluciones de las autoridades electorales, así como garantizar la restitución de los
derechos politicos electora les del ciudadano.

2' Diccionario Electoral. Centro lntcrarrencano de Asesoría y Promoc ión ElectORl. p.243 .
!6 id,'", . pp 5)7 y53S.

n Cit. por GALVÁN RlV EI{¡\ . Fla... io, op.cit•.• p. 538.
:1 Mem.
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De lo expuesto, podemos establecer que el Derecho Procesal Electoral es una disciplina
juridica autónoma, que viene a constituirse cn cl instrumento indispensable para la
aplicación del Derecho Electoral y que día con día busca su perfeccionamiento, un mayor
grado de desarrollo y un fortalecimiento, a fin de convertirse en la herramienta
indispensable para la salvaguarda, vigilancia y cumplimiento de los derechos político­
electorales y por consecuencia de la democracia

1.2 Reforma Polltica de 1977 (Recurso de Reclam ación ante la Suprema Corte de
Justicia de la Nación y la Ley Federal de Organi zacione s Polfticas y Procesos
Electorales).

La reforma politica de 1977 marcó una etapa significativa en el contencioso electoral
federal, toda vez que representó un primer intento en nuestro país por configurar una
jurisdicc ión autónoma en materia electoral, con la reforma y adición al articulo 60 de la
Constitución Política de los Estados Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el día 6 de diciembre de 1977, por el quc se crea el recurso de reclamación ante
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cual sólo procedía una vez que la Cámara de
Diputados hubiera calificado la elección de los presuntos diputados. Como resultado de lo
anterior se adicionaron al articulo 60 constitucional los siguientes párrafos:

"Procede el recurso de reclamación ante la Suprema Corte de Ju sticia de la Nación contra las
resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados.

Si la Suprema Corte de Justicia considera que se cometieron violaciones sustanciales en el
desarrollo del proceso electoral o en la calificación de la elecció n, lo hará del conocim iento de
dicha cámara para que emita ntH~\ 'a resolución. miSma que tendrá el carácter de definitiva e
ina tacable.

La leyfijar álos requisitos de procedencia y el tramite a que se sujetará el recurso. •.

El antecedente a lo anteriormente mencionado, tuvo lugar durante las audiencias previas a
las reformas constitucionales y legales de 1977, enmarcadas del proceso conocido como
reforma política, presentándose antc la Comisión Federal Electoral, una serie de opiniones
en relación al estado que guardaba la legislación electoral, resurgiendo el debate respecto a
la intervención de la Suprema Corte de Justicia dc la Nación en materia político-electoral y
la de los colegios electorales.

En este tenor, Jaime González Graf propuso que los colegios electorales deberian
transformarse en asambleas cn las que participaran tanto el partido político que obtuviera la
mayoria como partidos de oposición, mediante los mecanismos idóneos, pero que las
sanciones y declaraciones de validez o nulidad de elecciones que realizaran debían de scr
sancionadas por el Poder Judicial, pues con cllo se estaria garantizando que las
irregularidades en los mismos fueran denunciadas y subsanadas conforme a derecho. así
como la imparcialidad en la actuación de tales colegios, dado que el Poder Judicial guarda
una mayor autonomía con respecto a los otros dos poderes. Afirmó además, que había que
fortalecer aún más al Poder Judicial para otorgarle mas competencia en los asuntos político­
electorales, sobre todo para controlar la' conducta tanto del gobierno como de los partidos
políticos
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Por su parte, Mariano Azuela, Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Naci ón
siempre estu vo a favor de la intervención del Poder Judicial en asuntos de corte elect oral,
propuso que se modificara el sistema de calificación de las elecciones, a fin de que éstas, en
busca de una mayor imparci alidad, se realizaran por tribunales electorales integrados de
manera equitativa por representantes de los partidos políticos, y cuyas resolu cion es fueran
impugnables a través de un juicio sumarisimo ante el Pleno de la Corte. Este sistema de
ca lificación se apl icaría a las elecciones de diputados, senadores e integrantes de los
congresos local es, mientras que la elección para Presidente de la República quedará fuera
de tal proceso de cal ificación por razones de interés nacional o de seguridad pública, puest o
que se corr ería el riesgo de enfrentar a la Suprema Corte con el Poder Ejecutivo al romperse
la igualdad entre dichos poderes de la Unión, ya que si fuera el judicial , quien por medio de
una resolución, el que tuviera que determinar quié n es el titular del Ejecutivo, se podía caer
en un gobierno de la Suprema Corte, convirtiéndose esta en una institución de juego
político.

En las propuestas anteriores encontramos dos de las tendencias principal es que se
presentaron, la que propu gnaba por la subsistencia del principio de autocalificación , aunque
con part icipación del Poder Judicial; y la que pedi a que las elecciones fucran ca lificados
por tribun ales creados exprofeso para tal finalidad.

La respue sta del gob ierno en cuanto a la iniciativa de rcfonna al articulo 60 constitucional
tuvo sus notas dis tintivas, a saber:

l. -Conservación del principio de autoca lificacion;
2.-Const itucionalización y forma de integración dc los Coleg ios Electorales de las Cámaras
de Diputados y Senadores" ; y
3.- Establecimiento de un Recurso de Reclamaci ón ante la Sup rema Corte de Justicia dc la
Nació n para impugnar resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados.l"

Por lo que toca a una definici ón de lo que es un colegio clcctoral nos encontramos con tres
connotaciones distintas, a decir del maestro José Fernando Ojesto Mart ínez Porcayo:

Primera.- Por colegio electoral se entiende el órgano electoral que califica la elección
anterior y a su vez elige a nuevos electores, asi fue como originalmente apareció cn nuestra
legislación electoral en el ano de 1843.

Segunda.- Como órgano cuya tarea consiste en el escrut inio y có mputo de los votos
emitidos fuera de su seno, como fue el caso del Colegio Electoral para la elecc ión de
Presidente de la Republi ca e individuos de la Suprema Corte de Justicia, instituido por la
Constituc ión de 1857.

Tercera.- Como órgano que ca lifica la validez de la elección dc sus miembros, como el caso
de los Coleg ios Electorales de la Cámara de Diputados y Senadores, introducidos por este

,. TERRAZA SA LG ADO. ROllo lfo . El CoOlfQ! Jurisd icc ional de Func iQrL.f~:il a lll l Flec toral e n la Co nstitución PQlític a de los EstadQS
Unidos MC:t;gnos. obra m édua, Tribunal Federal Electoral, M éxico 1992. p. 9
)O Mem.
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nombre por primera vez en nuestro derecho constitucional en la reforma al articulo 60
hecha en diciembre de 1977.31

Ahora bien, aún cuando fue hasta este año de 1977 que se plasmó en el texto constitucional
el t érmino de colegio electoral en términos dc la última connotación , nos encontramos que
dichos colegios existen y funcionan desde tiempos pasados bajo el dogma de que sus
resoluciones son definitivas e inatacables, lo que dejó ". .la m ás amplia libertad para que el
Congreso, en su ley orgánica o en las electorales, determinara la forma y términos en que la
calificación habria de llevarse acabo. Tradicionalmente, las normas reglamentarias sobre
esta materia han sido escuetas, lo que permitió una acción libérrima de los colegios
electorales."32

Asi las cosas, con la reforma de 1977 se reglamentó la integración del Colegio Electoral de
la Cámara de Diputados y Senadores, conforme a la nueva configuración de dicha cámara
legislativa, basado en un sistema electoral mixto preponderantemente mayoritario con
elementos de representación proporcional.

Por otro lado, la iniciativa del Ejecutivo Federal para la reforma 1977, trajo consigo la
reforma y adición al artículo 60 de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 6 de diciembre de 1977, en el cual se establece el Recurso de
Reclamación, adicionándose los siguientes párrafos:

"Procede el recurso de reclamación ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación contra las
resoluciones del Colegio Electon ü de la Cámara de Diputados .

Si la Suprema Corte de Justicia considera que se cometieron violaciones sustanciales en el
desarrollo del proceso electoral o en la calificació n de la misma . lo hará del conocimiento de
dicha cámara para que emita nueva resolución, misma que tendrá el carácter de definitiva e
inatacable, es tableciendo la ley los requisitos de procedencia y el trámite a que se sujetará el
recurso. ..

De lo anterior, se desprende que las resoluciones que, con motivo del recurso de
reclamación, dictara la Suprema Corte de Justicia eran meramente de carácter declarativo y
no definit ivas, de ahí que el Colegio e1ccloral o la Cámara de Diputados pudiesen apegarse
o no a la declaración de la Corte.

El citado recurso de reclamación dio lugar a diversas críticas, entre las cuales destaca de
manera toral, la relativa a que dicho recurso significaba la injerencia de un poder en la
esfera de competencia de otro, aduciendo que era inconveniente involucrar a un poder
eminentemente juridico como lo cs la Suprema Corte de Justicia en el conocimiento de
asuntos de carácter politico, pues desnaturaliza su principal función jurisdiccional.

JI OJESTO MARTiNEZ PORCAYO, J. Fernando. Los Colegios Electorales de l(l."Gimnnu de Diputados y Senadores y Asamblea de
Representa ntes, trabajo presentadoen el Diplomado de Derecho Electoral Mexicano, Centro de Documentación del Tribunal Federal
Electoral, p. 2
31 FRANCO C"JÜNZÁLEZ SAL\S. Fernando. Normas de Cnlifica d Ón y de f unc[{!!!omÜ'n¡o dd r.mlgreso de la UniÓn en Nllestro
ConstituciÓn. Tomo IV, Instituto Nacional de Estudios Históricos de la RevoluciónMexicana, Secretariade Gobernación. México 1991.
p. 65.
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Por su parte, Rodolfo Terrazas Salgado, esgrim e que no es pertinente con siderar que la
legalidad de una elección pudiese estar garantizada sólo por que en el desarrollo de las
distintas etapas de los procesos electorales, intervienen órganos colegiados integrados por
representantes de divers os grupos sociales, sino que además eomcte el error de poner a la '
Corte en una situación de inferioridad respecto de los órganos electorales al eons iderársele
solamente como una etapa mas de los procesos electorales y sin conferirle un pode r
decisorio.33

Otro aspecto derivado de la presente reforma, es que la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, al conocer del recurso de reclamación, debería de actuar como tribunal de derecho
y no como un órga no político-electoral, ya que analiza ría los hechos tal y como aparecie ran
probados y resolver ía con los elementos de convicció n que se Ic presentaran. Las
resoluciones que emitiera tendrí an únicamente carácter declarativo y, en consecuencia, no
convalidarían ni anularían la calificación efectuada por el co legio electoral.

Con lo anterior, se buscaba limitar el ejercicio de esla facultad al examen de la legalidad de
la c1ccción, en virtud de que la resoluci ónque se emitiera no imp licaría un cuest ionamiento
de la investidura de los integrantes dc los Poderes Legislativos y Ejecutivo en funciones, ni
daría base para analizar la compelencia dc origen de los mismos.

Un grupo de intelectuales cons ideraban que la interveneió n del Máximo tribuna l en la
calificación de las elecciones de los integrantes del Poder Legislativo resullaba poco
afortunada, toda vez que implicaba una violación al prínc ipio de separación de poderes ya
que en un régimen presidencial los poderes politicos tienen un régimen constitucional
independiente y el hecho de darle partic ipación al Poder Judicial en la ca lificac ión de las
e1cccioncs del Poder Legislativo, lo colocaba, en alguna medid a, por encima de dicha
poder, lo quc resul ta políticamente inadmisible3 4

Otra de las cr íticas que el recurso de reclamación recibió, radicó en el hecho dc que las
resoluciones que dictara la Corte fueran únicamente declarativas y que pudie ran ser
revisadas por el colegio electora l, ya que no se podían considerar como resoluciones
propiamente dichas, sino como meras recomendac iones, y ante la eventual idad de que la
Cámara de Diputados no ratificara la opinión de la Corte , ésta perdería su carácter de
suprema y se podrían provocar enfrcntamienlos entre ambos órganos .

En nuestra opinión, el recurso de reclamación ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, minimizó la trascendenc ia de las funciones de la Corte, pues su actuación cn el
citado recurso estaba limitada a analizar, estudiar y exami nar, pero no a decidi r con carácler
definitivo.

Como consecuencia de la reforma y adición al articulo 60 Constituciona l en comenlo, se
publicó en el Diario Oficial dc la Federaci ón el 30 de diciembre de 1977 la Lcy Federa l de
Organizac ioncs Políticas y Procesos Electorales, cuyo título quinto llevaba el rubro " De lo

JI TERRAZASALGAOO. Rcdolfc. op. cit. P. 12.
l.l PATfÑOCAMARENA. Javier Oerecho Elec!Q[al Mexicano. lnsuuno de Investigacion es Jurídicas. UNAM. M éxico 1994, p. ~65 .
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contencioso Electoral", que comprendía tres capítulos, el primero trataba "De las
nu lidades", el segundo "De los recurso s" y el tercero "De las sanciones", siendo el primer
ordenamiento legal que sistema tizó los recursos que podían interponerse en contra de los
actos y resoluciones de los organismos electora les, los cuales son los siguientes.35

1.- Recurso de inconfonnidad.- En contra de los actos del Registro Nacional de Electorlcs;

2.- Recurso de protesta- Procedí a en contra de los result ados contenidos en las actas finales
de esc rutinio de las casillas; se interponía ante la casilla el día de la elección o ante el
com ité distri tal electoral dentro las 72 horas siguientes a la conclusión del acta final del
escrutinio, conociendo el comit é distrital electoral.

3.- Recurso de quej a.- En contra de los resultados contenidos en el acta de cómputo distrital
dc la elección de diputados por mayoría relativa.

4.- Recurso dc rcvocac ión.-Contra los acuerdos de la Com isión Fede ral Electoral, las
comisiones locales electorales y los comités distritales electorales.

5.- Recurso de revisi ón- Que procedía cuando la inconformidad, la protesta, o la
revocación no fueren tramitadas, no se resolvícran dentro de los plazos legales o la
resolución recaída a ellas contrariase algún precepto expreso de la ley.

Finalmente podemos a firmar que estos medios de impu gnación , j unto con el recurso de
recl amación que se interponía ante la Suprema Corte, fueron cI primer intento por constitu ir
un verdadero procedimiento conte ncioso electoral, demostrándose que un sistema de
recursos podía ser compatible con la inmediatez y las formas exped itas que requie ren los
procesos electorales.

1.3 Reforma Polílico-Electoral de 1986 y el T ribunal de lo Contencioso Electoral

Esta reforma polít ica electoral tiene la importancia de que elevó a ran go constitucional la
obli gatoriedad dcl contencioso electoral debido a que las reform as de 1977 y 1981 no
alcanzaron los fines para los cuales fueron realizadas, se fue gestando la idea de revisar
nuevam ente la legislación electoral a fin de adecuarla a la real idad politica del país, para. lo
cual se llevó a cabo el llamado proceso de renov ación políti ca.

Es asi cumo el Código Federal Electoral, pub licado el 12 de febrero de 1987, fue la
expresión electoral del proces o dc renovación política del Gobierno del Presidente Migue l
de la Madrid Hurtado. El proceso de renovación polít ica que incluyó reformas
constitucional es en materia polít ica, pub licadas el 15 de diciembre de 1986, fue uno de los
perfiles generales de gobierno. La formul ación de la renovación política se instrumentó
mediante una amp lia e intensa consulta a la sociedad para que expresara su sentir y sus
planteamientos en tomo a la invitación presidcncial.Y' "

) 1 Artículos 225 al 234 de la Ley Federal de Organizac iones Políticas y Procedumemos Electorales
"'GARCiA DROZCO. Antonio. l.egis lación ElectOral Mexic.ana. 1812· ¡n l:l . Adeo Editores, M éxico. p.48.

19

Neevia docConverter 5.1



En cl cua l se propuso la reform a al articulo 60 Constitucional entre otros preceptos, con la
finalidad de dero gar el recurso de recl am aci ón ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, en contra de las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados, en
lo que se refcria a la calificación de la elección dc sus miembro s.

En la citada inic iativa de rcfonna, se consideró que el prestigio y las facu ltades de la Corte
deb ían quedar apartadas del debate político, sin dejar de proporcionar una instancia para
vigilar y controlar el desarrollo del procedimiento electoral y su apego a la Icy en la
materia . Se propuso derogar el seña lado recurso de reclamación ante la Corte y cn su lugar,
establecer un tribunal especializado con plena autonomía para resolver todas las
controversias de carácter político-electoral, dej ando al colegio electoral de cada cámara su
facultad de autocalificación como última instancia cn la materia , con el fin de mantener el
equilibrio y la división dc poderes prevista en nuestra Constitución .

Como consecuencia de lo anterior, por decreto del día once de diciembre de 1986, el
Congreso de la Unión decretó la reform a al artíc ulo 60 de la Constitución, para quedar
como sigue:

Articulo 60.- "Cada Cámara calificará las elecc iones de sus miembros y resolverá las dudas que hubiere
sob re el/as . Correspon de al Gobierno Federal la preparació n, desarrollo y vigilancia de los procesos
electorales, la ley determinará los organismos que tendrán a su cargo esta función y la debida
corresponsabilidnd de los partidos poiiticos y de los ciudadanos; Además establecerá los med íos de
impugnación para garantizar que los actos de los organ ismos electora/es se ajusten a lo dispuesto por es/a
constitución y las leyes que de ella emanen e instituirán un tribun al que tendrá la competencia que determ ine
la ley: lar resoluciones del tribuna l serán obligatoria )/ sólo podrán ser modificadas por los Colegi os
Electorales de cada Cámara. que serán la última instancia de la calificación de las elecciones: todas estas
resolucion es tendrán el carácter de definit ivas e inatacables ".

Sin embargo, esta disposic ión resultaron insufic iente, puesto que no se precisaba la
naturaleza de este tribunal , ni sus bases organizativas ní funciona les.

Por su parte la expos ic i ón de motivos del Código Federal Electoral , cuya iniciativa se
presentó en la Cámara de Diputados el de noviembre de 1986, ex pres ó respecto al nuevo
Tribunal de lo Contencioso Electoral:

"El libro séptimo agrupa sistemóticmnente el conjun to de recursos que los ciudadanos, los
partidos políticos y sus representantes. tienen derecho a interponer contra actos o resoluciones
que consideren violatorios de sus derechos electorales. recursos que serán resueltos por un
Tribun al de lo Contencioso Electoral. Este Tribuna l de nueva creación en nues tras prácticas
electorales cons tituirá UII elemento más que garanrice a los ciudadanos y partidos políticos el
cumplimiento de las normas electorales. Su creación y su fu nción en los procesos electorales
respo nde el propósito de aumentar las medidas que hagan de los procesos electorales además
de pro cesos polít icos, procesos regida pa r el derecho. El tríbunal dotado de plena autonomía
será competente para determinar ta legalidad y cumplimiento de los pro cesos y la observancia
de Jos norm(l.)' electorales. La simplicidad de los recursos y de su tramitación y resolució n
aum entarán las garantías de legalidad de los procesos electorales. "Ji

11 Clil!igo Federa l Electoral. Comisión Federa l Electoral, M éxico, 1987, p. 67·68 .
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De esta manera el Código Federal Electoral de 12 de febrero de 1987 , instituyo la
existencia del Tribunal de lo Contencioso Electoral, cuya definición quedó regulada en el
artículo 352, el cual sostenía lo siguiente:

"El Tribunal de lo Contencioso Eledoral es el organismo autónomo de carácter
administr ativo , dot ado de plena autononúa , para resolver los recursos de apelación y
queja..."

Se consideró a dicho tribunal como cI primer tribunal especializado para dirimir
controversia. electorales, el cual se constituyó, como un instrumento legal que dotó a los
partidos políticos de un elemento mas de garantía y confianza, toda vez que eran ellos los
que proponían al Congreso de la Unión quienes ser ian los magistrados de este órgano
jurisdiccional.

Podemos afirmar que el Tribunal de lo Contencioso Electoral, tuvo su origen en el derecho
electoral comparado, particularmente en base a la experiencia de este tipo de órganos
jurisdiccionales en América Latina, como son los casos de Costa Rica, Brasil, Guatema la,
Honduras y Venezuela. Se pensó que con la creación de este tribunal se cumplía con el
propósito de que fuera un órgano imparcial el encargado de controlar la imparcialidad y
legalidad de lo procesos electorales, lo que permitía al Derecho Electoral Mexicano
acercarse a la modernidad impuesta por las tendencias más avanzadas en el tema.

Los recursos que configuró el Código Federal Electoral multicitado, para que conocie ra y
resolviera el Tribuna l de lo Contencioso Electoral eran el de apelación, que procedía en
contra de las reso luciones dictadas al resolverse el recurso de revisión (dictadas por el
órgano electoral jerárquicamente superior a aquel euyo acto se impugnaba), así como en
contra de las resoluciones de la Comisión Federal Electora l dictadas sobre la revocación; y
el recurso de queja que tenía por objeto obtene r la declaración de nulidad de votac ión
emitida en una o varias casíllas o, en su caso, el de la elecc i ón efectuada en determinado
distrito electoral o entidad federativa, si se acreditaba alguna o algunas de las causales que
en dicho ordena miento se contemplaron.

Si bien es eierto que las resoluciones dictadas por el tribunal recaidas a los recursos de
queja eran obligatorias para los recurrentes y para los órganos electorales, además de
que en contra de ellas no procedía recurso ni juicio alguno, también es cierto qu e
carecian de definitividad porque en términos del articulo 60 constitucional, estas
determinacion es podían ser modificadas por los resp ectivos colegios electorales, sin
necesidad de fundar, motivar u observar limit e alguno en la calificación que al efecto
dictaran dichos colegios. "En consecuencia en materia de nulidad de elecciones la
queja no era sino una instancia previa constituycndo la última instancia la calificación
del colegio eleclora l, cl cual resolvia en definitiva sobre la validez o nulidad dc una
determinad a elección.',J8

.. rATIÑO CAM AREN A, Javier.op. clt., p. 491.
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El Doctor Ignacio Burgoa criticó severament e al multicitado Tribunal , denominándolo
como un simple órgano revisor, debido a que para él, este no reunió los atributos de todo
tribunal y calificó de falsa la denominación de contencioso clcctoral.i"

Para Maurieio Rossell la naturaleza jurídi ca del precitado tribunal no correspondía a la de
un Tríbun al Administrativo, toda vez que no resolvia contro versias surgidas de actos
propíos de la admini stración; su competencia era exclusivamente electoral. Agrega cI autor
que no era un órgano parte del Poder Ejecutivo, sino que formaba parte del Poder
Legís lativo, y por tanto un órgano legislativo con funciones juri sdiccionales.' ?

En lo referente a su estruc tura, el artículo 353 del Código Federal Electora l estableció que
el Tribunal de lo Contencioso Electoral estaría formado por siete magistrados numerarios y
dos supernumerar ios nombrad os por el Congreso de la Unión en el mes de mayo anteríor a
la elección de que se tratara, según la propuesta que los partidos políticos presentaran a la
Cámara de Diputados, la cua l a su vez la turnaría a la Comisión de Gobernación y Puntos
Constitucionales, la cual en un plazo que no excedie ra de quince dias debía presentar un
dictamen en el que se propusiera la designación de los integrantes del tribunal. El citado
dictamen se somet ía entonces a la consideración de la asamblea y en caso de que fuera
aprobado, se turnaba a la Cámara de Senadores. El nombramiento de los magistrados del
Tribunal de lo Contencioso Electoral sería para ejercer sus funciones en dos procesos
electorales ordinarios sucesivos y tenían la posibilidad de ser ratificados en su
nombramiento.

Tal y como lo disponía el articulo 361 del Código Federal Electoral, el Tribunal de lo.
Contencioso Electora l siempre resolvía en pleno, que debía integrarse con un mínimo de
seis magistrados incluyendo al presidente y las resoluciones se lomaban por mayorí a de
votos, pero en caso de empate, el presidente del tribunal tenía voto de calida d. Añadía el
artículo que las aud iencias eran de carácter público.

Como ya se había mencionó, el Código Federal Electoral en su articulo 3 13 estableció
diferentes recursos que podían interponerse dependiendo de la etapa del proceso electoral.
Es así que durante la etapa preparatoria de la elección, se podian promover los recursos de
revocación, revisión y apelación. Por su parte el recurso de queja se podía incoar, a fin de
impugnar los cómputos distritales y la validez de cualquier elección.

El órgano jurisdiccional en estudio era competente para conoc er y resolver los recursos de
apelación que fueran interpuestos para impugnar las resoluciones dictadas al resolverse los
recursos de revisión y revocación, debiendo ser interpuestos ante el organis mos elec tora l
que había resuelto el recurso de revisión o de revocación en el término de tres días que
empezarían a contar a partír del día siguiente en que se hubiere notificado la resolución
recurrid a.

,. BURGOAUKIHUELA. Ignacio Dialéctica sobre el Tribu~1 de lo Contencioso Electoral, Editorial. Pomi.:I quinta ediciñn. México
199. pp. 29-)2 .
'O ROSSELL. Mauricio. U! RefonnaPolítica en México y el l!:!ll..ufl'!l"'ederal Electoral. Joaquín Porra. M éxico. 191HI . p. 262.
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La resolución de los recursos de revisión promovidos contra actos de las delegaciones del
Registro Nacional de Electores y de las comisiones locales electorales eran competencia de
las comisiones estatales de vigilancia, sin embargo los recursos de revisión interpuestos
contra actos de los comités distritales electorales yen general, de los recursos de revisión y
revocación interpuestos dentro de los cinco dias previos al de la elección eran resueltos por
el Tribunal de los Contencioso Electoral al resolver los recursos de queja con los que tenia
relación, esto ante la inminencia de la celebración de la jornada electoral y atendiendo al
principio de definitividad de las etapas del proceso electoral.

El recurso de apelación procedía en contra de las resoluciones emitidas por la Comisión
Federal Electoral, cuando conocía y resolvía los recursos de revocación que eran
interpuestos contra sus propios actos.

Mediante el recurso de apelación, también se podian impugnar las resoluciones dictadas por
las comisiones locales y estatales de vigilancia del Registro Naeional de Electores al
resolver, dentro de la esfera de su competencia, los recursos de revisión interpuestos contra
aetos relacionados con el padrón electoral.

Los efectos jurídicos de las resoluciones dictadas por el Tribunal en virtud del recurso de
apelación podían ser la confirmación, modificación o la revocación de la resolución o acto
que se recurría. Cabe mencionar que las resoluciones dictadas en el recurso de apelación
tenían carácter de definitivas, inatacables y obligatorias.

Un aspecto importante, era cl desafortunado hecho de qu e la ley no concedía a dicho
tribunal medio jurídico alguno para hacer cumplir de man era coactiva sns
resoluci ones, quedando entooces su eficacia prácticament e suje ta a la buena fe del
organ ismo electoral cuyo acto fue recurrido.

En lo que respecta al recurso de queja, sólo podia ser interpuesto por los partidos políticos
para euestionar la validez de los resultados de las actas de cómputo distrital, con la
finalidad de obtener la declaración de nulidad de la votaeión en una o varias casillas o de un
distrito electoral; Por lo anterior es de subrayar que cI ámbito de eompetencia del Tribunal
de lo Conteneioso Eleetoral se ampliaba de manera excepcional para conocer y resolver los
recursos de revisión y de revocación, siempre y cuando estos fueren interpuestos dentro de
los cinco días previo a la elección y que el recurso en cuestión tuviera relación con el
recurso de queja que hubiere interpuesto un partido político.

La actuación de este primer Tribunal Electoral fue sin duda muy valiosa, especialmente si
se toma en cuenta que fue pionero en el naciente Derecho Procesal Electoral, ello signifieó,
luego, un gran paso en el avance de la democracia en el país, y la oportunidad de
judicializar las inconformidades que se originaran con motivo del ejercicio electoral.

1.4 Reforma Política de 1990 y la creación del Tribunal Federal Electoral

El Tribunal de lo Contencioso Electoral, recibió diversas criticas, entre ellas, la del maestro
Ignacio Burgoa, el cual lo denominó a dicho tribunal como un simple órgano revisor,
debido a que para él, éste no reunió los atributos de todo tribunal y ealificó de falsa la
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denominación de contencioso electoral." Por su parte los partidos políticos consideraron
que la regulación juridica del Código Federal Electoral de 1987 en materia de calificación
de elección, entre otras, resultó muy deficiente sobre todo después de las elecciones del seis
de julio de 1988, las cuales sin duda fueron las más controvertidas en la historia moderna
de México, de tal suerte que el sistema presidencial que de ellas emergió se vió en una
situación de vacío de poder, en virtud de la total falta de legitimidad.

De esta manera se fue creando un consenso general en el sentido de revisar de una vez más
las disposiciones constitucionales y legales a fin de mejorar el sistema de calificación
electoral con el fortalecimiento del tribunal electoral, mediante una ampliación de su
competencia.

El destacado jurista Fernando Franco Gonz ález comenta lo siguiente:

"con las ref ormas de 1986 se llegó a la instauración de un tribunal , que tendría la compe tencia
que le otorgara la ley . Pero al dar el primer paso. el tribunal sólo es competente para
garantizar la legalidad de los procesos electorales. En consecuencia, no existe un órgano
competente que resuel va los problemas de constitucionalidad respecto de los derechos po tit ícos
de los ciudadanos mexicanos. Este es un asp ecto que a mi juicio deber ía de revisarse.
otorgando al Tribunal Electoral competencia constitucional en materia polít ica, pues en
cualquier régimen de derecho se deben de establecer las institucion es y procedimientos que
garanticen los derechos y prerrogativas constitucionales pol ítico-electorales de los individuos y
organizaciones políticas. . .

Por otra parte agrega, que se debe revisarse cuidüdosumente el alcance de las resoluciones del
tribunal frente a los Colegios Electorates. Mucho se ha cuestionado el sistema de
autocalificaci ón, pues en muchas ocasiones se llega a la imposición y f alta de f undamento en
las resoluciones que se adoptan . En este sentido lo conveniente sería que las resoluciones se
apegaran al marco j urídico y de no hacerle los interesados tuvieran alguna vía de
impugnación; la lógica indica que por la evoluci ón de las instituciones· ? mexicanas esto
correspondiera al Tribunal Electoral. Asimismo finaliza el maestro Franco, que lo ideal sería
que el tribunal llegase a tener f acultades para declarar lu nulidad, independientemente de que
los Colegios Electora/es sigan siendo /0 última instancia ClI la calificación de las elecciones. Si
se opta por este camino. debe establecerse el procedimiento para que los Colegios Electorales
revisen la resoluciones del Tribunal yen .tu caso las confi rmen, modifiquen o revoq uen. ..

En opinión del investigador norteamericano Todd Eisensdtat "e l régimen se vio obligado a
conceder una serie de reformas electorales que condujeron a este punto, debido a una
combinación de razones: la debilidad de la fnerza electoral del PRl y las divisiones internas
dentro del partido, el ascenso de la oposición y la influencia de la comunidad internacional,
pero sin lugar a dudas, el evento singular e importante que sirvió para establecer el
imperativo de las reformas electorales fue claramente la elección federal de 1988 y la
subsecuente ausencia de credibilidad del Expresidente de México Lic. Carlos Salinas de
Gortari:,43

~ l BURGOA ORIHUELA. Ignacio. Op. cu. pp. 29-)2
~l FRANCO GONZ..\lEZ SALAS, Fernando. ª-Iflbunal de lo COO fcncjoso Electoral 5U fun.;jooaT1llef1.JQ.Y su futuro. F.n informe de
actividades del Tribunal de lo Contencioso Electoral Federal. M éxico, 1988, pp- 199·20 l .
u lbidem. pp. 994 Y 995
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Es así, que el titular dcl Ejecutivo Federal propuso a la nación un nuevo acuerdo político
reconociendo, asi, la necesidad a fondo de revisar la legislación federal electoral, a fin de
establecer reformas que imprimieran mayor seguridad y certeza a los resultados de los
procesos electorales, y donde los temas de calificación de las elecciones y el tribunal
electoral debían ocupar un lugar primordial.

En respuesta a los planteamientos anteriores durante el año de 1989 la Comisión Federal
Electoral y la Cámara de Diputados convocaron a una serie de foros de consulta con objeto
de conocer los cambios que cn materia electoral se consideraban indispensables.

Con base a conclusiones a las que llegaron cn dichos foros, los partidos políticos con
representación en el Congreso de la Unión, elaboraron una iniciativa de reformas y
adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismas que fueron
aprobadas por el Constituyente Permanente y publicadas en el Diario Oficial dc la
Federación el seis dc abril de 1'J'J0.

El dictamen que la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales. realizó de la
mencionada iniciativa, manifestó que "en (as distintas sesion es celebradas sobre el pa rticular,
se pudo lleg ar a ocho puntos de coincidencias básicas, los cuales son lo siguientes:

1) Existencia de un tribuna/ f ederal con suficiente comp etencia y atribuciones
2) Actuación de dicho tribuna l en Sala.. Regionales con el concurso de jueces instructores
3) Resoluciones del tribunal con carácter obi ígatorio y ...inculante
4) La calificación electoral de ser jurídico-política. .
5) Existencia de medios de imp ugnación administrati vo y jurisdiccio nales respecto de los diferent es

actos de l proceso elec tora l
6) Princip io (fe defin itívidad en la etapas electorate:..
7) Dictamen inmediato por el órRano calificador (le aquellas constancias que no hubiesen ...ido

impugnadas.

"De igual manera se estimó que el sis tema de recursos y el tribuna l serian la garantia que los
actos y reso luciones electorales deberla" someterse al prin cipio de lega lidad .

Se coincidió, asimismo, que en la hipótesis de prevalecer el sistema de auto calificación , Jos
colegios electorales se integrarán con un menor número de miembros . ,~"

De esta manera, en materia de calificación dc elecciones se reformaron los artículos 41 y 60
constitucionales , en los que se estableció las bases organizativas y funcionales de los
nuevos órganos electorales, denominados legalmente Instituto Federal Electoral y Tribunal
Federal Electoral, los cuales junto con la nueva regulación a colegios electorales
conformaron, en su conjunto, un sistema de calificación de elecciones normado por el
principio de legalidad.

Como resultado de dichas reformas constitucionales sc precis ó que la organización de las
elecciones federales se consideraría una función estatal que se ejerceria a través de los
Poderes Legislativos y Ejecutivo de la Unión, con la participación de los partidos políticos
nacionales y de los ciudadanos. Esta función se realizaria a través dc un organismo público

oU Dictamen de la Comisión de Gobernación y rumo¡ Constitucionales de la Cerrara de Diputados del H. Congreso de la Unión, di. por
Terrazas Salgado, Rodclfo. op. cit . p. 37.
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denominado Instituto Federal Electoral, considerado como autoridad en la materia, que
seria autónomo en sus decisiones y cuyas actuaciones se ceñirían a los principios de
certeza, legal idad, imparcialidad, objetividad y profesionalismo.

Asimismo, se dispuso la creación del Tribunal Federa l Electoral, al cual se le confirió el
carácter de organismo jurisdiccional y autónom o, que se integraría con cinco magistrados
electos por las dos terceras partes de los miembros de la Cámara de Diputados de entre los
prop uestos por el Presidente de la Repúb lica, pero que una vez que estuvieran en funciones
sólo serian responsables ante el mandato de la ley.

El Tribunal Federal E1cctoral fue definido constitucionalmente como "órgano jurisdiccional
en materia electora l, lo cual resulta una tautología que tiene su j ustificació n histórica, toda
vez que las reformas de 1986 al articulo 60, tambié n había n aludido a un tribunal quc sin
embargo, la ley reglamentaria definió erróneamente como organismo autónomo de carácter
administrativo, por lo tanto la intención del Constituyente fue asegurar que la naturaleza
j uridica del tribunal electoral no fuera desvirtuada por el legislador secundario al momento
de reglamentar el precepto constitucional.?"

En este aspec to, tenemos que esta definición constitucional trata de remarcar la
"independencia en el ejercicio de sus funciones, pero también a su autonomia orgánica del
Poder Jud icial; e igualmente, al subrayar su calidad de órgano j urisdiccional, el legislador
ordinario tendrá que ser cuidadoso para establecer en la ley los mecan ismos que le permiten
actuar como tal, y por lo tanto, se tendrán que ampli ar su comp etencia y facultade s:"'·

En el articulo 4 1 constitucional se sentaron las bases para la config uración de un sistema de
medios de impugnación cuya finalidad seria la de dar definiti vidad a las distintas etapas del
proceso electoral y garantizar que los actos y resoluci ones electorales se sujeten
invariablemente al principio de legalidad. El conocimiento de los recursos que formaria
este sistema de medios de impugnación, le corresponderia al Instituto Federal Electoral ,
como órgano encargado de la organización de las elecciones (recursos adm inistra tivos de
aclaración y revisión), y al Tribunal Federal Electora l como órga no jurisdiccional en
materia electoral (recursos de apelación e inconformidad)

Por su parte, el articulo 60 constitucional fue reformado a efecto de incorporar al Tribu nal
Federal Electora l en el proceso de calificación, por lo que, de conformidad con sus párrafos
cuarto y quinto, se dispuso que las constancias de mayori a que no fueran impugnadas antc
el Tribunal Federa l Electoral ya no serian materia de impugnación en los colegios
electora les, por lo que deberían aprobarse en sus términos, salvo en el caso de que
existieren hechos superven ientes que obligaran a su revisi ón por el propio colegio electoral.

Cabe aclarar que las resoluciones de l Trib unal Federal Electoral no se impugnaban ante el
colegio electoral, sino que estos colegios, las podía o no tomar en cuenta, inclusive
mod ificarlas , siempre y cuando, ocurri eran los siguientes supuestos : 1) No estuvieran

H TERR.o\ZAS SALGADO.Rodolfo. op.cít .•p. 40.
4/j FRANCO (',oNZALEZ SALA.S. Fcmando.~ Reforma F.I«toral en la Trans[onnac jóo del ES13do Mexicano, Editorial Diana, S.A.,
México 1989, p. JO
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fundadas ni motivadas; 2) Violación dc pruebas o bien se demostrara que fuera n contrarias
a derecho .

Se estab leci ó qu e las resoluciones del Tribunal Federal Electora l tendrían un carácter
obliga torio y vin culante para los colegios electo rales, toda vez que para su modificac ión se
requería del voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, y debiendo fundar y
motivar su resolución.

A efecto de reglam entar las base s constitucionales arriba descrítas, el Congreso de la Unió n
aprobó y promulgó el 15 de julio de 1990 el Código Federal de Instituciones y
Proced imientos Electorales, que en su libro sexto reguló la organ ización y funcionamiento
de l Tribunal Federal Electoral

Se estab leció que el Tribunal Federal Electoral, funcionaría en pleno o en salas'"
reso lviendo en una sola instancia y sus sesiones serían públicas ; además de que se
integrarían con 17 magistrados prop ietarios (cinco de la Sala Central y tres magistrados
para cada una de la salas regiona les), por 6 magistrados sup lentes (dos de la Sala Cen tral y
un magistrado suplente para cada sala regio nal) y al menos por veintiocho jueces
instructores (cinco por cada una de las salas que lo integraban},

Por otro lado, el Código Federal de Instituc iones y Procedimiento s Electorales de 1990
estableció en su libro séptimo los medios de impugnación en la materia, los cuales clasifi có
atendi endo al tiem po en que se podían interpo neri"

1. Durant e los dos años ante riores al proceso electoral, los recursos de:

Revisión. Los partid os políticos podian interpone r cn contra de los actos o resoluciones de
los consejos, junta y en general cualquier órgano distrítal o local del Instituto; este recurso
era competencia del órgano del propio instituto jerárquicamente superior a aquel que actuó
o resolvió .

Ape lación . Los partido s podían interponer dicho recurso ante la Sa la Central del Trib unal
Federal Electora l quien era competente para sustanciar1e y emitir su reso lución, en con tra
de las resoluciones recaídas al recurso de revisión y en contra de los actos o resoluciones de
los órganos centrales del Institu to.

11. Durant e el proceso electora l, se interponían los siguientes medio s de impugnación:

Recurso de Revisión . Que podi an interponer los partidos políticos en contra de los actos o
resoluciones de los órganos del Institut o Federal Electoral ante el órgano jerárquic amente
superíor al que había realizado el acto o dictado la resolución; tambi én lo pod ían interponer
los ciudadanos en el caso de inclusión o exclusión indebida dc la lista nom inal de electores.

•, El Tribunal Federal Electoral se integraba de una Sala Cennat. ron carácter permanente, y cuatro setas regionales. que sólo
funcionaban durante 10$ procesos electorales federales ordinanos y cuyas sedes eran las ciudades cabecera.s de circu nscripción
plurinominal. (D.f. Durango, Xatapa. Gcadalajara y Toluca)
.. Artículos 29~ y 295 del Código Federal Electoralde 1990.
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Recurso de Apelación. Los partidos polít icos podían interponer dicho recurso ante el
Tribunal Federal Electoral, para impugnar las resoluciones de los órganos del Instituto
recaídas al recurso de revisi ón, y en contra de los actos o resolucion es del Consejo General
del Instituto Federa l Electora l

Recurso de Inconform idad. Los partidos polit icos podían objetar ante las salas del Tribunal
Federal Electoral los resultados de los cómputos distri tales o de entidad federativa por
nulidad de votac ión emitida en una o varias casi llas, o para solicitar la nulidad de una
elección.

En síntesis, pod emo s afir mar qu e el Cód igo Fed eral de In stituciones y Procedimientos
Electora les rcguló al T r ib una l Fede ra l Electoral como un organismo jurisdiccional
autónomo en materia electoral, compe tente para conocer y resolver los re cursos de
ap elaci ón e inconformidad , así como para imponer sa nciones administrativas a los
partidos pulíticos qu e incumplieran con sus obligaci ones o con las resoluciones del
Instituto Federal El ectoral; así mismo se preceptuó qu e en contra dc las rcsoluciones
de dicho órgano jurisdiccioual 110 procedía juicio ni recursu alguno y las quc dictara
con postcrioridad a la jornada electora l sólo podrían ser revisadas y modificadas en su
casu por los colcgios electorales, con el voto de las dos terceras partes d e sus
integrantes presentes, sie mpre y cuando de su rev isió n se pudiese deducir qu e
existieron violacion es en la admísión y va lor ac i ón d e pruebas o en su motivación o
cu ando la resulu ción se hubiese dictado en forma contraria a derccho .

1.5 Reformas Co nstitucionales de 1993 y 1994 (Desa parición del S iste ma dc Auto
califi cación)

A pesar de los avances que hasta este momento se hab ían dado en materi a de calificación
de elecciones , estos se seguían considera ndo insuficientes, sobre todo en lo referente a la
calificación de las elecciones.

Las crit icas que se dieron fueron múltiples, pero la fundamental consistía en que a través
del sistema de autocalificación se eliminaban los sistemas de control externo de las
elecciones internas . Es decir, ocupando un adagio coloquial, la ropa sucia o la conc ienc ia
politica sucia se lava en casa y no quedaba oportunidad para, desde afuera señalar los vicios
de ilegalidad. La soberanía de cada cámara legisladora, expresada en la autocalificación se
convertia en un tapujo que ocult aba much as irregular idades sin contro l, repercutiendo en
una falta de credibilidad frente a la sociedad.

Por otra parte, peri ódicamente resultaba no solo inexacta sino francamente erróneo el
conce pto de la autocalificación, pues no era verdad que cada cámara calificara la elección
de si misma. Era un órgano distinto, con integrac ión y compos ición diferentes, con
funcio nes especificas y con vida efímera, quien lleva la función calificado ra. El colegio
electoral no es sinónimo ni equivalente a la Cámara, pues aquel ni siquiera tenía funciones
de naturaleza legislativa. sólo cumplía su breve función calificadora que más se aprox ima
por su naturaleza, a lo jurisdicciona l que a lo legislativo.
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Uno de los problemas más irresoluble, radicaba en la de por sí dificil tarea de cal ificación
(resultante de su naturaleza eminente ju risdiccional, que consistía en decidir sobre la
validez y el sentido de un proceso electoral) de que, siendo exigencia primaria del órgano
calificador una inamovibl e imparcialidad, un sentido muy objetivo y definitivo del valor de
los hechos y los documentos sobre los que iba a juzgar, citación que resultaba dificil en
extremo, encontrar esa imparcialidad y esa objetividad en órganos que, de alguna manera,
están poseídos por las pasiones partidistas propias de las ideas electoreras.

Lo anterior lo robustece c1jurista y politólogo Emilio KRIEGER, quien afirma:

"Desca bellada y antinatura l sería una pretensión de imparcialidad y objetividad en el seno de
un órgano integrado por miembros de los partidos políticos que han participado en elección
que va ser calificada. Por ello el sistema que ha prevalecido en el país. al que erróneamente
hemos l/amado de aiuocatifícacion, nos ha llevado a las mas grotescas maniobras, encaminada
a legitimar, por dec isión de la mayoría del par/ido dominante, al proceso electora l sujeto a
examen y determinación del sentido de las votos real y validamente. "049

En este tenor una vez celebradas las elecciones federales de 1991, las distintas fueras
políticas del país insistieron en la revisión del marco constitucional y legal de los procesos
electorales. y en 1993, atendiendo a diversas voces de la socieda d, los partidos
representados en el Congreso de la Unión identificaron sus puntos de conse nso y disenso,
lo que permi tió que en el mismo año, el Constituyente Permanente aprobará las iniciativas
de reformas a la Constitución General, y posteriormente, el Congreso de la Unión
modificaría ' y adicionara diversas disposiciones del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

" Las reformas constituciona les y legales de 1993 y 1994 ampliaron las instanc ias de
defensa legal para los partidos políticos y ciudadanos. establecieron reglas más claras para
utilizarlas, facilitaron el acceso a la impartició n de ju sticia, y consolidaron la
profesionalización de la actividad jurisdiccional electora l.T "

Se reformó el articulo 4 1 de la Constitución de la Republica a efecto de caracterizar al
Tribuna l Federal Electoral ya no solo como un órgano jurisdiccional autóno mo, sino como
máxima autoridad jurisdiccional electoral, "que tiene a su cargo sustanciar y resolver en
forma definitiva e inatacables los recursos que se le presenten durante las distintas elapas
del que integran el proceso electoral. Resultó novedoso, el que, conociera de las diferencias
o conflictos laborales que surjan entre el Instituto Federa l Electoral y sus servidores o el
propio Tribunal y sus empleados.':"

Con el fin de conformar a dicho órgano jurisdiccional electoral federal con un matiz
netamente jurídico, se creó la Sala de Segunda Instancia la cual se integraría para cada
proceso electoral con cuatro miembros de la judicatura federal y el propio Presidente del
Tribunal, quien la presidiría, y que conocerá del recurso de reeonsideración que los partidos

49 KRIEGER. Emilio. La Prob1cmAtjca del [)cr« hlL~ora l Mexicano en I>erccho y l c¡;: jsl3cjÓn Electoral Problemas y Proyectos
Centros de investigaciones Interdisciplinarias en humanidades ( UNAM) y Editorial Miguel Angel Porra. México 1993, pp. 96-100.
jO Tribunal Péderal Electoral. Información Genml. México 1994, p. 7-8
'1OROZCQ GÓMEZ,Javier. op. cir. . p. 238.
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polít icos interpu sieran en contra de las reso luciones de fondo de las salas regionales del
Tribunal, que recaigan al recurso de inconformidad, o para impugnar las reso lucio nes del
Consejo General del Instituto Federal Electoral en asigna ción de diputados por el principio
de repres entación proporcional.

El art ículo 60 constitucional se reformóa efecto de sup rimir el sistema dc autocalificación
y cn consec uencia a los colegios electora les de las cámaras del Congreso de la Unión, y
establecer un sistema de calificación que comprende dos momentos:

El administrativo, que se cfeetúo en el seno de los con sejos general, locales y distri tales del
Instituto Federal Electoral, ya que se les facult a para formu lar la declaración de va lidez de
las elecc iones de diputados de mayoría relativa y de senadores; así como declarar la validez
de la elección y hace r la asignación de diputados de representac ión proporcional. Además,
eran competentes para expedir las constancias de mayoría y de asignac ión correspondie nte
y o torgarlas a la fórmula de candidato s ganadora.

b) El Jurisdiccional, que iniciaba en el mom ento en que algún part ido político imp ugnase
ante las sa las del Tribunal Federal Electoral el cómputo de alguna elección, las
correspondientes declaraciones de validez, o la expedición de las constancias de mayoría o
de asignación, ya sea de diputados o de senadores por ambos princ ipios; lo anterior
signi fica que le correspondería al Tribunal, como máxima autoridad electoral calificar a
través de un procedimiento contencioso y co nforme a la letra de la ley o su interpretación
jurídica, las elecciones impugnadas. Las' resoluciones recaídas al recurso por el que se
impugnan la declaración de validez o el oto rgamiento de constancias podían ser revisadas y
modificadas, en su caso, por la Sala de Segunda Instancia de l propio Tribuna l Federal
Electora l siempre que el recurrente hiciera vale r agravios debidamente fnndados por los que
se pudiera modificar el resnltado de la elección . Los fallos de esta Sala de Segunda
Instancia eran definitivos e inatacables.

En cuanto a los medios de impugnación, desaparece el recurso de acla ració n,
estableci éndose dos recursos que se podían hacer valer entre dos procesos electorales
ordina rios, los cuales son:

a) Recurso de revisión.
b) Recnrso de apelación.

Los recursos que se pueden interponer en el año de elecciones federales son :

Recurso de revisión .
Recurso de apelación.
Recurso de inconform idad.
Recurso de reconsideraci ón.

En cuanto a la ca lificación de la elecci ón de Preside nte de la República, la reform a de 1993
estableci ó la Cámara de Diputados continuaba con la facul tad de eri girse en co legio
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electoral a fin de realizar tal función, para lo cual se procedía de conformidad con la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.52

Las reformas de 1993 y 1994 definieron al Tribun al Federal Electoral como un órgano
aut6nomo y máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral federal, que tenía a su
cargo el conocimiento y resoluci6n de los medios de impugnaci6n de su competencia que
se le presentasen durante las distintas etapas del proceso electo ral y de los conflictos
laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores y entre el propio Tribunal y
sus servidores, garantizando que los actos y resoluciones de las autoridad es elector ales, se
sujetarán invariablemente al principio de legalidad.

Consídero que las reformas mencionadas, fortalecieron al Tribunal Federal Electoral, cn cl
sentido de que se le atribuyeron mas facultades, lo que fortaleció de manera importante su
autoridad e independencia en el ámbito electoral.

1.6 La Reforma Político Electoral de 1996

El 22 de agosto dc 1996 se llevó a cabo una dc las más importantes y trascendentales
reformas en materia polit ico-electoral, en beneficio a los distintos actores politicos, a las
autoridades administrativas y jurisdiccionales, a la misma estructura de los poderes
federales y especialmente a la sociedad.

Esta reforma polít ica se originó debido a la profunda crisis que sc venía vaticinando en el
sistema democrático, por los agudos vicios que tenía arraigados, lo que repercutió la
necesidad de revisión, renovación, análisis dc los actores políticos, intelectuales, como
también la inllu encia que se tiene por parte de los organismos inlernacionales especia listas
en la maleria electoral.

El maestro Fernando Franco, advierte que, "esta reforma representa la consol idación de la
judicializaci6n de los procesos electorales, federales y locales, asi como el establecimiento
expreso, por primera ocasión en la historia jurídica, de órganos y medios de impugnación
para el control constitucional de leyes, actos y resoluciones electorales.

Continua diciendo este autor que el recuento dc dicha reforma constitucional no debe
soslayarse que son presupuestos del contencioso electoral, que en el artículo 41
constitucional en su base N , .establece que deberá exist ir un sistema de medios de
impugnación que garanticen que lodos los actos y resoluciones electorales se ajusten
invariablemente a los principio de legalidad y constitucionalidad, y mantiene el
principio de que dicho sistema dará dcfinitividad a las distintas etapas del proceso
electoral...' ,53

Es necesario destacar que dicha reforma, trajo consigo, bajo el marco constitucional la
creac ión e incorporación del Tribunal Electoral al Poder Judicial de la Federación, y

~l Arttculcs 19 y 20 de la Ley Orgán ica del Congreso Genera l de los Estados Unidos Mexicanos
" FRANCO GON ZÁ lEZ SALAS , Feman dn E....o lucjón de! CQDl cDC jOSQ elcct~I JcL! t;ra l mex icano 1.2..LQ-~. Revista del Trib unal
Fede ral Elec toral. '\'01 V, 1\0. 8. 1996, p 39
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otorgársele por disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(arts. 94 y 99) el carácter de órgano especializado y máxima autoridad jurisdiccional en la
materia electoral, con la salvedad de lo referente a las acciones de inconstitucionalidad,
prevista en la fracción 11 del articulo 105 constitucional, las que tiene conocimiento
exelusivamente la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Es importante subrayar que uno de los cambios de la presente reforma en la democracia
mexicana es que se creó un sistema mixto de heterocalificación de las elecciones, que se
reproduce en todo el país, porque corresponde tanto al Instituto Federal Electoral y sus
órganos locales, y al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, así como a los
diferentes tribunales electorales de las entidades federativas, participar en la calificación de
las elecciones y en la resolución de las controversias surgidas de las mismas. Se trata
entonces de un sistema de heterocalificación, porque se da la intervención de autoridades
materialmente adminis trativas y jurisdiccionales, regidas por principios juridicos y no
políticos como sucedia anteriormente con los colegios electorales. En esa tesitura. se dio
por concluida la calificación política de las elecciones, al desaparecer el Colegio Electoral
para la elección de Presidente de la República y abre una nueva etapa de j udicialización de
los procesos electorales, adoptando un sistema de estricta heterocalifieaeión jurídica,
definitiva e inatacable, a cargo de la Sala Superior del Tribunal Electoral para que califique
la elección presidencial y haga la deelaración de validez de Presidente electo,
correspondiéndole a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la facultad de
expedir el bando solemne.

La incorporación del Tribunal Electoral al Poder Judicial, y la competencia otorgada para
conocer de los resultados de las elecciones federales, locales estatales y municipales puso
fin a la era de las negociaciones extralegales sobre los resultados electorales, de tal manera
que comenzó una nueva etapa en la cual los conflictos electorales van a resolverse
conforme a criterios netamente jurídicos y no bajo intereses políticos.

El Expresidente de México, Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León manifcstó plantear una
propuesta de reforma en materia político electoral, con mayor alcance, tanto en contenido y
calidad dc sus postulados. Tal propuesta fne discutida ampliamente por lodos los actores
de la vida clcctoral.ipor medio de mesas dc negociaciones, en el cual " los aspectos que
cobraron un mayor relieve respecto del tema de la justicia electoral fueron, en términos
generales, los siguientes:

-Revisar la estructura y fórmula de integración del órgano encargado de impartir justic ia
electoral;
-Revisar las reglas y procedimientos relacionados con la procedenc ia de los recursos
contenciosos electorales;
-Establecer mecanismos de protección constitucional respecto de las leyes y actos en
materia electoral, y
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Establecer mecani smos de protección constituciona l a los derechos políticos de los
mexicanos. ,. 54

El Dr. F1avio Galván Rivera señala que "la comentada evolución legis lativa llegó a su
máxima expresión el 21 dc agosto de 1996, cuando el Constituyente Permanente reformó
nuevamente, entre otros los artícu los 41, 60, 74 fracción 1, 94 Y99 de Const itución Política
de los Estado Unidos Mexicanos, para incorporar el Tribunal Elector al a la estructura
orgánica del Poder Judicial de la Federación, en calidad de órgano especializado y máxima
autoridad juri sdiccional en la materia electora l federal, con excepción de lo previsto en la
fracción 1Idel articulo 105 de la propia Ley Suprema de la Federaci ón.Y"

El Dr. Pérez De los Reyes nos dice claramente quc "la reforma polític o-electoral de 1996
afecto concretamente a los artículos 35, 36, 41, 54, 56, 60, 74, 94, 99, 101, lOS, 108, 110,
111, 116 Y 122 de la Const itución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, 16
artícu los, lo que además claro implicaría reformas legales y reglamentarías en cadena.,,56

A continuación se sintetizará la esencia de los articulas que desde mi perspectiva son los
más relevantes y trascendentales en materia electoral, adhiriéndoles el comentario que
formula acertadamente el Dr. Pérez De los Reyes:

Articulo 35. dice: "So n prerrogativas del ciudadano.. IlI . Asociarse indiv idual y libremente
para tomar parte en forma pacifica en los asuntos políticos del país" .
Comentario. Esta fracción se adicionó para impedir el ingreso corporativo o adscripción
masiva de ciudadanos a un determinado partido político.

Articulo 36 . dice: "Son obligaciones del ciudadano de la Repub liea:....III. Votar en las
elecciones populares en los t érm inos que señale la ley."
Comentario. Se añadió esa última aclaración porque al exigir estar inscrito en el padrón
electoral, en las listas nominales, y tener la credencial de elector para ejercer el voto,
parecia que la ley respec tiva, pedía mas requisitos que los que señalaba la Constitución,
como es el caso de ser ciudadano mexicano y gozar de sus derechos políticos; además de
que para ser ciudadano se requiere la nacionalidad mexicana, tener 18 años en adelante y un
modo hones to de vida..'

Ar ticulo 60. en sus párrafos segundo y tercero dice: " las determinaciones sobre la
declaración de validez, el oto rgamiento de las constancias y la asignac ión de diputados o
senadores, podrán ser impugnadas ante las salas regionales del tribunal electo ra!...."
Las resoluciones de las Salas a que se refiere el párrafo anterior, podrán ser revisadas
exelusivamente por la Sala Superior del propio Tr ibunal, a través del medio de
impugnación que los partidos políticos podrán interponer únicamente cuando por los
agravios esgrimidos se pueda modificar el resultados de la elección....

H OROZCO HENRiQUEZ, José de Jesús. Justicia Electoral en el umbral del siglo XXI. Memoriadel III Congreso Internacional de
~ho Electoral, lomu 1II . Institutode InvestigacionesJundicas. México. 1999. p. 852.

GALVAN RIVERA , FlavlO. op. cit. P. 87.
'\6 PEREZDE LOSREYES, Marco Antooio,Dp.cil. p. 148.
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Comentario. Simplement e confirma la desaparición del sistema de autocalificación de las
elecciones de diputados y senadores, a través de los colegios electorales respectivos, y la
posibilidad de impugnar las design aciones que haga el Instit uto Federal Electoral ante el
ahora Tribunal Electoral de l Poder Judicial de la Federación.

Artíc ulo 94 . dice "Se depos ita el ejercicio del Poder Judic ial de la Federac ión en una
Suprema Corte de Justicia, en un tribunal electora l, cn Tribunales Colegiados y Unitarios
de Circuito, en Juzgado s de Distrito yen un Consejo de la Jud icatura Federal"
Comentario. Con lo indicado en este articulo el Tribunal hasta entonces federal electoral
desap areció igual que su natural eza de tribunal autónomo, y en su lugar se instituyó el
Tribunal Electoral del Poder Judic ial de la Fede ración ahora integrado al Poder Judicial
Federal, lo que indudablemente le da el carácter de Tribunal Constitucional.

Articu lo 99. dice: "E l Tribunal Electoral será , con excepci ón de lo disp uesto en la fracción
II del artíc ulo 105 de esta Constitución, la máxima antoridad jnrisdiccional en la materia y
órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.
Comenta r io. Este art ículo es fundamenta l para la formac ión, estructura y funcionamiento
del tribunal electoral y a través de sus nueve fracciones regul a todo lo referente a esta
institución, por lo cual su contenido es analizado det alladamente, junto con la trascripción
integra dcl articulo. en el capitulo IV dc este mismo trabajo que se refiere espec ificame ntc a
la naturaleza, estructura y funciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación .

Articulo 105 dice : " La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, cn los términos
que se ñale la ley reg lame ntaria, de los asuntos siguientes:
....11. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible
co ntradicción entre una norma de carác ter genera l y esta Constitució n.
1) los partidos politi cos con registro ante el Instituto Federa l Electoral, por conducto cn
sus dir igcncias sociales en contra de leyes electorales federa les o loca les .
La única vía para plantear la no conformidad dc leyes electora les a la co nstitució n es la
prevista en es te articulo....
Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las
normas impugnadas, siempre que fuesen aprobadas por una mayoria dc cnando menos ocho
votos.
Comentario: Aqui se observa la consecuencia Icgislativa de hab er eliminado la excepción
de conocer la Corte la acción de inconstitucionalidad de leyes locales de con tenido
electoral, es decir, del contenido ante rior del artic ulo 105 fracción II de la propi a
con stitución.

Esta acción de inconstitucionalidad de leyes locales, es conve niente cn la misma posición
de la Carta Magna de no permi tir ninguna otra vía para impugnar la inconstitucionalidad de
una ley electoral. ni siquiera claro está, el juicio de amparo .
Esta facultad de conocimiento y resoluci ón es la única excepción a las facultades
j urisdiccionales electorales del Tribuna l, y adem ás debe considerarse como una facultad
que tambi én form a parte de los medios impugnativos en materia electoral.
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Articulo 116. dice: "El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en
ejecutivo, legislativo y judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una
sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo."

Los poderes de los estados se organizarán conforme a la constitución de cada una de ellos,
con sujeci ón a las siguientes normas:

l. Los gobernadores de los estados no podrán durar en su encargo más de seis años, su
elección será de forma directa.

Los gobernadores de los estados, cuyo origen sea la elección popular, ordinaria o
extraordinaria, en ningún caso y por ningún motivo podrán volver a ocupar ese cargo, ni
aún con el carácter de interino, provisional, sustituto o encargado del despacho.

Il, El número dc representantes en las legislaturas de los estados será proporcional al de
habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menos de 7 diputados en los
Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes.......

11I. El Poder Judicial de los estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las
Constituciones respectivas.

IV. Las Constituciones y leyes de los estados en materia electoral garantizarán que:

a) Las elecciones de los gobernadores de los estados, de los miembros de los legislaturas
locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal,
libre, secreto, y directo;

b) En el ejercicio de la función electoral a cargo de las autoridades electorales sean
principios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia;

d) Se establezcan un Sistema de Medios de Impugnación para que todos los actos y
resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad.

f) Los partidos políticos recibirán en forma equitativa financiamiento público para su
sostenimiento y cuenten durante los procesos electorales con apoyos para sus actividades
tendientes a la obtención del sufragio universal;

i) Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en materia electoral, así como las
sanciones que por ellos deban imponerse.
Comentario: Aquí se marca la obligación de los estados de la republica para unificar sus
disposiciones en materia electoral, ajustándose a lo dispuestos por la Constitución Federal,
específicamente en ella. Este asunto esta Íntimamente relacionado eon el tema aún no
resulto de conformar la estructura y funciones de los órganos integrantes de las autoridades
electorales, así como del espectro de medios impugnativos electorales.

Compartimos la opinión del Dr. Pérez De los Reyes en el sentido de que, la reforma de
1996 fue integral, por lo mismo, abarcó aspectos muy diversos del sistema electoral
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nacional el cual ya se están reflejando los logros y consecuencia de esta radical reforma,
por ejemplo en la profunda y dinámica judieialización que aflora en los tribunales
electorales y de manera más notable en la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación.

1.7 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Estudiar la estructura, organización, funciones, atribuciones, facultades del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, sería reiterativo, puesto que dichos apartados
están contemplados tanto en la Ley fundamental como en las leyes secundarias, ya citadas
anteriormente; Sin embargo es dable resaltar algunos aspectos que consideramos
fundamentales respecto a este órgano ju risdiccional.

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación representa, sin lugar a dudas el
mayor grado de avance en materia de impartición de justicia electora l en la historia de
nuestro país. Su origen lo encontramos en la refonna constitucional de 1996, también
conocida como reforma política o reforma electoral y, la cual por demás significativa, al
darse como resultado del consenso alcanzado por los diferentes actores políticos a efectos
de reformar la Constitución, La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el surgimiento de una Ley
General de Sistemas de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

De tal suerte que dicho tribunal viene ser la respuesta 'a las demandas de los actores
políticos y de la propia eiudadania para alcanzar mayores grados de credibilidad y
confianza en el estado democrático de México, mediante el establecimiento de una
Institución confiable, autónoma y encargada de resolver las controversias sometidas a su
co nsideración conforme a derecho y no a criterios de carácter político, y agrego otro, como
son aquellos intereses de grupos externos, cuyos fines no son compatibles con los de la
sociedad, sino a fines propios.

La incorporación de este órgano al Poder Judicial de la Federación, representa un notable
avance en la materia, ya que por primera vez se le confirió a un órgano de carácter
plenamente jurisdiccional la resolución de las controversias de índole electoral, dotándolo
de amplias facultades para ejercer un control de legalidad y constitucionalidad de todos los
actos y resoluciones electorales emitidos por las autoridades jurisdiccionales y
administrativas en el ámbito local y federal.

El Dr. Flavio Galván Rivera, dice que "el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación si es un auténtico tribunal; si es realmente un órgano jur isdiccional porque,
mediante la aplicación del derecho, resuelve controversias de intereses de trascendencia
jurídica, que se caracterizan por la pretensión de una parte y la resistencia de la otra.,,57

La excepción de ser la máxima autoridad jurisdiccional en la materia, la encontramos
prevista en el articulo l OS de la Constitución Política al corresponderle a la Suprema Corte

P GALVÁN RIVERA. Ftav¡o. 0[1. cit . P. 95.
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de Justicia de la Nación, conocer de las acciones de inconstitucionalidad promovidas para
plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución.

a) Naturaleza Jurídica.

La reforma de 1996 representa "la conso lidac ión de la j udicialización de los pro cesos
electoral es, federales y locales, así como el establecimiento expreso por primera ocasión en
nuestra historia jurid ica de órgano y medio s de impugnación para el contro l constitucional
de leyes, actos y resoluciones electorales.t'"

De esta form a el nuevo artículo 99 constituc iona l estab lece que el Tribunal Electoral al ser
incorporado al Poder Judicia l es, con excepc ión de lo dispuesto en la fracción 11 del artículo
105 const itucional, la máxima autoridad j urisdiccional y órgano especializado de l Poder
Judic ial de la Federac ión.

Es importante subrayar que la exposición de motivos de la iniciativa de la reform a de
méri to, trata de explicar la incorporación del Tribunal Electoral al Poder Judicial dc la
Federación:

"Con el objeto de hacer compatible la larga tradición del Poder Judicial de la Federación de
no intervenir directamente en los confl icto político-electorales. con la existencia de lUl tribunal
de jurisdic ci án espec ia/izada que ha probado ser la solución adecuada. se prop one que el
Tribunal Electoral se incorpore al Poder Judicial, con sus rasgos f undamentales de estructura JI
atribucion es pero con las ligas de re/ación indispensab le s con el aparato judicial f ederal . a fin
de continuar ejerciendo sus fac ultades en f orma eficaz, oportuna y adecuada .

De igual manera. la incorporación ref erida permite hacer una distribución de competencias
cons tilucionales y legales entre la Suprema Corte de Justicia de la Nació n y el Tribunal
Electoral . que corresponde con nuestra tradición y evolucion potíuco -electoral 't'"

Aún con la inclusión del Tribunal Electoral al Poder Judicial, éste órgano mant iene su
car ácter de máxim a autoridad j urisdiccional cn la materia , ya que posee la facult ad de
decidir el derecho en casos concretos y porque cn co ntra de sus resoluciones no procede
j uicio ni recurso alguno. Con la única excepción relativa a las acciones de
inconstituc iona lidad por la no conformidad de leyes elec torales a la Constitución Gene ral
de la Republica, siendo competente la Suprema Corte de Justic ia de la Nación.

De acuerdo con el destacado ju rista, Don José Luis de la Peza, "en mi concep to uno de los
aciertos de la reform a de 1996, consiste en subraya r definitivamente la naturaleza del
Tribunal al inco rporarlo al Poder Judicial de la Fede ración y considerarlo órgano

~ I FRANCO GONZÁu:z SALAS, Fernando. b :oluj.:ión del Contencioso Elt ctQral Federa! Mexicano 1916-l22ll. op. citop.39.
S9 Exposición de Motivos de la lnlciariva de Reformas a la Consti tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia electora l.
1996 .
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especializado del mismo, además de reiterar la característica de máxima autoridad
juri sdiccional en la materia elcctoral.' .60

Profundizando al respecto manifiesta que "anteriormente como ya habíamos visto, el
Tribunal carecía de un sitio en la estructura orgánica de los Poderes de la Federaci ón. Dicha
característica, en mi concepto, atendía al criterio original de convertir a las autoridades
electorales en una especie de cuarto poder al catalogarlo, junto al Instituto Federal
Electoral, corno órgano autónomo, sólo se diferenciaba la naturaleza juri sdiccional y
ejecutiva de las mismas .,,6\

b) Fundamento Jurídico

El Fundamento del Tribunal Electoral, lo encontramos concretamente en cl artículo 94 al
establecer que se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema
Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios dc
Circuito y en Juzgados de Distrito.

El articulo 99 segundo p árrafo dicc que "para el ejercicio de sus atribuciones, el tribunal
funcionará con una Sala Superior, asi corno con salas regionales y sus sesiones de
resolución serán públicas..."

El párrafo cuarto en sus diversas fracciones estab lece los medios de impugnación de los
cuales conoce el referido tribunal a través de las Salas Superior y Regionales, los cuales
son los siguientes: recurso de rcconsideración, recurso de revisi ón, recurso de apelación,
juicio de inconformidad, juicio de revisión constitucional electoral, jui cio para la protección
de los derechos político-electorales del ciudadano y los conflictos o diferencias laborales
entre el tribunal electora l y sus servidores, así corno del Instituto Federal Electoral y sus
servidores.

Por lo que respecta a la Lcy Orgánica del Poder Judicial dc la Federación, en sus artículos
184 al 241 detalla los lineamientos establecidos en el articulo 99 constitucional al señalar la
estructura, la competencia, la forma de integración, de funcionamiento, etc.

De igual manera La Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral hace manifestaciones en tomo a la act ividad jurisdiccional del órgano obje to de
estudio.

Finalmente en el Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Fede raci ón se hacen mayores precisiones respecto de la actividad desarrollada por el
tribunal cn comento.

e) Estructura y Competencia

ti) Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Sala Superior, Secretaria Generalde Acuerdos. Antología de la Reunión de
Trabajo de los Magistrados Electo rales con la Misión de Expertos de las Naciones Unidas, Tribunal Elec toral. Estructura Orgánica y
Atribuciones. Magdo. lose Luis de la Peza , p. 8.
61/delll.
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De conformidad con los artículos 99 de la Constitución Polític a de los Estados Unidos
Mexicanos y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judi cial de la Federaci ón, el Tribunal
Electoral en el ejercicio de sus atribuciones funci onarán con una Sala Superior de carác ter
permanente, conformada por siete Magistrados Electorales, con sede en la Ciudad de
México, por su part e contará con cinco Salas Regionales, las cuales funcionarán de manera
temporal, es decir, sólo durante el año del proceso electoral, integradas por tres Magistrados
Electorales, teniendo como sede cada una de las Salas las ciud ades cabeceras de las cinco
circunsc ripciones electorales plurinomin ales: Guad alajara, Monterrey, Xalapa, Distrito
Federal y To luca. Por otro lado el Tribunal Electora l cuenta con una Comisión de
Administración, encargada de la administración, vigi lanc ia, disciplin a y carrera judicial.

Podemos observar como la Constitu ción y la ley secundaria supr imen del Tribun al
Electora l la figura del Pleno, que como ya se anal izó, se conformaba con la totalid ad de los
magis trados de las Salas Central y Regionales.

De esta manera , bajo el supuesto de que el Tribunal Electora l es la máxima autorid ad
jurisdiccional de la materia, Ic corr esponde resolver el). forma definitiva e inatacable :

1.- Impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores;

2.- Las impugnaciones en la elección de Presidente de la República ;

3.- Las impugnaciones que se presenten en contra de los actos o reso luciones de la
autoridad de electo ral federal, distintos a los generados en los procesos electorales, que
violen las normas constitucionales y legales;

4.- Impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades
administrat ivas y jurisdiccionales electora les locales, siempre que puedan resultar
determinantes para el desa rrollo del proceso electoral respecti vo o el resultado final de la
elección, las reparación so licitada sea material y ju rid icamente posible dentro de los plazos
electorales y antes de la fecha-constitucional o legalmente estab lecida para la instal ación de
los órganos o toma de posesión de los funcionarios elegido s;

5.- Las impu gnaciones de actos que violen los derechos político-electorales de los
ciudadanos de votar y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos
del pa ís;

6.- Los conflictos y di ferencias laborales entre el propio Tribunal Electoral y sus
trabajadores, asi como entre el Instituto Federal Electoral y los suyos ;

7.- La determinación e imposición de sanciones en la materia.

A estas atribuciones, que podemos denom inar como de carácter j urisdiccional electoral, a
las que se agregan otras en materi a admini strativa o presupue stal y de capacitación e
investigación en la materia y de elaboración de su Reglamento Interno.
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• Sala Superior

De acuerdo con los artículos 187, 188 Y 189 dc la Ley Orgán ica del Poder Judicial de la
Federación, la Sala Superior del Tribunal Electoral se integra de siete magistrado s
electorales, de entre los cuales se elige al Presidente de dicho órgano jurisdiccional federal,
y tiene su sede en la capital de la República. Para que sesione validamcntc se requiere la
presencia de un minimo dc cuatro magistrados, excepto en el caso de la declaración de
validez de la elección del Presidente Electo, en cuyo caso se requiere la presencia mínima
dc seis magistrados electorales; sus resoluciones se toman por mayoría simple de sus
miembros o bien calificada en los casos expresamente señalados en las leyes respectivas.

También es digno de mención el cambio en el procedimiento para la designaci ón de los
magistrados. Ahora serán designados, por única vez para integrar el tribunal, por el voto
calificado dc las tres cuartas partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores,
de entre las propuestas que envíe la Suprema Corte de justic ia de la Nación. Por tanto, el
Poder Ejecutivo ya no participa cn la integración del tribunal, como tampoco lo hará en los
órganos del IFE. Las ausencias definitivas dc los magistrados, que se presenten con
posterioridad, serán cubiertas mediante los mismos mecanismos, pero con el voto de las
terceras partes dc los miembros de dicha Cámara.

Asimismo el Constituyente reconociendo la categoría de m áximo tribunal del pais a la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, frente a la facultad de interpretaci ón constitucional
del Tribunal Electoral, cuales tesis en un momento dado podrian resultar contradictorias
con alguna sostenida por las Salas o cI Pleno de la Corte, ordena que sea esta última la que
conozca y resuelva en definitiva cuál de ellas debe prevalecer.

• La Sala Superior es competente para:

\.- Conocer y resolver en forma definitiva e inaealable las controversias que se susciten
por:

a) Los ju icios de inconformidad, en única instancia, que se presenten contra dc los
cómputos distritales de la elección dc Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos. Una vez resueltos que se hubiesen interpuesto realizará el cómputo
final, procediendo a formular la declarac ión de validez de la elección y la de
presidente electo.

b) Los recursos de reconsideración en contra de las resoluciones de las Salas
Regionales recaidas a los medios de inconformidad correspondientes, que en
segunda instancia le sean presentados.

e) Los recursos de apelaci ón en única instancia cn contra de los actos y
resoluciones de las autoridades electorales federales.

d) Los juicios de revisión constitucional en contra de los actos y resoluciones
definitivos y firmes de las autoridades locales encargadas de organizar, calificar
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y o resolver las impugnaciones en los procesos electorales locales violatorios de
preceptos constitucionales.

e) Los juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano,
en única instancia.

f) Las diferencias laborales entre el Instituto federal Electoral y sus servidores y
entre el propio Tribunal Electoral y los suyos.

2.- Determinar e imponer sanciones en la materia.

3.- Fijar la jurisprudenci a obligatoria en la materia electoral.

4.- Nombrar los comités que sean necesarios para la atención de los asuntos de su
competencia.

5.- Aprobar el Reglamento Interno del Tribunal que someta a su consideración la Comisión
de Administración.

6.- Conoecr y resolver las excusas o impedimentos de los magistrados que la integran; así
como de los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales.

• Salas Regio nales

De conformidad con los articulos 192 al 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, el Tribuna l Electoral se conforma de cinco Salas Regionales, mismas quc
tendrán un carácter temporal ya que se deberán de quedar instaladas a más tardar en la
semana que inicia el proceso electoral federal ordinario para entrar en receso al coneluirse.

En el caso de los procesos electorales extraordinarios, la Sala Regiona l con competencia
territorial será convocada por el Presidente del Tribunal en los t érminos que acuerde la
Comisión de Administración, para que se instale y funcione durante los plazos establecidos.

Cada Sala Regional se intcgra de tres magistrados electorales y su sede es la cabecera de
cada una de las circunscripciones plurinominales en las que se divide el país.

Para que sesionen validamente se requiere la presencia del total de magistrados que la
integran y sus resoluciones se tomarán por unanimidad o mayoría de votos.

Cada una dc las Salas Regionales tienen competencia, dentro del ámbito de su jurisdicción,
para conocer y resolver cn forma definitiva e inacatable de los recursos de apelación y de
los juicios de para la protección del derecho político-electoral de votar del ciudadano que se
promovido con motivo de los procesos electorales federales ordinarios: asimismo, conoce y
resuelve de los ju icios de inconformidad en contra de los resultados y declaración de
validez de elección de senadores o diputados.
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Por otro lado cada una de las Salas Regionales es competente para conocer y resolver de los
impedimentos y excusas que los magistrados que integran la correspondiente pudiesen
presentar; ordenar la práctica de diligencias a los secretarios y actuarios; fijar fecha y hora
de sus sesiones.

Como innovación introducida por la reforma de 1996, es que ahora cada Sala Regional
tiene facultad para nombrar al magistrado electoral que habrá de fungir como su presidente
en cada uno de los periodos en que deberá de funcionar; es de recordar que en el anterior
Tribunal Electoral. los presidentes de cada una de las Salas Regionales eran designados por
la Sala Central a propuesta del Presidente del propio órgano jurisdiccional.
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Capitulo 2. El Control Constitucional en Mat eri a Electo ra l (Acción de
Inconstituclonalidad en mat eria electoral)

2.1 Marco Conceptual

2.1.1 Constitución .

El tema relativo al significado verdadero de la Constitución, hoy en día en un tema
debatido, toda vez que existen diversas opiniones al respecto, entre las cuales podemos
mencionar algunas posturas:

En Grecia la palabra n oNtela6J·Constitución·era entendida como esquema que determina la
finalidad de la com unidad politica, es decir, era el estilo o esquema de vida partic ular de
cada comunidad.7I

En Roma la palabra Constitut;o-Constitución- significaba la fundación o establecimiento de
una civitas o comunidad política y el otorgamiento de cierto status a sus ciudadanos."

De esta forma podemos observar que la concepción de Constitución en Grecia y Roma no
fue más que un concepto estrictamen te descriptivo, pues se referia únicamente a la manera
de ser de la comunidad, así como a su estructura o forma de vida , y no fue considerada
como un elemento normativo de la propia comunidad, es dec ir, como una norma o
estructura j uridica.

El significado moderno de "Co nstitución", como ley suprema y fundamen tal de un
determinado orden j urídico, apareció con el triunfo de la revolución de los Estados Unidos
de América y el proceso revolucionario francés.65

Asi, en cuanto al concepto de Constitución, Ferdinand Lassall e, sostiene que la
Constitución en sentido material es "la suma de los factores reales y efectivos de poder que
rigen en una pais detenninado".66

Asimismo, establece que una cosa es la constitución real y otra la constitución juridica.
Entendiendo a la primera como la suma de los factores reales de poder y a la segunda,
como a la simple hoja de papel. Esto es, para que exista coordi nación entre ambos factores
reales de poder, se plasman sus necesidades y peticiones en un docu mento escrito. A partir
de ese momento, ya no son simples factores de poder, sino que se han erigido en derecho,
en instituciones jurídicas y quien atente conlra ellos, violenta la ley, y en consecuencia, es
castigado.i"

61 Significa "Ccnstu uclóo o condición de ciudadano, derecho de ciudadanía; Estado; República" , en Tamayu y Salmorán, Rolando,
Introducción a l estudie de la Con suruci ón. Distrib UCIone s Fonta nera , M éxico, 199 8. pág. 24.
7 I ¡dem. págs. 29 y JO.
61 ¡dem, pág 45.

" ZALOIVAR Lel o de Larrea , Arturo F. El jyicio de Amparo y la Uek lliu.AcJa Conslitllción. Djstribuci ones Fonurnara, M éxico. 1997,
págs 4] Y44
1>6 LASA LLE. Ferd inand. ¡ Que es lIna Com titucjón?, Ed. Colo fón, M éxico. México . 200 1, pags. 10 y 19.
6 7 [ de,",
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Desde la perspectiva formalista, se considera que la Constitución tiene tres elementos: la
norma, facultad y orden jurídico. De esta fama para los autores de éste corte doctrinal la
Constitución como tal, no es olra cosa que una simple función. Es un instrumento que
permite identificar los distintos materiales y elementos de que esta dotado el orden
juridico.68

El maestro José de Jesús Orozco' " sostiene que la Constitución en sentido material "es el
conjunto de normas positivas más generales de cierto orden jurid ico nacional", concepto
con el cual considera se abarcan todos los tipos de Constitución que existen o pueden
existir si importar si son escritas o no, emanadas de un órgano especifico o producto de un
procedimiento consuetudinario, ya tengan carácter democrático o no. Para dar esta
definición el autor se basa en el hecho de quc si la Constitución es el conjunto de nom as
que funcíonan como el último fundamento jurídico positivo de cierto orden o sistema,
entonces contiene las determinaciones más generales de la creaci ónescalonada del derecho.

Asimismo, señala este autor que la Constitución en sentido formal es la "Constitución
escrita", que no es otra cosa quc el documento solemne que contiene al conjunto de
disposiciones consideradas como fundamentales de cierto orden juríd ico y que se
caracteriza por su procedimiento mas dificultado de elaboración, el cual permite que conste
fehacicntemente la voluntad del constituyente, para incrementar la seguridad jurídica de los
destinataríos. Sin embargo señala que pretender reunir cn un solo documento todas las
disposiciones const itucionales presentaría varios problemas dc técnica jurídica, asi como
que con frecuencia la "Constitución escrita" no se adaptaría a la evolución constante de las
exigencias sociales. Por ello distingue entre la "Constitución escrita" y "Constitución",
siendo esta última el conjunto de normas positivas más generales de cierto ordcn jurídico
nacional, se contengan o no en el documento solemne- Constitución escrita-."

El constitucionalista Giovanni Sartori, sostiene que las constituciones son, ante todo,
procedimientos cuya intención es la de asegurar un ejercicio contro lado del poder."

Felipe Tena Ramírez, señala que el concepto de Constitución que ha prevalecido, es el
expresado por Jellinek de la siguiente forma:

"La Constitución abarca los principios jurídicos que designa n a los órganos supremos
del Estado. los modos de su creación. sus relaciones mutuas, fijan el circuito de su
acción y . por último, lu situación de cada uno de el/os respecto del poder del Estallo. "71

Para Kelsen, la Constitución tiene dos sentidos: el material y el fonn al. En sentido material,
la constitución es la norma que constituye el derecho superior de una nación, la cual se

.a Tamayo Salmorán, Rolando. Introducc ión.a.! QWQio de la Constituc ión. Op.cil. pp. 266.
' '1 OROZCO HEl\RIQU EZ, Joséde Jesús.~'bo_CQl1s ti ILJ ciol1 al Cons uetudinario. UNAM. México, 1993, pág. 23.
lO/de m. Pág. 23.
11 SARTORI, Giovanni . Ingenieria Cons titucional Co mpanida . Fundo de C ultura Eco nómica, México. 1994, pago217.
T}. T r NA Ramirez, Felipe. Derecho C oostituci ona l Mcxi~ªIlQ . Porrúa , M éxic u, 1997, pág. 22 .
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encuentra constituida por preceptos ~ue regulan la creaci ón de normas jurídicas generales,
y especialm ente, la creación de leyes. J •

Por otra parte, este autor señala que la Constitución en sentido formal es "cierto documento
solemne, un conjunto de normas jurídicas que sólo pueden ser modificadas mediante la
observancia de prescripciones especiales, cuyo objeto es dificultar la modificación de tales
normasv."

Entre ambos tipos dc constitución puede distinguirse quc en la constitución de carácter
formal, puede haber normas que no sean consideradas por la constitución en sentido
material.

Ahora bien, el objeto de que se establezca una dificultad seria, que imposibilite la
modificación a la Constitución, se da en virtud de salvaguardar a las normas que establecen
a los órganos legislativos y a aquellas que regulan el procedimientos de creación legislativa.

La consti tución puede determinar los órganos del proceso legislativo, el contenido de las
leyes futuras. Incluso determinar cn materia de orden judicial y administrativo, así como
establecer todos los demás preceptos del orden juridico.

De esta forma Kelsen en su estructura hace alusión a la costumbre, señalando que si el
derecho consuetudinario existe al lado del escrito, debe ser aplicado igualmente al
establecido, consider ándose en este sentido a la costumbre como hecho creador del
derecho.

"La costumbre tiene que ser como la legislaci ón, una institución constitucional. Ello puede
establecerse expresamente por la constitución, lo mismo que la relación entre el derecho
legislado y el consuetudinario. Incluso la constitución puede ser, en su totalidad o en parte,
derecho consue tudinario". "

Una vez establecida cual es la forma superior en un sistema jurídico, se debe señalar las
normas que se localizan irunediatamente después de la constitución. En ese tenor las
normas irunediatas posteriores a la constitución, son las normas generales establecidas
legislativa o consuetudinariamentc, las cuales ocupan el segundo grado dentro de la
je rarquia Kelsiana.

Esta c1asc de normas deben aplicarse por lo órganos facultados para tal efecto, es decir, los
competentes. Estos deben constituirse de acuerdo al orden jurídi co, el cual debe determinar
el procedimiento que tales órganos están obligados a seguir al aplicar las normas jurídicas.

Al respecto, kelsen señala que las normas generales del derecho legislado o consuetudinario
tiene una doble función:

1} Consáttese en la obra de: Kelsen Hans, "Troda General del Derecho y del f.§tadQ". México, UNAM. )')19, pag 147, 'ambién
cons últese a Orozc o Henrtquez Jesús. "Derecho CQnsti lucional.Qm~.!J ~ lM!timnio" . UNAM. México, 1994.
;~ Ibl,f(,lfl, pág. 149.
JS Kelsen, op. Cit. pago149.
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1.- Determinar a los órganos encargados de la aplicación del derecho y el procedimiento a
seguir para tal efecto.

2.- Determinar cuales son los actos judiciales y administrativos de tales órganos.

Esta segunda función, produce el efecto de que mediante estos actos, los órganos del orden
jurídico crean normas individuales cuando aplican las normas generales a los casos
concretos.

De estas dos funciones se desprenden dos tipos de derecho: el sustantivo y el adjetivo.
Siendo el sustantivo, aquél derecho que señala el contenido del acto judicial °
administrativo que realiza el órgano designado.

El derecho adjetivo o también llamado formal determina la creación y el procedimiento a
seguir por el órgano instituido por el orden jurídico. Resulta de importancia señalar que este
tipo de normas se encuentran determinadas formal y materialmente por preceptos de un
grado o rango superior.

"La Constitución, en sentido material, determinan principalmente ¡arqué órganos y
mediante qué procedimientos las normas generales han de ser creadas".'

Aún lado de esto, cabe señalar que la constitución en ocasiones deja en forma
indeterminada el contenido de las normas generales. Por lo que, estas señalan no sólo a los
órganos y procedimientos que correspondan sino los contenidos de las normas individuales
que se derivan de las decisiones emanada. de tales órganos.

No obstante lo esgrimido en el supuesto anterior, siempre debe atenderse a que la
determinación formal hecha por la constitución predomina de manera inobje table, sobre
aquellas que se derivan de las normas generales. Atendiendo a que entre ellas tanto material
como formalmente siempre habrá unequilibrio.

Por ultimo, la jerarquía establece que la creación de normas generales a veces se divide cn
más etapas. Esto es que, en ciertas constituciones se otorga a autoridades de carácter
administrativo, la facultad de expedir normas generales, con la que se crean determinadas
prescripciones legales.

Las normas cuya fuente dc creación es diferente a la legislativa y son creadas sobre las
bases establecidas por el legislador pero se originan por la creación de otro órgano, son las
denominadas como ya es sabido, como ordenanzas °reglamentos.

Esta clase de normas generales son creadas por un órgano administrativo, derivado de una
facultad otorgada. Son de carácter extraordinario, teniendo como fin regular una materia
que de forma ordinaria es regulada por el órgano legislativo.

7' Kels én, Op. Cu. pago153
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Los reglamentos se encuentran localizadas en el nivel inmediato posterior a las normas
generales.

Con lo dicho hasta ahora, podemos concebir a la Con stitución como la norma suprema en la
cual se establece la estructura del sistema estatal , se regula el procedimiento de creación de
las normas y la cual sirve de límite juridico al poder político medi ante el establecimiento de
medios de control.

2.1.2 Valor y Finalidad de la Constitución

La finalidad que persegu ían las revoluciones burguesas de los siglos XVII al XIX y las
constituciones que se propugnaban, era, como lo destaca Heller" , la limitación del poder
absoluto del Estado por un derecho constitucional consignado en un documento escrito .
Actualmente podemos observar que los documentos constitucionales mod ernos insisten en
la tendencia a limi tar jurídica y objetivamente al poder del Estado, y políticamente,
mediante el establecimi ento dc los derechos sujetivos, la intervención de los ciudadanos
respecto del poder del Estado , y la distribución de funcion es estat ales entre varias
organizaciones relativamente autónomas.

En ese mismo sentido se pronuncia Carl Schmiu78
, quien afirma que la finalidad y sent ido

de la Cons titución es la protección de los ciudadanos contra el abuso del poder público , y
sostiene que en toda Constitución moderna están presentes dos principios: a) un princ ipio
de distribuci ón, en donde la esfera de libertad del individuo se presupone co mo un dato
anterior al Estado, por lo que la libertad del individuo será limitada; y, b) un principio de
organización que sirve para poner en práctica el prime r principio, consistente en que el
poder del Estado se divide y se encierra en un sistema de competencias circunscritas­
división de poderes-o

Gareia Enterria, esgr ime que el vocablo de Constitución denota una pieza lógico­
sistemática, que está presente en cualquier Estado, de cualqui er época y de cualquier signo
y cont enido, de form a lal que pasó a ser un concepto formal y abstracto hasta el extremo,
toda vez que atendió a una realidad estructural de hecho , sin que importaran los valores
materiales expresados en el docum ento."

Continúa diciendo este autor que, prescindiendo de las clasificaciones tradicionales, la
teoría de la Constitnción debe radicarse, como postulado inicial indispensable, en la
proposición co nsisten te en que el poder del Estado proviene del pueblo , y que es éste quien
decide por si mismo : a) establecimiento de un orden político determin ado, definiéndo se la
estructura básica de los órganos de gobierno a quienes se les encargará las funciones
públicas, mediante el otorgamiento expreso de facultades y atribu ciones a efecto de que
desarroll en aquéllas (autodeterminaci ón); b) La participación en dicha estructura política,
en forma exclusiva o cuando menos preponderante mente, del propio pueblo, de modo que

11 HElLER. Herman. Teoria del r;stJdo. Fondo de CulturaEconómica,México. 1995, pág. 292.
,. SCMITI. Carl. Teoría de la Cons titución. Al ianza Umversided, Madrid. 1981, págs. 146 Y 147.
1'9(jARCiA DE. ENTERRIA. EdlJo1rdo. La Constitución como nonna.Y$LfI!h!lnal Constitucional , 3'" ed. Civi1.3 5. Madrid. 199~. p
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los ejercientes del poder serán agentes del pueblo y no sus propietario s; y C) Definir a las
funciones públ icas como limitadas, especialmente por la concreción de zonas exentas al
poder, reservadas a la autonomia privada (libertades y derechos fundamentales),
(autolimitaci ónj."

Si se carece de tales elementos (autodcterm inación y autolimitació n), de acuerdo con la
tipología de Loewenstein, la Constitución de que se trate podrá llamarse tal, pero lo será
sólo en un sent ido nominalista o semántico." Ello en virtud de que la Ley Fundame ntal de
todo Estado, fue el primero de los instrumentos técnicos especi ficos al servicio de los
valores éticos sustantivos redescubiertos por las revoluciones norteamericana y francesa:
los derechos del hombre y del ciudadano.

El destacado juri sta José Luis de la Peza, esgrime que, la nociones anteriormente expuestas,
por si mismas fundamentan la razón de ser de una Ley Fundam ental, esto es, configurar y
ordena r los poderes del Estado por ella construidos, estableciendo adem ás los limites del
ejercicio del poder y el ámbito d las garantías individuales, así como los objetivos positivos
y las prestacio nes que el poder debe cump lir en beneficio de los gobe rnados . No obstante,
debe tomarse en cuenta que, tomando en cuenta la diversidad de materias que se encargan
de analizar la realidad de un Estado-nación , el estud io de las instituciones cons titucionales
no puede prescind ir de l aspecto total de loas discip linas filosóficas , políticas, económicas,
sociológicas o hist óricas, si bien esto ha de hace rse sub especie iuris , es decir, los aspectos
meta' juridicos interesan en la medida que, por virtud de las conexiones necesarias que
hacen de la Const itución una tota lidad (una realidad social), sean interesantes para su
aspecto jurídico, sin que, en cualquier otro caso, alguno de los aspectos de la Constitución,
sea cual fuere la perspectiva (política, estata l, etc), pueda prescindir de l otro, variando en
consecuencia únicamente cl acento.

En ese tenor continua diciendo el maestro de la Pcza, que la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos vigente , basa su legitimación en el proceso hist órico que le dio
origen, asi como por su expresión auténtica de la voluntad general formada en la
colectividad esta tal a la que va dirigid a, manifestación popular reconoci da expresamente en
su articulo 39,a saber:

"La soberanía popular reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder
público dimana del pue blo y se instituye para benefi cio de éste. El pueblo tiene en todo
tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la fo rma de su go bierno"

De igual forma, expresa que la colectividad decide constituirse cn un República
representativa, democrática y federal, por medio de cuyos poderes (fede rales y estata les)
ejerce su soberania, como manifestaciones de la autodeterminación del pueblo mexicano
(artículos 40 y 41) . Asimismo de los numerales 4'1 y 116, prime r párrafo, constitucionales,
se desprende el princ ipio de auto limitación, consi stente en que los poderes ejecutivo,
legislativo y j udic ial, establecen en forma genérica un sistema de ámbitos y competencias
que denotan el principio de auto limitación de los órganos de gobierno.

10 lhidem, p.44.
1I 01 por Quiroga la..í é , Humberto . Derecho Con;;rirucional 10ed. Depalrna , Bueno A ires. 1<;187, ¡J3g 40.
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Finalmente diremos que la Constitución puede ser dividida en dos partes según su
contenido: a) la parte dogmática, que contiene los derechos fundamentales de los
individuos; y, b) la parte orgánica, que contiene la organización del poder publ ico, la
división de funciones y las condiciones de sus ejercicio.

De lo expues to con ante laci ón, concluyo desde mi perspectiva que, cualquier Constit ución
debe proporcionar los instrumentos que limiten , restrinjan y permit an el control del
ejercicio del poder político, ya que la finalidad del constitucionalismo es la organi zación
del poder público , ya que de lo narrado por Loewcnstein se desprende la gran necesidad de
establecer en la Const itución verdaderos medios de control de la constituci onalidad para
limitar el abuso del poder político, con los cuales se garantice el respeto a los derechos de
los gobernados, la división de poderes y la defensa de la Const itución.

En nuestra opinión, consideramos como norma fundamentales mmimas dc toda
Constitución, son las siguientes: a) las que regulan la organización del poder público, la
división de funciones y las condiciones de su ejercicio; b) las que regulan el proceso de
creación de normas; y, c) las que contengan los instrumentos procesales que garanticen el
respeto a la norm a fundamental.

2.1.3 Su pre macía Constitucíonal

Comenzaremos señalando que una característica n principio universalmente admitido es
que la Const itució n es la norma suprema. .,

En efecto, al ser la Consti tución la expresión primige nio de la intención funcional estatal, es
la norma que directa y primordialmente objetiva y actualiza las facultades de
autodeterminaci ón y auto limitación de la sobe ranía popular, en vista de que finca las bases
de calificación, organización y funcionamiento del gobierno del Estado
(autodetermin ación) y establece las normas que encauzan el poder soberano (auto
limitación), consignando, en primer término , derechos públicos subje tivos que el gobernado
puede oponer al poder público estatal, y cn segundo lugar, competencias expresadas y
de terminadas, como condici ón sine qua non de la actuación de los órganos de gobierno .

Pues bien, el carácter de norma normarum que entreviste a la Ley Fundamental viene dado
por: 82

a) Ser la fuente primaria del sistema j urídico, es decir, define el sistema de
fuentes forma les del Derecho, de modo que una Ley será válida sólo por dictarse por el
órgano legislativo (y/o Ejecutivo) comp etente, legítimamente constitu ido y a través del
procedimiento expresamente previsto; .

b) Su permanencia, pues atendiendo a que la Ley Fundamental es la norma
creada por la voluntad soberan a de un pueblo para, en cierto espacio histórico, la

!~ Seguimo s en esta parle. principalmente, a GARCIA DE ENTERRLo\.. Eduardo. op.ctt.,págs 168·170
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consecución de un sistema entero, cuenta con una pretensión de permanencia o duración,
aspec to del cual carece el resto del orden normativo, pues la función de éste será cumplir
con objetivos mucho más concretos, todos singulares dentro del marco globalizador y
estructural que la Constitución ha establecido. De esta característica de generalidad y
prolongación temporal, determina la distinción entre un pode r cons tituyente y de los
poderes const ituidos por éste.

Cronológicamente el constituyente procede a los poderes constituidos; cuando aquél ha
elaborado .m obra , fo rmulando y emitiendo la Constitución, desaparece del escenario
jurídico del Estado , para ser sustituido por los órganos creados. Desde el p unto de vista de
las fun ciones , la diferencia también es neta: el poder constituyente no gob ierna , sino sólo
expide la ley en virtud de la cual gobi ernan los poderes constituidos; estos, a su vez, no
hacen otra cosa que gobernar en los términos y límites señalados por la ley emanada del
constituyente, sin que puedan en su carácter de poderes cons tituidos alterar en fo rma
alguna la ley que los creó y los dotó de competencia."

Como 10 manifiesta el maestro Tena Ramircz cn las líneas transcr itas, al apreciarse la
existencia de dos clases de poderes (constituyente y constitui dos) pueden, a su vez,
deducirse las siguientes garantias especí ficas y esenciales para asegurar la
inquebra ntabilidad del Código fundamental, sin las cuales no serían posible hablar
propiamente dc Icycs cons tituc ionales."

• El principio de rigidez o superlegalidad formal, por virtud dcl cual se imponen
formas reforzadas de cambio o modificación const itucionales frente a los procedimientos
legislativos ordinar ios. Con base en estc principio, consagrado en el artículo 135 de nuestra
Constitución, se pretende evitar la posibilidad de que la Carta Magn a sea alterada en forma
análoga a las leyes secundar ias, sino que es menester seguir un procedimiento especi al (ya
sea porque se confie su prod ucción a un órgano legislativo especial, distinto del órgano
ordinario, o bicn confiri éndo le la producción a éste, aunque sujetándolo a determinados
requisitos extraordinarios), en el que las diversas autoridades y organismos que tienen
participación integran un "poder y extraordinario, sui generis, al que se ha denomin ado, por
algunos autores, "constituyenle permanentc. '5

Sólo mediante el cumplimiento de los extremos seña lados en el mencionado articulo 135
(voto aprobatorio de cuando menos las dos terceras partes de los individ uos presentes de las
Cámaras del Congreso y la mayoria de las legislaturas de los Estados, más la declaraci ón
formal por parte del Congreso de la Unión ° la Comi sión Permanente, previo computo dc
los votos de las legislaturas dc los Estados, más la dec laración formal por parte dcl
Congreso de la Unión o la Comisión Permanen te, previo computo de los volos de las
legislaturas) podrá hablarse de una adicción o reforma a la Carta Magna, siendo posible
impugnación el procedim iento de mérito, vía j uicio de amparo, cuando se estime quc
existan vicios en el mismo, según sostuvo Tena Ramirez desde la déc imo cuarta edición de

tJ TENA RAMiREZ., Fe lipe. Derecho Cons titucional Mexjcano, 241 ed., POlTÚa, M éxico, 1990, pago12.
.. En concepto de JEL LIN ER, G~rg~ _ R~to ... mutación de la C.on :r;l irución (Tra ducción de Christian Fórster, con rev isión y estudio
prelimin ar de Pablu Locas Verdú], Centro de es ludi<KCcostitucicna tes, Madr id. IQQI, pago15.
•~ UURGOA. Ignaelo . "Derecho Constitucional Mellicano", 71 ed., Porrúa, Me~ icu, 1989, pág. 368.
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su "Derecho Constitucional Mexicano" (1976)86 y, más recientemente (1997), el Pleno de
la Suprema Corte de Justicia dc la Nación en apretada votacíón."

• E l pr inci pio de sup remacía constitucional o de supc r lega lida d material,
que asegura a la Constitució n una prominencia jerárquica sobre todas las demás normas del
ordenamiento J uridico estatal producto de los poderes constituidos por la propia
Constitución. 8 Consecuentemente, estas normas sólo serán válidas si no contradicen no ya
sólo el sistem a formal de producción de las mismas, sino, especialmente, si contradi ce o
ignora el cuadro de valores y limitacio nes del poder que en la Constitución se expresa.

Este principio se consagra en el art iculo 133 de nuestra Carta Magna, siendo el texto de
dicho precepto el siguiente:

Esta Constitución, las ley es del Congreso de la Unión q lle emanen de ella y todos los
tratados que estén de acuerdo con la misma-celebrados y que se celebren por el
Presiden/e de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda
la Unión. Los j ueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y
tratados, a pesar (le las disposiciones que puedan haber en las Constituciones o leyes
de los Estadas.

De conform idad con este precepto , la activ idad de l legislador ordinario (poder constituido),
originado por el poder constituyente y plasmado en la Constitución, debe estar sometida a
los imperativos de ésta, por lo que, evident emente, las leyes que emitan los legisladores
federal y loeales (esta tales y delDistrito Federal ) tienen que supedit árseles también y, en
caso de contradicción, debe optarse por la aplicación de la Carta Magna, lo cual no es otra
cosa que la expresión del principio de la supremacía constitucional o de la s úper legalidad
materia l de la misma (Om ito referir las discusiones que respecto del texto trascrito han
sustentado connotados constitucionalistas mexicanos, no obstante, deben señalarse que es
comúnmente aceptado que la correcta interpretación de dicho numeral -cuando menos en
su primera parte- consiste en restringir el carác ter supremo únicamente a las normas
constitucionales, pese a que el texto pareciera desprenderse que tal carácter lo comparte con
las leyes federales y los tratados internacionales suscritos por el Ejecut ivo de la Unión y
aprobados por el Senado). Pese a quc el texto constitucional es incompleto, pues om ite a las
demás autoridad es diferentes a los jueces locales como obligadas a acat ar prefe rentemente
la constitución sobre las disposiciones secundarias que la contrarien, debe entenderse que si
se encuentran obli gadas a guardar tal actitud, atendiendo a un principio de unidad del
sistema normativo, asi como de la recta interpret ación de diversos preceptos también
constitucionales (artículos 41, primer párrafo , y 128).89

16 Ib ídem, págs. 62 Y6) .
•~ Mayoria de 6 votos Amparo en revisión 2996196. Ooejoso : Manuel Ca macho Solís. Ministro Ponente: Genaro David Góngora
Pimentcl. Secretarios : Maria Guadalupe Saucedc ZavaJa y Anton io González Garci a . De febrero 1997_Cfr . Suprema Oxte de Just icia de
la Nación. "Amparo ce ntra el procedrrraento de re formas a la Co nstitución" , Coor d inac ión General de Compilaci ón y Sis temat izac ión de
Tesis de la S. C. J. N.• M éxico. 1997, 181pp .
n La yuxtaposición de ambos vocablos "s upremacía" }' "constitucional" produce como resultado una frase de impacto inaudito para
aludir a toda una pluralidad de normas jurídicas en las que se cumbre de valor se atribuye a las disposic iones contenidas en la
Constitución. Ello signi fica que los órganos gubernamentales federales. es tatales y municipal es. asl como las actividades que ellos
realicen est án subordi nados a los preceptos constitucionales . de valor jerárquico superior. AR ELLA NO GARC íA, Carlos. " la
supremacía co nstitucional" en "75 aniversario de la Co nstituc ión Polític a de los Estallos Unid os Mexicanos" (Prólogo dc Máximo
Ca rvaja l Con treras . Porr úa, M éxico, 1992 , pag. 7.
ij~ En este sentido, BURGOA, Ignacio. " Derecho Constitucional...... op.c ít.• pág. 366.
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Los principios de rigidez y de supremacia constitucional se complementan recíprocamente:
éste último, al imponer que toda decisión normativa que implique salirse del marco
constitucional tenga que ir precedida, bajo pena de nulidad, de una reforma constitucional
acordada por sus cauces propios, garantiza en último extremo a aquel; por el contrario, de
nada serviría que una Ley Fundamental fuere suprema, si fácilmente y siguiendo el
procedimiento comú n establecido para la alteración de la legislación secundaria, pudiera
modificarse, ya que, en el supuesto de que el legislador insistiera en que rigiera una ley
opuesta a las normas constitucionales, podrían sin ningún inconveniente realizar su
objetívo, reformand o simplemente la disposición de la Constitución que fuese contraria al
contenido de la ley secundaria.

Pese a la importancia de los principios de mérito, como acertadamente advie rte Bidart
Campos, si no se hacen acompañar de algún mecanísmo que los haga efectivos, la
normat ividad constitucional corre riesgo de ineficacia y de falla dc practicidad: "...cuando
la constitneión que no debe ser violada lo es, se toma menester recuperar la supremacía
ultrajada por la inconstitucionalidad, y nulificar a ésta mediante algún sistema.Y"

• Defensa de la Constitución

Ahora bien, otro punto muy importante es el relativo al " Respeto a la Constitución", el cual,
en todo régimen constitucional debe haber un sistema para su defensa, ya sea para prevenir
o para reparar la violació n, pues no es suficiente el que se expida un texto que contenga los
principios, valores y normas que se consideran esencia les para la comunidad política en un
momento determinado, sino se garantiza que éstos tengan una aplicación efectiva en la
realidad, por ello resultan indispensable que se establezcan los mecanismos necesarios para
que esta situación pueda corregirse y se restablezca el orden constituciona l desconocido o
violado."

Tena Ramírez sostiene que la defensa de la Constitución consiste en la nulificación de los
actos que la contrarían, y que debe levantarse frente a los poderes públicos, cuyas
limitaciones son el objeto dc la propia Constitución. Este autor esgrime que las limitaciones
de los poderes entre si y de los poderes cn relación con los individuos sólo pueden ser
salladas e infringidas por los mismos órganos limitados, ya que la violación por parte de un
individuo de los derechos que consagra la Constitución, es considerada sólo como deli to."

Sin embargo, lo anterior resulta actualmente incompleto, pues como señala Arturo
Zaldivar'" , durante este siglo los valores y principios constitucionales han resentido ataques
de entidades no instituc ionalizadas, siendo necesario por ello que la defensa constitucional
revista una amplitud mayor que en el pasado, pues ya no son de manera exclusiva los
detentadores del poder legitimo los que pueden vulnerar las normas fundamentales.

'""BIDART CAM POS, Germán J. La intcrp[ctaciÓn y el control constjtucio na les en la iurisd icción con stitucional. Bdíar , Buenos Aires.
1987. pago 118.
t i PIX~Z.4,.MUDlO , Héctor y VALENCIA Carrro na. Salvado r. Derecho Constitucional Mexicano y Comparado. POITlia, México, 2001,

r,'g 169.. . .
. TENA RAM IREZ, Felip e, op. Cit. págs . 40 1 y 492 .

9J ZAlDIVA R LELO DE LARREA. Arturo, op. cil pág. SO.
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El destacado constitucionalista Héctor Fix-Zamudio argumenta que, "la defensa de la
Constituc ión está integrada por todos aquellos instrumentos jurídicos y procésales que se
han establecido tanto para conservar la normativa constitucio nal como para prevenir su
violación, reprimir su desconoc imiento y, lo que es más importante, lograr el desarrollo y la
evolución de las propias disposiciones constitucionales en un doble sentido: desde el punto
de vista de la Constitución formal, a fin de lograr su paulatina adaptación los cambios de la
realidad polít ico-social, y desde la perspectiva de la Constitución real, es decir, su
transformac ión de acuerdo con las normas programáticas de la propia Carta fundam ental .t''"

De lo expuesto con ante lación, diremos que la defensa de la Consti tución no debe
considerarse sólo desde un punto de vista está tico que concuerda con la idea de
conservación de la Constitu ción, sino que deberá de ser una defensa forzosamente
dinámica, teniendo por objeto no nada mas el manten imiento de las normas fundament ales,
sino también su evolución y comp enetraci ón con la real idad política nacional.

Para Fix-Zamudio, el concepto de "defensa de la Constituci ón" puede dividirse en dos
categorías fundame ntales :

-La protección dc la Constitución, y
-Las garantías constitucionales.

La protección de la Constitución se integra por todos aquellos factores políticos,
económicos, sociales y de técnica jurídica que han sido canali zados por medio de normas
de carácter fundamental e incorporado s a la Constitución con el propósito de limitar el
pode r y lograr que sus titulare s se sometan a los lineamientos establecidos en la propia
Carta Fundamental, tanto por lo que respecta a sus atribuciones , como tamb ién en cuanto al
respeto de los de rechos humanos de los gobernados .

Dentro de los instrumentos protectores establecidos en nuestra Constitución, menciona al
efecto: la división de poderes; la participación de grupos sociales e instrumentos de poder;
la regulación de los recursos econ ómicos y financi eros; los principios jurídicos de la
supremacia de la Constitución y el procedimiento dificu ltado de reforma.

2.2 El Contro l de la Constitucionalidad Electo ra l en México

2.2.1 El Con trol de la Co nstit ucional idad

La palab ra contro l proviene del término latino-fi scal med ieval, "cotrarotulum", y de ahí
paso al francés, "co ntr é-role ", que significa literalmente, contralibro o libro de registro. El
termino se gene ralizó para ampliar su significado a fiscalizar, someter, dom inar.

~ FIX·ZamudlO. H éctor. " Introducción al estudio de la defensa de la Constitución en el ordenamiento Mexicano" , 2° ed.• UNAM. Corte
~e Consmucionabd ad de la Repúbhca de Gua temala, México, 1998. p. 24
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Desde la perspectiva constitucional, el fenómeno del control tiene un carácter unívoco, lo
cual da la pauta para asegurar, la estrecha relación existent e entre el concepto de control y
el concepto de constitución.

El control ha de dot ar a la constitución de un sentido cap az de englobar coherentemente las
variadas formas que adopta en el estado constitucional. En consecuencia, entendiendo que
el control constitucional es el vínculo a través del cual se hacen efectivas las limitaciones al
poder estah lecido.

Ahora bien, por otro lado tenemos que, las garantías cons titucionales son los instrumentos
j urídicos, predominantemente de carácter procesal, qne tiene por objeto lograr la
efectividad de las normas fundam enta les cuando existe incert idumbre, conflicto o violación
de las referidas norm as.

Por su parte, las garantías consti tucion ales, entendidas no en el concepto tradicional que las
identifica con los derechos hum anos consagrados en la Constitución, son los medios
jurídicos, de naturaleza predominantemente procesal, que es tán dirigidos a la reintegración
del orden cons titucional cuando el mismo ha sido desconocido o violado por los propi os
órganos de poder, y los instrumentos protectores no han sido suficientes para lograr el
respeto y cumplimicnto dc las disposiciones constitucionales. En otras palabras, son
instrumentos de carácter predomin antemente procesal, que tutelan las disposicion es
fundamentales para lograr su rcstitució·n·cuando huhie sen sido desconocidas o violadas."

Estas garantí as constitucionales aparecen cuando la protecci ón con stitucion al ha sido
insuficiente, por lo que Fix-Zamudi o las califica como "Patología Con stit ucional" . A estos
instrumentos jurídicos, comúnmente se les han designad o indi stintamen te como "j usticia
Constitucional", "jurisdiccional constitucional" y "control de la constitucionalidad", sin
embargo, la doctrina distingue entre la ju sticia constitucional y jurisdiccional
constitucional.

El maestro Arturo Zaldiva r sost iene que por j usticia consti tucio nal se entiende: El conj unto
de procedimientos de carácter procesal, por medio de los cuales encomienda a
determinados órganos de l Estado, la imposición forzos a de los mandamientos jurídicos
supremos, a aquellos otros organi smos de carácter públi co que han desbordado las
limitaciones que para su act ividad se establecen en la misma carta fundamental."

9 \ Aunque , ciertamente, en el debate doctrinal no existe. por mucho. unanimida d respecto del contenido de esta rama del Derecho
Cons utocional, ni sohre In< alcances y contenidos de la connotación "control cons tu cc iona!". como ponende relieve, respectivamente,
Segües. Néstor Pedro. " Les desañn del Derecho Procesal Consnwc ional" en Bazán, Viciar (coord inador), y Aragéo Reyes Manuel. "La
inlC1prelación de la Consu nción" y el carácter objcti·..ado del control jurisdiccional" en Anuario de Derecho Publico. McGrnw-HIIJ .
ITAM, Núm I (Los controles constitucionales) 1997, p.p. ) -1S.Enu l virtud, cuando este trabaje aludimosa "control con smu cionar' nos
referimos exclusivamente a aquellos rerredios, normalmente procesales.porvi rtud de loscuales es posible restituir al quejoso del agravio
aducido o en lo que es posible expulsardel ordenarréenta l.a normaimpugn.ada (cuando el control es abstracto)' no existe aúnun acto de
apli~tón 'l. consecuentemente, no hay una lesiOn jurid ica iodrv idualizada propiamente: dKha).
.. ZAl.DfVAR l elo de: Larree. Arturo. Op.cu.pago50
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Por su parte, el mismo autor señala que el concepto de jurisdicción constitucional se
entiend e reservado a los instrumentos de justicia cons titucional que se encomienda a
tribunales especiali zados en resolver cuestiones constitucionales de manera espec íñca."

Nosotros utilizaremos el concepto de contro l de la constituciona lidad, como el conjun to de
instrumentos jurídico-procesales que tienen por objeto la efectividad de las normas
fundame ntales en caso de incertidumbre, conflicto o violación , otorgados a tríbunales de
cualquier tipo!Os. Son los instrumentos predominantemente de carácter procesal , con
funcion es dc car ácter reparador, que proceden cuando las disposiciones fundamentales han
sido desconocidas o transgredid as.

El control de la constitucionalidad tiene por objeto garantizar la regularídad del sistema
jurídico a través de la anulación de los actos o normas irregulares, entendiéndose por
regularidad, la relación de correspondencia que guarda un acto o norma inferior con
respecto a la Constitución. Sin embargo, debemos señalar que el control dc la
cons titucionalidad tiene por ohjcto no sólo el mantenimiento de las norma s
constit uciona les, sino tambié n su desarro llo y su compenetrac ión con la realidad .

En cuanto a quién está encomendado el control de la constitucionalidad, Ulises Schmill"
sost iene que existen tres ordenes, el constitucional, el federal y el local, y que el control dc
la constituc ionalid ad es una función jurídica que debe ser adscrita al orden constituc ional,
pues seña la que si la casi totalidad las normas y actos, tanto dc la federación como de los
Estado locales, están someti dos al contro l de la constitucionalidad, dicho control sólo podrá
ser adscrito a un ' orde n superior a los otros dos , y que este orden superior es el
constituciona l.

Podemos concluir que el conlrol dc la constitucion alidad cs una de las funciones
primordiales de cualquier Estado democrático, precisamente porque este tipo de Estado
encuentra en su Constit ución el fundamento de su existencia y la voluntad de la soheranía
popular

2.2.2 Tipos de Co ntrol

A partir de las Cons tituciones promulgadas despu és dc la Segunda Gue rra Mundial, se da
inicio, de forma sistemát ica, a los estudios de la teor ía dcl control constitucional como una
rama del Derecho Constitucional, puesto es hasta ese momento que cn la generalidad de los
paises europeos y americanos, se presenta la plena conciencia de que todo orden jurídico se
encuentra suhordinado a la teorí a de la supremacía de la Con stitución, la cual establece, la
superiorídad de la Cart a Magna trente a cualquier ley o acto que se pretenda emitir
con forme a ese régimen j urídico fundamentalmente que le viene dado.

91 ídem.

105 ESb definición la lomamos del maestro Arturo Zaldrvar, quien la emplea parahablartic la jus ticia constitucional en sentido estricto.
sin embargo. nosotros hablaremos del control de la consutuciona hdad para no entra r a la distinción de justicia constitucional y
jurisdicción constitucional porq~_e rebasaría nuestroobjeto de estudio.
"SCIIMIU .. U hses. op.ctt. pág. 26.
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La teoría del contro l constit ucional tiene por objeto la defensa y protección del articulado
constitucional. A la defensa de la Constitución también se le conoce como "control de la
constitucionalidad" y se le ha agrupado para su estudio en diferentes sistemas según sus
características.

Al respecto, Néstor Sagües señala que la elección del sistema de control dc
constitucionalidad demanda cinco requisitos fundamentales:

1.- Constitución total o parcial rígida.
2.-Órgano de control separado e independiente del órgano controlado.
3.-Facultades decisorias en el órgano de control.
4.-Quc los particulares afectados por la irregularidad de inconst itucionalidad puedan
impulsar por sí mismos el control.
5.-Que el control de constitucionalidad abarque a toda la normatividad y actividad estatal.

Con base en lo anterior, Enrique Rabell García?? presenta una breve clasificación de los
sistemas de control de constitucionalidad.

l . Atendiendo al tipo de órgano.- Antiguamente se clasificaba al control constitucional
como jurídico o político según el órgano que lo ejerciera. En opini ón del autor, esta
clasificación ha sido ampliamente rebasada, puesto que la atribución de velar por las
disposiciones orgánicas de la Constitución hace que eualquier órgano públ ico realice una
función política , en virtud de que la Constitución cn sí misma es la máxima expresión
polít ica de un pueblo. Una clas ificación sencilla consiste en catalogar al órgano en atención
al poder al cual pertenece. De esta mancra los órganos podrán ser ejecutivos, legislativos y
judiciales.

11. En consideración del tipo de órgano judicial.- En el marco del Poder Judicial, la defensa
constitucional puede realizarse por todos los órganos judiciales, es decir, de forma difusa,
por el órgano de máxima jerarquía, también llamado control concentrado; por un órgano
especializado adscrito a este poder; o combinando los anteriores, en lo que se conoce como
un sistema mixto.

111. En cuanto a las funciones del órgano.- La presente clasificación tiene por base la forma
de impugnación del acto de autoridad. Así existe la posibilidad de un control previo, el cual
se ejerce antes de que entre en vigor la ley o norma que se considere inconstitucional. Este
control tiene efectos generales, ya que no permite que entre en vigencia la disposición
impugnada en el territorio en cuesti ón'l" , El control abstracto o concentrado, a diferencia
del anterior, se ejercita cuando ya ha sido impugnada.

IV. Con relación al alcance de la sentcncia.- Este criterio atiende al número de personas que
protegerá la decisión del órgano de justicia. El control particular se limita a proteger a la
parte afectada por la ley inconstitucional o acto de autoridad. Tiene como inconveniente

~ Rabell Gare te, Enrique. L1 inconsurucionalidad de leyes en México. Suprema Corte de Justi cia de la Unió n, UN AM , M éxico, 1997, p
216.
100 Cfr. Alegre Martincz, Miguel Ángel . Justicia Constitucional y Control Preventivo, Universidad de f .eón, León, p. 423
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que dicho fallo no beneficia a otra persona que se encuentre en la misma situación y,
además, ocasiona el recargo de funciones cn el órgano de defensa, toda vez que todos
necesitan acudir a él para lograr la nulidad del acto cn cuest i ón, En el control general, la
sentencia tendrá efectos erga omnes, es decir para todos los habitantes que se encuentren
bajo el imperio de la normatividad o acto de autoridad impugnado. Basta que una persona
obtenga una sentencia favorable para que la ley o acto quede derogado para todos sin que
sea necesario acudir nuevamente a impugnarlo. Además, todas las autoridades están
obligadas a no aplicar las normas o actos impugnados.

Las calificaciones anteriormente mencionadas se pueden agrupar, como veremos a
continuación, en dos grandes sistemas: el difuso y el concentrado, de los cuales se infiere el
sistema mixto de control de constitucionalidad.

2.2.3 Estudio somero del control difuso

La declaración de independencia de las Trece Colonias Inglesas, del 4 de juli o de 1776,
trajo como consecuencia la ruptura del lazo dc dependencia con el Rey inglés y el derecho a
la soberanía y al autogobiemo. El resultado de este movimiento fue la síntesis de dos
sistemas jurídicos imperantes:

Por un lado, los norteamericanos continuaron con los principales lineamientos del Poder
Judicial inglés en relación con las amplías facultades políticas y judiciales de los jueces y el
valór de la jurisprudencia.
Del otro lado, como producto de su evolución histórica y temor frente a las potencias
extranjeras, los americanos adoptaron una Constitución escrita, en la que se definia con
precisión la división de poderes.

Con la Constitución de 1787, Estados Unidos deja de ser una confederación nacida de la
independencia de 1776. para con vertirse en una Federación, "se pasaría en América de
la fundamentación del poder de los estados individualmente considerado s en el principio
de sob eran ía parlamentaria a la fundamentación del poder de los Estados Unidos en la
soberanla popula r ..JOl.

A diferencia de la tradición inglesa,..la gran aportación americana fué plasmar en su
Constitución escrita un parámetro formativo superior que dccidia la validez de las leyes del
Parlamento, lo que no sólo marcó la gran diferencia en las décadas por venir con el reino
británico, sino con casi la totalidad de los paises europeos.

Para algunos autores, el control constitucional difuso, surge a partir de la Constitución de
1787, la cual en su articulo sexto, segundo párrafo, establece la cláusula básica que
proclama a esa Constitución como The supreme law or the land (La ley suprema de la
tierra), declarando la vinculación directa de los jueces a ella, por encima de cualquier
disposición contraria establecida en las Constituciones o Leyes de los Estados miembros:
"Es la doctrina de la supremacía, que se expresa en una vinculación más fuerte: la

101 PCI CT. Royo, Ja vier. Cu rso 1I~ Derec bo Co nsti tucional , 4- ed • Marcial Pon s, Madrid. 1997. P 149.
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Constitución vinculada al juez más fuertemente que las Leyes, las cuales sólo pueden ser
aplicadas si son conformes a la Constitución,,102.

El articulo VI.2 del referido ordenamiento dispone: "Esta Constitución, las leyes de los
Estados Unidos que se realicen con arreglo a ella. y todos las tratados celebrados o que
se celebren bajo la autoridad de los Estados Unidos cons tituirán el Derecho supremo
del país y / 0 .'0 j ueces de cada Estado estarán obligados a observarlo. aun cuando se
encuentre en la Constitución o en las leyes de cualquier Estado alguna disposición que /0
contradigo ",

De una interpretaci ón del artículo anterior, muchos autores afirman la instrumentación del
principio del judi cial revicw, que reconoce el poder de los Tribunales de declarar nulas, a
efectos de su inaplicación, las leyes que contradigan a la Constitución.

Sin embargo, la idea básica del judicial review no surge en la Constitución de 1787, pues ya
en The Federalist (El federalista), Alexander Hamilton propone el tratamiento que debe
darse a la Constitución como ley fundamental, la cual impone a los jueces una vinculación
más fuerte que la debida a las leyes, con la consecuencia de tener que reconocer a los
Tribunales la facultad de inaplicar las leyes del Congreso en contradicción con ella"0.

La Corte Suprema de Estados Unidos, al resolver en 1803 cI conocido caso Marbury vs
Madison, fija un precedente esencial en la historia del control constitucional de este país.
En esa sentencia, el Juez Marshall, quien llevó la leading opinión, definió con exactitud los
alcances de la función de los jueces. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos
argumentaria de una manera impecable a través de los siguientes pasos lógicos:

1°. La Constitución de los Estados Unidos de América establece un sistema de
competencias tanto entre los órganos supremos federales como entre la Federación y los
Estados que la integral. La Constitución no puede pretender otra cosa que no sea que tal
sistema de competencia sea respetado por lodos los poderes constituidos, tanto federales
como estatales. Si el Poder Legislativo pudiera modificar dicho sistema de competencias a
su antojo, el diseño constitucional no podría mantenerse. En consecuencia, la Constitución
tiene que estar por encima de todos los poderes, incluido el Poder Legislativo Federal.

2°. La misión de los jueces es únicamente la de aplicar la ley correspondiente a cada caso.
Ahora bien, si el juez se encuentra con que hay dos leyes aplicables al caso, que están en
contradicción entre sí, el j uez tendrá que optar por una de ellas. .

3°. Si una de estas leyes es la Constitución, el juez no puede tomar ninguna otra decisión
que no sea la de dar preferencia a la Constitución sobre cualquier norma,

Para P érez Royo, las principales característica. del modelo difuso de control de
constitucionalidad, son:

I~ Carda de Enterri a, Eduardo.~tituc¡ón como N9[!':na--y ~lIri!l_,,:!!p1 Cons.!i...tueional .3 - N_ Civuas, Madrid. 1994, p_54
110 Harnilton, A. J. Madison )' J. SayoEl federa lista, Prólogo y traducción de Oc stavo R. ve tasco. Foodo de Cu ltura Económica. M éxico,
1998. pp. 33 1·333.
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a) Es un control judicial, en virtud de que es ejercido por uno de los tres poderes del
Estado: precisamente el encargado. de conocer y resolver la aplicación de las leyes, con
motivo de la disput a presentada en un caso concreto.

b) Por ser j udicial, es difuso, esto es, el Poder Judicial no existe como "un" poder, sino que
existe en la forma dc miles de jue ces y magistrados repartido s por todo el territorio del
Estado, titulares cada uno de ellos individualmente del Poder Judici al. Por lo tanto, al ser un
control judicial, está uniformemente a disposición de todos y cada uno de los jueces
integrados en el Poder Judicial.'O)

c) Por ser judi cial es por lo que el control sólo tiene lugar por via incidental. No puede
plantearse la constitucionalidad de la ley al margen de un proceso. El juicio sobre la
constitucionalidad, es por tanto, un incidente que surge en lo que es la actividad
constitucional del juez. Es importante destacar que únicam ente si la ley es aplicable al caso
y de su validez depende el fallo, se puede analizar su constitucionalidad.

d) En cuanto a los efectos de la sentencia en la que se aprecia la inconstitu cionalidad de la
ley, sólo tiene efect os para el caso j uzgado. Por lo tanto, la norma que el juez entiende que
es inconstitucional , no es expulsada del ordenamiento jurídico, lo cual sólo puede hacerlo el
legislador. Sin embargo, en la práctiea, cuando a través del sistema de recursos una leyes
declarada inconstitucional por la Corte Suprema, esa ley materialmente es como si hubiera
sido derogada, ya que ningún tribunal la continuará aplieando en virtud del principio de
"s tare decisis", según el cual, los tribunales inferiores se ··..sienten.. vinculados por la
juri sprudencia emanada de los superiores y todos se sienten vinculados por su anterior
juri sprudencia, en tanto no varíen las circunstancias .'?'

e) La sentencia que aprec ia la inconstitucionalidad de una norma es una sentencia
declarativa, en virtud de que el ju ez se limita a declarar que cierta leyes inconstit ucional.
Por supuesto, la resolución del j uez y su apreciac ión de inconstitucionalidad pueden ser
reexaminadas por la Corte Suprema de los Estados Unidos de América.

En síntesis, los j ueces toman juramento de obed ecer la Constitución, y en esa idea
fundamentan su faeultad de control difuso constitucional.

2.2.4 Estudio somero del control concentrado

Durante mucho tiempo , en Europa existió la degradación de la idea constitucional debido a
la prevalencia del principio monárquico , como fuente formal de la Constitución, quc
implicaba reducir a ésta a un simple código formal de articulación de poderes, sin otra
trascendencia general. El poder monárquico era un poder preconstitucional, por lo que la
natura leza de la Constitución se cincretaba a un cuadro de limitaciones a postc riori, pero

rm q,. De Ouo , Ignacio Estudios sobre el PoderJudIcial, Ministerio de Justicia, Madrid. 1989. p. 17.
1004 Cfr. Garcla- Pelayo, Manuel. Derecho ConstitucionalComparado. Alianza Universidad, Madml, 1993.pp_.t21 Yss.
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nunca fuente formal originaria de competencias de Derecho.lOS Es decir, la Constitución era
un código político, no jurídico.

Por otro lado, la parte dogmática de la Constitución, por lo general, no existía en las
constituciones europeas, o de existir, se expresaba apenas en principios muy generales,
cuya positivización técnica requería el intermedio de leyes ordinarias, sin las cuales carecia
de toda operatividad.

Lo anterior, no obstante que el concepto de Constitución que se impone con la Revolución
Francesa no cs distinto del que se había impuesto en América, en virtud de que se establece
la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, dando importancia con ello a
la parte dogmática dc la Constitución, y aunque la soberania se entrecruza con los propios
textos constitucionale s por medio de referencias al pueblo, del cual los miembros de la
Asamblea Nacional son representantes. De hecho, el Preámbulo de la Declaración del
Hombre y del Ciudadano comienza con la siguiente frase: "Los representantes del pueblo
francés, reunidos en Asamblea Nacional..." lo6

Posteriormente, la lucha de los parlamentos con los monarcas, tras el final de la Primera
Guerra Mundial, culminó en la idea de la soberanía parlamentaria, que implicaba la
superioridad absoluta de las leyes y su correlativa inmunidad judici al, en virtud de que era
el Parlamento la expresión de la voluntad popular a través de sus representantes, por lo que
los jueces no podían ejercer un control sobre las mismas, pues ello implicaría una incursión
en la soberanía popular, lo que resultaba políticamente ínaeeptable.·

El eonstitueionalismo pasó a ser un constitucionalismo flexible, en el que no se distingue
entre el procedimiento de reforma de la Constitución y el procedimiento legislativo
ordinario. Se empezó a plantear el problema de las garantías constitucionales y se inició la
incorporación del control de constitucionalidad al constitucionalismo europeo continental.

"La diferencia fundamental que "'0 a marcar de arriba abaj o el control de
constitucionalidad europeo como un modelo de control complc..tamente distinto del
americano será lo que podríamos denominar su carácter artificial. Por en entendido
que no es el resultado del funcionamiento constitu cional ordina rio de los poderes
clásicos o naturales del Es/pdo. sino que es el producto de una decisión política del
constituyent e democrático: que decide incorp orar al sistema constitucional el control
de /orzstituciona/idad de la ley como una [unción constitucional distinta de las tres
tradicionales y que crea un órgano espectfíco encargado de esta tarea . que no
pertenece orgánicamente a ninguno de los tres poderes (/eIEstado . "107

La afirmación del principio de constitucionalidad por encima del principio de legalidad
tenía que hacerla el constituyente de manera expresa, y de esa forma tenía que diseñar un
mecanismo o un órgano nuevo quc se encargara de asegurar la primacía de la Constitución.
En ningún caso, dicho mecanismo de garantía podía quedar en manos del Poder Judicial,
por considerar que se trataba de una función distinta y, por sobre todo, en la mayoría de los

105 Arag ón Reyes. Manuel. Estudies de DerechoCnnsruccionat, Centrode Estudios Políticos y Cons ntucionalcs, Madrid. 1991:1. p. 149.
lo»Pérez Royo. Javier. Tribunal Coe suurcsonal y dlVisioo de poderes, Tecnos, Madrid. 1988. p. 3-1.
107 P érez Rqyo. Javier. Curso.... Op. Cu, p. 154.
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casos , por la tremenda desconfianza hacia la función, por el papel "legitimador" que
desempeñó en los regímenes totalitarios .. Y así ocurri rla en todos los países en los que el
control de constitucionalidad se confiará a un Tribun al Constitucional.

La recepción en Europa del sistema de justi cia constitucional, va a tener lugar hasta la
posguerra de 1919 por dos vías principales:

La primera, producto de la articulación del Imperio Alemán y la Monarquía Austro­
Húngara, que concluye con la Constitución alemana de Weimar.
La segunda, a través del sistema austriaco .lOS

Con la Const itución Alemana de Weimar de 1919 se introdujeron algunas instancias de
contro l de constitucionalidad, pero de mancra restringida. ya que sólo afectaría a la
distribución territorial de competencias o a los confl ictos entre poderes en el seno de los
Lander (equivale nte a los " estados" mexicanos o "provincias" argent inas), y no podía tener
por objeto leyes federales. En esta Constitución se monta un Tr ibunal Supremo al que se
confian el conocimiento de los litigios que no fueran de derecho privado entre diferentes
Liinder o entre el Reich y los Lander, y ello a requerimiento de una de las partes litigantes.
El reducido control existente en Alemania desapareció, junto, prácticamente, con la
totalidad de la estructura constitucional en 1933 con el triunfo del nazismo.

La transformaci ón más profunda tendrla lugar cn Austria y Checoslovaquia en 1920 y
despu és en España en 1931, con el establecimiento por primera vez de los Tribunales
Constitucionales y el surgimiento, con ello, de la j usticia constitucional "concentrada" o
modelo europeo de control de constitucionalidad, donde dicho poder no se atr ibuye a la
ju risdicción ordinaria, sino a una juri sdicción especial representada por un Tribuna l
Const itucional, que se caracte riza por la eficacia anulatoria erga omnes dc sus
declaraciones de inconstitucionalidad de las leyes.

El modelo Checoslovaco no llegó a funcionar. La lcy del 29 de febrero de 1920 se aprobó
rápidament e y el Tribunal Constitucional quedó constituido en noviembre de 1921, pero
ninguna de las instancias legitimadas impugnó la constitucionalidad de alguna ley, y
cuando lo hizo cl Tribunal ya no estaba constituído. Este Tribun al sólo dictó una sentencia
(el 7 de noviembre de 1922), fruto del control preceptivo de una disposición legislativa
dictada por la diputación permanente de la Asamblea Nacional. Al agotarse, en 1931, el
período de nombramiento de los magistrados, éstos no fueron renovados por parte de los
dos órganos llamados a hacerlo, por lo que el tribunal quedó sin vida. En 1938 volvió a
constituirse para quedar sin funciones al año siguiente como consecue ncia de la invasión
por las tropas atcmanas.l'"

España establece en su Const itución de 1931 y en su ley reguladora de 1933, un Tribunal
de Garant ias Constituciona les, el cual, además de los recursos direc tos de
inconstitucionalidad, también conocia de todas las cuestiones de inconstitucionalidad quc le

lO¡ Fix Zamudio. Héctor y Salvador valencia Cannona~!O CQ!1stilucinnal Me1l;icano y Comparad\), UNAM. Ponú a. México. 11)1)9 .
p. 19S.
109 Cfr. CruzVülalón, redro. Op. Cu.. pp. 227·299.
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planteara cualquier juez o tribunal; se le atribuye el conocimiento del "recurso de amparo"
para la tutela de los derechos constirucionales.l !'' El sistema español de contro l
constitucional desaparecerá con la guerra civil de 1936-1939 y el consiguiente
establecimiento de la dictadura de Franco.

Sin embargo, la mayor influencia cn el sistema de control constitucional europeo fue el
modelo austriaco, obra personal de Hans Kelsen, sistema expresado por primera vez en la
Constitución Austriaca de 1920 y perfeccion ado en su reforma de 1929.

El 21 de octubre de 1918 se constituyó la Asamblea Nacional provisional de la Austria
alemana, la cual dictó una resolución sobre las instituciones básicas del poder del Estado,
que equivaldría a una especie de Constitución provisional dc la nueva República. La ley del
25 de enero de 1919 creó por primera vez con el nombre de Tribunal Constitucional
(Veifassungsgerichts-hoj) , el órgano al que se le iban a confiar las mismas competencias
que el antiguo Tribunal del Imperio (el Reichs gerichti .

La ley del 14 dc marzo de 1919 confirió al Tribunal Constitucional una nueva competencia,
con motivo de una presunta inconstitucionalidad, por cl gobierno federa l contra las leyes
aprobadas por las asambleas legislativas de los Ldnder. El 3 de abril del mismo año, una
nueva ley vino a modificar profundamente la organización del Tribunal para permanecer así
hasta la Constitución de 1920. . .

La aparición dcl Tribunal Constituciona l est á íntimamente ligada al pensamiento
Kclscniano; no cn vano Kelsen fue el auténtico mentor de la Constitución Federal
Austríaca, participando de igual forma como miemhro de dicho órgano juri sdiccional.

"Kelsen entiende que el orden jurídico. especialmente aquel cuya personificación
con stituye el Estado, no es un sistema de normas coordinadas que se hallen entre si.
por así decirlo . una al lado de la otra. en un mismo nivel, sino que se trata de una
verdadera jerarquía de diferentes niveles de normas . Si unidas viene dada por el hecho
de que la creación de una norma (la de grado más bajo). se t:ncuenlra determinada
por otra todavía nuis alta. La que constituye la unidad del sistema es precisam ente la
círcunstancía de que tal regresus termina en la norma de grado más elevado , o norma
bás ica. que representa la suprema razón de validez de lodo el ordenjurídico "." 1

Kelscn manifi esta que las garantí as para la protección de la Constitución, constituyen los
medios generales que la técnica jurídica moderna ha desa rrollado con relación a la
regularidad de los actos estatales en general, dividiendo tales garantías en preventivas o
represivas, personales u objetivas.

Las garantías preventivas, según entiende el autor, tienden a evitar la realizac ión de actos
irregulares, en tanto las garantías represivas reacciona n contra el acto irregular una vez
realizado, tendiendo a impedir la reincidencia en cl futuro, a reformar el daño que se ha

111 Cfr. Pérez Serrano. Nicolás. u Constitución espailola(9 diciembrede 19J1l· Antecedentes . Textos. Coroen ranos . Editorialde Revista
de Derecoc Privado. Madrid. 1932. pp. 324-JJ 2.
111 Kelsen. Hans, "Lagarantla j unsdiccional de laConstitución", traducción del original en francés. Instituto de lnvesugacíoecs Jurídicas
de la UNAM, M éxico, 1974. pp. 482 Yss.
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causado, a hacerlo desaparecer, y evcntualment e reemplazarlo por un acto irregular (al
efecto, una sola y misma medida de garantia). Por su parte, las garantías objetivas que
tienen al mismo tiempo un carácter represivo acentuado, sin la nulidad o anulidad del acto
estatal irregular.

Asi opinan que puede existir un órgano especial establecido para ese fin: un Tribunal
Constitucional; o bien, el control de la constitucionalidad de leyes puede encomendarse a
los tribunales ordinarios y de modo específico al Tribunal Supremo , como sucede en la
"judicial review" norteamericana.

Para Kelsen, la anulación que de una ley pudiera hacer un Tribunal Constitucional, tendria
el mismo carácter de generalidad que su elaboración, pero un sentido negativo, cs decir,
una función legislat iva con efectos negativos, 10 cual viene a diferenciar tajantemente al
modelo kelseniano-europeo de control de la constitucionalidad del modelo norteamericano.

Es por ello, que para Kelsen el Poder Legislativo se ha dividido en dos órganos: uno, el
Parlamento, titular de la iniciativa política, que es el legislador positivo ; otro, el Tribunal
Constitucional, que elimina para mantener la coherencia del sistema de leyes, aquellas que
no respectan al marco constitucional.

El sistema kelseniano configura un control concentrado, confiado a un solo Tribunal
Constitucional, único habilitado para declarar la inconstitucionalidad de una ley y al cual
habrán de dirigirse los tribunales que estén en trance de aplicar dicha Ley, los cuales, de
este modo, carecen del poder de inaplicar las leyes inconstitucionales por sí mismos.

En sintesis, como dice Manuel Aragón Reyes,1 12 el control constitucional europeo ha
pasado por dos grandes momentos:

1) Un primer modelo basado en dos jurisdicciones separadas, desarroll ado durante el
primer tercio del siglo XX con base en el sistema Kelseniano (no sin algunas variaciones):
la Constitución era aplicable por el Tribunal Constitucional; los jueces ordinarios no
aplicaban la Constitución, sino únicamente la Icy. El sistema se basaba en dos
juri sdicciones separadas, la de constitucionalidad y la de legalidad.

2) A partir de la Segunda Guerra Mundial, un segundo modelo, el actual , basado en dos
jurisdicciones conectadas: las constitucional y la ordinaria, que se encuentra ligadas por
ciertos instrumentos e instituciones. Por un lado, se recibe lo que podría llamarse "modelo
norteamericano" de Constitu ción, en el sentido de aceptarse que la Constitución es la norma
jurídica que vincula a todos los poderes del Estado (yen algunos extremos y con
determinados efectos incluso a los propios particulares), de tal manera que ya no será la
Constitución exclusivamente fuente de Derecho, sino también fuente inmediata de derecho
(y de competencias de los órganos públicos) y como tal aplicable por todos los jueces y no
sólo por el Tribunal Constitucional. El modelo imperante de justicia constitucional europeo

III AragÓfl Reyes. Manuel. " La Justicia constitucional en el siglo XX. Balance )' perspectivas en el umbral del siglo XXI", UNAM.
Mexioo.I 998,pp . (80-t82.
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cuenta con j urisd icciones: una especial concentrada en un solo órgano (Tribunal
Constitucional). y otra ordinaria. ejercida de manera difusa por todos los j uzgados y
tribunales integrantes de la organización del Poder Judicial.

Las principales caracteristicas del actual modelo concentrado de constitucionalidad. según
Javier Pérez Royo113 son:

a) El control se confia a un órgano constitucional dist into de los tres poderes clásicos de l
Estado, llamado Tribunal Constitu cional.

b) Se trata de un control concentrado, ya que el Tribunal Constitucional es cl órgano único
que tiene el monopolio del control constitucional de la ley.

e) El tribunal Co nstitucional sólo puede actuar a instancia de parte, y no de oficio.

d) La legitimación para recurrir ante el Tribunal Const itucional se configura de una manera
restrictiva. Al Tribunal Constitucional no pueden acceder los ciudadanos. Los ciudadanos
acceden al Poder Judicial, pero no al Tribunal Cons titucional. Este tribunal. sólo tienen
acceso determ inados órganos políticos o el Poder Judicial. Sin embargo, cabe señalar que
en Aleman ia y en España. existe la vía de amparo constitucional, ante el Tribu nal
Constitucional, al cual sí pueden acceder los particulares cuando cons ideren que una ley o
un acto dictado por la autoridad son violatorios de algunos de sus derechos
constitucionales. Pero a pesar de esto, no estamos en presencia de un contro l erga omnes ,
sino que la sentencia de amparo sólo aplica al particular que impugnó la ley o el acto .

c) Las vías a través de las cuales se accede dependerán de la titularizad en la legitimaci ón
para recurrir. Si quien recurre es un órgano polí tico. la vía es el control abstracto . Por
control abstracto, según se ha precisado. hay que entender aquel control cuyo único objeto
es comprobar si la ley es constitucional o no, haciendo abstracción de la aplicación de la
misma en un caso concreto. Si quien recurre es un órgano judicial, la via es el control
concreto, que quiere decir que el juez sólo puede acudir al Trib unal Consti tucional si en el
curso de un proceso se suscita la duda sobre la constitucionalidad de la ley aplicable al caso
y de cuya validez depende fallo.

f) La sentencia del Tribun al Constitucional tiene fuerza de ley, en virtud de que deroga
formalmente el precepto que declara la inconstitucionalidad, que deja de formar parte del
ordenamiento jurídíco. Lo anterior responde al pensamiento kelseniano de que el Tribunal
Constitucional funciona como un legislador negativo, que no puede dictar la ley, pero sí
puede derogarla.

g) La sentencia del Tribunal Constituciona l surte sus efectos erga omnes desde su
publicación, es decir es una sentencia cons titutita y no meramente declarativa, que tiene
efectos "ex nunc", es decir "desde ahora" .

I IJ P érez Royo , Javier. Curso..., Op. Cit .. pp. l5 6 Y 157.
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México se caracteriza por tener un tipo de control constitucional concentrado donde el
control de la constitucionalidad se lleva a cabo por el Poder Jud icial de la Federación, es
decir, por un poder determinado de carác ter federal, ya que los poderes judiciales locales no
tienen facultades, a pesar de l texto del artículo 133 de la Constitución Federal que más
adelante abundaremos sobre él.

La Suprema Cor te de Justicia de la Nación ha manifestado lo anterior con la
siguiente tesis juri sprud encial. '!"

CONTROL DIFUSO DE U CONSTITUCIONALIDAD DE N ORMAS GENERALES.
NO LO A UTORlZA EL .mrtcut.o 133 DE U CONSTI TUCIÓN.-
E/ teuo expreso del articulo / 33 de la Constitución Federal previene que "Los Jueces de
cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las
disposicianes en contraria que pueda haber en las Constitucion es o leyes de los
Estados ". En (ficho sentido litera/ llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin
embargo . la postura sustentada con pos terioridad por es/e Alto Tribunal, de man era
predominante. ha sido en otro sentido, tomando en cuenta una interpretación sistemática
del precepto y los principios que conf orman nuestra Constitución. En ef ecto. esta
Suprema Corte de Jus ticia de la Nación considera que el artículo 133 constitucional. no
es fu ente de f acultades de control constitucional para las autoridades que ejercen
f uncion es materialmente jurisdiccionales. respecto de actos ajenos. como son las leyes
emanadas del propio Congreso. ni de sus propias actuaciones. que les permitan
desconocer lmos y otros, pues dicho precepto debe ser interpretado a la luz del régimen
previsto por la propia Carra Magna para ese efecto.
No vena Época.

Ignacio Burgoa clasifi ca este sistema llamándolo por vía de excepción,115 afirmando que la
demanda de constitucionalidad no se hace directam ente ante una autoridad judicial
di ferente de la responsable, sino que es la misma autoridad judicial que conoce un
determin ado litigio, la que puede conocer de la inconstitucionalidad de la ley o acto
respectivo. En este sistema, todas las autoridades j udiciales despliegan el control de la
constitucionalidad, siendo los litigantes los indicados para manifestar a los jueces los
supuestos aspectos de inconstitucinalidad.116 Además, este autor contrapone este tipo de
control de la const ituciona lidad con el llamado control por vía de acción, caracterizado por
ser un verdadero proceso j udieial.

Héctor Fix Zamudio cuando se refiere a esta clasificación, más que hablar de control difuso
o centralizado, los llama americano al primero y austriaco al segundo. Lo anterio r sé der iva
porque el difuso (también llamado incidental, especial o dec larativo) no sólo se estableció
en la Constitución Federal de los Estados Unidos de América sino que también fue tomado
en muchos países del conti nente americano.l ' " El segundo se denomina austriaco (o

I U Vid.• Semanario Judicial de la Federaci ón. Ir Época, Pleno , Tumo X. ugcsto de 1999. pagina 5. véase la eje cutoria en la página 6 de
dicho tomo.
IU Cabe señalar que el maes tro Fix Zamu dio. siguiendo a los procesati stes italianos prefiere llamar a la vía de excepción como cuestión
prejudicial esto si se torna en cuenta que el problema de inconsuurcionalfdad es un aspecto inciden tal en [a controversia principal.
116 Vid .,op. cit .• supra nota 4. p-p. 160- 161.
11' Vid . FIX Zamudi o, Héctc r. Justicia const itucion al ombudsman y derechos humanos. Comisión Nacional de Derechos Humanos.
r.. lexico.I99J .p p.M-li7.
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también concentrado, principal, general y constitutivo) porque tiene su origen en la
Constituci ón de Austria, la cual fue obra de Hans Kelsen.1I8

Sobre el artículo 133 constitucional, cabe mencionar que, atento a su contenido, podría
implicar el control difuso en nuestro sistema jurídico.

"Art. / 33.- Esta Constituci ón; las leyes del Congreso de la Unión que emanen de
ella y todos los tratados que estén de acuerdo con /0 misma. celebrados y que se
celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley
Suprema de toda la Unión. Los j ueces de cada Estado se arreglarán a dicha
Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda
haber en las Const ituciones o leyes de los Estados ti.

El maestro Burgoa afirma que hay una inconsistencia en el precepto trancrito, ya que se
afirma que todos los jueces locales se sujetarán a la Constitución Federal y el artículo 103
del mismo ordenamiento indica quc es facultad de los jueces federales conocer de
violaciones constitucionales a través del juicio de amparo. ¿Quién es entonces el facultado
para conocer de la constitucionalidad: los jueces federales únicamente o también los
locales? Este autor responde que, acudiendo a los orígenes de dicho precepto, el 133
constitucional fue una desafortunada traspolación, un implante de la Constitución
norteamericana, la cual tiene como sistema de control de la constitucionalidad, el difuso,
como ya se habia indicado, ya que en aquel país, todos los jueces tienen la facultad de
revisar cada acto o lcy en aras de que esté conforme a la Constitución norteamericana. Es
congruente, dentro del sistema estadounidense un articulo como el 133, pero cn nuestra
organización jurídica no. Burgoa opina que este sistema de "... aulocontrol constitucional
provocaria serios trastornos en el orden juríd ico y un grave desquiciamienlo en la
organización gubernativa del pais yen la gradación jerárquica en que ésta se estructura". ' ' 9
Finalmente este autor señala, que se debería admitir una excepción a lo antes dicho, ya que
cuando una constitución local o íey v . , contenga preceptos manifiesta y notoriamente
opncstos a la Ley Suprema del pais, los jueces de cada Estado tienen el deber de no
aplicarla, adecuando sus fallos a los mandamientos de ésta".1 2o

2.3 La Acción de Incon stitucionalidad en Materia Electoral en México (cont rol
abstracto)

Como ya sc apuntó en párrafos precedentes, el control de la constitucionalidad es el
conjunto de instrumentos jurídico-procesales que tienen por objeto la efectividad de las
normas fundamentales cn caso de incertidumbre, conflicto o violación, otorgados a
tribunales de cualquier tipo y, que en el caso de México, están encomendados al Poder
Judicial de la Federación, siendo éste, el único órgano competente para establecer con
objetiv idad juridica la irregularidad de una norma o acto con respecto a la Constitución, asi
el Poder Judicial deberá ceñir a los otros Poderes dentro de los mandamientos de la ley
suprema que distribuyó las competencia. para que no haya jurisdicciones sin perímetro.

Il'/bidem
11" Vid. BliRGOA. lgnaciu. op. Cil_. supra nota 4,p .p. 164-165.
I ~ lbidem
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Con lo anterior, resulta e1aro que el control de constitucionalidad en México está
encomendado a un órgano judicial.

Asim ismo debemos recordar que el control de la constit ucionalidad tiene por objeto no sólo
el garanti zar la regularidad del sistema jurídico a través de la anulación de los actos
irregul ares, sino que también tiene por objeto el desarrol lo y compenetración de las normas
constitucionales con la realidad histórica, políti ca y social.

Para el maestro Fix Zamudio, el derecho procesal mexicano esta integrado por las
siguientes garantias constitucionales:

1) El j uicio políti co ( Art. 110. de la Const.)
2) Las controversias cons titucionales (articulo 105, fracción 1de la Const.)
3) La acción abstracta de inconstitucionalidad (articulo 105, fracción 11)
4) El procedimiento investigatcrio de la Suprema Cort e de Justicia de la Nación

(artículo 97, párrafos segundo y tercero de la Const.)
5) El juicio de amparo ( artículos 103 y 107 de la Cons t.)
6) El j uicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano (

articulo 99, fracción V de la Const.)
7) El juicio de revisión constilucional e1cctoral ( articulo 99, fracción IV de la Const .)
8) Las com isiones de derechos humanos, inspiradas cn cl modelo escan dinavo del
omh udsman, que no constituyen propiamente un medio procesal ( articul o 102, apartado B)

De las garanti as consti tucionales enunciadas por Fix-Zamudio , cabe hacer mención, que, ni
el j uicio político , ni el proccdimiento investigatorio de la Corte (por no mencionar las
comisiones dc derechos humanos que, inmediatamente, aelara este autor, no constituyen ni
un remedio ni un med io procesal) se perfilan dentro de la definición que el ilustre tratadista
enuncia para ident ifica r a las garant ías const itucionales, puesto que ni uno ni otro se
encaminan a restitu ir las violaciones constitucionales que hubie sen sido cometidas ya que,
el juicio políti co, no deja de ser un procedimiento para determ inar la probable
responsabilidad de cierto s funcionarios públicos y, en su caso, separarlos de su encargo, e
tanto que la atribución indagatoria de la Corte tiene como resultados una mera
recomendaci ón no vinculante, esto es, en atención a la alta investidura del Máximo
Tribunal de nuestro país y sus integrant es, una refl exi ón y análisis de alto contenido moral
especializado, pero que, pese a lo anterior, no dcja dc ser un simple y llana opinión.m

Como puede observarse, para Fix - Zamudio, de todas las instancias procesales que han
sido instauradas o modificadas por el decreto de reformas y adic iones constitucionales de
21 de agos to de 19%, únicamente tres de ellas ( la acción de inconstitucionalidad, el juicio
para la protección de los derechos-político-electorales del ciudadano y el juicio de revisión
constitucion al electoral) constituyen, en su termino log ía, garantia constitucionales, sin

121 Sobreeste último aspecto, c fr. Elias Musi. EdmuOOo. Propuesta p;ttra derogar el párrafo tercerodel artículo 97 constitucional. Justicia
Electoral. Revista del Tnbunal ELectoral del PoderJudicial de la Federac ión. N° 10. 199&. pp. 35-49, a.sí como ArteagaNava Elisur. La
controversia ccos tucciora t, la eccsóe de inconsu tucrcnabdad )' la facultad invesnga toria de La Corte. El C3~ tabasco y otros, 3· 01.
Monte Alto. Méxk o. 1977. pp. b?·~ .
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embargo nada dice respecto del juicio de inconformidad y los recursos de reconsideración y
de apelación, los cuales, como se verá mas adelante constituyen instrumentos de control de
la constitucionalidad en materia electoral, ya que el propósito del Constituyente Permanente
de concehir un sistema integral de justicia electoral , por virtud del cual se asegure que todos
los actos y resoluciones de las autoridades electorales se sujeten invariablemente a los
principios de constitucionalidad y legalidad.

Desde nuestra perspectiva, el control de la constitucionalidad en nuestro pais se ejerce por
las vías de acción contenidas y reguladas en los artículo 41, fracción IV; 99; 103; Y 107 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir a través de los medios
de defensa de la Constitución cuyo conocimiento es competencia del Poder Judicial de la
Federación, siendo estos el juicio de amparo, controversias constitucionales, acciones de
inconstitucionalidad y medios de impugnación en materia electoral.

Por su parte, el control constitucional electoral en México se lleva acabo actualmente a
través de dos tipos de control: un control abstracto y un control concreto. Es decir el control
abstracto, a cargo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por la vía de la Acción de
Inconstitucionalidad (objeto de estudio en cI presente capitulo) y el control concreto
compuesto de los medios de impugnación electoral en materia federal, a saber: a) juicio
para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano; b) juicio de revisión
constitucional electoral; c) recurso de apelación; e) juicio de inconformidad y f) recurso de
reconsideración (como medios de control constitucional en la actividad electoral federal),
los cuales van a ser materia de estudio y desarrollo en ei próximo capitulo del presente
trabajo.

Cabe aclarar que no abordaremos la facultad de la Suprema Corte de just icia de la Nación
referente a la investigación por violación al voto público (articulo . 97, párrafo tercero
constitucional-la cual podría considerarse como un medio de control de carácter electoral) o
por violación a las garantias individuales, ya que si bien esta facultad se ejerce por el
máximo tribunal del pais, materialmente se trata de una función que podría considerarse
como ejecutiva o admin istrativa, pues se trata de una investigación que concluye con una
opinión sin efectos vinculatorios y no de un proceso jurisdiccional propiamente dicho.

Como se dijo en párrafos precedentes, el objeto de estudio del presente capitulo es la acción
de inconstitucionalidad, la cual constituye una forma de control abstracto, en virtud de que
la Suprema Corte de Justicia de la Nación lleva a cabo un control de la constitucionalidad
con total independencia de la aplicación concreta de la ley y se limita a resolver una
divergencia abstracta en tomo a la conformidad o disconformidad de un texto legal con el
texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mientras que el control
concreto se ejerce en contra de los actos y resoluciones electorales, a través de los medios
de impugnación en materia electoral locales y federales.

2,3.1 Antecedentes

Hans Kclsen, desde 1928, señalaba que por garantías de la Constitución debíamos entender
las garant ías de la regularidad de las normas inmediatamente subordinadas a la misma, es
decir, esencialmente garantía. de la constitucionalidad de leyes, para asegurarle a la
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Constitución la mayor estabilidad posible. Así mismo la anul ación del acto inconstitu cional
representa la garantía principal y la más eficaz de la Carta Magna. 122

La acción de inconstitucionalidad en México nace con la reforma al artículo 105 de la
Constitución Política de la Estados Unidos Mexicanos, iniciada con el expresid ente Ernesto
Zedillo y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1994, razón
por la cual en los anteriores textos constitucionales que han estado vigente s en nuestro pais
no encontramos una figura como tal, sin embargo, con sideramos importante analizar
brevemente la evolución que ha tenido los medios de la defensa constitucional en México y
las simil itud es que presentan algunos de ellos con la acció n de inconstitucionalidad, para
determinar asi, si son o no antec edentes, al menos ind irectament e, de dich a acción .

• La Constitución de Apatzingán

Dicha constitución representó el documento político constitucional mas trascendente dentro
de la etapa de la independencia de nuestro país, y es considero como la prim era
Constitución de México, sin embargo, debemo s señalar que esta Ley Fundamental nun ca
en tró en vigor debid o a que su expedición fue ant erior a la consum ación de la
independenci a, pues ésta se concretó hasta el año de 1821.123

En los articu los 128 y 129 de dicha Ley fundamental , encont rarnos un medio de control de
la constitucionalidad de las Leyes contrarias a la Con stitución. Los preceptos referidos
señal an :

"Articule 128. Cualquiera de aquellas corporaciones tendrá [acuitad pura
representar en cOlllra de la le)'; pero ha (fe ser dentro del término perentorio de
veinte d ías: ..... "

"Artículo 119. En caso que el Supremo Gobierno o el Supr emo Tribunal de
Justicia representan contra ley, las reflexione s qu e promuevan serán examinadas
bajo las mismas f ormalidades que los proyectos de ley, y calificándose de bien
fundadas a pluralidad absoluta de votos, se suprimirá la ley y no podrá
proponerse de nuevo hasta pasados seis meses ... "/ ! 4

En este caso, se limit aba la legitimación para intentar la acción a ciertas autoridades , y no
pudi éndolo hacer cualquier individuo, lo cual guarda cierta similitud con lo exi gido
actualment e para ejercer la acción de inconstitucional idad , sin embargo , éste no se trata de
un antecedente de la acción de inconstitucionalidad, pues qu ien resolvía en este caso era el
Co ngreso de la Unión y no el Supremo Tribunal de Justicia.

-La Constitución de 1824

m KELSEN Hans . Troria General del [)erec ho Ydel EU3do. edporrú a. MCxico. p. 55
l:J FERRER MAC--GREGO R. Eduardo. La Acción Coo $ljtueionaJ de;~mparo en Méxi~~, porrea, M éxico, 2000, pág. 6 1
IH TENA RAM IREZ, Felipe, Op.cu.;pág . -I4.
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La Constitución Federal de 1824 fue aprobada por el Congreso Constituye nte el día 3 de
octubre de 1824, y publicad al día síguicnte 'por el Ej ecuti vo bajo el nombre de
"Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos". Esta es en realidad la prime r
Constitución vigente del México independiente.

Los constituyentes de 24 previeron en esta Constitución un medio de eontrol eon stitucional,
cuya competencia se eneomendaba ala Corte Suprema de Justi eia en el artículo 137,
fraeción V, punto sex to, y que faeultaba a dicho Tribunal a eonoeer "de las infracciones de
la Constitución y leyes general es, según se prevenga en la ley..125

En este precepto constitucional, encontramos un medio de control constitucional, sin
embargo consideramos que guarda más similitud con el juicio de amparo que con la
acción de inconstitucionalidad.

• La Constitución de 1836

Este texto const itucional, conocido tambi én como "Las Siete Leyes" , fue aprobado el 29 de
diciembre de 1836 por el Congreso Constituyente y promulgado el 30 del mismo mes. En
estas Leyes Constitucionales encontramos por primera vez a un órgano político encargado
del contro l constitue ional, denominado "Supremo Poder Conservador".

Entre las múlt iples facultades del Supremo Pode r Conservador, encontramos en el artículo
12, fracción 1, de la Seg unda Ley Const itueio nal, la atribu ción de decl arar la nuliclacl de las
leyes y deereto 12(" con efectos generales, cuando estos fueran contrarios a un articulo
expreso de la Constitución, pero siempre y cuando hubiese sido sol icitado por algunos de
los poderes ejecutivo, legislativo o judic ial

El Supremo Poder Conservador tenía facultades con características similares a las
contenidas en nuestra acción de ineonstitucionalidad, sin embargo, enco ntramos que a
diferencia de la Suprema Cort e de Justicia, éste órgano tiene naturaleza pol ítica y no
jurisdiccional, polo cual no pode mos considerarlo como un anteeedente directo de la
acci ón de inconstitucionalidad.

'EI Acta Constitutiva r de Reformas de 1847

En 1846 se citó a un Congreso para restaurar la Constituci ón de 24, sin embargo, habí a
div isión de opiniones en él, por lo cual dicho Congreso nombró una Comisión para anali zar
el tema. La ma yoría de la Comi sión presentó un dietamen al Congreso, proponiéndole que
se declarara que el pacto de 1824 era la única Constitución legítima del país mientras no se
publi caran todas las reform as que determinara hacerle ese Congreso. Por su parte, Don
Mar iano Otero formul ó un voto particul ar en sentido diverso. acompañá ndolo con un
proyecto de Acta de Reformas.

1)\ ¡de", . pag_188
116 En camblu. la accion Je IilCOOsl lluc ionalid3d solo es procedente tratándosede leye s )"no de decretos.
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El Congreso rechazó el dictamen de la mayoría y discutió el voto particul ar de Otero, que
con algunas modifi caciones y adiciones fue jurada el 21 dc mayo de 1847, y publicada al
día siguiente.v"

El Acta de Reformas estableció un sistema de control constitucional cn sus artículo 22, 23,
24 Y25 en los siguientes términos:

"Artículo 22. Toda ley de los Estados que ataque la Constitución o las leyes
generales. será declarada nula por el Congreso; pero esta declaración sólo podrá
iniciada en la Cámara de Senadores. "

"A rticulo 23. S i dentro de un mes de publicada una ley del Congreso General,
fuera reclamada como anticons tituciona t. Ó por el Pres idente de acuerdo con su
Ministerio , ó por diez diputados, ó seis senadores, ó tres Legis laturas, la
Sup rema s Coree, ant e la que se hará el reclamo som eterá la ley al exam en de las
Legislaturas, las que dentro de tres meses, y precisamente en un mism o día, darán
su voto.
Las declaraciones se remitirán a la Suprema Corre, }' ésta publicará el resultado.
quedando resuello lo que diga la mayor ía de las Legislaturas. "

UArticulo24. En el caso de Jos dos articu las anteriores, el Congreso General y las
Legislaturas a su vez se contraerán a decidir únicamente si la ley de cuya invalidez
se trate es o no anticonstitucional: y en toda declaración afirma tiva se insertará /a
ley anulada J' el texto de la Constitución o ley general a que se oponga."

"Articulo 25. Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de
la República en el ejercicio y conservación de los derecho s que le conceden esta
Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes
Legislativo s. y Ejecu tivo ya de la Federación ya de los Estados. íimít ándose dichos
tribun ales a impartir su protección en el caso pa rticular sob re que verse el proceso.
sin hacer ninguna decla ración general respecto de la ley o del acto que lo
motivar e. "J!8

Como se aprecia en los preceptos anteriores, Otero contemp ló un sistema mixto de
protección constitucional. Por una parte, las legislaturas de los Estado o el Congreso, según
el caso, actuaban como por órgano de contro l político, pudiendo declarar la nulidad de las
leyes que resultaran contrarias la Ley Fundame ntal; por otro lado, se previó un control por
vía jurisdiccional, encomendado a los tribunales de la federación.

Debemos destacar que ésta Acta de Reformas es notable y destacada porque en su articulo
25 se estableció la figura del "Amparo", que es el medio de control de la constitucionalidad
encargado a un órgano jurisdiccional y que por vía de acción , procede en contra de leyes y
actos de autoridad, ya sea porque se violen garantías constitucionales o porque haya
invasión de competencias entre la federación y los Estados del Distrito Fede ral,

Para nuestra materia de estudio, se estima que dicho medio de control prescrito en el
artículo 23 guarda cierta semejanza con la acción de inconstitucionalidad, sin embargo, no

In CAST RO, Juventino. Op.cu. pág. D .
m TENA, RAMIREZ. Felipe . Oo.cu, p ágs 474 )' 475.
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es posible considerarlo como antecedente directo de ella debido a que dicho medio de
control fuc encomendado a un órgano polít ico y no jurisdiccional, limitándose la actividad
de la Suprema Corte a someter la ley al examen de las Legislaturas.

• La Constitución de 1857

Este texto constitucional fue jurado el 5 de febrero de 1857, primero por el Congreso
Constituyente y despu és por el Presidente Comonfort, y fue promul gada el día II de marzo
de ese mismo añO.

129

Esta Constit ución es de relevancia para los antecedentes de la acción de amparo, pues en
este ordenamie nto se establecieron, de manera definitiva y hasta nuestros días, los
principios que la rigen, regulándose mediante las distintas leyes reglamentaria. que desde
entonces se expidiero n. Sin embargo, en esta Constitución desaparece el sistema mixto
propuesto por Otero, suprimiéndose el control const itucional que estaba encomendado al
órgano político, y dejando exclusiva mente la figura del Amparo a cargo de los tribunales de
la Federación.

Por otro lado, debemos señalar que esta Ley fundame ntal preveia en su artícu lo 98 un
medio de control de la constitucional, en virtud de l cual le correspondia a la Suprema Corte
el conocimiento de las controversias que se suscitarán entre un Estado y otro, y de aque llas
en la Unión fuera parte. Sin embargo , este med io de control en realidad es un antecedente
de las controversias constitucionales y no propiamente de la acción de incon stitucionalidad,
por los que tampoco en este texto constitucional encontraremos un antecedente de dicha
acción.

• La Co nstitución de 1917

La Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos de 1917, vigente hasta nuestros
días, fue promulgada el 5 de febrero de 1917 y entró en vigor el I" de mayo del mismo
año.1JO

Debemos señalar qu e, a la entrada cn vigor de este texto con stitucional, no se preveía
a la acción de ínconstitucionalidad dentro de su articulado, sino qu e dicha acción fue
producto de una reforma con sti tuci onal publicada en el Diario Oficial del Fede ración
el d ía 31 d e diciembre de 1994, como vere mos mas adelante.

Por lo anterior, y después de analizar los distint os ordenamientos constitucionales que,
estuv ieron vigentes en nuestro pais, podemos decir que hasta antes de la reforma de 1994
no existió ningún antecedente directo de la acción de inconstitucionalidad, y que el control
de la constituciona lidad de las leyes con efectos genera les sólo se había intentado a través
de un sistema de control por órgano político.

I~ Ibídem. págs',604 Y605.
')lIoTENA RAMIREZ. Felip e . Op. cit pagoRI6
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• La re for ma de 31 de diciembre de 1994

Recordemos que el decreto de fecha 30 de diciembre de 1994, publicado en el Diario
Oficial de la Federación al dia siguiente que estableció las acciones de inconstitucionalidad
en nuestra Ley Fundamental, en su artículo octavo transitorio, se estableció que dichas
reformas entrarían en vigor en la misma fecha en que se aplicara la Ley Reglamentaria
correspondiente, sin embargo, es hasta el II de junio de 1995, es decir , casi medio año
después, que entró en vigor la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105
Constitucional, razón por la cual las acciones de inconstitucion alidad entran a la vida
jurídica hasta 1995.

Lo qu e podemos destacar de esta reforma constitu cional es qu e además de cambios de
carácter orgánico y est ructura l, con templa una profunda modifi cación al sistema de
competencias de la Supre ma Cor te de Justicia de la Nación, para otorgarle de manera
amplia y definitiva, el carácter de Tribunal Constitucional, se puede ap reciar la
intención del legislador de desvincular al juicio de amparo, de aquel otro proceso de
cont rol const itucional denominado acciones de ineonstitucionalidad y otor ga a la
Suprema Corte de Justicia de la Nación la facult ad exclusiva de resolver con efectos
genera les, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalid ad de toda s las leyes, con la
marcada excepción de las leyes electora les.

Tamhién en el a ño de 1995, dentro del ma rco del d iálogo naci onal para la reforma
polilica dcl Estado, el titular del Ejeculivo Federal y los partidos politicos nacionales
con presencia en el Congreso, se dieron a la tarea de form ar la mesa central par a la
Reforma del Est ado qu e dio como res ultado que el 22 de agos to de 1996 se publicara
en el Diario Oficia l de la Federa ción el decreto por cl qu e se reform ó a nu estra Ley
Supre ma y específicamente por ser tem a de nuestro estndio la fraccióu II del ar ticulo
l OS consti tu clonaí, en virtud de la cua l se eliminó la prohihición qu e imposibilitaba a
la Suprema Co r te de .Justicia de la Nación para conocer de la incon st itucionalidad de
leyes electorales y por tanto dio cabida a la procedencia de la acción de
incon st itucionalidad en mat eri a eleclora l. Otro de los elementos novedosos de dicha
reform a, fue el ampliar los suje tos legitim ad os para promover la acción de
inconstitucionalid ad dando posibilidad a los par tid os politicos con registro nacional y
con registro esta dua l, de impu gnar leyes de carácter genera l en mater ia elecloral
exclusiva mente.

Paradój icamente, el caso concreto que vino a evidenciar la necesidad de ampliar las
aeciones de inconstitucionalidad a la materia electoral fue precisamente la primera acción
promovida, es decir, la identificada con el expediente número 1/95, interpuesta por diversos
integrantes de la entonces Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en contra de la
Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, (específicamente las secciones 3a y 4a
que comprenden los artículos 60 al 68 y 71l, misma que fue publicada, en el Diario Oficial
de la Federación el 12 de junio de 1995. La acción de inconstitucionalidad fue admitida a
trámite por determinación del Tribunal en Pleno, al resolver el recurso de reclamación
interpuesto por la parte actora en contra del auto del ministro Instructor, que en su
momento acordó el desechamiento de plano, por estimar que en este asunto se actualizaba
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la causal de improcedencia que adujeron los demand ados, consi stente en que los preceptos
reclamados contenían normas en materia electoral.

Luego entonces el 31 de octubre de 1995, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación dictó sentencia definitiva, por mayoría de seis votos, en la que declaró la
improcedente y sobrcseida la Acción de Inconstitucionalidad, en virtud de que la Suprema
Corte de Justici a de la Nación no estaba facultada para conocer de la acción de
inconstitucionalidad, cuando a través de esta se pretendía impugnar normas generales o
actos en materia electoral.

En su momento la Corte, sentenció:

"debe entenderse que SOII normas de cará cter gen eral que tienen como contenido la
materia electoral, prollibidas de ser examinadas por la Suprema Corte de acuerdo
eDil el mencionado articulo canstitucionaí, aqu ellas que establecen el régimen
conforme al cual se logra la selección o nombramiento, a través del voto de los
ciudadanos), dentro de un proceso democr ático, de las persona,,, que han de fungir
como titulares de órganos de poJer recresenla'i~'os del pueblo, a nivel federQ~
estatal, municipal" del Distrito Federal" JI

De ahi que la acción planteada resultó improcedente y, por ende, se decretó su
sobreseimiento. Este caso patentizó la necesidad de contar con un proceso que controlara la
constitucionalidad de las leyes electorales, pues no era concebible un sistema jurídico de
control constitucional, al que escapara el análisis de ciertas leyes, por lo que a pesar de que
la Suprema Corte de Justicia de la Nación a lo largo de su historia siempre se había
mantenido al margen de todo lo que se refiriera a la materia electoral , el legislador
consideró indispensable la inclusión en medio de contro l constitucio nal a las leyes
electorales,

Fue asi que al supn rmrse por la reforma constitucional del 22 de agosto de 1996 la
exclusión de la maleria electoral, parece que todas las leyes, sin excepción posible y
cualquiera que sea su contenido están sujetas a control a través de la acción de
inconstitucionalidad.

La reforma de 1996 hace referencia la tesis jurisprudcn cial, dictada por el pleno de la
Suprema Corte de Justicia del Nación, con respecto a la nueva inclusión de las leyes
electorales en el ejercicio del control de la constitucionalidad, cuyo rubro y texto son los
siguientes:

"ACCIÓN DE INCONSTITUCIONAL/DA/). MATER/A E/.ECTORAL PARA LOS
EFECTOS /JEL PROCED/M/ENTO RELATIVO.-En la ref orma constitucional
publicada en el Diario Oficial de la Federaci ón el treinta y uno de dicie mbre de mil
novecientos noventa y cuatro. se ínstítuyá este tipo de vía constitucional en el articu lo
/0 5 fra cción 11. de la Constitución Pol ítica de los listados Unidos Mexicanos, pero se
pro hibió su procedencia contra leyes en materia electoral: con la reforma de dicho

11 1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. lomo 11 diciembre de 1995. Tesis numero XXVL'95. 90 Rubro: MATERIA
ELECTORAL. CONCEPro [)F, PARA LOS r rtcrcs DE L\ IMPROCEDENCIA DE L\ ACCiÓN UE
lNCONSTIT OCIQNALIUAD
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precepto fundam ental publicada en el mismo medio de difusión el veintidós de agosto de
mil novecientos noventa y seis, se admitió la procedencia de la acción en contra de este
tipo de leyes. Con motivo de esta última reforma la Ley Reg lamentaria de las Fracciones
1y II del Artículo J05 de dicha Constitución prevé reglas gen éricas para /a sustanciación
y procedim iento de la acción de ínconstuucíonalidad y regl as específicas cuando se
impugnan leyes electorales. De la interpretación arm ónica y sistemática, así como de la
teleol ágica de los artículos / 05,fracción Il y / /6,fracción IV y Ven relación con el 35,
fracciones I y 1/, 36 fracciones 1/1, n y V. 41,5/. 56. 60, 8/ , 1/5, fracciones / y Il Y 122,
tercer párraf o e inciso e), base primera, fracciones I y /l, inciso f) todos de la prop ia
Constitución , se llego al convencimiento de que las normas generales electorales no sólo
son las que establecen e/ régimen normativo de los procesos elec torales propiamente
dichos, sino tamb ién las que, aunque contenidas en ordenamientos distintos a una ley o
código electoral susta ntivo, regulan los aspectos vinculados directa o indirectamen te con
dichos procesos o que deban influir en el/os de una manera o de otra, como por ejemplo
la dístritaci ón o redistrítacíán, creación de órganos administrativos para fines
electorales, organización de las elecciones, financiamiento público, comunicación socia l
de los partidos, limites de las erogaciones y montos máximos de las aportaciones, delitos
y fa ltas adm inístrat íva s y sus sanciones. Por lo tanto esas nannas pueden impugnarse a
través ele la acción de incons títucionalidad y, por regla general, debe instituirse el
pro cedimiento correspondiente y res olverse confo rme a las disposiciones específicas que
para tates asuntos p revé la ley reglamentaria de la materia, pues al no exis tir disposíc íán
exp resa o antecedente constitucional o legal alguno que permi ta diferencia rlas por razón
de su contenido o de la materia específica que regulan no se¿u stijicaría la aplicación de
las reglas genéricas para unas y las especificas para otras. ,J 1

2.3.2..Fundamento Jurídico.

El fundamento de la acción de inconstitucionalidad, lo encontramos en la fracción II del
articulo 105 dc la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos:

Articulo / 05. "La S uprema Corte de Justicia de la Nación, co nocerá en los términos
que señale la ley reg lamentaria de los asuntos siguientes :

Fra cci ón If De la... acciones de inconst ítucionalidad que tengan por objeto pla ntear la
posible contradicción entre mla norma general y esta Constitución.

Las acciones de inconst ítuc íona ítdad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días
naturales siguientes a la fec ha de publicación de la norma, por:

a) El equivalente al treinta y tres por cien to de los integrantes de la Cámara de
Dip utados del Congreso de la Unión. en contra de leyes federales o del Distrito Federal
expedidas por el Congreso de la Unión;

b) El equ ivalente al treinta y tres por ciento de los integran/es del Senado, en contra de
leyes fe dera les o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o tratados
internacionales celebrados por el Estado Mexicano:

c) El Procurador General de la Repúb lica, en contra de leyes de carácter fe dera l,
estatal y del di-strito fe deral. así como tratados internacionales celebrados por el Estado
Mexicano:

lJ1 Tesis 25/99. novena época publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. tomo IX. abri l del 99. citada por
Juvcn tino V Ca sero. " Articu lo lOSCo nstitucio nal" ed POtTÚa, M éxico 2000 . p. 1üt .
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d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de las órganos
legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano;

e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea de
Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia
Asamblea-y

f) Los Partidos Políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto
de sus dirigencias nacionales en contra de leyes federales o locales; y las partidos
políticos con registro estatal, a través de sus d írígencías, exclusivamente en contra de
leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgo el
registro.

La única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución
es la prevista en este articulo"..

Por lo que se refiere al fundamento legal de la acción de inconsti tucionalidad en materia
electora l, lo encontramos en la Ley Reglamentaria de las fracciones I y Il, del articulo 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos , en el Título Ill, artículos 59
al 73, pero de acuerdo con lo que establece, el propio articulo 59 lo que no se encuentre
previsto en el Titulo 111 supletoriamente se aplicarán las disposiciones contenidas en el
Título II artículos 10 al 58 que regulan lo referente a las Controversias consti tucionales.

Así lo sustento la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de
inconstitucionalidad 1/98:

ACCIÓN DE INCONSTtTUCtONAU DAll. ÚNICAMENTE SON APLICABL ES
l AS NORMA S PREVISTAS EN El Ti TULO JI DE lA LEY REGLAM ENTA RIA
DE LAS FRACCIONES I Y " DEL ARTícULO 105 CON STI TUCIONAL, EN
AQUELLO QUE NO F_~TÉ PREVISTO EN El TiTULO 1II DE DICHO
ORl)ENAMIENTO. Si bien es cierto que el articulo 65 de dicha ley
reglamentari a ha ce una remisión 2 las causales de improcedencia de las
controvers ias const itucionales, p rev istas por el ar tículo 19, autorizando, con
ciertas excepc iones, su ap licación en las accio nes de lnco nstl tucto na lhla d, ello no
debe entenderse en el sentido d e que las causa les d e improcedencia previs tas
para las controversias constitucionales d eban aplicarse a las acciones de
ínconstüucionalíd ad en términos textuales. Por lo (Iue se refi ere a las
controversias constitucionales se debe atender a los plazos que fija el artículo 21,
mientras que el plazo para promover la acción de Inccnstituclonalidad esl á
p revisto en el artículo 60; es decir, para q ue se actualizara la causa l de
improcedencia prev ista por el artículo 19, fracción VII , de la ley reglamentaria.
tra tándose de un a acción de ínconstltuctonalíd ad, result aría necesario que la
deman da no fuera pro movida dentro del plazo de treinta días naturales co nta dos
a parti r de l día siguien te de la pub licació n de la ley impugnada; no habiendo
lugar a que se ap liquen los supuestos q ue contempla el articulo 21, q ue
exclusivamente se refie re a los plazos para la interposición de cuntroverslas
constitucionales. En efecto , debe destacarse que en las acciones de
inco nstitudonalidad únicamente son aplicables las normas que se con tienen en el
tít ulo Il de la ley reglament aria, en todo aquello que no esté prev isto en el título
111 de dicho ordenamiento jurídico, que regul a el pr ocedimiento re lativo a las
accio nes de lnconsn ruetonalid ad, según se desprend e del articulo 59, pues la ley
reglam ent aria. en su articulo 60, expresamente prevé los plazos en qu e se debe
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presentar la demanda en la vía de acción de lnconstitucionalidad, por lo que no
resu lta aplicable lo dispuesto por el articulo 19 de dicho ordenamiento.u .'!

2.3.3 Co ncepto.

El Constitucionalista Elisur Arteaga Nava nos dice que "La acción de inconstitucionalidad
es una via de impu gnación limitada a encomendar las posibles contradiccione s entre una
ley en si, en cuanto a su contenido y la Constitución; eso es lo que se concluye en el texto
fundamcntal: De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la
posible contradicció n entre una norma de carácter general y esta Constitución. No es
factible que por medio de ésta se ventilen materias relacionadas con violacion es a los
principio s que regulan el proceso legislativo previstas en la Constitución y en las leyes" 134

Además , cont inua diciendo que, la acción de inconstitucionalidad procede respecto de
normas de carácter general: leyes que provengan del Congreso de la Unión, de las
legislaturas de los estados o de la asamblea legislativa del Distrito Federal, asi como
tratados celebrados por el estado mcxicano.m Cabe señalar que en el caso de un tratado y
para evitar una responsabilidad internacional derivada de l incump limiento de una
obligación, debe hacerse una doble reserva. La primera de ellas consiste en que es menester
la ratificación de dicho tratado por el Senado y la segunda consiste en que dicho tratado
eventualmente puede ser declarado inválido a través de una acción dc inconstitucionalidad.
Respecto a los tratados internacionales, cabe señalar que en la reforma de dieicmbre de
1994, no se hizo distinción respecto a la convención a pesar de que en otras partes de la
Constitución (15 Y76 fr. 1)si se hizo la di ferenciaci ón .

Por otro lado, este autor critica la regulación por el poder reformador de la Constitución,
pues según aque l, se dejaron innumerable aspectos fuera del contro l constitucional como
podrian ser las leyes expedidas por el Presidente de la Repúbl ica o los gobernadores en
ejercicio de facultades extraordinarias, los convenios celebrados por las entidades
federativas, los actos que realice la comisión permanente, el presupuesto federal de egresos,
los bandos de policía y buen gobierno expedidos por los ayuntamientos de los municipios,
las disposiciones del consejo de salubridad, así como los criterios jurisprud enciales.

Por su parte, el maestro Juventino V. Castro y Castro define a las acciones de
inconstitucionalidad de la siguiente MANERA: .......procedimientos planteados en forma de
juicio ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por órganos minoritarios, los partidos
políticos con registro federal o estadual, o por el Procurador General de la Republica, en los
cuales se controvierte la posible contradicción entre una norma de carác ter genera l o un
tratado internacional , por una parte, y la Constitución por la otra , exigiéndose en el juicio la
invalidac ión de la norma o tratado impugnados, para hacer prevalecer los mandatos
constitucionales" .136

111 Tes is 3/ 1t)l)9 dic tada en la acc ió n de inconsutuc ronahd ad 1/98. Citada por Juvent mc V. Castro. Op. Cir. P.p. 137 Y
m A RTE..o\GA NA VA eUSUR Dcrccbo C9nsti tu~, ed . Oxford, MÜK:o 1999 p. 847.
11'1 ldem.
I J(' CASTRO Y CASTRO Juvcntino. El articulo 105 Constitucional", eu. rumia. México 2000 . p. 10
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De la anterior definición, se desprende claramente, que este medio de control de la
constitucio nalidad abarca la preeminencia de la Carta Magna sobre las leyes secundarias y
tratados internacionales.

En México, la acción de inconsti tucionalidad constituye una forma de con trol abstracto de
la constitucionalidad en virtud de que, como imaginó Kelsen en su esquema, la Suprema
Corte de Justicia dc la Nación lleva a cabo un control de la constitucionalidad con total
abstracción de la aplicación concreta de la ley y s limita a resolver una discrepancia
abstrac ta en tomo a la conformidad o disconformidad de un texto legal con el texto de la
Const itución mexicana.

Es menester mencionar que las acciones de inconstitucionalidad operan bajo un proceso de
con trol constitucio nal abstracto, es decir que dichas acciones pueden ser promovidas en
contra de leyes de carácter general, y no sobre casos concretos, versados sohre intereses
particulares del gobernado. Lo expresado encuentra sustento en la tesis dictad a por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, identificada con la clave 4/98 , aprobada el 25 de
mayo de 1998 cuyo rubro y texto son:

ACC IÓ:-O DE INCO:-OSTITUC IONALII>AIJ. SOLO PROCEDE CONT RA LAS
NOR1\.1AS GENERALES QUE TEl\GAN EL CARÁCTER DE LEYES O
TRATADOS INTERNACIONALES.- Del análisis y la interp retación de la fracc i ón 11
del 1 artículo l OS de la Constitució n Polí tica de los Estados Unidos Mexicanos, se
advierte que: a) Si las acc iones de inconstitucional idad tienen por obje to plantear la
posible contradicci ónentre una norma de carácter ge neral y la Constitució n entonces
só lo son procedentes las normas de carácter genera l: b) En el propi o precepto se habla
no so to de leyes y tratados internacionales entendidos como normas de carácter general.
Conse cuentemente las acciones de inconstitucional idad proceden contra no rmas de
carácter general pero no contra cualquiera de estas, sino solo contra aquellas que rengan
carácter de leye s o bien tratados internacionales . En iguales términos la Ley
Reg lamentaria de las fracciones I }" II del arto tOS Co nstitucional, tratándose de las
acciones de inco nstitucionalidad se refie re únicamente a normas generales. leyes y
tratados internacionales. por lo tanto también debe con cluirse que prevé la procede ncia
de las acc iones de inconstitucionalidad exclusivamente en co ntra de esas no rmas. La
intenc ión del Consti tuyente Permanente, al establecer las acci ones de
incon stitucional idad, fue la de instituir un procedimiento media nte el cual se pudiera
confrontar una norma de carácter general con la Constituc i ón, y que la sentencia que se
dictara tuviera e fectos generales. a diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo,
en el que la sentencia que se dic tara tuviera efec tos para las pan es . No puede acep tarse
su proced encia contra normas diversas, )'3 que en tales casos, por la propia natura leza
del acto comba tido, la sentencia no tiene efectos generales . sino relativos . Por ello de
conformi dad con lo dispuesto en los artículos 59 y 19, fracción VlII de la Ley
Reglamentaria de las fraccio nes I y 11 del articulo 105 de la Consti tucién., en relación
con el artícu lo 1, de la misma ley yco n la fracc ión n del arto l OS mencio nado , las
acc iones de inconstirucionali dad só lo so n procedentes contra normas de carácter ge neral.
es decir leyes o tratados y son improcedentes en co ntra de actos que no tengan ese
carácter.

2,3.4 Parles

Con la intención de esquematizar la legitimación activa para la interposic ión de las
acciones de inconstitucionalidad, haciendo especial énfasis cn las acciones de carácter
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electoral, nos avocaremos al cuadro orientativo, realizado por el Doctor en Derecho
Joaquín Brage, editado por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad
Nacional Autónoma de México:

SUJETOS LEGITIMADOS PARA PROMOVERLA ACCtON DE
lNCONSTITUCIONALIDAD137

33% o más de 33% o más de 33% o más 33% o más de Procurador Partidos
los miembros los miembros de los los miembros General de Políticos con
de la Cámara de la Cámara miembros del de la Cámara la Registro
de Diputados de Senadores Órgano de República Naciooal, o

Legislativo Represeotantes Estatal, sólo
Estatal del Distrito pueden

Federal impugnar leyes
electorales

Ley Federal st si no no si si R.N.

Lcy Estatal no no si no si si R.N.
R.E.

Tratados no s. no no si no
Intemacion
ales
Ley del no no no si si Si
D.F. R.N

Es importante mencionar que en la legitimación activa, se protege a las minori as
parlamentarias frente a la imposición de un criterio que, por la fuerza de los votos se
convierte en mayoría, a pesar de contradeci r a la Constitución, al respecto el Magistrado
Electoral José de Jesús Orozco sostiene:

"Ante la imposibi lidad práctica de que en una sociedad compleja y plural todos estén de
acuerdo en lo que dcbe hacerse políticamente, es necesario que existan procedimi entos que
permitan adoptar decision es públ icas legitimas y ello se hace por el principio de mayoría,
principio que también supone, nec esariamente, el respeto a las minorías y no sólo eso sino
su protección e impul so" IJR

Legitimación Pasiva. Será la autoridad responsable, quien ejercita esta legitimación dentro
del procedimiento de la acción de inconstitucionalidad, es dec ir todo aquel órgano
legislativo o ejec utivo que haya emitido y promul gado respect ivamente en el ámbito de su
comp etencia la ley electo ral o reforma a la ley electoral o a la Constitución esta tal que se
esté impugnando, estos órganos pueden ser federales o locales. Debido a que el objeto de la
acción de inconstitucionalidad en materia electora l son las leyes con cará cter general y no

In "Los Partidos pottuc os sólo PUede11impugnar leyes electorales, y en el caso de los de ámbito estatal sólo pueden impugnar las leyes
electorales de su propio Estado Igual limItación territorial rige paralas legislalul'2s locales.
RN. Patudos Políticos con Registro Nacional.
R.E Partidos Politic es con Registro Estatal
ni OROZCO Henriquez J. Jesús. Co nsideraciones sobre los princi pios y valores tutelados por el derecho elector al federal meareano
RevistaJusticia Electoral, Tribunal Electora l del POO" Jud icral de la Federac ión. numero9, Méll.ico. 1997.

ESTA TESIS NOS~
UE LA BIBIJOTECA
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así las disposiciones con carácter secundario como seria la publ icación dc la propia ley, la
Corte se ha pronunciado que los otros actos del proceso legislativos como publicar y
refrendar la ley no podrán impugnarse por ser actos inherentes a la emisión y promul gación
de la ley, es decir, son una consecuencia.

Respecto del Procurador General de la República, el articulo 102 constitucional establece
que "intervendrá personalmente" en todo lo referido al ejercicio de las acciones de
inconsti tucional y no por conducto de inferiores jerárquico s o cualesquiera otros
representantes ;139 y el artículo 4, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
Repúblíca reitera que ésa es una función personal e indelegable del procurador.

Por lo que respecta al Presidente de la República, se establece en el artículo 11, de la Ley
reglamentari a, que "El presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por
cI secretario de estado, por el jefe de departamento administrativo o por el consejo jurídico
del gobíerno, conforme con lo que determíne el propio presidente, y considerando para
tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamíento de la personalidad
de estos servidores y su suplencia se harán en los términos previ stos en las leyes o
reglamentos interiores que eorrespondan".' 40

2.3.5 Procedimiento.

El procedim iento, se IIIICla con la recepcion de la demanda de acción de
ínconstitucionalidad, en la Oficina de Certificación Judicial y Corres pondenc ia de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, posteriorm ente se turna al Ministro Instructor a fin
de que ponga el proceso en estado de resolución, salvo que se presentara en su escrito de
demanda alguna causal de improcedencia que provocaría desecharla de plano.

Si cll\linistro Instructor, considera obscuro o irregular el escrito dc demanda, deberá
prevenir al dcmandante para que en un plazo perentorio detres dias, pu eda desahogar
dicha prevención; Por otra parte se dará vista a la autoridad responsable para que en
un plazo de seis dias emita su informe circunstanciado; cuando la norma impugnada
sea una ley aprobada por el Congreso de la Unión, el mencionado informe, deberá ser
rendido en forma individual por ambas Cámaras.

Presentados los informes o transcurrido cI plazo para su presentación, el Ministro Instructor
pondrá los autos a la vista de las partes, a fin de que, dentro del plazo de dos días, formulen
alegatos. Antes de emitir sentencia el Ministro podrá solicitar a las partes, todos aquellos
elementos que a su juicio resulten necesarios para la mejor solución del asunto, inclusive
podrá solicitar la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación.14I una vez agotado el procedimiento el Ministro propondrá al Pleno de la Corte
el proyecto de sentencia para la resolución definiti va del asunto planteado, debiéndo se

1)· Articulo 102. inciso A. tcrcér pám.fo de la Consntocióo Polit ica de los Estados Unidos Mexicanos .
1" Ley Reglamentaria de las fracciones I y 11 del ani culo IUSConstirucionat. articu lo I I
111 La op inión em itida por la Sala Superior. no tiene efectos vincuta tor ics, ya qu(' la Suprema Corte de Just icia decide s¡ la loma en cuenta
o no al momento de dictar su resolución.
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dictar el fallo a más tardar en un plazo de cinco días, contados a partir de aquél en que el
Ministro Instructor haya presentado el proyecto.142

La opinión emit ida por el Tribunal Electoral del Poder Jud icial dc la Fed eración, respecto
de las acciones de inconst itucion alidad en materia electoral, son registradas e identificadas
bajo el rubro : SUP-AES- (asuntos especiale s), ya que no constituyen med ios de
impugnación, no regulados en la ley adjetiva electoral, aelarando que pueden existir otros
asuntos que no estén establecidos dentro de la ley en comento , y que no sean propi amente
opiniones vertidas sobre acciones de inconstitucionalidad en materia electoral, mas sin
embargo cl referido tribunal los acoge como asuntos especiales.

2.3.6 Plazos

En prim er lugar el plazo para interponer la acción de inconstituci onalidad , de acuerdo con
lo que estab lece el art iculo 60 de la ley reglamentaria, será de treinta días hábiles contados
a partir de l dia siguiente a que se publique la ley electoral en el medio oficial. En el
entendido que, sólo para leyes electorales, los plazos comprenden todos lo días como
hábiles.14)

Los órganos legis lativos (loca les, federales o del distri to federal segú n sea el caso) que
hubieran aprobado la ley impugn ada y el órgano legislativo que la hubiere promulgado
contarán con un plazo de seis. días para rendir el informe que contenga las razones y
fundamentos para sostener la constitucionalidad de la ley impugnada (en los casos de las
demandas que no se promuevan en contra de leyes electorales, dicho plazo será de quinc e
dias naturales)144

En el caso de que el ministro instructor prevenga al prom ovcnt e de la acción, por que la
demanda fuere obsenra o irregular el plazo fatal para desa hogar la prevención será de tres
días hábiles (en el caso de las demandas de acción de inconstituci onal idad que no son
contra de leyes electorales el mencionado plazo será de cinco días naturalesj.l'"

Al respecto, el maestro Elisur Arteaga hace algunas criticas respecto de l plazo para
impugnar alguna ley por es ta vía, siendo de tienta dias natura les, término muy brev e en el
que, según el autor citado, es dificil percatarse de todas las posibles incon stitucional idades
que pudieran tener alguna ley, pues éstas, es más lógico encuntrarlas en su aplicació n
cotidiana, de ahí que recomiende el aspecto permanente para impugnar una ley.

2.3.7 Sentencias

Los efectos de las sentencias emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al
resolver nna acción de inconstitucionalidad son.

142 Información proporcionada por la Unidad de Controversias Constitucionales y Acciones de lnconstitucionalidad de la SupremaCorte
de Justicia de la Nación [actu almente es encomendadaa la Subsecretariade Acuerdos)
I ~ l Ley Reglamentaria de las rracciones I y 11 del Articulo 105 Constitucional. articu lo l l .
'4<lldem
I ~S lbidern. articulo 64 .
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1) Declarar la validez de la norma porque se ajusta a .las disposiciones constitucionales, la
norma entra en vigor y no puede ser objeto de impugnación posterior mediante acción de
inconstitucionalidad.

2) Sobresee: sólo se archiva el asunto como total y absolutamente concluido, sin que se
pueda impugnar nuevamente la norma. En este caso, la norma sigue estando vigente en el
ordenamiento jurídico correspondiente.

3) Declarar la invalidez de la norma:

Total: será como si la norma no hubiera existido en la vida jurídica, tendrá efectos erga­
omnes, es decir, para todos sólo tendrá que publicarse la sentencia y consecuentemente
serán nulas también todas las leyes secundarias que de la ley impugnada emanen.

Parcial: si la norma es declarada parcialmente inconstitucional ya sea en alguno o algunos
de sus articulas o bien en una parte de ellos se remitirá al órgano correspondie nte para su
nueva publicación con un efecto erga-omnes ,
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Capitulo 3. El Sistema de Medios de Impugnació n Electoral en México (Control
Concreto).

3.1 Marco Introductor io

Como ya se había referido anteriormente, el Control Constitucional Electoral en México
se lleva acabo actualmente a través de dos tipos de control: un control abstracto y un
control concreto. Es decir el control abstracto, a cargo de la Suprema Corte de Justici a de la
Nación por la vía de la Acción de Inconstitucionalidad (objeto de estudio del capitulo
inmediato anterior) y un control concreto, a trav és de medios de impugnación electoral en
materia federal, a saber: a) juicio para la protección de los derechos político-electorales del
ciudadano; b) ju icio de revisión constitucional electoral; c) recurso de apelación; d) recurso
de reconsiderac ión y e) juic io de inconformidad, (estos tres últimos medios de
impugnación, constituyen también verdaderos medios de control constitucional en la
actividad electoral federa l, como se observara mas adelante).

Ahora bien, en México contamos con un sistema de justicia electordi mixto, cn virtud de
que tener un medio de impugnación de carácter administrativo y diversos medios de
impugnación de carácter jurisdiccional, tanto locales como federales.

Los medios federales de impugnación son lo que combaten actos o resoluciones previstos
en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral (objeto de
estudio y desarrollo en el presente capitulo) y la acción de inconstitueionalidad prevista en
la Ley Reglamentaria de las tracciones 1 y II del artículo 105 de la Constitución de los
Estado Unidos Mexicano.

Por su parte, los medios locales de impugnación, que tiene por objeto resolver las
controversias que surjan respecto de las elecciones de gobernadores, ayuntamientos o
legislaturas locales, se encuentran regulados en la rcspectiva ley electoral de la entidad de
que se trate y se dirimen ante el respectivo tribunal local, pudiéndose o no encontrarse
regulado algún mecanismo de defensa de indole administrativo.

En virtud de la heterogeneidad de medios de impugnación electorales de las entidades
federativas, y por ser la materia federal el tema de importanc ia del presente trabajo, nos
Iimitarcmos a estudiar a los medios federales de impugnación en materia electoral, salvo el
Juicio para Dirimir los Conflicto o Difercneias Laborales de los Servidores del Instituto
Federal Electoral, previsto en el Libro Quinto de la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral, por no ser este un juicio de naturaleza estrictamente
electoral, sino laboral.

De lo anterior podemos concluir quc los instrumentos de control constitucional y legal tanto
de normas generales como actos y resoluciones electorales a nivel federal, están compuesto
de la siguiente forma:

1. Un control abstracto, a través de la Acción de Inconstitueionalidad.
2. Un control concreto compuesto de los siguiente medios:
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a) Ju icio para la Protección de los Derechos Político- Electorales del Ciud adano
b) El Juicio de Revisión Consti tucion al Electoral
c) El Recurso de Apelación, Elluicio de Inconform idad y elluicio de Rcconsideración,
como med ios de control de la actividad electoral federal

Con excepción del recurso de revisión, de índole administrativo, todos los demás med ios de
impugnación electorales no son meros instrumentos para tutelar la legalidad en la actuación
de la autoridad, sino que, por mandato del artículo 41, fracción IV, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tambi én se configuran como mecani smos para
velar la constitucionalidad como principio rector de los estados democráticos de derecho,

Del mismo modo, esta visión fue la seguida por el legislador ordinario al dar vida a la
LGSMIME, toda vez que el postulado contenido en el artículo 3, párrafo 1, inciso a),
establece que el sistema de medios de impugnación tiene como objeto garanti zar "que todo
los actos y resoluciones de las autoridades electorales se sujeten invariabl emente, segú n
corresponda, a los principio de constitucionalidad y legalidad",

3.1.1 Concepto de Medios de Impugnación

El vocablo impu gnación deri va del término latino impugnarc (de in y pugnare) que
significa "luchar contra", "combatir", "atacar" , Además, en la doctrina el t érmino de
impugnación es multívoco. A continu ación analizaremos la definici ón de medios de
impu gnación proporcionada por diversos autores,

El Doctor Victor Firén Gui llén señala quc " Los medios de impugnación en su especie de
recursos son aclos procesa les de la parte que se est ima agraviada (o grava da) por un acto de
resolución del j uez o tribunal, por lo que acude al mismo o a otro superior, pid iend o que
revoque O anule el O los actos fravoso s, sigui endo el procedim iento previsto cn las
leyes.'· I'"

El Doctor Héctor Fix-Zamudio considera que los medios de impugnació n "configuran los
instrumentos juríd icos consagrados por las leyes procesales para corregir, modificar ,
revocar o anul ar los actos y las resoluciones judiciales. cuando adolecen de deficiencias,
errores, ilega lidad o injusticia".1' 7

Para el Doct or Niceto Alcalá Zamora, dichos medios son "actos procesales dc las part es
dirigidos a obt ener un nuevo examen, total o limit ado a determinados extremos, y un nuevo
proveimiento acerca de una resolución judi cial que el legislador no estima apegada a
derecho. en el fondo o en forma, o que reputa errónea en cuanto a la fijación de los
hccho s,,148

I~ FAIREN GUIL l EN,\' iclOr. Teor íaGeneral de! [)erscho Procesal. M éxico 1992. UNAM, pág. 481.
147 FIX ZAMUDlO, Hécror, n iccionario Jurídico MexicaM " Pag.2105
.41 OVALLE FAVEL\ . José Derecho Procesal Civi l, México. 1980, lJNAM. pago143.
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Por su parte el Doctor José Ovalle Favela los concibe como actos procesales de las partes ­
y podemos agregar, de los terceros legitim ados- ya que sólo aquellos y éstos pueden
combatir las resolu cione s del juez. Este último o su superior jerárquico no pueden hacer
valer medios de impugnación en contra de sus propias decisiones o de las de sus inferiores
jerárquicos.

En los casos en que el propio juzgador o su superior puedan revis ar de oficio (sin instancia
de parte interesada) sus determin ación estamos en presencia de medios de control­
autocontrol o control j er árquico-, pero no de medios de impugnac ión, ya que éstos son
actos procesales de las partes o de los terceros tegitimados.t'"

El Doctor Cipri ano Gómez Lara los considera como recursos, procedimientos, instancias o
acciones, que las partes tienen para combatir los actos o resoluciones de los tribun ales,
cuando estos sean incorrectos, no apegados a derecho o injustos. I ~ O

El Doctor Flavio Galván Rivera, después de precisar que la palabra impugnare pro viene del
latin impugu are ( de in y pugnare ) que signifi ca luchar, combatir , contradeci r, refutar,
atacar, luchar contra, señala quc cn t érmi nos generales, se pueden consi dera r a los medios
de impugnación como: "las vías Icgalmente estab lecidas en favor de los gobernados,
afectados en su interés juridico, para combatir un procedimiento, acto o reso lución, ya sea
ante la propia autoridad responsa ble, antc su superior jerárquico o ante una autoridad
distinta, para que lo rev ise y, en su caso , 10 revoque, modifique, con firme u ordene su
reposición, una vez comprobada su legalidad o su il egalidad" I ~1

Aplicando lo anterior a la materia electora l se puede decir que un medio de impugnación en
este ámbito son aquellos instrume ntos jurídicos que pueden hacer vale r los ciudada nos, las
organizaci ones o agrupaciones políticas y los partidos po líticos nacio nales en contra de los
actos y resoluciones provenientes de las autoridades electorales (administrat ivas o
j urisdiccionales), cuando hayan vulnerado su esfera jurídica de derec hos (polí tico­
electoral), garantizados por la Constitución Federal, asi co mo en las leyes ordi narias
federales y locales, con la finalidad de revocar, modificar u bien anular dicho acto o
resolución .

3.1.2 Clasificación de los Medios de Impugnación

El Doctor Fix-Zamudio clas ifica los medios de impugnació n en tres tipos : ' ~2

1) Remedios Procesales, los define como " los medios que prctcudcn la corrección de los
actos y reso lucio nes judi ciales ante el mismo juez que las ha dictado, pe ro tomando en
consideración quc cn algunos supuestos resu lta dificil trazar una frontera clarame nte

.-1'1 Idem

U° GÓMEZ.lARA. Crpnan o. I Nria G~neral tJeLfr~~, México, )9RO, l iNAM. pago327.
ISI GAlVÁN RIVERA. Flavio. Revista del Tribunal de lo Contencioso Electo ral Fede ral, 1989, México, pág. 73.
m FIX.ZAMUDlO. U é(IOf. op. cu, p.p 2105·2108
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delimitada entre dichos remedios y de algunos recursos procesales, podemos señalar la
aclaración de sentencia y la revocación ";

2) Recursos , dice que son los "instrumentos que se pueden interponer dentro del mismo
procedimiento, pero ante un órgano judic ial superior, por violaciones cometidas tanto en el
propio procedimiento como en las resoluciones judiciales respectiva". Además, agrega que
la clasificación común en la doctrina los divide en ordinarios, extraordinarios y
excepcionales; y

3) Procesos impugnativos, señala que son " aquellos en los cuales se combaten actos o
resoluciones de autoridad a través de un proceso autónomo, en el cual se inicia una relación
juríd ico procesal diversa". Como ejemplo típico propone el juicio de amparo bi-instancial o
bien los ju icio seguido ante los tribunales administrativos.

Otro criterio de clasificación de los medios de impugnación lo proporciona el Doctor José
Ovalle Favela, ya que señala que se pueden clasificar atendiendo a tres razones:

1) A la Generalidad o Espec ificidad de los supuestos que pueden combatir. En este
caso lo medios de impugnación pueden ser ordinarios. "son los que se utilizan pan.
combatir la generalidad de las resoluciones judiciales", son el instrumento normal de
impugnación. Los especiales: "son aquellos que sirven para impugnar determinadas
resoluciones judiciales, señaladas en concreto por la ley". Los extraordinarios: son
aquellos que sirven para atacar resoluciones judiciales que han adquirido la calidad de la
cosa juzgada" (v. gr. Apelación extraordinaria). Como ejemplo de los primeros señala la
apelación, revocación y reposición.

2) Por la identidad y diversidad del juzgador o entre el órgano que dictó la reso lución
impugnada y el qu e decidirá la impu gnación. Desde este punto de vista, los medios de
impugn ación se c1asifican en verticales y horizontales. Así pues, se pueden enumerar sus
características:

-Verticales: Se presentan cuando el Tribunal que debe resolver la impugnación (tribunal ad
quem) es diverso del juzgador que emitió la resolución recurrida (juez a quo). En este tipo
de recursos se presentan dos juzgadores diversos, el que conoce y resuelve el recurso, por
regla general es un órgano superior jerárquicamente, y el que realizó el acto o la resolución
impugnada. También se les llama devolutivos, ya que se considera que por su interposición
se devuelve la juri sdicción al superior jerárquico, el cual ha delegado en el inferior, como
ejemplos se pueden citar los recursos de apelaci ón, dc queja, apelación extraordinaria, etc.

-Horizontales: En este tipo de medios de impugnación conoce el mismo juzgador que dictó
la resolución combatida o sea, hay identidad entre el juez que resolvió y el que conoce del
medio de impugnación. También reciben el nombre de no devolutivos o remedios, ya que
permiten al juez que dictó la resolución recurrida enmendar los errores que hubiera
cometido. Ejemplos de este tipo son los recursos de revocación y de reposición.

3) Por los poderes atribuidos al trihunal que debe resolver la impugnación. En este
caso los medios de impugnación sc clasifican en tres tipos:
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-De an ulación: Por mcdio de estos, el tribunal que conoce de la impugnación sólo puede
decidir sobre la nulidad o la validez de la resolución o del procedimiento recurrido, estos
pierden eficacia jurídica y ocasiona que el juez a qua dicte una nueva resolución o, a
instancia de la parte interesada, realice un nuevo procedimiento. Ejemplos típicos son el
incidente de nulidad de actuaciones y la apelación extraordinaria;

- De control: En este caso el tribunal ad quem se limita a resolver sobre la aplicación de la
resolución recurrida, o sea a resolver si dicha resol ución debe o no aplicarse, si debe o no
quedar subsistente. v. gr. Recurso dc Queja; y

-De su stitu ción : En este tipo de medios cl tribunal ad quem se coloca en situación similar a
la de l juez a quo, lo sustitu ye, con lo cua l puede modificar, confirmar o revocar la
reso lución recurri da . Por lo que la nueva resolución puede sustituir, total o parcialmente a
la reso lución impugnada. Son ejemplo, los recursos de revocaci ón, reposición y
apclación.153

C oncepto de Recurso

El vocablo recurso proviene del latín recursos, que significa "camino de vuelta", "de
regreso a", "retomo". Al igual que los medios de impugnación, anali zaremos, analizaremos
primero lo que establ ece la doctrina, para así poder aplicarlo a los instituidos por la ley de
materi a.

Al respecto el Dr. Fix Zamudio considera que recursos "es el medio de impugnación que sc
interpon e contra una resolución judi cial pronunciada en un proceso ya iniciado,
generalmente ante un juez o tribunal dc mayor jcrarquia y de manera excepcional ante el
mismo juzgador, con el obje to de que dicha resolución sea revocada, modificada o
anulad a,,' 5'Asimismo, el autor citado aclara que a pcsar de que un sector importante de los
tratadistas de derecho procesal, consid eran que los medios de impugnación que se
interponen ante el mismo juez de la causa deben considerarse como remedios proce sales,
los códigos mexicano lo identifican como recursos. V.gr. recurso dc revocación (art ículos
227-230 Código Federal de Procedimientos Civiles; 412 , 4 13, del Código Federal dc
Procedimientos Penales).

Por otra parte, el Dr. Ovalle Fave la señala quc los recursos "se caracterizan por ser medios
de impugnación que se plantean y resue lven dentro dcl mismo proceso; combaten
resoluciones dictadas en el curso de éste o bien, impugnan la sentencia definitiva cuando
todavía es firme". No inician un nuevo proceso, sino sólo continúan el que ya existe,
llevándolo a una nueva instancia, a un nuevo grado de conocimiento ; no plantean un nuevo
litigio ni establecen una nueva relación procesal ; solo implican la revisión, cl nuevo
examen dc la resolu ción recurrida . Las partes, el conflicto y la relación procesal siguen
siendo los mismos .

III OVAl lE FAVELA, José. op. cu, P.p. 228-230. •...
IU F1X. ZAMUDlO. Héctor, Diccionario Jurídico MclticanO. Op.cil pp 2702-2703
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El entonces Código Federal Electoral definió a los recursos como "aquellos medios de
impugnación con que cuentan las personas legitimad as por este código , tendi entes a lograr
la revocación o la modificación de las resoluciones dictadas por los organismos electora les,

I . . d I lib ..155en os termmos e presente 1 ro .

3.1.3 Ohjeto de los Medios de Impugnación Electoral

El Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federaci ón, Leonel Castillo Gonzálezl S6

, esgrim e que son tres los objetos fundamentales
que se persigu en con el sistema de medios de impugnación, como lo consigna la
Constitución Política dc los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 41, segundo párrafo ,
fracción IV, que consisten en:

l . Garantizar la sujeción de los actos y resoluciones de las autoridades electorales a los
princi pios de const itucionalidad y de legalidad;

2. La definitividad de las distintas etapas de los procesos electorales, y

3. Garantizar la protección de los derechos políticos dc los ciudadanos, de votar, ser votado
y de asociac ión.

Los objetos mencionados se encuentran recogidos por el articulo 3 de la Ley Gene ral del
Sis tema de Medios de Impugnación en Materia Electora l. En este precepto de la ley
secundaria se hace énfasis sobre la satisfaeción del primero de los objetos, al reiterarlo en
forma individualizada para algunos medios de impugnación, ya que al referirse al recurso
de apelac ión, al j uicio de inconformidad y al recurso de reconsidcración, agrcga que los
mismos, tienen como finalidad, garantizar la constitucionalidad de actos y resoluciones de
la autoridad electora l federal. En el mismo sentido, sucede al citar el j uicio de revisión
cons titucional electoral, só lo que referido a los actos o resoluciones de las autoridades
locales en los procesos electo rales de las ent idades federativas.

Si dentro de los objetos del sistema de medios de impugnación electoral está, el de
garantizar la constitucionalidad de los actos y resoluciones electorales, de esto se sigue que
el Tribunal Electo ral tiene facultades para revocar o modifi car tales actos o resoluciones
cuando resulten contrarios a alguna norma constitucional o legal.

3.2 Fundamento Constitucional y Legal de los Medios de Impugnación en Materia
Electoral.

La base de la fundamentación jurídica del sistema de medios de impugnación en materia
electoral es la sigu iente :

m Anlc ulo 312 . Código> Federa l Electoral
IU Páginade intcrnct. htrp:lI"'....."'·.lnfe.org.mxlsem_lntlkg html , pag. 4
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La Consti tución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

"Articu lo n .

IV. Para garantizar los principi os de constitucionalidad y legalidad de los actos y
resoluciones electorales, se establecerá un sistema de medios de impugnación en los
términos que señalen esta Constitución y la ley. Dicho sistema dará de ñnitividad a las
distintas etapas de los procesos electorales y garantizará la protección de derecho s
políticos de los ciudadano s de votar, ser votado y de asociación. en los t érminos del
articulo 99 de esta Constituc i ón,

En materia electoral la interposición de los melitos de impugnación consti tucionales o
legales no producirá efec tos suspensivos sobre la resolución o el acto impugnado . ..

"A rtículo 60

El organismo público previsto en el art ículo 4 1 de esta Constitución. de acuerdo con lo
que disponga la ley, declarará la validez de las elecciones de diputados y senadores en
cada uno de los distritos electorales uninom inales y en cada una de las entidades
federativas; otorgará las constancias respectivas a las fórmulas de candidatos que
hubiesen obtenido mayoría de votos y hará la asignación de senadores de primera minoría
de conformidad con lo dispuesto en el art iculo 56 de esta Constitución y en la ley.
Asimismo, hará la declaración de validez y la asignación de diputados según el principio
de represen tación prop orc ional de eonfonnidad con el artículo 54 de esta Constitución y
la ley.

Las determinaciones sobre la declaración de validez, el otorgamiento de las constancias y
la asignación de diputados o senadores podrán ser impugnadas ante las salas regionales
del Tribunal Electora l del Poder Judicial de la Federación, en los términos que señale la
ley.

Las resoluciones de las salas a que se refiere el párrafo anterior, podrán ser revisadas
exclusivamente por la Sa la Superior del propio Tribunal, a través del medio de
impugnación que los part idos políticos podrán interponer únicamente cuando por los
agravios esgrimidos se pueda modificar el resultado de la elección. Los fallos de la Sala
serán definitivos e inatacables. La ley establecerá los presupuestos, requisitos de
procedencia yel trámit e para este medio de impugnaci ón."

"Articulo 94

Se deposita el ejercicio del Poder Judicia l de la Federación en una Suprema Corte de
Justicia. en un Tribunal Electoral, en Tribunales Coleg iados y Unitarios de Circuito}' en
Juzgados de Distrito.

La administración. vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación. con
excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de
la Judicatura Federal en los términos que. conf orme a las bases que señala esta
Constitución. establezcan las leyes.

La Suprem a Corte de Just icia de la Nación se compondrá de once Ministros yfuncionará
el l Pleno o en Solas.
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En los t érminos que la ley disponga las ses iones del Pleno y de las Sala s serán públicas,
y por excepción secretas en los casos en que así lo exijan la moral o el interés público,

La competencia de la Sup rema Corte, su f uncionamiento en Pleno y Salas, la
competencia de los Tribunales de Circuito. de los Juzgados de Distrito y del Tribu nal
E/ectoral, así com o las responsabilidades en que incurran los servidores públicos del
Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las ley es. de
conf ormidad con las bases que esta Constitución establece.

El Consej o de la Judicatura Federal determinará el número, división en circuitos.
competencia territo rial y. en su caso, espccíatízación por materia , de los Trib unales
Coleg iadas y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito ,

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado pa ra expedir acuerdos
generales, a fin de lograr una adecuada distribución en/re las Salas de los asuntos que
co mpeta conocer a la Cor te, así como remitir a los Tribu nales Colegiados de Circuito,
para mayor prontitud en el despacho de los asun tos, aquéllos en los que hubiera
establecido jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos , la p ropia corte
determine para una mejor impartición de just icia , Dichos acuerdos surtirán ef ectos
después de publicados.

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los
tr ibunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución,
leyes y reglamentos fe derales u locales y tratados interna cionales celeb rados por el
Estado Mexicano. así co mo los requis itos pa ra su interr upción y mo dificación.

La remun eración que perciban por sus servicios los Ministros de la Suprema Corte, los
Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y los Consej eros de la J udicatura
Federal. así como los Magistrados Electorales, no podrá ser disminuida dura nte :"U

encargo.

Los Min istros de la Suprema Corte de Just icia durarán en su encargo quince años, só lo
podrán ser removidos del mismo en los términos del Titulo Cual'lO de esta Cons titució n y ,
al venci miento de su periodo. tendrán derecho a un haber por retiro.

Ningu na person a que haya sido Ministro po drá ser nombrada para un nuevo periodo ,
salvo que hubiera ej ercido el cargo CO Il el carácter de provisional o interino.

llA rticnlo 99

El Tribun al Electoral será, co n excepción de lo dispuesto en la fracción JI del artículo
105 de es ta Constitución, la máxima autor idad jurisdiccional en la materia y órgano
especializado de l Poder J udicial de la Federación.

Para el ejercicio de sus atribuciones. el Tribunal fu ncionar á con una Sala Superior así
como con Salas Regionales y sus ses iones de res olución serán públicas , en los térm inos
que dete rmine la ley. Contará con el perso nal j urídico y adm inis tra tivo necesario para su
adecuado fu nc ionami ento.

La Sala Superior se integra rá por siete Magistrados Electorales . El Presidente del
Tribun al será elegido por la Sa la Sup erior , de entre sus miembros, para ej ercer el cargo
por cuatro mios.
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Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en fo rma definiti va e inatacable, en los
.términ os de esta Constitució n y según /0 disponga la ley, sobre:

I. Las impugnaciones en las elecciones federa/es de diputados y senadores;

l/. Las impugnacion es que se presenten sobre III elección de Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior.

La Sala Superior realizará el cómputo fin al de la elecci án de Presidente de los Estado s
Unidos Mexicanos , una vea resueltas, en su caso , las impugnaciones que se hubieren
interpuesto sobre la misma, procediendo a formu lar la declaració n de validez de la
elección y la de Pres idente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayo r
nllmero de votos;

IIl. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas
a las señaladas en las dos fra cciones anteriore s, que violen normas constitucionales o
legales;

IV. Las impugna ciones de actos o resoluciones definitivos y firm es de las autoridades
competentes de las entidades f ederativas para organizar y calificar los comicios o
resolver las controversias que surjan durante los mismos. que pu edan resultar
det erminantes para el desarrollo del proceso respecti vo o el resultado final de las
elecciones. Esta vía procederá solamente cumulo la reparación solicitada sea material y
jurídicam ente posible den/ro de los plazos electorales y sea f actible antes de la fec ho
constitucional o legalmente fijada para la tnstataci á« de los úrgunos o la toma de
posesión de los f uncionarios elegidos;

V. Las impugnaciones de actm-y resoluciones que violen los derechos politico electorales
de los ciuda danos de votar, ser votado y de afiliación lihre y pacífica para tomar parte en
los asuntos políticos del pa ís, en los términos quc señalen esta Cons titución)' 11lS leyes;

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores:

Vil. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus
servidores:

VIJI. La determi nación e imposició n de sanciones en [a materia. y

IX. Las demás que señale la ley.

Cuando una Sala del Tribuna l Electoral SEis/ente una tesis so bre la inconst ítucionalídad
de algún acto o resolución o sobre la interpretaci ón de un precepto de e.fta Constitucián,
y dicha tesis pueda ser contradictoria con una sostenida pur las Salas o el Pleno de la
Suprema Curte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las Salas o las partes, podrán
denunciar la contradicción, en los términos que señale la ley, para que el Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en definitiva l.'uál tesis debe prevalecer.
Las resoluciones que se dicten en este supuesto no afec tarán los asuntos ya resueltos.

La organización del Tribunal. la compe tencia de las Salar, los procedim ientos para la
resolución de los asuntos de su competen cia. así como los mecanismos para fijar
criterios de j urisprudencia obligatorios en la materia, serán los que determin en esta
Constitución y las leyes.
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La administra ción, vigilancia y disciplina en el Trihunal Electoral corresponder án, en
los términos que señale la ley, a una Comisión del Consejo de la Judicatura Federal. que
se integrará por el Presidente del Tribunal Electoral, quien la presidirá: un Magistrado
Electoral de la Sala Superior designado por insaculac íon; y tres miembros del Consejo
de la Judicatura Federal. El Tribunal propondrá su presupuesto al Presidente de la
Suprema Corte de Justicia de In Nación para su inclusión en el proyecto de Presupuesto
del Poder Judicial de la Federación, Asimismo. el Tribunal expedirá su Reglam ento
Interno y los acuerdos generales para su adecuado f unciona miento

Los Magistrados Electorales que integ ren la Sala Superior y las regionales será n
elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cáma ra
de Senadores. o en sus recesos por la Comisión Permanente, a propuesta de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación. La ley señalará las regl as y el procedimiento
correspondientes.

Los Magistrados Electorales que integren la Sala Supe rior deberán satisfacer los
requisitos que establezca la ley, que no podrán ser menores a los que se exigen para ser
Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y durarán en su encargo diez año s
improrrogables , Las renuncias. ausencias y licencias de los Magistrados Electorales de
la Sala Superior serán tramitadas, cubiertas y otorgadas por dicha Sala, según
corresponda, en los términos del art ículo 98 de esta Constitución,

Los Mugístmdos Electorales que integren las salas regionales deberán satisfacer los
requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los que se exigen para ser
Magis trado de Tribuna l Colegiado de Circuito, Durarán en su encargo ocho años
improrroga bles, salvo si son promovidos a cargos superiores,

El personal del Tribunal regirá 'SIU retaciones de trabaj o conforme a las disposiciones
aplicables al Poder Judicial de la Federación y a las reg íus especiales y excepciones que
señale la ley. ..

"Articulo JOS. / racción JI

La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentar ia. de los asuntos sigu ientes :

t í. De las acciones de inco nstítucíonalidad que tengan por objeto plantear la posible
contradicc ión entre una norma de carácter general y es ta Const itució n ".

f4Articulo JJ6

El poder púhlico de los Estados se dividir á, para su ejercicio , en Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, y no podrán reunirse dos o más de es/os poderes en una sola persona o
corp oracion, ni depositarse el Legislativo en un solo individuo.

Los Poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de
el/os. con sujeción a las siguientes normas:

l. Los gobernadores de los Estados no podrán durar en Sil encargo más de seis años .

La elección de los gobernadores de los Estados y de las leg islaturas locales será directa
yen los términos que dispongan las leyes electorales respectivas.
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Los gobernadores de los Estados, cuyo orig en sea In elección popular, ordinaria o
extraordinaria, en ningún caso y por ningún motivo podrán volv..er a ocupar ese cargo , ni
aun con el cnrácler de interinos, provisionales, sustitutos o encargados del despacho.

Nunca podrán ser electos para el periodo inmed iato:

a) El go bernador sustituto const itucional, o el designado para concluir el período en
caso de falta absoluta del const itucional, aun cuando tenga distinta denominación;

b) El gob ernador interino , el provisional o el ciudadano que, bajo cualquiera
denominación, supla las faltas temporales del gobernador, siempre que desempeñe el
cargo los dos últimos años del período .

Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano mexicano por
nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no menor de cinco años
inmedia tamen te anteriores al día de la elección;

JI. El número de representantes en las legis laturas de los Estados será proporcional al de
habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en los
Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes: de nueve, en aquellos cuya
pobloci án exceda de este número y no /legue u 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados
cuya población sea superior a esta última cifra.

Los diputados a las legislaturas de los Estados no podrán ser reelectos para el período
inmediato . Los diputados suplentes podrán ser d ed os para el período inmediato con el
carácter de propietario, siempre que no hubieren estado en ejercicio. pero los diputados
propietarios no podrán ser . electos para el periodo inmediato con el carácter de
suplentes ,

Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados elegidos segú n los principios
de mayoría relativa y de representación proporcio nal. en los t érminos que seña len sus
leyes;

1//. El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las
Constituciones respecti vas.

La indep endencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá
estar garantizada por la" Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales
establecerán las condiciones para el ingreso, fo rmación y permanencia de quienes sirvan
a los Poderes Judicia les de los Estados.

Los Magirtrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales. deberán reunir los
requisitos señalados por las fracciones l a V del articulo 95 de esta Constitución. No
podrán ser Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario o SIl

equi valente, Procurador de Justicia o Diputado Local. en sus respectivos Estados,
durante el año previo al dio de la designación.

Los nombra mientos de los ma gistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales
locales serán hechos prefer entemente entre aquel/as personas que hayan prestado sus
servicios con efi ciencia y probidad en la administración de ju sticia o que lo merezcan
por su honorabilidad, competencia y antecedentes en airas ramas de la profesión
jurídica.
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Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las
Constituciones locales. podrán ser reelectos , y si lo fueren , só lo podrán ser privados de
sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de
Responsabilidad de los Servidores Públicos de los Estados.

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable. la
cua l no podrá ser disminuida durant e su encargo;

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán que:

a) Las elecciones de los gobernadores de los Estados, de los miemb ros de las leg islaturas
locales y de los integrantes de los ayun tamientos se realicen mediante sufragio universal.
libre. secreto y directo;

b) En el ejercicio de la fu nción electoral a cargo de las autoridades electorales sean
princip ios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad. certeza e indepen dencia;

e) Las autorida des que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las
junsdicctonales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su
funcionamiento e independencia en sus decisiones;

d) Se establezca un sistema de medios de impugnación para que todos los actos y
resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad;

e) Se f ijen los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas,
tomando en cuenta el principio de defi nítividad de las etapas de los procesos electorales;

f) De acuerdo con las dispon ibilidades pres upuestales, los partidos políticos reciban, en
fo rma equitativa, fin anciamiento púhlico para su sostenimiento y cuenten durante los
procesos electorales con apoyos para sus actividades tendientes a la obtención del
suf ragio universal;

g) Se prop icien condiciones de equidad para el acceso de los partido s políticos a los
medios de comunicación social;

h) Se fijen los criterios para determinar los límites a las erogaciones de los partidos
políticos en sus campañas electorales, asl como los mont os máximos que tenga n las
aportaciones pec uniarias de JUS stmpattzantes y los procedimientos para el contro l y
vigilanci a del origen y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos po líticos:
se establez can, asimismo, las sancion es por el incumplimiento a las disposiciones que se
expidan en estas mater ias: e

oSe tipifiquen los delitos y determinen las falta s en materia electoral, así cuma las
sanciones que por ellos deban imponerse;

V. Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir tribunales de lo
contencioso-adm inistrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos , que
tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Admin istración
Pública Estatal y los particulares , estableciendo las norma" para su organización . su
f uncionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus reso luciones ;

VI. Las relaci ones de trabajo entre los Estados y sus trabaj adores. se regirán por las
leyes que expidan las legis laturas de los Estados con hase en lo dispuesto por el artículo
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J23 de la Constítucián Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones
reglamentarias; y

VII. La Federación y los Estados. en los términos de ley, podrán convenir la asunción
por parte de éstas del ejercicio de sus funciones. la ejecución y operación de obras y la
prestación de servicios públicos cuando el desarrollo económico y socia l /0 haga
necesar io"

Los Estados eslilrán facultados para celebra r esos convenios con sus Municipios, a
efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o la atención de las funciones a
las que se refiere el párrafo anterior.

De los dispos itivos anteriormente mencion ados se desprende por una parte en el articu lo 41,
fracció n IV, co nstituciona l que, la principa l finalidad de la existencia de un sistema de
medio s de impugnación se traduce en garantizar que los actos y resoluciones electorales
invariablemente se sujeten a los princi pios de legalidad y constitucionalidad, buscando en
todo momento la defensa de los derechos políticos electorales de los ciudadanos y asegurar
mayor certeza y definitividad a las etapas del proceso electoral, mediante el ejercicio de las
facultades del Tribunal Electora l que ya hemos resumido antes y que tienden a dar una
mayor seg uridad al gobernado y otorgan una instancia plenam ente jurisd iccional para
dirimir las controversias de carác ter electoral.

Asimismo, se esta ble que, cn ningún caso, dadas las circunstancias de los tiempos
electorales, la presentación de un ju icio o un recurso pretendi endo impugnar el resultado o
el desarrollo de un proceso electo ral pucda suspe nder los efectos de la reso lución
impugnado, ello con el fin de evitarse la existencia dc medidas di latorias tendientes a evi tar
la integración de un ciudada no electoral al ejerc icio del mandato electoral.

En el artíc ulo 60 constitucional se están fundando dos medios de impugnación electoral, a
saber: el juicio de inconformidad promovido ante las Sa las Regionales y el recuro de
rcconsidcración, respecto a las resol uciones que dicten las Salas Regionales precisamente
cn los juicios de inco nfonnidad. En cuanto a lo concerniente al artículo 94 y 99
constitucional, se contempla la integración dcl Tribunal Electoral al Poder Judicia l de la
Federación, es tab leciéndose la organización y funcionamicnto de dic ho tribunal, que en sus
fracc iones I a la IX, de l propio art ículo 99, señala las imp ugnaciones quc le corresponde
~eso lver en forma definitiva e inatacable. (objetod e estudio del presente capitulo)

El articulo 105, fracción 11, constitucional, es el que contempla el medio de control
constitucional abstrac to, deno minada acc ión de inco nstitucíona lidad, la cual conocerá
exc lusivamen te la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando exista contradicción
entre una norma de carác ter general y la propia Co nsti tución .

2. La Ley Orgánica de l Pode r Jud icial de la Federación en sus art ículos: 184,185, 186, 187,
189,191, fracciones 11, XVII, XIX YXX, 192, 193, 195, 197, fracciones 11, I1I, X, XI, 199,
fraccion es I a XV, 201, 202, 204, 229,230, 232 a 235, 236 y 237, los cuales, esencialmente
disponen lo sigui ente:
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Artículo 184.- Que considera, con excepción de la acción de inconstitucional idad de leyes,
facultad exclusiva de la Suprema Corte de Justici a, al Tribunal Electoral, con base en el
artículo 99 Con stitucional , como el órgano especializado del Poder Judicial de la
Federación y máxima autoridad jurisdiccion al en materia electoral.

ArtíeuloI 85.- Que ordena que las sesiones de resolución jurisdiccional del tribunal deben
ser públicas.

Artículo 186.- Que enlista en 9 fracciones la Competencia del Tribunal Electoral.

Artículo 187.- Quc establece el quórum, la obtención de votar dc algún Magistrado el
proyecto de resolución respectiva y la posibilidad de emitir voto particular.
Artícul o 189.- Que señala las atribuciones de la Sala Superior, y en sus fracciones 1 a la IV
inclusive determina los aspectos netamente jurisdiccionales.

Artículo 19\.- Que indica las atribuciones el Presidente del Tribuna l Electoral, algunos dc
ellas en especifico son relacionadas con el aspecto jurisdiccional, por ejemplo las
fracciones:

III. Para condu cir las sesiones de la Sala Superior y conservar el orden durante las mismas ,
pudiéndolo, en su caso, pedir el desalojo de la sola y continuar la sesión en priv ado.

XVII. Turnar a los Magistrados Electorales de la Sala Superior, de conformidad con lo
dispuesto en el Reglamento Interno del Tribunal, los expedientes para que formul en los
proyectos dc resolución,

XIX. Requerir cualquier informe o documento que, obrando en poder de los órganos del
Instituto Federal electoral, de las autoridades federales; estatales o municipa les, de los
partidos politi eos, agrupaciones u organizacione s politicas o de particulares, pueda servir
para la sustracción o resolución de los expedientes, siempre que ello no sea obstácu lo para
resolver dentro de los plazos establecidos en las leyes.

XX. Ordenar, en caso extraordinario, que se realice algun a diligencia o se desaho gue o
perfecciones alguna prueba, siempre quc ello no sca obst áculo para resolver dentro de los
plazos establecidos en las leyes .

Artícu lo 192.- Que indica que, en caso de elecciones extraordinarias, la Sala Regional
respect iva, se instalará con el máximo de personal indispensables, durante los plazos
necesario s, a fin de resolver las impugnaciones que pudie ron surgir dur ante las mismas.

Artículo 193.- Que indica como sesionaran las salas del tribunal.

Artículo 195.- Que señala en sus tres prim eras fracciones las atribuciones jurisdiccionales
de las Salas Regionales del Tribunal.
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Articulo 197.- Que señala las atribuciones de los Presidentes de las Salas Regionales,
algunos de los cuales en fracciones distintas, se refieren al área jurisdiccional, tales son:

11. Presidir la Sala, dirigir los debates y conservar el orden durante los mismos; cuando los
asistentes no guarden la compostura debida, podrán ordenar el desalojo de la Sala y la
continuación de la sesión en privado.

111 . Turnar los asuntos entre los magistrados que integren la Sala.

X. Requerir cualquier informe o documento que, obrando en poder de los órganos del
Instituto Federal Electoral, de las autoridades federales, estata les o municipales, de los
partidos políticos o de particulares, pueda servir para la sustanciación o resolución de los
expedientes, siempre que ello no sea obstáculo para resolver dentro de los plazos
establecidos en las leyes.

Xl. Ordenar, en casos extraordinarios , que se realice alguna diligenci a o se desahogue o
perfeccione alguna prueba , siempre que ello no sea obstáculo para resolver dentro de los
plazos establecidos en las leyes;

Articulo 199.- Que es básico para el trabajo jurisdiccional de los magistrados electorales,
por lo que se transcribe textualmente de la siguiente manera:

"Son atribuciones de los magistrados electorales las siguientes:

1. Concurrir, participar y votar, cuando corresponda, en las sesiones públicas y reuniones
internas a las que sean convocados por el presidente del Tribunal o los presidentes de Sala;

II. Integrar las Salas para resolver colegiadamente los asuntos de su competencia;

111. Formular los proyectos de sentencias que recaigan a los expedientes que les sean
turnados para tal efecto;

IV. Exponer en sesión pública, personahn ente o por conducto de un secretario , sus
proyectos de sentencia, señalando las consideraciones jurídicas y los preceptos en que se
funden;

V. Discutir y votar los proyectos de sentencia que sean sometidos a su consideración en las
sesiones públicas;

VI. Realizar los engroses de los fallos aprobados por la Sala, cuando sean designados para
tales efectos;

VII Admitir los medios de impugnación y los escritos de terceros interesados o
coadyuvantes, en los términos que señale la ley de la materia;
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VIII. Someter a la Sala de su adscripción los proyectos de sentencia de desechamiento
cuando las impugnaciones sean notoriamente improcedentes o evidentemente frivolas, en
los términos de la ley de la materia;

IX. Someter a la Sala de su adscripción los proyectos de sentencia relativos a tener por no
interpuestas las impugnaciones o por no presentados los escritos cuando no reúnan los
requisitos que señalen las leyes aplicables;

X. Someter a la Sala de su adscripción las resoluciones que ordenen archivar como asuntos
total y definitivamente concluidos las impugnaciones que encuadren en estos supuestos, de
conformidad con las leyes aplicables;

XI. Someter a consideración de la Sala respectiva, cuando proceda, la acumulación de las
impugnaciones así como la procedencia de la conexidad, en los términos de las leyes
aplicables;

XII. Formular los requenrruentos ordinarios necesarios para la inte graci ón de los
expedientes en los términos de la legislación aplicable, y requerir cualquier informe o
documento que, obrando en poder de los órganos del Instituto Federal Electoral, de las
autoridades federales, estatales o municipales, de los partidos políticos o de particulares,
pueda servir para la sustanciación de los expedientes, siempre que ello no sea obstáculo
para resolver dentro de los plazos establecidos, de conformidad con lo señalado en las leyes
aplicables;

XlII. Girar exhortos a los juzgados federales o estatales encomendándoles la realización de
alguna diligencia en el ámbito de su competencia, o efectuar por si mismos las que deban
practicarse fuera de las oficinas de la Sala;

XIV. Participar en los programas de capacitación institucionales y del Centro de
Capacitación Judicial Electoral; y

XV. Las demás que les señalen las leyes o el Reglamento Interno del Tribunal o las que
sean necesarias para el correcto funcionamiento del Tribunal.

Cada magistrado de la Sala Superior y de las Salas Regionales contará permanentemente
con el apoyo de los secretarios instructores y de estudio y cuenta que sean necesarios para
el desahogo de los asuntos de su competencia."

Artículo 201.- Que anuncia las atribuciones del Secretario General de Acuerdos.

Articulo 202.- Que anuncia las tareas de Subsecretario General de Acuerdos .

•Articulo 204.- Que anuncia las atribuciones de los Secretarios Generales de las Salas
Regionales.

Artículo 229.- Para las diligencias y actuaciones.
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Artícul o 230 . ~ Del archivo Jurisdiccional.

Artícul o 232 a 235.- Referente a la Jurisprudencia.
Artículo 236 y 237.- De las denuncias de contradicción de tesis del Tribunal Electoral.

3. Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, ( LGSMIME)
siendo el instrumento adje tivo bás ico de trabajo para la función jurisdiccional del Tribunal
Electoral del Pod er Judicial de la Federaci ón. (En dicho ordenamiento es establece el
procedimiento de cada uno de los medios de impugnación electoral federal que conoce y
resuelve el Tribunal Electoral del Poder Jud icial de la Federaci ón, sa lvo en cierto casos,
respecto al recurso de revisión)

4. El Código Federa l dc Instituci ones y Procedimientos Electorales. (COFIPE), el que, en
sus 272 artículo s y tran sitorios, resultan básico en todo su texto . toda vez que se contiene al
aspecto sustantivo de aplicación del área j urisdiccio nal.

5. El Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Que,
como todo reglamento , regula en los detalles técnicos las normas espec ificas de la ley, en
este caso de la Lcy Orgánica del Poder Judici al del Federación y de la Ley General del
Sistema de Medios dc Impugnación en Materia Electoral.

6. La Jurisprud encia del propio Tribunal como fuente formal del Derecho Procesal
Electoral y obligatoria para todas las autoridades electorales del pais .

Es demás relevante señalar que, de acuerdo con la propia normatividad electoral, los
criterios interpretativos de la ley son: 1) gramatical, 2) sistemático y 3) funcional. A falta de
disposición expresa se deben aplicar los principio genera les del derecho, y muy
particularmente los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y
objetividad, como princ ipio rectores de la vida electora l del país, según el artículo 4 1
fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos .

La Ley Gen eral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral en su artíc ulo
3° señala cuales son los juicios y recursos en materia electoral, los cua les son los siguientes

a) Recurso dc rev isi ón
h) Recurso de ape laci ón
c) Recurso de reconsiderac ión
d) Juicio de inconformidad
e) El juici o para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano;
l) El jui cio de revisión constitucional electoral,
g) El ju icio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal
Electoral y sus servi dores .

Debe seña larse qu e cn nuestro estudio individuali zado y critico, voluntariamente
omitiremos pro fundizar en lo relativo al j uicio para dirimir los conflictos o di ferencias
laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, pues este no puede ser
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considerado un med io de impugnac ión en materia electo ral, ya que si bien es cierto la
propia ley lo cataloga como tal, también lo es que su resoluci ón no afecten modo alguno el
desarrollo del proc eso electoral o la constitu cion alidad o no de una determinación electoral,
por lo que más bien su naturaleza es contenciosa laboral.

3.3 Reglas Comunes. Las reglas comunes son de capital importancia, porqu e a falta de
disposición específica en el titulo relativo a cada medio de impugnación, resultan aplicables
para el trámite, sustanciación y resoluc ión de cualquiera de ellos, según lo determina el
articulo 6. apa rtado 1, de la Ley General del Sistema dc Medios de Impugnación en Materi a
Electoral. (art. 6 a132 de la LGSMIME)

-Requisitos de los medios de Impugnación .

1.- Los medios de impu gnación deberán presentarse por escrito ante la autoridad señalada
como responsahle del acto o resoluci ón impugnado, debiendo cumplir con los requisitos
siguientes:

a) Hacer constar el nombre del actor;

b) Señalar domicilio para recibir notificaciones y, en su caso, a quien en su nombre las
pueda oír y recibir;
c) Acompañar el o los documentos que sean necesarios para acreditar la personería dcl
promovente;

d) Identificar el ac to o resolución impugnado y la autoridad responsab le de l mismo ;

e) Mencionar de manera expresa y elara los hechos en que se basa la impugnac ión, los
agravios que cause el acto o resolución impugnado y los preceptos presuntamente violados;

f) Ofrecer y aportar las pruebas dentro de los plazos para la interpo sición o presentación de
los medios de impugnación previstos en la presente ley; mencionar , en su caso, las que se
habrán de aportar dentro de dichos plazos; y las que deban requerirse, cuando cl
promovente justifique que oportunamente las solicitó por escrito al órgano competente, y
éstas no le hubieren sido entregadas, y

g) Hacer constar el nombre y la firma autógrafa del promovente.

2. Cuando la violación reclamada verse exclusivamente sobre punto s de derecho, no ser á
necesario cumplir con el requisito previsto en el inciso f) del párrafo anterior.

3. Cuando el medio de impugnación no se presente por escrito ante la autoridad
correspond iente, incumpla cualquiera de los requisitos previstos por los incisos a) o g) del
párrafo I de este art ículo. resulte evidentemente frívolo o cuya notoria improcedencia se
derive de las disposiciones del presente ordenamiento, se desechará de plano . Tamhi én
operará el desechamie nto a que se refiere este párrafo. cuando no existan hechos y agravios
expuestos o hahiénd ose señalado sólo hechos. de ellos no se pueda deducir agravio alguno .
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-Plazos, (art. 7 y 8 de la LGSMIME)

1.- Durant e los procesos electorales todos los días y horas son háb iles. Los plazos se
comp utarán de mom ento a momento y si están seña lados por días, éstos se considerarán de
veint icuatro horas .

2.-Cuando la vio lació n reclamada en el medio de impugnac ión respec tivo no se produzca
durante el desarrollo de un proceso electoral federal o loca l, según corresponda, el cómputo
de los plazos se hará contando solamente los días hábiles, debiendo entenderse por tales
todos los dias a excepción de los sábados, domi ngos y los inhábiles en términos de ley.

3.- Los medios de impugna ción previstos en esta lcy deberá n presentarse dentro de los
cuatro días con tados a partir del día siguiente a aqué l cn que se tenga conocimiento del acto
o resolución impu gnado, o se hubiese notifi cado de conformidad con la lcy aplicable, salvo
las excepciones previstas expresamente en el presente ordenamiento.

-Improcedencia. Los medios de impugn ación en materi a electoral federal serán
improcedentes en los siguientes casos:

a) Cuando se pretenda impugnar la no conformidad a la Constitución de leyes fede rales o
locales;

b) Cuando se pretenda impugnar actos o reso luciones: que no afecten el interés j uríd ico del
actor; que 'se hayan consumado de un modo irreparable; qu e se hubies en consent ido
expresamente, entendién dose por éstos, las mani festaciones de voluntad que entrañen ese
consentimiento; o aquellos cont ra los cuales no se hubiese interpuesto el medio de
impugnación respectivo, dentro de los plazos señalados en esta ley;

e) Que el promovente carezca de legitimación en los térmi nos dc la presente ley;

d) Que no se hayan agotado las instancias previas establecidas por las leyes, federales o
locales, segú n corresponda, para comb atir los actos o resoluciones electorales yen virtud de
las cuales se pudieran hab er modificado, revocado o anulado, y

e) Cuando en un mism o escrito se pretenda impugnar más de una elección, salvo los casos
señalados en los párrafos 2 y 3 del art ículo 52 dcl presente ordenamiento. (art. 1()
LGSMIME).

-Legitimación y Persou ería. (art.l3). La preseotación de los medios de impu gnación
corresponde a:

a) Los partidos políticos a través de sus representantes legítimos, entendiéndose por éstos :

1. Los registrados formalmente ante el órgano electoral respon sable, cuando éste haya
dictado el acto o resolución impugnado. En este caso , só lo podr án actuar ante el órgano cn
el cual estén acreditados ;
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11. Los miembros de los comités nacional es, estatales, distritales, municipales, o sus
equivalentes, según corresponda. En este easo, deberán acreditar su personería con el
nombramiento hecho de acuerdo a los estatutos del partido, y

III. Los que tengan facultades de representación conform e a sus estatutos o mediante poder
otorgado en escrítura pública por los funcionarío s del partido facultados para ello .

b) Los ciudadanos y los candidatos por su propio derecho, sin que sea admisible
representac ión alguna. Los candidatos deberán acompañar el oríginal o copia certificada del
documento en el que conste su registro, y

e) Las organizaciones o agrupaciones políticas o de ciudadanos , a través de sus
representantes legítimos, de conformidad con los estatutos respectivos o en los términos de
la legislación electora l o civil aplicab le.

-Trámite. (a rt. 17y 18). l. La autoridad que reciba un medio de impugnación, en contra de
un acto emitido o resolución dictada por ella, bajo su más estricta responsabilidad y de
inmediato, deberá:
a) Por la vía más expedita, dar aviso de su presentación al órgano competente del Instituto o
a la Sala del Tríbunal Electoral, precisando: actor, acto o reso lución impugnado, fccha y
hora exactas de su recepció n, y

b) Hacerlo del conocimiento público mediante cédula que durante un plazo de setenta y dos
horas se fije en los estrado s respectivos o por cualquier otro procedimiento que garantice
fehacientemente la publicidad del escrito .

2. Cuando algún órgano del Instituto reciba un medio de impugnación por el cual se
pretenda combatir un acto o resolución que no le es propio, lo remitirá de inmediato, sin
trámite adicíonal alguno, al órgano del Instituto o a la Sala del Tribunal Electoral
competente para tramitarlo.

4. Dentro del plazo a que se refiere el inciso b) del párrafo l de este artículo, los terceros
interesados podrán com parecer mediante los escritos que consideren pertinentes, mismos
que deberán cumplir los requisitos siguientes:

a) Presentarse ante la autoridad responsable del acto o resolució n impugnado;
b) Hacer constar el nombre del tercero interesado;
c) Seña lar domicilio para recibir notificaciones;
d) Acompañar el o los documentos que sean necesarios para acred itar la personerí a del
compareciente, de conformidad con lo previsto en el párrafo l del artículo 13 de este
ordenamiento;
el Precisar la razón del interés juridico en que se funden y las pretensiones concretas del
compareciente;
1)Ofrecer y aportar las pruebas dentro del plazo a que se refiere el inciso b) del párrafo l de
este artículo; mencionar en su caso, las que se habrán de aportar dentro de dicho plazo; y
solicítar las que deban requerirse, cuando el promovente ju stifique que oportunamente las
solicitó por escrito al órgano competente, y no le hubieren sido entregadas, y
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g) Hacer constar el nombre y la firma autógrafa del compareciente.

5. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos previ stos por los incisos a), b), e) y g)
del párrafo anterior, será causa para tener por no presentado el escrito correspondiente.

6. Cuando la controversia verse exclusivamente sobre puntos de derecho, no será necesario
cumplir con el requisito previsto en el inciso f) del párrafo 4 de este articulo .

l . Dentro de las veinticuatro horas siguientes al vencimiento del plazo a que se refiere el
inciso b) del párrafo 1 del art ículo anterior, la autoridad responsable del acto o resolución
impugnado deberá remitir al órgano competente del Instituto o a la Sala del Tribunal
Electora l, lo siguiente:

a) El escrito original mediante el cual se presenta el medio de impugnación, las prueb as y la
demás documentación que se hayan acompañado al mism o;
b) La copi a del documento en que conste el aeta o resolución impugnado y la demás
documentación relacionada y pertinente que obre en su poder;
c) En su caso, los escritos de los terceros interesados y coadyuvante s, las pruebas y la
demás docum entación que se haya acompañado a los mismos;
d) En los juicios de inconformidad, el expedi ente completo con todas las actas y las hojas
de incidentes levantadas por la autoridad electoral, así como los escritos de incidentes y de
protesta que se hubieren presentado, en los términ os del Código Federal de Instituciones y
Procedimi entos Electorale s y la presente ley; .
e) El inform e circunstanciado, y .
f) Cualquier otro docum ento que estime necesario para la resolución del asunto.
2. El informe circunstanc iado que debe rend ir la autoridad responsable, por lo menos
deberá contener:
a) En su caso, la mención de si el promovente o el compareciente, tienen reconocida su
personería;
b) Los motivos y fundamen tos juríd icos que considere pertinentes para sos tener la
constitucionalidad o legalidad del acto o resolución impugnado, y
e) La firma del funcionario que lo rinde.

-Sustanciación, (arts. 19 al 21). 1. La Sala competente del Tribunal Electoral reali zará los
actos y ord enará las diligencias que sean necesarias para la sustanciación de los
expedientes, de acuerdo con lo siguiente :

a) El presidente dc la Sala turnará de inmediato el expe diente recibido a un magistrado
electoral, quien tendrá la obli gación de rev isar que el esc rito del medio de impugnación
reúna todos los requi sitos señalados en el párrafo I del artículo 9 de este ordenam iento;

b) El magistrado electoral propondrá a la Sala el proyecto dc sentencia por el que se
deseche de plano el medio de impugnación, cuando se dé alguno de los supuestos previstos
en el párra fo 3 del artículo 9 o se acredite cualqu iera de las causales de notoria
improcedencia señaladas en el párrafo 1 de l artículo 10 de esta ley. Asimismo, cuando el
promovente incumpla los requisitos señalados en los incisos c) y d) del párrafo I del
articu lo 9, y éstos no se puedan deducir de los elementos que obren en el expediente, se

103

Neevia docConverter 5.1



podrá formular requerimiento con el apercibimiento dc tener por no presentado el med io de
impugnación si no se cumple con el mismo, dentro de un plazo de veinticuatro horas
contadas a part ir del mo mento en que se le notifique el auto correspondiente;

e) En cuanto al informe circunstanciado, si la autoridad no lo envía dentro del plazo
señalado en el párrafo I del artículo 18 de esta ley, el medio de impugnación se resol verá
con los elementos que obren en autos y se tendrán como presuntivamente ciertos los hecho s
constitutivos de la vio lación reclamada, sa lvo pru eba en contrario; lo anterior, sin perjuicio
de la sanción que deb a ser impuesta de confonnidad con el presente ordenamiento y las
leyes aplicab les;

d) El magistrado elec toral, en el proyecto de sentencia del medio de impugnación que
corresponda, propondrá a la Sala tener por no presentado el esc rito del tercero interesado,
cuando se presente en forma extemporán ea o se den los supuestos previstos en el párrafo 5
del artículo l 7 de este ordenamiento. Asimi smo, cuando el compareciente incumpla el
requis ito señalado en el inciso d) del párrafo 4 del articulo citado, y éste no se pueda
deducir ,de los elementos que obren en el expedi ent e, se podrá formular requerimiento con
el apercibimiento de que no se tomará cn cuenta cl escrito al momento de resolver si no se
cumple con el mismo dentro de un plazo de veinticuatro horas contadas a partir del
momento en que se le notifique el auto correspondi ente;
e) Si el medio de impugnación reúne tod os los requi sito s establecidos por este
ordenamiento, el magistrado electoral dictará el aut o de admi sión que corresponda; una vez
sustanciado el expediente y puesto en estado de resoluc ión , se declarar á cerrada la
instrucción pasando el asunto a sentencia. En estos casos , se ordenará fijar copia de los
autos respectivos en los estrados, y

f) Cerrada la instrucc ión, el mag istrado electoral procederá a formular el proyecto de
sentencia de sobreseimiento o de fondo, seg ún sea el caso, y lo someterá a la consideración
de la Sala.

1. Si la autoridad responsable incumple con la obl igación previ sta en el inciso b) del párrafo
I del articu lo 17, u om ite enviar cualquiera de los docum ento s a que se refiere el párrafo I
del artículo 18, ambos de esta ley, se requ erir á de inmediato su cumplimiento o remisión
fijando un plazo de veinticuatro horas para tal efecto, bajo apercibimiento que de no
cumplir o no enviar oportunamente los document os respectivos , se estar á a lo siguiente:

a) El presiden te de la Sala competente del Tribunal Electo ral tom ará las med idas necesarias
para su cum plimiento, apl icando, en su caso, el medio de apremio que ju zgue pertinente, y

b) En el caso del recurso de revisión, el órgano co mpetente del Instituto debe rá aplicar la
sanción correspondiente en los t érminos del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales. .

1. El Secretar io del órgano del Instituto o el Presidente de la Sala del Tribunal, en los
asuntos de su competencia, podrán requerir a las aut oridades federales, estatales y
municipales, asi como a los partidos políti cos, candidatos, agrupaciones, organizaeioncs
políticas y particulares , cualquier elemento o documentación que obrando en su pod er,
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pueda serv ir pan! la sustanciación y resolución de los medios de impugnación . Asimismo,
en casos extraordinari os, podrán ordenar que se realice alguna diligencia o que una prueba
se perfeccione o desahogue, siempre que ello no signifique una dilación que haga juridica o
materialmente irreparable la violación reclamada, o sea un obstáculo para resolver dentro
de los plazos establecidos, de conform idad con lo señalado en las leyes aplicables.

-Resoluciones. (art.22). Las resolucion es o sentencias que pronuncie el Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación, deberán hacerse constar por escrito y contendrán:

a) La fecha, el lugar y el órgano o Sala que la dicta;

b) El resumen de los hechos o puntos de derecho controvertidos ;

e) En su caso, el análisis de los agravios asi como el examen y valoración de las pruebas
que resulten pert inentes;

d) Los fnndamentos ju ridicos;

e) Los puntos resolutivos, y

f) En su caso, el plazo para su cumplimiento

3.4 Recurso de Rev isión.

Como se observó anteriormente, los medios de impugnación en materia electoral se pueden
clasi ficar en administrativos y j urisdiccionales, dependiendo de la naturaleza del órgano
competente para conoce rlos y resolverlos. Es asi, que el recurso de revisión es el único que
se puede considerar como administrativo, por lo que procederemos a referimos a sus
caracteristicas especiales.

Concepto. Es el medio de defensa que los partidos políticos pueden interponer, tanto
durante el año del proceso electoral como durante el tiempo que transcurra entre dos
procesos electorale s, cn contra dc los actos o resoluciones del Secretario Ejecutivo o de los
órganos colegiados distri tales o locales del Instituto Federa l Electoral, cuando no sean de
vigilancia.

Naturaleza Jurídica. Si buscamos el significado gramatical del vocablo revisión,
encontraremos que de acue rdo al Diccionario de la Lengua Española1S1, es la acción de
revisar, y revisar implica ver con atención y cuidado, someter una cosa a nuevo examen
para corregirla, enmendarla o repararla.

Por cuanto hace a la defin ición del vocablo recurso, el Instituto de Investigaciones Juridicas
de la U.N.A.M. en su diccionario juridico, define al recu rso como "e l medio de
impugnación que se interpone contra una resolución judicial pronunciada en un proceso ya

.,' Real Academia Española. Diccionario de la lengua Española: Vigésima Pn mera edición ; Madrid , Espa ña; 1992; J'I. 1272.
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iniciado, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de manera excepcional
ante el mismo juzgador, con el objeto de que dicha resolución sea revocada, modificada o
anulada":ss

El recurso de revisten, lo podríamos catalogar como un recurso ordinario, vertical,
intermedio y administrativo. Ordinario por que se utilizan para combatir la generalidad de
las resoluciones; vertical, ya que el órgano que resuelve la impugnación es diferente del
juzgador que dictó la resolución combatida, que además generalmente es un órgano de
superior jerarquía; intermedio, toda vez que cabe la posibilidad de impugnar el acto o la
resolución que dio origen al recurso, por lo que su fin será el desechamiento o el fallo de
otro recurso, y administrativo, por que se sigue ante autoridades administrativas, para
inconformarse o impugnar un acto o una resolución, mediante un procedimiento en el que
esta misma autoridad o la jerárqu icamente superior emite una nueva resolución.

Procedencia.

l. Durante el tiempo que transcurra entre dos procesos electorales federales y dentro de un
proceso electoral exclusivamente en la etapa de preparación de la elección, el recurso de
revisión procederá para impugnar los actos o resoluciones que causen un perjuicio a quien
teniendo interés juríd ico lo promueva, y que provengan del Secretario Ejecutivo y de los
órganos colegia dos del Instituto Federal Electora l a nivel distrital y local, cuando no sean
de vigilancia.

2. Durante el proceso electoral, en la etapa de resultados y declaraciones de las elecciones,
los actos o reso luciones de los órganos del Instituto validez que causen un perjuicio real al
interés jurídico del partido poli tico recurrente, cuya naturaleza sea diversa a los que puedan
recurrirse por las vías de inconformidad y reconsideraci ón, y que no guarden relación con
el proceso electo ral y los resultados del mismo, serán resueltos por la Junta Ejecutiva o el
Consejo del Instituto jerárquicamente superior al órgano que haya dictado el acto o
resolución impugnado.

3. Sólo procederá el recurso de revisión, cuando reuniendo los requisito s que señala esta
ley, lo interponga un partido político a través de sus representantes legítimos.

Competencia. Conforme a lo dispuesto en el articulo 36 de la Ley Genaro del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia Electoral, los órganos competentes para resolver el
recurso de revisión son:

1. Durante el tiempo quc transcurra entre dos procesos electorales federales, es comp etente
para resolver el recurso de revisión la Junta Ejecutiva je rárquicamente supe rior al órgano
que haya dictado el acto o resolución impugnado.

m FIX.ZAM UDIO. H écror. DIccionario Juridico Mexicano, JOed. POrrU3 , Instituto de Investigaciones Jurídicas, U.N.A.M. México,
1989, p. 203.
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2. Durante el proceso electoral, es competente para resolver el recurso de revisión la Junta
Ejecutiva o el Consejo del Instituto jerárquicamente superior al órgano que haya dictado el
acto o resolución impugnado.

3. Los recursos de revisión que se interpongan en contra de actos o resoluciones del
Secretario Ejecutivo serán resueltos por la Junta General Ejecut iva. En estos casos, el
Presidente designará al funcionario que deba suplir al Secretario para sustanciar el
expediente y presentar el proyecto de resolución al órgano colegiado.
Legitimación. El presente medio de impugnación, podrá ser interpuesto por los partidos
politicos a través de sus representantes legitimos (art . 35, párrafo 3, de la LGSMIME)

Plazos. Deberán de interponerse dentro de los cuatro dias contados a partir del día siguiente
a aquél en que se tenga conocimiento o se hubiese notificado el acto o la resolución que se
recurra (art. 8 LGSMIME).

Todos los recursos de revisión interpuestos dentro de los cinco días anteriores al dia de la
elección, serán enviados a la sala competente del Tribunal Electoral, para que sean
resueltos junto con los ju icios de inconformidad con los que guarden relación, en dado caso
será el promovente el que deberá señalar la conexidad de la causa; en el caso de que dichos
recursos no guarden relación con algún ju icio de inconformidad serán archivados como
asuntos definitivamente concluidos. Las resoluciones que recaigan a los recursos de
revisión tendrán como efecto la confirmación, modificación o revocación del acto o
resolución impugnado.

Trámite y Susta nciación. Recibido un recurso de revisión por el órgano del Instituto
competente para resolver, se aplicarán las reglas siguientes, de conformidad en los artículo
37 de LGSMIME:

a) El Presidente lo turnará al Secretario para que certifique que se cumplió con lo
estahlecido en los articulos 8 y 9 de la ley;

b) El Secretario del órgano desechará de plano el medio de impugnación, cuando se
presente cualquiera de los supuestos previstos en el párrafo 3 del artículo 9 o se acredite
alguna de las causales de notoria improcedencia señaladas en el párrafo I del artículo 10,
ambos de esta ley. Cuando el promovente incumpla los reqnisitos señalados en los incisos
c) y d) del párrafo l del artículo 9, y no sea posible deducirlos de los elementos que obran
en el expediente, se podrá formular requerimiento con el apercibimiento de tener por no
presentado el medio de impugnación, si no se cumple con el mismo dentro de un plazo de
veinticuatro horas contadas a partir del momento en que se le notifique el auto
correspondiente;

e) El Secretario del órgano, en el proyecto de resolución, tendrá por no presentado el escrito
del tercero interesado cuando se presente en forma extemporánea o se den los supuestos
previstos en el párrafo 5 del artículo 17 de este ordenamiento. Cuando el compareciente
incumpla el requisito señalado en el inciso d) del párrafo 4 del artículo citado, y no sea
posible deducir lo de los elementos que obran en autos, se podrá formular requerimiento con
el apercibimiento de que no se tomará en cuenta el escrito al momento de resolver, si no se
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cumple con el mismo dentro de un plazo de vemticuatro horas con tadas a partir de l
momento en que se le notifique el auto correspondiente;

d) En cuanto al informe circunstanciado , si la autoridad responsable no lo envía en los
términos preci sados en el párrafo 1 del articulo 18 de esta ley, se resolverá con los
elementos que obren en autos, sin perjui cio de la sanción que deba ser impuesta de
conform idad con las leyes aplic ables;

e) Si se ha cumplido con todos los requisito s, el Secretario procederá a formular el proyecto
dc resoluci ón, mismo que será sometido al órgano local que corresponda en un plazo no
mayor de ocho días contados a partir de la recep cíón de la documentación resp ectiva. Los
recu rsos de revisión que sean de la competenci a de la Junta General Ejecut íva o del
Consejo Genera l, según corresponda, deberán resolverse en la siguiente sesión ordinaria
que celebre posterio r a su recepción, sie mpre y cua ndo se hub iesen recíbido con la
sufic iente antel ación para su sus tanciación. La resolución del recurso de revisión deberá
dicta rse en la sesión en la que se present e el proyecto . La resolu ción de los recu rsos de
revisión se aprobará por el voto de la mayoría de los miembros presentes; de ser necesario,
el Secretario engrosará la resolución en los términos que determine el propio órgano;

f) Si el órg ano del Instit uto remitente omitió algún requisito, el Secretario dcl órgano
comp etente para resolver requerirá la complemcntación del o los requ isitos omi tidos,
procurando que se resuelva en el t érmino del inc iso anterior. En todo caso, deberá
resolverse, con los elementos con que se cuente, en un plazo no mayor a doce días contados
a partir dc la recepci ón del recurso;

g) En casos ext raordinarios, el proyecto de resolución de un recurso de revisión que se
presente en una ses ión podrá ret irarse para su aná lisis . En este supues to, se reso lverá en un
plazo no mayor de cuatro días contados a partir del de su diferimiento, y

h) Todos los recursos de revisión interpu estos dentro de los cinco días anteriores al de la
elección, serán enviados a la Sala competente del Tribunal Elec toral, para que sean
resueltos junto con los juicios de inconformidad con los que guarden relaci ón. El
promovente deberá señal ar la conexidad de la causa. Cuando los recursos a que se refiere
este inciso no guarden relación con algún juicio de inconformidad serán archi vados como
asuntos defin itivament e concluidos .

2. La no aport ación dc las pruebas ofrecidas no será causa de desechami ento del recur so de
revisi ón o del escrito del tercero interes ado . En este caso, se resolverá con los elementos
que obren en autos.

Resoluciones: Las reso luciones que recaigan a los recursos de revisi ón tendrán como
efec to la confirmaci ón, modificación o revocación del acto o resolución impu gnado.
(art .3S).

3.5 Recurso dc Apclación

Concepto y Naturaleza Jurídica.
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La Magistrada Alfonsina Berta Navarro Hidalgo define al recurso de apelación como "un
medio de impugnación jurisdiccional que, para garantizar la constitucionalidad y legalidad
de los actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, interponen los partidos
políticos, las agrupaciones políticas con registro, las agrupaciones de ciudadanos y las
personas fisicas o morales, según lo disponga cn cada caso la ley, a fin de impugnar las
resoluciones recaídas a los recursos de revisión, los actos y resoluciones dcl Instituto
Federal Electoral no impugnables a través del recurso de revisi ón, del juicio dc
inconformidad o dcl recurso de reconsideración, así como el informe de las observac iones
hechas por los partidos políticos a las listas nominales de electores, y la determinación y
aplicación de sanciones realizadas por el Consejo General del propio Instituto".ls9

El Magistrado Electoral Leonel Castillo González señala que, "la definición anterior pone
de manifiesto que el llamado recurso de apelaci ón cn materia electora l, no goza de la
naturaleza jurídica de los recursos, porque es un proceso impugnativo respecto de un litigio
que se plantea por vez primera ante un órgano jurisdiccional, ya que previamente a su
interposición no existe proceso jurisdiccional alguno, ni sirve para impugnar actos o
resoluciones de esta naturaleza, sino de carácter administrativo, como son los emitidos por
cl Instituto Federal Electoral; y aún cuando la resolución impugnada sea la de un recurso de
revisión, éste no puede considerarse como primera instancia con relación a la apelación,
porque allá no se ejerció la función [urisdiccionar.l'"

Por tanto, la naturaleza de dicho recurso es la de un juic io contencioso administrativo
electoral de anulación, a través del cual se ejerce el control de constitucionalidad y
legalidad del conjunto' de actos y resoluciones prescritos por la ley.161

El Doctor Flavio Galván Rivera sostiene que "este medio de impugnación, previamente a
su interposici ón, no existe proceso alguno, entendido éste en su estricta acepción material y
tampoco es procedente contra actos o rcscluciones jurisdiccionales, sino dc carácter
administrativo, por tanto, mal se le puede naturalizar como recurso procesal electoral. Ante
esta conclusión inicial cabe preguntar ¿cuál es la auténtica naturaleza jurídica de la
apelación electoral?, la respuesta es clara, se trata de un genuino juicio o proceso de
nulidad, a través del cual se pretende garantizar que los actos y resoluciones del Instituto
Federal Electoral se ajusten a los principios de constitucionalidad, legalidad y
definitividad" .162

Cabe señalar que el legislador, al regular el recurso dc apelación, no hizo alusión literal
alguna a la anulación del acto o resolución obje to dc impugnación únicamente previ ó su
posible confirmación, modificación o revocación; a pesar de ello, cs convenie nte precisar
que, en su estricta connotación jurídica, la pretendida modificación equivale jurídicamente

U f Tribunal Dectanl del Poder Judicial de la Federación. Antología de la Reunión de Trabajo de los Magistrados l::lectorales con La
Misión de Expertos de las Naciones Unidas. RtcUTSO de Apelación.. Magda . Alfonsina Dcru Navarro Hidalg o. p. 3.
•M CASTILLO GON ZAIEZ. Leonel. Semina rio Internacional sobre Sistemas de Justicia Elec toral. Con ferenci a intttulada "C ontrol de la
constituciona lidad y k galidad de los actos y resoluciones electora les". M éxico. 1999. p. 20.
¡' l /r/en¡
'6: GALVAN RIVERA , Flavrc , op cit. p_294 .
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a purgar los vicios de legalidad que afectaban al acto o resolución impugnado, procediendo
a su inmediata convalidación.163

Dicho medio de impugnación tiene su fundamento en los artículos 99, párrafo cuarto,
fracción I1I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción I1I,
inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judici al de la Federación; y los artículos 40 al 48,
Título Tercero del Libro Segundo de la Ley General del Sistema dc Medios de
Impugnación en Materia Electoral.
Procedencia. El Maestro Leoncl Castillo González, expone que en el recurso de apelación
se pueden impugnar de conformidad con los artícu lo 40, 41 Y 42 la Ley General del
Sistema de Medios de Impugnación en Materi a Electoral en los siguientes casos :

" a) Fuera de proceso electoral federal.

1) Las resoluciones que recaigan a los recursos de revisión .
2) Los actos o resoluciones del Instituto Federal Electoral que no sean impugnables en
revisión y causen perjuicio político o agrupación polít ica con registro.
3) El informe que rinda la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, sobre las
ohservaciones hechas por los partidos políticos a las listas nominales de electores, respecto
a los ciudadanos incluidos O excluidos indeb idamente, cuando hubieren señalado hechos
concretos, individualizados y debidamente acreditados.

Cuando se impugne dicho informe el recurso debe interponerse dentro de los tres días
siguientes al en que se dé' a conocer el informe , y acreditarse que se hicieron valer, en
tiempo y forma, las observaciones sobre los ciudadanos incluidos o excluidos
indebidamente dc las listas nominales de electores .

b) Durante la etapa de resultados y declara ción de validez de las elecciones. Las
resoluciones que recaigan a los recursos de revisión en los que se impugnen actos o
resoluciones de los órganos del instituto, que causen un perjuicio real al interés jurídico del
partido político recurrent e, y que no puedan reeurrirse en inconformidad o reconsideración,
ni guarden relación con el proceso electoral y los resultados dcl mismo.

e) En cualqu ier tiempo . La determinación y, en su caso, la aplicación de sanciones que
realice el Consejo General del Instituto Federal Electoral.

La enumeració n de los casos enque procede el recurso de apelación no debe entenderse en
forma limitativa, sino enunciativa, a fin de cumplir con el imperativo de someter al control
jurisdiccional todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales, por lo que son
impugnables todos los actos y resoluciones de carácter definitivo, emitidos por el Instituto
Federal Electoral que lesionen los intereses juríd icos de los sujetos que legitima la ley, y
que no sean controv ertibles a través de cualquier otro medio de impugnación, esto es, que
el medio de impugnación procedente a falta de otro especifico es el de apelación, siempre y
cuando lo promuevan personas legitimad as que aleguen la afectación de sus intereses
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jurídicos, en cuyo concepto no sólo caben los derechos subjetivos, sino también los
llamados intereses legítimos en el derecho administrativo, y los intereses difusos." I64

Competencia. La competencia recae en la Sala Superior en el tiempo que transcurra entre
dos procesos electorales federales; y durante el proceso electoral federal, será competente la
Sala Regional del Tribunal electoral, que ejerza su jurisdicción en el ámbito territorial en
que se haya realizado el acto o resolución impugnada por los órganos del Instituto, y será
competente la Sala Superior cuando se combatan actos o resoluciones del Consejero
Presidente del Consejo General del Instituto, de la Junta General Ejecutiva, así como los
informes que rindan la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores a la Comisión
Nacional de Vigilancia y al Consejo General del Instituto, relativo a las observaciones
hechas por los partidos políticos a las listas nominales de electores.

Legitimación. Los Sujetos Legitimados, para promover dicho medio de impugnación son:

a) Los partidos políticos
b) Las agrupaciones políticas con registro
c) Los ciudadanos, por su propio derecho.
d) Las organizaciones o agrupaciones políticas o de ciudadanos.
e) Las personas físicas o morales.

Plazo. El plazo general es de cnatro días, y el de tres días para el caso de que se interponga
contra el informe relativo a las observaciones hechas a la lista nominal dc electores.

Trámite y snstanciación del recurso. Este medio de impugnación seguirá los pasos de las
reglas comunes aplicables a los medios de impugnación en materia electoral, las cuales
fueron se desarrollada en párrafo precedente del presente trabajo, adicionado lo siguiente:

Siguiendo al maestro Flavio Galván Riveml65
, dividiremos al procedimiento en dos etapas,

a saber:

Etapa de instrucción: De la etapa de instrucción, cuando el acto impugnado sea una
determinación o aplícación de sanciones electorales, la Sala del conocimiento podrá citar a
las partes para celebrar audiencia, a fin de desahogar en su presencia los medios probatorios
que por su naturaleza así lo amerite, independientemente de que hubieren sido ofrecidas por
ellas o recabadas por el propio juzgador. La audiencia se realizará previamente señalada por
la Sala, asistan o no las partes, ya sea por si mismas o por conducto del representante
autorizado (art. 46.3 dc la ley)

Etapa de ju icio.Los recursos de apelación interpuestos dentro de los cinco días anteriores al
de la elección, serán resueltos junto con los juicios de inconformidad con los que guarden
relación, debiendo señalar el promovente la conexidad de la causa. Cuando los recursos no
guarden relación con los juicios de inconformidad, serán archivados como asuntos total y

I~ CASTILLO GONZA LEZ, Leonel, Op, cít. p.p . 20 y 21.
l.'GAlVÁN RJVERA. F lavlo. Op. er. p.p. 298 )' 299.
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definitivamente concluidos, para lo cual el magistrado electoral propondrá el proyecto
respectivo en términos del articulo 199, fracción X, de la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación.

En cuanto a los casos que se impugnen los informes rendidos por la Dirección Ejecutiva del
Registro Federal de Electores, en la sentencia se concederá un plazo para que dicha
autoridad informe del cumplimiento a la misma, antes de que el Consejo General sesione
para declarar la validez y definitividad del Padrón Electoral y de los listados nominales de
electores. Asimismo cuando el acto impugnado sea una determinación o aplicación de
sanciones que realice el Consejo General del Instituto Federal Electoral, la Sala puede citar
a las partes para celebrar una audiencia, si considera que las pruebas deben desahogarse
ante ellas. La audiencia se llevará a cabo con o sin su asistencia de las partes. Los
interesados podrán comparecer por sí mismos o a través de su representante autorizado.

Resolueióu . De conformidad con el arto47 de la LGSMIME, las sentencias de fondo que
recaigan al recurso de apelación, tendrán como efecto confirmar, modificar o revocar el
acto o resolución impugnado. Los recursos de apelación serán resueltos por la Sala
competente del Tribunal Electoral dentro de los seis días siguientes a aquel en que se
admitan.

3.6 Juicio de Inconformidad

Conceplo. El ju icio de inconformidad electoral se define como un medio procesal de
impugnación legalmente establecido a favor de los partidos politicos por regla general y
excepcionalmente de los candidatos a los cargos dc elección popular, para cuestionar la
validez de una elección, la legalidad de los actos consignados en las actas de computo, el
otorgamiento de las actas de mayoria y validez o la asignación de la primera minoría, en la
elección de diputados, senadores y presidente de los Estados Unidos Mexicanos, por las
causas, en los supuestos y para los efectos, expresa y limitativamente establecidos en el
ordenamiento j urídico que rige la materia.l66

El maestro José de Jesús Orozco Henriquez señala que el jui cio de inconformidad "es un
medio de impugnación electoral de carácter jur isdiccional y por tanto, tiene en común con
los demás medios de impugnación de la materia al ser uno de los instrumentos juríd icos de
naturaleza procesal previstos legalmente; mediante los cuales se controvierte ante un
órgano jurisdiccional la presunta deficiencia, error o ilegalidad de los actos o
resoluciones..167

El fundamento de dicho medio de impugnación se encuentra en los artículos 99, párrafo
cuarto, fracciones 1 y II de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 186
fracciones 1 y Il de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 49 al 60 de la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

166 G.o\LVÁN RIVERA. Flavio. [)qecho Procesa! ElecloQI. op. cit. p. P 2'19Y300.
1. 1 0 ROZCO HENRIQlJf Z, J. Jesús. El Contencioso Electoral I la Cahñcaci én Electoral en Oiclha Nohlcn, Sonia Picado, Daniel
Zovano(c~iladores) _ Tratado de Derecho Electoral Comparado de Amm ca Latina, Fondo de CullUT3. Económica, México, 199&, p
175.
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Procedencia. De conformidad a lo dispuesto en los artícu los 49, 50 Y51 de la LGSMIME,
durante el proceso electoral federal y exc lusivamente en la etapa de resultados y de
declaracion de validez, proced erá para impugnar las determinaciones de las autoridades
electorales federales que violen las normas constitucionales o legales relativas a las
elecciones de Preside nte de los Estado Unidos Mexicanos, senadores y diputados.

Actos Impugnables:

a) En la elecci ón de presidente, los resultados consignados en las actas de cómputo distrital,
por nulidad de la votación de un a o varias cas illas o por error aritm ético;

b) En la elecci ón de diputados por el principio de mayoria relat iva:

1. Los resultados consigna dos de las actas de cómputo dis trital, las declaraciones dc validez
de las elecc iones y el oto rgamiento de las cons tancias de mayo ría y validez respectivas, por
nulidad de la votación recibida en una o varias casill as o por nu lidad de la elección;

2. Las determinaciones sobre el otorgamiento dc las constancias de mayoria y validez
respec tivas, y

3. Los resultados consignados en las actas de cómputo dis trítal por erro r ari tmético.

e) En la elección de diputados por el princip io de representación proporcional, los
resultados cons ignados en las actas dc cómputo distri tal respect ivas:

1. Por nulidad de la votación recibida en una o varias casi llas, o

2. Por error aritmético.

d) En la elección de senadores por el princ ipio de mayoría relativa y de asignación a la
primera minoría:

1. Los resul tados consignados en las actas dc có mputo de entidades federativas, las
declaraciones de va lidez de las elecciones yel otorgamiento de las constancia de mayoría y
valid ez o de asignac ión de primera minoría respect ivas, por nul idad de la votación recibid a
en una o varias cas illas o por nulidad de la elección;

2. Las detenninaeiones sobre el otorgamiento de las constancias de mayoría y validez o de
as ignac ión de prim era minoría respectivas, y

3. Los resultados consignados en las actas de cómputos de entidad federat iva, por error
arí tmético.

e) En la elecció n de senadores por el princip io de representación proporciona l, los
resu ltados consignados en las actas de cómputo de entidad federat iva respectivas:
1. Por nulidad de la votación recibida en una o varias casillas, o
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2. Por error aritmético.

Escrito de Protesta. El escrito de protesta por los resultados cootenidos cn el acta de
escrutinio y cómputo de la casilla, es un medio para establecer la existencia de presuntas
violaciones durante el día de la jornada electoral y que además constituye requisito de
procedibilidad del juicio de inconformidad, cuando se hagan valer las causa les de nulidad
de votación recibida en casilla.

Legitimación. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 54 de la LGSMIME, los
juicios de inconformidad podrán ser promovidos por:

a) Los partidos políticos, y

b) Los candídatos, exclusivamentc cuando por motivos de inelegibilidad la autoridad
electoral correspondiente decida no otorgarles la constancia de mayoría o de asignación de
primera minoria. En todos los demás casos, sólo podrán intervenir como coadyuvantes.

Competencia. Es competente la Sala Superior del Tribunal electoral, cuando se promueva
para impugnar la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, los resultados
consignados en las actas de cómputo distrital respectiva. por nulidad de la votación recibida
en una o varias casillas o por error aritmético.

La Sala Regional que eje rza jurisd icción sobre la circunscripción plurinominal a la que
pertenezca la autoridad electoral responsable, respecto de la elección de diputados por el
principio de mayoría relativa, y respecto a la elección de senadores por el principio de
representación proporcional, los resultados consignados en las actas de cómputo de las
entidades federativas respectivas.

Sustanciación. Una vez que el Consejo Distrital o el Local responsable de los actos
impugnados recibe el escrito de demanda de inconformidad y, según el caso, el escrito del
coadyuvante del actor, dentro de los cuatro dias contados a partir del día siguiente a que
hnbiera finalizado el cómputo distrital o de entidad federativa, dependiendo del asunto,
deberá de inmediato dar aviso de su presentación a la Sala del Tribunal Electoral a la que el
le corresponderá conocer de la materia, además de hacer del conocimiento público la
impugnación interpuesta, mediante cédula fijada durante un plazo de setenta y dos horas en
los estrados respectivos.

En el transcurso del plazo referido, el o los terceros interesados, así como sus respectivos
coadyuvantes, pueden comparecer e interponer sus propios alegatos por escrito,
acompañando los anexos y probanzas que estimen pertinentes.

Dentro de las veinticuatro horas siguientes, el Consejo Distrital o el Local responsable
deber á remítir a la Sala competente del Tribunal Electoral lo siguiente: a) la demanda de
inconformidad con sus pruebas y anexos; b) el expediente del computo respectivo, el quc
por lo menos deberá contener las actas de la jornada electoral y de escrutínio y cómputo dc
las casillas con sus respectivas hojas de incidentes anexas, los escritos de incidentes y los
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escritos de protesta interpuestos por el partido actor, el acta de cómputo distrital o de
identidad federativa, el acta circunstanciada de la sesión de cómputo distrital o de identidad
federativa, y un informe del presidente del Consejo respect ivo sobre el desarrollo del
proceso electoral; c) de haberlos, los escritos de los terceros interesados y de los
coadyuvantes, con sus pruebas y anexos; d) el informe circunst anciado de la autoridad
responsable , y; e) cua lquier otro documento que se requiera para resolver el juicio
promovido .

El Consejo responsable remitirá igualmente copia del cómputo correspondiente, copia del
escrito d demanda, y el informe de su presidente acerca del proceso electora l, al Secretario
Ejecutivo del Instituto Federal Electoral. Así mismo, remitirá copia del escrito de demanda,
copia de la constancia de mayoria y validez o de asignación de primera minoría, y un
informe de los medios de impugnación interpuestos a la Oficialía Mayor de la Cámara de
Diputados o de la Cámara de Senadores, según corresponda.

Cuando la Sala competente del Tribuna l Electoral recibe en su Oficialía de Partes el
expediente de ineonfonn idad que se remitió el Consejo Distrital o Local, se le asigna un
número de expediente acorde a la siguiente información : la Sala de] conocimiento, la
naturaleza del medio de impugnación, el número secuencial del asunto y el año de su
interposición. Posteriormente, es turnado de inmediato a uno de los magistrados electorales
que integran la Sala, quien deberá verificar que la inconformidad reúna todos los requisitos
exigidos por la ley del ramo y en consecuencia, acordar lo conducente en un auto inicial o
cabeza del procedimiento, e} cual puede revestir tres formas: .

a) auto admisorio, en caso de que la inconformidad reúna todos los requisitos de la ley, el
magistrado del conocimiento tienen por admitida le demanda, procediendo en forma
similar con la comparecencia del tercero interesado; en caso que este último comparezca
con escrito que no satisfaga de ley, será hasta el proyecto de sentencia cuando se proponga
a la Sala el tenerlo por no presentado.

b) auto de protesta de desecamiento, por el que el magistrado del conocimiento somete a la
consideración de la Sala el acuerdo para desechar la demanda de inconformidad, en caso de
que no haya sido observado alguno de los requisitos cuya omisión amerite el desecamiento
por dictado legal, de que de la verificación inicial se desprenda alguna de las eausalcs de
improcedencia, o de que la impugnación sea evidentemente frívola;

c) auto de reserva y requerimiento, por el que la Sala se reserva la admisión de la
inconformidad hasta en tanto no se dé cumplimiento a algún requisito omitido en la
demanda y que no amerite su desecamiento, para lo cual se requiere al actor a efecto de que
subsane dicha omisión, apercibido que de asi no hacerlo un t érmino de veinticuatro horas,
se tcndría a la demanda por no interpuesta.

A continuación el magistrado del conocimiento deberá de llevar a cabo todas las
actuaciones y diligencias que sean necesarias a efecto de que el asunto quede n estado de
resolución, incluyendo actos procedimentales propuestos al presidente de la Sala y
ordenados por ésta de motu propio, por los que pueda allegarse de elementos adicionales
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úti les en la sustanciación y resolución de la materia, siemp re que ello no imp ida resol ver el
cas o dentro de los tiempos máx imos establecidos por la ley.

Resolución. Las que resuelvan el fondo dc los juicios de inconform idad tendrán los
siguientes efectos:

a) Confirmar el acto impugnado;

b) Declarar la nul idad de la votación emitida en una o varias casill as, para la elecci ón
pres idencial, de diputados o senadores, segú n corresponda ;

c) Revocar la constanci a expedida a favor de una fórmula o candidato a diput ado o senador;
otorgarla a qu ien result e ganadora como resultado de la anulación de la votaci ón emitida
en una o varias casill as en uno , en su caso, de varios distritos; y modificar en cons ecu encia
las actas de cómputo distrital y de entidad federativa respectiva, según la elección que
corresponda;

d) Declarar la nulidad de la elección de diputados o senadores y. en consecuencia revocar
las constancias expedidas ;

e) Revocar la dete rminac ion sobre la declaración de va lidez u otorgamie nto de constancia
de mayoría y validez o de asignación de primera minoría en las elecciones de diputados y
senadores, según corres ponda, y .

1) Hacer la corrección de los cómputos distritales o de entidad federa tiva cuan do sean
impugnados por erro r aritmético.

J.7 Recurso dc Rcconsideración.

La palabra reconsiderar significa volve r a cons iderar, por lo que recon side ración debe
ente nderse como la acción y efec to de volver a considerar un asunto...•

Concepto. El Doctor Flavio Galv án Rivera nos proporciona un concepto de dicho recurso:
deducido de su régimen jurídico, constitucional y legal, se puede definir al recurso de
reconsideración electora l federal, como "el medio híbrid o de impugnación, es tablecido por
regla a favor de los partidos políticos y exce pcionalme nte de los candida tos, para
controverti r cn las hipótesis y con los req uisitos previstos por los legisladores,
constituc ional perm anent e y ordin ario, la constitucionalidad o la legalidad de la asignac ión
de diputados y senadores electos por el principio de represe ntación proporcional y la de las
sentenc ias de fondo emitidas por las salas regionales del Tribunal Elec tora l, al reso lver los
j uic ios de inconformidad, con la finalidad de obtener su anulación, revocación o simple
modi ficación, según sea el caso particular ( arts. 60 párrafo tercero de la Constitución; 6 1
de la LGSM1ME y 189, fracción 1, inciso b de la Ley Org ánicaj.l '"

161 CASTILLOr.o~7_A, lEZ. Leona . Op. cit. p. 25.
16. GALVÁN RIV ERA Flavio . Derecho Procesal Electoral Mexicano. op. Clt, p. 340
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Del concepto propuesto se desprende claramente ql,le la reconsideración procede contra dos
actos de diferente naturaleza; Uno es el acto administrativo-electoral emanado del Consejo
General del Instituto Federal Electoral, consistente en asignar diputados y senadores electos
por el principio de representación proporcional, a los partidos políticos que reúna los
requisitos constitucional y legalmente previstos (arts. 51 al 54 de la Constitución Federal y
12 al 18 del Código).

El otro acto impugnable es la sentencia de fondo emitida por las salas regionales del
Tribunal Electoral, al resolver el juicio de inconformidad interpuesto, admitido y
sustanciado en su oportun idad.

Naturaleza Jurídica. De lo expuesto se concluye que, atendiendo estrictamente al criterio
material la reconsideración en el vigente Derecho Electoral Federal Mexicano tiene
naturaleza jurídica dual, de ahi el calificativo de medio híbrido de impugnación, que se
anota en la definición propuesta.

El Doctor Galván comenta que, dicho recurso es un verdadero juicio o proceso de nulidad
electoral en la primera hipótesis en tanto que es un auténtico recurso procesal jerárquico o
de alzada en el segundo supuesto, lo que demuestra una vez mas que el legislador fue poco
acertado al determinar las definiciones de los medios de impugnación objeto de estudio,
siendo deseable su rectificación en una reforma futura.

El Magistrado Leon él Castillo González por su parte señala que, el concepto de sentencia
de fondo se precisó como la que resuelve la litis o controversia planteada, mediante la
aplicación de la ley a un caso concreto, acogiendo o denegando la pretensión, con la
expresión de un juicio lógico que crea, modifica o extingue una situación jurídica, por lo
que este recurso resulta improcedente contra resoluciones de sobreseimiento,
desechamiento de plano o que tienen por no interpuesta la demanda de inconformidad,
porque en estos casos no es resuelto el fondo sustancial de la cuestión planteada. Esta
revela que se trata dcl más restrictivo, selectivo y excepcional de los medio de impugnación
de que traramos.'?"

A pesar de esto, se le ha dado la inteligencia mas amplia posible el concepto dc sentencia
de fondo, en el sentido de que, si se decreta el desechamiento o el sobreseimiento parcial en
un fallo de inconformidad, pero se entra al fondo respecto a alguna parte de la
impugnación, verbigracia, se sobresee en relación a ciertas casillas y se confirma el acto
electoral o se revoca respecto a otras, esto es suficiente para considerar satisfecho el
presupuesto de procedenc ia.171

El fundamento del presente recurso esta previsto en el articulo 99, fracción III dc la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 61 al 70 de la Ley General del
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

.,. CASTILLOGONZAl.F-Z. Leonél. Op_cit. p. 25
lJl [bufe/n, p. 26.
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Legltlmac íón, La interposición de dicho recurso corresponde exclusivamente a los partidos
politicos por conducto de sus representantes legales o bien los candidatos euando se haya
confirmado la inelegibilidad decretada por el órgano competente del Instituto Federal
Electoral o se haya revocado la determinación de dicho órgano por la que se declaró que
cumplía con los requisitos de elegihilidad. En los demás casos , los candidatos sólo podrán
intervenir como coadyuvantes exclusivamente para formular por escrito los alegatos que
consideren pertinentes.
Un aspecto importante es el relativo a que la ley electoral procesal no se contempla
literalmente que el recurso de reconsideración lo pucda interponer el partido político que
obtuvo el triunfo en la elección, lo cual se estima lógico, en principio, en atención a que los
resultados de la lección, la declaración de validez y la expedición de la constancia de
mayoría no le causa agravios; sin embargo, la práctica, para demostrar una vez más que
supera a la más fértil imaginación, puso de manifiesto un caso en que si se le puede irrogar
agravio, por lo puede ocurrir a la reconsideración.

Este fue el caso de dos recursos de reconsideració n conexos que se produjeron de este
modo: el partido político ganador acudió al juicio de inconformidad para combatir ciertas
casi llas en las que obtuvo mayoria en la votación uno de sus adversarios y lo mismo hizo
este adversario, pero en relación a casillas en que el declarado triunfador tenia mayoría de
votos; ambos obtuvieron, en la sentencia respectiva, que se declarara la nulidad de la
votación de algunas de las casillas que impugnaron, pero no de todas las combatidas; como
resultado de esto se provocó la modificación del cómputo con la disminución consecuente
del número de votos de uno y otro, pero sin alcanzar la nulidad de elección, ni el cambio de
la fórmula ganadora, Los dos partidos interpusieron sendos recursos de reconsideración,
con la finalidad de insistir en la anulación de todas las casillas impugnadas donde perdieron
y de que se revocara la anulación hecha en el fallo de inconformidad, a instancia de su
contraparte, de aquellas casillas en que ganaron.m

Esto dio lugar a la tesis jurisprudencial emit ida por la Sala Superior del Tribunal
Electora l identificad a con la clave J.5/97, cuyo rubro y texto es:

RECONSIDERACIONES CONEXAS. CUÁNDO PROCEm: LA INTERPUESTA PO R
EL VENC~:1l0R IlE LA ELECCIÓN.-F.1 partido político que mantiene la calidad de
triunfador en una elección de diputados de mayoría relativa, después de dictada sentencia en el
juicio de inconformidad en el que es tercero interesado. en principio no puede interponer
legalmente el recurso de reconsideración para impugnar ese fallo, si a su juicio, se hubiera
anulado indebidamente la votación recibida en ciertas casillas, por no existir la posibilidad de
modificar el resultado fmal de la elección; pero cuando alguno de los otros partidos
contendientes también interpone el recurso de rcccn sideración, y existe la posibilidad de que
consiga anular la elección o que cambie la fórmula ganadora , ser á suficiente que en alguno de
los recursos se dé el presupuesto de procedencia sustancial derivado de los articules 60, tercer
párrafo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 62 u otros. de la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. para que resulten
procedentes ambas reccnsideraciones; porque su evidente interconexión reciproca hace que lo

172 lbidem. Pag 27.
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que se decida en una deba influir necesariamente en la resolución de la otra, y viceversa, al
conformar una unidad sustancial que no debe separarse. en aras de conservar la continencia de la
causa, y en beneficio de la certeza, seguridad y legalidad de los comicios, pues esta unidadse
produce con relación al resultado cualitativo de la elección, toda vez que ambos medios de
impugnación pueden incidir en su suerte final. mediante la actualización de alguna causa de
nulidadde la elección o para determinar al candidato o fórmula victoriosos; es decir, se está ante
la concurrencia de procesos conexos, que están relacionados, de algún modo con los sujetos y
las causas, pero fundamentalmente con el objeto, y esa situación crea la necesidad de la
acumulación de los diversos medios de impugnación, desde el principio. para que se resuelvan
en definitiva con las mismas pruebas y en unidad procedimental en una sola sentencia, con un
mismo crit erio y, en su caso, en la misma fase impugnativa, para conseguiruna completa y justa
composición de los litigios relacionados, y evitar el desvío de los fines de la impartición de
justicia. Lo anterior no exenta,desde luego, de cumplircon los demás requisitos legales.

Procedencia. (arts. 61 y 62 de la LGSMIME), El recurso de reconsideración procederá
para impugnar las sentencias de fondo dictadas por las Salas Regionales en los juicios de
inconformidad que se hayan promovido en contra de los resultados de las elecciones de
diputados y senadores, así como las asignaciones por el principio de representación
proporcional que respecto de dichas elecciones realice cl Consejo General del Instituto
Federal Electoral, siendo la Sala Superior del Tribunal Electoral exclusivamente la
autoridad competente para resolver los recursos de reconsíderación.

-Presupuestns, La ley establece como presupuestos necesarios para la procedencia del
recurso de rcconsideración cI que la sentencia de la Sala Regional del Tribunal:

1. Haya dejado de tomar en cuenta causales de nulidad previstas en ley, que hubiesen sido
invocadas y debidamente probadas en tiempo y forma, por las cuales se hubieren podido
modificar el resultado de la elección, o

II. Haya otorgado indebidamente la constancia de mayoría y validez o asignado la primera
minoría a una fórmula de candidatos distinta a la que originalmente se le otorgó o asignó, o

111. Haya anulado indebidamente una elección.

En el caso de la asignación será presupuesto el que el Consejo General del Instituto Federal
electoral haya asignado indebidamente diputados o senadores por el príncipio de
representación proporcional:

-Por existir error aritmético en los cómputos realizados por el propio Consejo, o
-Por no tomar en cuenta las sentencias que, cn su caso, hubiesen dictado las Salas del
Tribunal, o

-Por contravenir las reglas y fórmulas de asignación establecidas en la Constitución Política
yen el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
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En una tesis relevante 173se estimó que la ley secundaria no puede limitar las hipótesis
previstas en el articulo 60, párrafo tercero, de la Carta Magna, pues la disposición de la ley
fundamental sólo exige la posibilidad de que por los agravios ' esgrimidos se pueda
modificar el resultado de la elección, sin reducirlo a una enumeración cerrada de casos
concretos, por tanto, para hacer acorde la interpretación de la ley ordinaria con la
Constitución, se debe considerar que en el artículo 62 no se determina un catálogo
limitativo de presupuesto, y que cuantas veces se plantee un recurso de rcconsideración y se
expresen agravios que puedan conseguir la modificación del resultado de la elección,
mediante la anulación de los comicios, la revocación de la anulación decretada por la Sala
Regional, el otorgamiento del triunfo a un candidato o fórmula distintos a los que se
encuentran declarados ganadores, etc., se debe tener por satisfecho el presupuesto de
procedencia en comento.

Competencia. (art.64), la Sala Superior del Tribunal Electoral es la única competente para
resolver los recursos de reeonsideración.

Sustanciación. Conforme a lo establecido por el artículo 67 de la LGSMIME, el trámite de
los recursos de reconsideración lo podemos distinguir en dos momentos, uno de ellos a
partir de que se interpone ante la autoridad responsable y el segundo, una vez que el recurso
es recibido por la Sala Superior del Tribunal Electoral.

A) Una vez que se interpone el recurso ante la autoridad responsable, es decir, ante la Sala
Regional correspondiente, o bien ante el Consejo General del Instituto Federal Electoral, se
procederá a lo siguiente:

- Se turnará de inmediato a la Sala Superior del Tribunal Electoral.

- Se hará del conocimiento público por medio de cédula que se fija rá en los estrados de la
autoridad responsable durante 48 horas, a fin de que los terceros interesados y
coadyuvantes puedan presentar sus escritos de alegatos.

- Se presentan escritos de alegatos, se remitirán de inmediato a la Sala Superior y en caso
contrario, se dará cuenta por la vía más expedita de la conclusión del citado t érmino.

B) Una vez recibido el recurso de reconsideración en la Sala Superior, se realizarán los
siguientes actos:

: Se turnará el Magistrado Electoral que corresponda, quien se encargará de revisar si el
medio de impugnación acredita los presupuestos, si cumple con los requisitos de
procedencia y sobre todo si el recurrente esta expresando agravios que puedan traer como
consecuencia modificar el resultado de la elección.

m q r.Tesis Relevantes SJEL 01 &'91. de rubro : Reconsideracién . El tercero interesado puede interponerla si con sus agrav ios crea la
C'llpecl ativa de modificar el resultado de la elección.
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- En el caso de que el recurso carezca de alguno de los requisitos señalado, será desechado
de plano por la Sala. Si cumple con todos ellos, el Magistrado Electoral, elaborará el
proyec to de sentencia respect ivo y lo someterá a la consideración de los Magistrados que
integran la Sala Superior en la sesión pública correspondiente.

Plazos y Términos. En este recurso existen plazos especí ficos: tres días, para ímpugnar las
sentencias de los juicios de inconformidad, y cuarenta y ocho horas, cuando la impugnación
verse sobre la asignación de diputados y senado res por el principio de representació n
proporcional.

Resoluciones. Las resoluciones que resuelvan el recurso de reconsideración serán
definitivas e inatacables y podrán confirmar el acto o sente ncia impugnado; modificar o
revocar la sentencia impugnada o bien modificar la asignació n de diputados o senado res
electos por el principio de representación proporcional.

3.8 Juicio para la Protccción de los Derechos Político-E lectorales de l C iuda d ano

Concepto. El Doctor Galván Rivera esgrime que, el Juicio para la Protección de los
Derechos Político-Electorales del Ciudadano, es " la vía legalmente prevista a favor
exclusivo de los ciudadanos para impugnar procesalmcnte la const itucionalidad, legalida d y
validez de un acto o resolución de la autoridad electoral, que viole el derecho ciudadano de
voto activo o pasivo, de asociación individual y libre para partici par pacíficamente en los
asuntos polít icos o de afiliación libre e individual a los partidos polit icos .,,174

El Licenciado Eduardo Caste llanos Hemández, señala que, "s urge el juicio para la
protecció n de los derechos políti co-elcctorales del ciudadano como un medio de control de l
cumplimiento de las disposiciones constitucionales en la parte correspondiente a las
prerrogativas del ciudadano ---en los términos dcl artículo 35 constitucional, o derechos
pol ítico-electorales - terminologia adoptada por el artículo 99 del mismo ordenamiento
fundamental. ,,175

El fundamento dcl presente medio de impugnación, esta previsto en los articulos 99,
párrafo cuarto, fracción V; 41, fracción IV y 35, fracciones 1 a IV, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mex icanos; 186, fracción 111, 189, fracción 1, inciso O, 195,
fracción [[[ de la Ley Orgánica del Poder Judicial dc la Federac ión y 79 al 85, libro tercero
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación cn Materia Electora l

Nat ura leza Ju ríd ica. El Doctor Ga lván Rivera nos expone que los actos y resoluciones dc
la autoridad electoral, susceptib les de impugnación mediante el juicio para la protección de
los derechos pol ítico-e lectorales dcl ciudadano, son los presuntamente violatorios de las
disposiciones expresas contenidas en la Constitución Federal y que, por ende, este juicio es
una genuina garantía constituciona l, que asume la naturaleza jurídica de via procesal
j udicial para el control de constitucionalidad, a fi n de garantizar a los ciudadanos el libre y"

114 GAlVÁN RIVERA. Flavio. Derecho Procesal Elcrlora1. P.366.
•11 CASTELLANO HERN.4.1'\OFJ.. Eduardo. Dem:ho Electoral en México. Ed. Trillas, M éxico, D F_. 1999 , p. 204.
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pleno ejercicio de sus facultades político-e lectorales o la restitución en el goce de sus
derechos, conculcados por el acto o resolución violatorio de la Constituci ón.F"

Procedencia. El j uicio bajo análisis, sólo procederá cuando el ciudadano por si mismo y
en forma individual, haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado
en las elecciones populares, dc asociarse individua l y libremente para tomar parte en forma
pacifica en los asuntos políticos y de afil iarse libre e individualmente a los partidos
políticos (art , 80, LGSMIME).

Competencia. Es competente para resolver este JUICIO la Sala Superior del Tribunal
Electoral en única instancia, a excepción de aquellos que sean promovidos en el desarro llo
del proceso electoral , solicitando la obtención de la Credenc ial para votar o bien la
inclusión en las listas nominales, los cuales serán conocidos por la Salas Regionales dc la
lurisdicción que corresponda a la autoridad que haya emitido el acto reclamado, de
conformidad con el artículo 83, de la LGSMIME .

Legitim ación. El presente juicio, sólo puede ser promov ido por los ciudadanos en los
siguientes supuestos :

a) Cuando habiendo cumpl ido con los requisitos y trámites correspondiente, no hubiere
obtenido oportunamente la Credencial para Votar con Fotografía.

. b) Cuando habiendo obtenido la Credencial para Votar con Fotografía, no aparezca
incluido en la lista nominal de electores de la sección correspondiente a su domicilio;

e) Cuando considere haber sido indebidamente excluido de la lista nomin al de electores de
la sección correspondiente a su domicilio;

d) Cuando considere que se violó su derecho politico-electoral de ser votado si al haber
sido propuesto por un partido politico, le sea ncgado indebidamente su registro como
candidato a un cargo de elección popular.

e) Cuando habi éndose asociado con otros ciudadanos para tomar parte en forma pacifica en
asuntos politico s, conforme a las leyes aplicables, cons ideren que se Ics negó
indebidament e su registro como partido politico o agrupación política, y

f) Cuando considere que un acto o resolución de la autoridad es violatorio dc cualquier otro
de los derechos politico-electorales de volar y ser votado en las elecciones populares, de
asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos
polit icos y de afiliars e libre e individualmente a los partidos politicos.

El juicio sólo será procedente cuando el actor haya agotado todas las instancias previas y
realizado las gestiones necesarias para estar cn condiciones de ejercer el derecho político-

17Ilo GALVÁN RIVERA Havio. Control de la Constitucionalidadde Actos y Resoluciones de Autoridades Electorales, al'. cit. p. 11.
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electoral presuntamente violado, en la forma y en los plazos que las leyes respectivas
establezcan para tal efecto.

En los procesos electorales federales, si también el partido político interpuso recurso de
revisión o apelación, según corresponda, por la negativa del mismo registro, el Consejo del
Instituto o la Sala Regional, a solicitud de la Sala Superior, remitirán el expediente para que
sea resuelto por ésta, junto con el juicio promovido por el ciudadano.

En los procesos electorales de las entidades federativas, si un candidato estima ser
agraviado podrá promover el presente juicio sólo si la ley electoral correspondiente no le
confiera un medio de impugnación jurisdiccional que sea procedente en estos casos o
cuando habiendo agotado el mismo, considere que no se reparó la violación constitucional
reclamada.

Aunado a lo anterior, la Sala Superior del Trihunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, ha emitido una jurisprudencia identificada como J.02/2000, cuyo rubro y texto
es el siguiente:

JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO­
ELECTORUES DEL CIUDADANO . REQUISITOS PARA SU
PROCEDENCIA. Los requisitos para la procedencia del juicio para la protección de los
derechos polí tico-electora les del ciudadano están previstos en el artículo 79 (y no en el 80) de
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electora l, pues del
cont enido del primero se obtiene que para la procedencia, se requ iere la concurrencia de los
elementos siguientes: a) que el promoventc sea un ciudadano mexicano; b) que este ciudadano
promueva por sí mismo y en forma individual, y e) que haga va ler presu ntas violaciones a
cualqu iera de los siguientes derechos politices: de votar y ser votado en las elecciones
populares, de asocia rse individual y libremente para tomar parte en forma pacifica en los
asuntos polí ticos y de afilia rse libre e indivi dualmente a los partidos polí ticos. Los prime ros
dos elementos no requieren mayor exp licación. Respecto al último cabe destacar que, de
conformidad con el texto del precepto en comento , para tenerlo por satisfecho, es suficiente
co n que en la demanda se aduzca que con el acto o resolución combatido se cometieron
violaciones a alguno o varios de los derechos polít icos mencionados, en perjui cio del
promove nte, independientemente de que en el fallo que se llegue a emitir se puedan estimar
fundadas o infundadas tales alegaciones; es dec ir, el elemen to en come nto es de carácter
formal, y tiene como obje to determinar la procedencia procesa l de l juicio, en atención a que la
única materia de que se puede ocupar el juzgador en él consiste en dilucidar si los actos
combatidos conculcan o no los derechos politicos mencio nados, y si el promovente no
estimara que se infringen ese lipa de prerroga tivas, la demanda carecería de obje to en esta vía.
En tanto que de la interpretación gramatical de l vocab lo cuando, contenido en el apartado 1
del artículo 80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral,
se aprecia que está empleado como adverbio de tiempo y con el significado de en el tiempo,
en el punto. en la ocasión en que. pues en todos los incisos que siguen a esta expresión se
hace referencia, a que e l juicio queda en condiciones de ser promo vido, al momento o tiempo
en que hayan ocurrido 10 5 hechos que se precisan en cada hipótesis, COIUO son la no obtenci ón
oportuna del documento exigido por la ley electoral para ejercer el voto, después de haber
cumplido con los requisitos y trámites correspondientes; el hecho de no aparecer incluido en
la lista nomi nal de electores de la secc ión correspondiente a su domicilio, luego de haber
obtenido oportunamente el documento a que se refiere e l inciso anterior ; una vez que se
considere indebidamente excluido de la lista nominal de electores de la sección
correspondiente a su domicilio; al momento en que estime que se violó su derecho político­
electoral de ser volado, con la negación de su registro como candidato a un cargo de elección

123

Neevia docConverter 5.1



popular, propuesto por un partido político; al co nocer la negativa de registro como partido
político o agrupación política. de la asoc iación a la que se hubiera integrado el ciudadano para
tomar parte en fonna pacífica en asuntos polít icos, couforme a las teyes aplicables, si
consideran indebida tal negación ; y al tiempo en que, al conoce r un acto o resolución de la
autoridad, el ciudadano piensa que es viola torio de cualquiera otro de los derechos político­
electorales no comprendidos en los incisos precedentes, pero sí en el artículo anterior.
Consecuentemente, para considerar procedente este juicio es suficiente que la demanda
satisfaga los requisitos del articulo 79 citado, aunque no encuadre en ninguno de los supuestos
específicos contemplados en el articulo 80.

La intención de este criterio relevante, fue ampliar la procedencia del juicio para la
protección de los derechos político-electorales del ciudadano a todos los supuestos que
encuadren dentro del artículo 79, pero ciertamente aún faltan ciertas cuestiones que revisar,
pues a pesar de ello, los partidos políticos no han sido considerados como emisores de actos
reelamables en juicio.

El Magistrado Leonel Castillo Gonz ález, aduce que en el juicio en estudio, la parte
demandada siempre será una autoridad, calidad que no tienen los partidos políticos; sin
embargo, a su jui cio, tal situación no impedirla la posibilidad de que por medio de este
procedimiento, se pueda conocer de presuntas violaciones a los mencionados derechos
político-electorales, originados en los órganos de dirección de los partidos políticos, en
perjuicio de sus afiliados, en razón de lo siguiente: los partidos políticos tienen la
obligación de conducir sus actividades dentro de los cauces legales y de ajustar su conducta
y la de sus militante s a los principios dcl Estado democr ático, respetando los derechos de
los ciudadanos, según se prevé el artículo 38, apartado 1, inciso a), del Código Federal de
Instituciones y Procedimiento Electorales; los partidos políticos están obligados a observar
la Constitución y respetar las leyes e instituciones que de ella emanen, como se advierten en
el artículo 25, apartado 1, inciso a), del citado código, al exigir que se incluya
invariahlemente esa obligación en la declaración de principios del partido; los partidos
políticos están obligados a normar sus actividades también conforme a sus estatutos, como
se lec en el articulo 24, apartado 1, inciso a), del ordenamiento en consulta; y el Consejo
General del Instituto Federal Electoral tiene la atribución de vigilar que las actividades de
los partidos políticos nacionales se desarrollen con apego al código citado y cumplan con
las obligaciones a que están sujetos, como consta en el articulo 82, apartado 1, inciso h) de
dicho cuerpo normativo. Ahora bien, la interpretación sistemática y/o funcional de todos
estos preceptos pudiera conducir a que los afiliados de un partido se quejen ante el Consejo
General del Instituto Federal Electoral, por violaciones a la Constitución, a las leyes o a los
estatutos de su partido político, que puedan redundar en afectación de sus derechos
políticos, espeeialmentc el de asociación, y si el citado Consejo General no pone remedio a
la situación, en ejercicio de su facultad de vigilancia señalada, contra su actuación se podria
promover juicio de protección de los derechos políticos, y ya el tribunal resolvería lo que
estimara jurídicamente procedente. I rt

Trámite. Una vez recibido el medio de impugnación en el árgano correspondiente de la
autoridad electoral (federal o local), éste lo hará de inmediato del conocimiento público,

l'I'1 CASTILLO GONZÁLEZ.Leonel, Op. cit . p.p 28 Y29.
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mediante cédula que fijará en los estrados del propio órgano para que dentro de las setenta
y dos horas siguientes puedan intervenir como partes en el juicio, los terceros interesados
(artículo 17 párrafo 1, inciso b, de la LGSMIME).

Vencido el plazo antes mencionado, el escrito del medio de impugnación será enviado
dentro de las veinticuatro horas siguienlcs, junto con los elementos que la propia ley señala
a la Sala competente del Tribunal Electoral quien realizará los actos y ordenará las
diligencias que sean necesarias para la sustanciación del expediente (artículo 18 párrafo 1).

El Presidente de la Sala turnará de inmediato el expediente recibido a un magistrado
electoral, quien tendrá la obligación de revisar que el escrito reúna todos los requisitos. El
magistrado electoral propondrá a la Sala el proyecto de sentencia por el que se deseche de
plano el medio de impugnación, en caso de que falte alguno de los requisitos que establece
la ley o se acredite cualquiera de las causales de noloria improcedencia (artículo 19 párrafo
1).

Si el medio de impugnación reúne todos los requisitos, el magistrado electoral dictará el
auto de admisión; una vez sustanciado el expediente y puesto en estado de resolución, se
declarará cerrada la instrucción pasando el asunto a sentencia ya sea de sobreseimiento o de
fondo (artículo 19 párrafo 1, inciso e)].

Resolución . La sentencia que resuelvan el fondo del juicio de protección de los derechos
político-electorales del ciudadano, tiene el carácter de definitivas e inatacables, con los
efectos de confirmar, modificar o revocar el acto o resolución impugnado y restituir al
promovente en el uso y goce del derecho polít ico-electoral que le haya sido violado.

Debe señalarse que con la finalidad dc preservar el derecho del sufragio, cuando tratándose
de juicios relativos a la obtención de Credencial o inclusión en Listas Nominales, si la
sentencia resulta favorable al ciudadano y la autoridad responsable, federal o local, por
razón de los plazos legales o por la imposibilidad técnica o material, la autoridad no puede
incluir al ciudadano en la lista nominal de electores correspondiente a la sección de su
domicilio, o bien expedirle la Credencial para Votar con Fotografia, bastar á la exhibición
de la copia certificada de los puntos resolutivos de la sentencia, con una identificación del
ciudadano para que los funcionarios electorales permitan que los ciudadanos respectivos
ejerzan el derecho de voto el día de la jornada electoral.

3.9 Ju icio de Revisión Constitucional Electoral.

Conce pto. Otra innovación de la reforma electoral de 1996 fue la institución del
denominado jui cio de revisión constitucional electoral, al respecto el Dr. Gal v án Rivera lo
conceptualiza como "la vía constitucional y legalmente establecida a favor de los partidos
políticos, para controvertir la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones
definitivos, emitidos por las autoridades electorales, administrativas y juri sdiccionales de
las entidades de la Federación mexicana. responsables de realizar los procedimientos
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c1ectorales locales y municipales o, en su caso , de resolver los litigios de los emergentes."
178

El Magistrado Presidente del Tribunal Electoral del Estado de Chiapas, Noé Miguel
Centeno Ora ntes , dice que, "la creación de l Juicio de Revisión Constitucional Electoral, es
un contro l de cons tituc ional y legal que se reserva la Federación para custodiar que los
procesos electorales de las entida des federativas en sus diferentes etapas se lleven a cabo
con estricto apego constit ucional y legal.,,1 79

Por su part e el Mag istrado Leone l Castillo Gon zález comenta que: "El juicio de Revisión
Constitucional Fed eral fuc creado directamente en la Constitución Federal con el obj eto dc
ejercer control sobre la constituc ional idad de los proc esos electo rales de las entidades
federativas, cuando dichos com icios tienen bases en la ley superior. Es un medio
jurisdiccional en oposición a los administrativos, porque su conocim iento está conferido a
un tribunal jurisdiccional. Es extrao rdinario porque sólo procede en casos excepcionales y
limitados, no forma parte del proceso del que prov iene el acto o resoluci ón que se combate
ni se sigue ante la misma organización judicial, y sólo puede promover contra resoluciones
definitivas y firmes. Es de plena jurisdicción porque en su sentencia se puede revo car cI
acto combatido y . sustituirse a la autoridad responsable en la emisión de la resolución
juridica correspo ndiente". 180

Corno podernos observ ar más que proporcionar un concepto, el Magistrado Electoral se
aboca en mencionar los diferentes elementos con los que se caracteriza, al juicio dc revisión
constitucional electoral.

Fun damento Constitucional y Legal. El fundamento Constitucional lo encontramos en el
artículo 99, párrafo cuarto , fracción IV, y el Lega l lo ubicamos en el artículo 186 fracci ón
terce ra, inciso b), de la Ley Orgáni ca del Poder Jud icial dc la Federación ; en el Libro
Cuarto dc la Ley General del Sistem a de Medios de Impugnaci ón en Materia Electoral que
comprende de los articulos 86 y 93.

De con formidad con lo dispuesto en el artícu lo 89 de la Ley General del Sistema de Medi os
de Impugnación en Materia electora l el trámite y resolución de los juicios de revi sión
constitucional se sujetarán excl usivamente a las reglas estab lecidas en el dicho capítulo.

Del precepto anterior el Doctor Galván Rivera Flavio comenta que "resulta ineficaz e
insuficiente, este nue vo medio de impugnación electordi y especialme nte de control de
constitucionalidad de los actos y resoluc iones electorales, precisamente por su reciente
insti tución y por su trascendencia jurídico-política nacional, no puede estar encerrado entre
los límites de 8 articulo. Luego enton ces por la propia naturaleza y fina lidad del juicio es
necesaria la aplicación de las reglas generales contenidas en el Tit ulo Segundo de l Libro
Primero de la Ley General del Sistema de Med ios de impugnación en Materia Electoral, en
lo conducente, como acertadame nte se hace en la práctica cotidiana dc la Sala Superior del

1"'8 GALvAN RIVERA . Flavio, 01'_ci l . p.392
17'!lO ROZCA HENRIQUEZ. José de Jes ús, 01'. cit. p. 1277.
uo CASTila GONzAu::zLeon el, Op.cit. p.30

126

Neevia docConverter 5.1



Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, además de recurrir a los otros
elementos jurídicos que el sistema norm ativo mexicano acepta y que el recto raciocinio
judicial aconseja, pa ra estar en mejor aptitud de aplicar el derecho a los casos concretos
controvertidos't.P '

Naturaleza Jurídica. El juicio en estudio es considerado, como un juicio uniinstaneial
debido a que la Sala Superior del Tribunal Electoral, quien es comp etente para resolverlo
dictará una resolución definitiva inatacable. No es un recurso, ni una instancia dentro del
proceso, es un nuevo j uicio que surge a la vida jurídica cuando el Part ido Político actor
incita al órgano jurisdiccio nal , que pertenece al Estado y quien tiene facultades de resolver
el conflicto dc intereses j urídico entre dos o más partes, med iante la aplicación del derecho,
para que ésta incitación se dé, será necesario haber agotado todas las instancia
administrativa y/o jurisdiccionales que se encuentren contempladas en la Constitución de la
entidad federativa o en la legislación electoral loca l corre spond iente iprincipio de
definittvidadi, a efecto de que cl acto o resolución impugnado tenga carácter definit ivo y
tinne . Este medio de defensa que tienen los partidos políticos, pueden ser interpuestos
durante el proceso como en el periodo que transcurre entre dos procesos electorales, es
decir, puede ser interpuesto cualquier tiempo.

El Doctor José Fernando üjesto Martinez Porcayo destaca en su concepto las siguientes
características del presen te juicio:

1) Extraordinario . Por que a través del jui cio que se analiza, se impu gna el aspecto
constitucional de los actos y resoluciones de las autoridades locales electorales,

2) Verti cal. Esto cn virtud de que el órgano comp etente para resolverlo es distinto del que
dictó el aclo o resolución impu gnados.

3) Extraprocesal, Estos porqu e es un juicio diferente a aquel en quc se dictó resoluci ón.

4) Juri sdiccional. En virtud de que la Sa la Superior del Tribunal Electoral, es la encargad a
de resolver el juicio en co mento .

5) De estricto derecho . Esto con fundamento del articulo 88, de la LGSMIME, ya que lo
resuelto por la Sala Sup erior debe ceñirse exc lusivamente a los agravios hechos valer por
los promo vente s, sin que quepa la posibilidad de aplic ar el principio de suplencia de la
quej a.

6) Selectivo. En razón de que fue creado como exclusivo para aquellos caso s con "evidente
impacto en los comicios locales.,,\82

Leg itimaci én. La legitimación activa es reservada a los partidos políticos, a través de sus
representantes legítimos. Por otro lado por criterio emiti do por el Tribunal Electoral ha

111GALVÁN RIVERA. A3'Vío. Op.ctt. p.l 2
111 OJESTO MARTiNEZ r ORCAYO. José Fernando. El Juicio de fC,ojsjón constitucional electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, México. junio de 1998. p.p. 11· 13.
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quedado aclarado que las coaliciones la tienen para ocurrir a este juicio, en tanto que no
constituyen una persona moral diferente a los coaligantes, sino sólo un acto proveniente de
varios partidos políticos unidos par un fin específico, y no de una persona jurídica
resultante de la fusión de otras.18

)

La legitimación pasiva recaerá en las autoridad señaladas como responsable, la cual se
traduce en aquella autoridad competente en los Estados para organizar y calificar los
comicios locales, que regularmente serán autoridades administrativas y las autoridades
jurisdiccionales locales competentes para resolver las controversias que susciten durante el
desarrollo del proceso electoral local, ordinario o extraordinario.

Plazo. El plazo para la interposición del Juicio de Revisión Constitucional Electoral es de
cuatro dias contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga conocimíento del acto
o resolución impugnado, o bien, se hubiere notificado de conformidad con la ley aplicable.

Procedencia. Procederá para impugnar actos o resoluciones de las autoridades competentes
de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios locales o resolver las
controversias que surjan durante los mismos, siempre y cuando sc cumplan lo siguientes
requisitos:

-Que sean definitivos y firmes; Al respecto el Magistrado Leonel Castillo Gonzálcz
comenta que dicha definitividad se satisface cuando el acto o resolución que se combata,
resuelva la materia de que se trate o concluya de cualquier modo, sin posibilidad de
impugnación o modificación oficiosa ante autoridades locales, con lo que incluye las
resoluciones dc fondo y las que no lo deciden por falta de requisitos formales.'" 4

-Que violen algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
al respecto se ha considerado como una exigencia de carácter formal, que se satisface con la
mera alegación de que se cometió una violación a ciertos preceptos de la ley fundamental, c
inclusive, que se debe estimar cumplido cuando simplemente se aducen violaciones a les
leyes secundarias, por que esta implica la aseveraci óndc que se transgredió el principio de
legalidad acogido directamente en la Constitución.18s

-Que la violación r eclamada pueda resultar determinante para el desarrollo del
proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones ; En cuanto este
requisito la- Dra. Macarita Elizondo nos señala lo siguiente: "una violación no puede
resultar determinante para una elección local, por ejemplo la diferencia de los votos entre
los candidatos que quedaron en el primero y segundo lugar, sea mayor a la que arroje la
suma de los votos que en su caso hayan que anularse, ocasionado que en este supuesto aún
y cuando se cometió la violación y con ello sea fundado el agravio expuesto, las

113 Criterio emitido en el juicio identificado con las siglas SUP·JRC-01J199. D ictado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación.
11-4CASTILLO GONZALEZ, Lconél. Op. cit. p. 30.
lI S Tesis de Jurisprudencia 1.2197 de rubro JUICIO LJ E REVISIÓN CONSTmJCIONAf. ELECTORAL tNTERPRETACIÓN DEL
REQUISITO DE PROCEDENCIA PREVISTO EN EL ARTICULO 86 ,PARRAFOI, INCISO R) DE LA LEV DE LA MATERIA
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consecuencia no serán operantes por no llegar a afectar el proceso electoral modificando el
resultado final de la elección local".1"6

El Magis trado Castillo comenta que este requisito se ha interpretado de manera liberal,
teniéndose por satisfecho ante la mera posibil idad racional de que los efec tos o las
consecuencias del acto de que se trate puedan desviar, alterar o dilatar cualquier fase de ese
proceso electoral, en sus, a la que se le dió igual solución que al caso partes medulares, o
que el acogim iento total o parcial que se pueda dar en el fallo jud icial, pueda llevar a
cambiar el resultado dc la elección . Situación especial se presentó con la demanda
formulada por el partido polít ico ganador de una elección en el caso SUP -JRC- 192/98,
promovido por el PRD contra la Primera Sala Unitaria de l Estado de Michoacán . En sus
páginas 8 y 9.187

-Que la reparación solicitada sea material y juridicamente posible dentro de los plazos
electorales y antes de la instalación de los órganos elcetos o de la toma de posesión de los
funcionarios; se ha estab lecido que la toma de posesió n y la instalación de los órganos sólo
impide la reparación de las violaciones cuando sea definitiva y no cuando se trate sólo de
actos preparatorios.!"

-Que la reparación solicitada sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente
fijada para la instalac ión de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios electos;

-Que se hayan agotado en tiempo y forma todas las instancias prev ias establecidas por las
cuales se pudieran haber mod ificado, revocado o anulado.

El incumplimiento de cualquiera de los requisitos señalados en este artículo tendrá como
consecuencia el desechamiento de plano del medio de impugnación respecti vo.

Co mpe tencia. De acuerd o al artículo 87 de la Ley de la materia será la Sala Superi or del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación quien conozca en única instancia de
éste proceso de contro l de la constitucionalidad en materia electora l.

Trámite y susta nciació n. La autoridad electora l que reciba el escrito por el que se
promueva el juicio lo remit irá de irunediato a la Sala Superior del Tribunal Electora l, junto
con sus anexo, el expediente completo en que se haya dictado el acto o reso lución
impugnado, junto con el informe circunstanci ado que, en lo conducente, deberá reunir los
requisitos previstos por el párrafo 2 del artículo 18, y bajo su más estricta responsabilidad
y sin dilación alguna, dará cumplimiento a las obligaciones señaladas cn el párra fo 1 del
artículo 17, ambos del presen te ordenamiento.

1" ELlZüNDO GASPERIN Macartta. EstudioTcir ico Practico del Sistemade Medios de Impugnación en Materia Electoraled. Tribunal
Electoral del PoderJudicial de la Federación. Méxrcc 1999, p. 331
1"CASTIlLOGONZA LEZ, Leonél. Op. cu, 31
'1' Tesis Relevante S3ELQ46198,de rubro: INSTALACiÓN DE lOS URGANOS y TOMA OE POSFSION DE LOS FUNCIONARIOS
ElE GIDOS. SO LO DETERMINAN LA IMPROCEDENCIA DEL JUliO llE REVISiÓN CONSTITlJCIONAL ELECTORAL, SI SON
OEFINITIVOS.
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Dentro del plazo a que se refiere el inciso b) del párrafo 1 del artículo 17 de esta ley. El o
los terceros interesados podrán formular por escrito los alegatos que cons ideren pertinentes,
mismos que, en el caso de que se presenten, deberán ser enviados a la Sala Superior del
Tribun al Electoral. En Todo Caso, la autoridad electoral Responsable dará cuenta a dicha
Sala, por la vía más expedita, de la conclusión del t érmino respectivo, informando sobre la
comparecencia de terceros interesados.

En el juicio se podrá ofrecer o aportar prueba alguna, cuando éstas sean determinantes para
acreditar la violación reclamada. Posteriormente recibida la documentación a que se refiere
el párrafo l del articulo 90 de la presente ley, el Presidente de la Sala turnará de inmediato
el expediente al Magistrado Electoral que corresponda. Asim ismo, en cuanto se reciba la
documentación a que se refiere el párrafo 1 del articulo que antecede, se agregará a los
autos para los efectos legales a que haya lugar.

Resoluci ón . Las resoluciones que resuelven el fondo del juicio, podrán tener los siguientes
efectos:

a) Confirmar el acto o resol ución impugnado; lo cual puede ocurrir en cI caso dc que los
agravios expresados no logren desvirtuar dicho acto o resolución, bien, por que resulten
infundados o porque aún siendo fundados resulten inoperantes.

b) Revocar o modificar el acto o resolución impugnado y, consecuentemente, proveer lo
necesario para reparar la violación constitucional que se haya cometido. Supuesto que se d á
cuando los agravios expresados son suficientes para acreditar que efectivamente se cometió
una violación a nuestra ley fundamental, al respecto el Dr. Femando üjesto Martincz
Porcayo esgrime que: .. la resolución respectiva deber á proveer lo necesario para reparar la
violación constitucional que se haya cometido; por ejemplo cuando en la sentencia se
declara la nulidad de un elección, la resolución que la contienen debe también declarar que
deja sin efectos la constancia de mayoría y validez expedida por la autoridad electoral que
la haya emitido, ordenando a la vez a la autoridad correspondiente que dicte las
providencias necesarias y notifique a las autoridades competentes lo que en derecho
proceda para los efectos a que haya lugar: ,1 89

1.. OJESTO MARTiNEZ PORCAYO José Fernando. El Juicio de Revisión Co nstituciona l Electoral. Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la f ederación. México 1998. p. 27.
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Capitulo 4. La Necesidad del Control Constitucional de las Leyes Electorales a partir
de su primer acto de aplicación.

4.1 La facultad que tenia el TEPJF an tes de la contradicción de tes is 2/2000 PL. pa ra
determinar la in aplicabilidad de leyes secunda rias cuando éstas se opusieran a
di sposicion es con stitucion ales.

El veinticuatro de junio de mi l novecientos noventa y ocho, el Consejo Estatal Electoral
del Estado de Ch iapas dictó un acuerdo por virtud del cual, atend iendo a lo expresado por
el artículo 23 de la Ley Orgánica Munic ipal, se exentaba de la reg la genera l de no
reelección a los regidores propietarios para ser candidatos a presidente municipal o a
sindico, puesto que con tal medida no se contravenía dicho principio de no reelección, en
raz ón de que no serían postulados para el mismo cargo . En contra de este acuerdo los
partidos Acción Nacional y Revolucionario Institucional interpusieron el recurso de
revisión, del que conoció el tribunal electoral estata l, quien el tres de j ulio siguiente,
determin ó revocarlo al considerar que los miembros propietarios de los ayuntamientos en
tumo no podían ser registrado s como candidatos en el periodo inmediato siguiente, aunque
fuera para ocupar cargo distinto al que estuvieren fungiendo, en atención a lo establecido
por los articu los 115 de la Constitución Federal y 60 del local, no importando que el
artículo 23 de la ley munic ipal de la entidad estableciera la posibilidad de que los regidores
propietarios no podri an ser electos para el mismo cargo pero sí para otro di ferente, en
atención a la j crarqu ia norm ativa.

El partido polít ico local "Frente Cívico" prornovro JUicio de revisten constitucional
electoral para impugnar la resolución del tribunal local; medio de impugnación al que le
corr espond ió el número de expediente SUP -JRC-033 /98 . La Sala Superior, en sesió n
pública de l dieciséis de j ulio del mismo año, resolvió confirmar la resolución combatida,
aunque pa ra arribar a esa conclusión, tuvo que determinar si el tribunal Electoral se
encontraba en aptitud para inaplicar disposiciones secundarias que cons iderara contrarias al
texto o al espírilu de la Carta Magna .

Al efecto, consideramos que, en cI proceso legislativo del que surgió el Decreto de
reformas constitucionales pub licado en el Diario Oficial de la Federación el veint idós de
agos to de mil novecientos noventa y seis, constaba de manera evidente la voluntad del
Poder Revisor de la Cons titución de establecer un sistema integral de medios de
impugnación, para garan tiza r los principios de const itucionalidad y legalidad de todas las
leyes, los actos y las resoluciones electorales, sin excepció n, es deci r, para que ninguno
quedara exento del control jorisdiccional de const itucional idad.

A juicio de la Sala, dicha voluntad de conformar un sistema integral yel modo de lograrlo,
quedó de manifiesto desde la exposición de motivos de la iniciativa de dec reto de reformas
y adiciones a la Constituc ión Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los
coordinadores de los grupos parlame ntarios ' de los Partidos Acción Naciona l,
Revoluc ionario Instituciona l, de la Revol ución Democrática y del Trabajo , a la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, que finalmente dio lugar al decreto de reformas
mencionado, donde, textuahn ente se ase ntó:
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"La p resente iniciativa propon e trascendentes ref ormas a la dimensión del sistema de justicia
electoral e introduce nuevos mecanismos j urídicos que le otorgan mayor eficacia y
corfiabii ídad. Las refo rmas pretenden que dicho sistema se consolide como uno de los
instrumentos con que cuenta nuestro país para el desarro llo democrático y para afirmar el
Estado de Derecho ",

"Por el/o, las ref ormas.., se dirigen a la consecución de un sistema integral de justicia en
materia electoral, de manera que por primera vez exista , en nuestro orden jurídico, los
mecanism os para que todas las leyes electorales se sujeten invariablem ente a lo dispuesto por
la Constísuc ián, p ara proteger los derechos polit icos electorales de los ciudadanos mexicanos,
establecer la revisión constitucional de los actos )' resoluciones defin iti vos electorales
locales.;. "

.. La incorporación (al Poder Judicial ele la Federación) permite hacer una distribución de
comp etencia constitucionales y legales entre la Suprema Corte de Ju sticia de la Nación y el
Tribunal Electoral, que se corresponde con nue.Uratradición y evolución pol ítico-electoral. ..

"Co nfo rme a la propu esta, la Corte conocerá sobre la no conformidad a la Cons titución de las
normas generales en materia electoral, al eliminarse de la f racc ión segunda del texto vigente
del articulo J05 constitucional. la prohibición existente ahora sobre ese ámbito legal. .,

.. Para cre.i1r e/ marco adecuado que dé plena certeza al desarro llo de los procesos electorales.
tomando en cuellta las condiciones esp ecíficas que impo ne su p ropia naturaleza, las
modifica ciones al articulo J05 de la Constitución, que contiene esta propuesta, contempla otros
tres aspectos fundamentales: que los partidos políticos. adicio nalmente a los sujetos señalados
en el proceso vigente, sean legitimados ante la Sup rema Corte solamente para impugnar leyes
electora les; que la única vía para plantear la no conf orm idad de las Leyes a la Constitución sea
la consignada en dicho articulo y que las leyes electorales no sean susceptibles de
modificaciones sus tanciales, una vez inidados los procesos electorales en que vayan a
aplicarse dentro de los 90 días previos a su inicio, de tal suerte que puedan ser impugnadas por
inconsíitucionalidad, resue ltas las impugnaciones f'<lr la Corte Y. en su caso. corregida la
anomalía por el órgano legislativo competente, antes de que inicien f ormalmen te los procesos
respectivos. ..

.. Consecuentemente con la dísmbuci ón de competencias que se propone. el Tribunal Electoral
del Poder Ju dicial de la Federaci ón tendrá a su cargo, además de su tradicional facultad para
resolver las impugnacio nes que se presenten en los procesos electoraíes f ederales. el análisis
de la coustituciana íidad de los actos )' resoluciones controvertidos. Asimism o. conocerá del
recurso para la def ensa de los derechos políticos de los ciudadanos mexicanos ele votar, ser
votado y asociarse para tomar parte en los asuntos politices del país, Con esto, se satisface
plenamente ",1 Viej o reclamo, sin involucrar otras ínstttucíones de protección de garantias, que
nacieron, evolucionaron y tienen características muy diferentes a las que se pr esentan en este
campo,

'" Se propone tamb ién que el Tribunal Electoral conozca de aquel/os actos o resoluciones de
autoridades electorales locales que vulneren los preceptos establecidos en la Constituci ón
Política de los Estados Unidos Mexicanos y , en congruencia , en esta misma iniciativa. se
establece fUI conjunto de principios y bases para los procesos electorales de nivel local. .,

.. Al respecto. la iniciativa plantea un mecanismo absolutamente resp etuoso de nuestro sistema
fe deral. al prever que esta nueva vía sólo procederá cuando haya vid/adan es directas a la
Constitución General y en casos determinados que por su trascendencia ameriten ser
planteados ante esta instancia j unsdiccionol. lO

.. La fó rmula que propon e esta iniciativa concilia los argum entos de carácter constitucion al
con los de orden práctico)' logra. respetando las características de especific idad del derecho
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electo ral que regu la los procesos respectivos y la adición del Poder Judicial de mantenerse
ajeno a esrcs conflictos. un sisumll de ju sticia. electoral completo que incluy e el control
constitucio naly propicia el abs oluto respeto al principio de legalidad. sin el riesgo de un viraje
brusco que pondría en peligro la viabilidad del prop io sistema que se está creando J' que. por
supuesto, deberá mejorarse y adaptarse de acuerdo con lo.que la experiencia derivada de su
aplicación indique, Al mismo tiempo, esta propuesta conlleva al fortalecimiento del Poder
Judicial de la Federación, al absolver en su órbita constuucional la fu nción jurisdiccional
electora l y fa cultades que otrora correspo ndían a otro poder ",

Asimismo, se poso énfasis en la interpretación del Senador Gabriel Jiménez Remus, quien, al
destacar los avances que se logran con la reforma, señaló;

"El a~'ance innegab le en el régimen de justicia incorporado al Tribunal Elec toral con sus
respectivas salas, con sus consecuentes instancias. al Poder Judicial Federal en f orma
art iculada, un nombram iento y ensu supervis ióny disciplina.

Las facultades del Tribunal Elec/oral en el área de aplicación de la le)' com o la del control de
la Cons titución equiparable el que ejercen los Juzgados del Distrito J' los Tribu nales
Colegiados , quedando la Suprema Corte. como 10 es )' debe ser. suprema y única controladora
de la constitucio nalidad.

El control de decisiones estatales en el ámbito electoral en una toda vía muy limitada
intervención del Tribunal Federal Electoral; la supresión del viejo tabú. de que la Corte no
podría conocer de nada que tuviera algún vestigio electoral, al establecer la reforma la
supresión de la excepción del tema electoral al conocer la Corte la acció n de
inconstitucíona íidad".

A criterio de la Sala Superior, las anteriores transcripciones ponían de manifiesto la
voluntad evidente del órgano revisor de la Constitución de establecer con las reformas en
comento un sistema integral de justicia electoral, pues asi se manifestaba en la iniciativa de
reformas, y se corroboraba con la intervención indicada, durante la discusión en el Senado
con el objeto claro de todas las leyes, actos y resoluciones electorales se sujetaran
invariablemente a lo dispuesto en la Carta Magna, para lo cual se propuso una distribución
competencial del contenido total de ese sistema integral de control de constitucionalidad,
entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribuna l Electora l, para que la primera
conociera, a través de la acción de inconstitucionalidad, únicamente sobre la no
conformidad a la Constitución de las normas generales en materia electoral, esto es, para
que vigilara que todas las leyes electorales se sujetaran invariablemente a lo dispuesto en la
Carta Magna, y por otro lado, para que el Tribunal Electoral IIcvara a cabo el análisis de la
constitucionalidad de los actos y resoluciones electorales, tanto federales como locales.

De conformidad con lo anterior, se mencionó en la sentencia de mérito que el sistema
integral dc la jurisdicción electoral para el control de la constitucionalidad de los actos
correspondientes a esa materia, sc recogió en los artículos 41 fracción IV, 99, 105 fracción
11 y 116 fracción IV, de la Ley Fundamental, con el siguiente esquema :

a) Para la impugnació n de las leyes, como objcto úníco y directo de las pretensiones
del actor, por considerar inconstitucionales los ordenamientos, se concedió la acción
de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previstas en
el artículo 105, fracción 11 de la Ley Suprema, que se tramita en la via y términos de
.I~ ley reglamentaria de ese precepto constitucional, a instancia del limi tad o número
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de personas qu e pueden ha cerlo, dentro de un plazo breve a partir del dia
siguiente al de su pub licación (30 días según se verá más adela nte); con la
consecuencia de que cuando no se ejerza esa acción, su ejercicio sea extemporáneo
o no se satisfagan todas las formalidad es exigidas por la legislación aplicable, se
extingue la posibilidad de que el Máximo Trib unal de l país ejerza su función de
control de la cons tituc ionalidad de los cuerpos normativos, y por tanto éstos quedan
vigentes y apl icables para todos los casos comprendidos dent ro de estos supuestos.

b) Respecto a los actos y resoluciones en materia electoral, la jurisdicción para el
control de su constitucionalidad se confiri ó expresamente al Tribunal Electoral del
Poder Jud icial de la Federación, cuando tales actos o resoluciones se combaten a
través de los medios de impugnación de su cono cimi ento, como se advierte de la
lectura de los articulos 41 fracción IV, C)'J y 116 fracc ión IV de la Ley Fundamental.

Acto seguido, y conforme a lo expues to, para la Sala Superior la inco nstitucionalidad de los
actos y resoluciones en materia electoral se podía suscitar, fundamental mente por dos
motivos:

t. Por no encontrarse apegados a preceptos const itucionales que contenían disposiciones
que las autoridades electorales deban respetar y aplicar directa e inmediatamente, sin
necesidad de reglamentación o regulación mediante la expedición de leyes, reglame ntos o
normas genera les de cualquiera especie para ese objeto; y 2. Cuando los actos o
reso luciones estuvieran sustentados en leyes o normas generales de cualquier indo le que
fueran contrarias a los contenidos y principios es tablecidos por la Constitución Politica de
los Estados Unidos Mexicanos.

Consecuenteme nte, para la Sala Superior del T r ibunal Elector al, la única forma en
qu e éste podía cumplir a pleni tud con la voluntad del Poder Revisor de la
Constitución, en el sentido de qu e el con trol jurisdicciou al dc la con stitucionalidad de
los actos y resoluciones electorales se ejerciera en su int egridad , sin que qu edara al
margen nin guna conculcación posible a la Ca rta Magn a, consistía en exa minar los do s
aspectos que podían originar la inconstitu cionalidad , es d ecir, la posible
contravenci ón de disp osicion es constitucionales qu e las autoridades electorales
aplicaran o debieran aplicar direct am ente, y el examen de las violaciones derivadas de
las leyes aplicadas a los actos y resoluciones se encontraran en oposición con las
formas fundamental es.

Por cuanto hace a que en el artículo I05, fracc ión II de la Ley Suprema que se establece
qu e "la única vía para plantear la no conformidad de la leyes electorales a la Constitución es la

prevista en este art ículo ", se especificó que si bien prima f ácie , podía conducir a la apariencia
de que impide o prohibe el anális is de la oposición de las leyes secundarias a la
Constitución, en cualquier otro proceso o procedimiento que no sea la acción de
ineonst itueionalidad prevista en ese precepto , tal apariencia se desvanecía si se tomaba en
consideració n la teleología ya evidenciada de la últim a reforma constitucional en la materia
en cuanto al establecimiento de uu sistema integral de la j urisdicción electoral, al que no
debe escapar ningún acto contraventor del máximo ordenamiento, ya que , de lo contrario,
esta ela ra voluntad legislativa se vería frustrada considerablemente con la interpretación en
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el sentido indicado, porque el sistema integral querido se convertiria en un sistema parcial,
en razón de que todos los actos y resoluciones que se atacaran por los medios de
impugnación atenientes ante este tribunal electoral, que se encontraran fundados en
disposiciones secundarias inconstitucionales, quedarian al margen del control de su
constitu cionalidad, y como en la generalidad de los actos y resoluciones, se invoca como
fundamento algun a ley o norma de carácter general, reduciéndose al mínimo los casos en
que se fundan directamente en normas constitucionales, la consecuencia de la interpretación
cont raria sería hacer pr ácticamente nugatorio el control constitucionalidad de tales actos y
resoluciones, no obstante la facultad expresa y directa otorgada al Tribunal Electoral.

Por ello, en el fallo de mérito se resalta que el propio contenido del artículo 105, fracción 11,
constitucional, cn relación con los fines perseguidos con los sistemas del control de la
constitucionalidad de referencia , conducian validanlente a que el alcance de la limitación en
comento era y debía ser otro que se encontrara en concordancia con las demás
disposiciones del ordenamiento supremo y con los fines perseguidos por éstos, y que
permitiera la plena satisfacción de los fines persegu idos con la institución, y tal
interpretación estribab a en que el imperativo de que la única vía para plantear la no
conformid ad de las leyes electorales a la Consti tución, sólo significaha que los
ordenamientos legislativos no pueden ser objeto directo de una aeción de anulación en una
sentencia, sino exclusivamente en la vía especifica de la facultad de desapl icar a los actos y
resoluciones combatidos, cn los medios de impugnación de su conocimiento, las leyes que
se encontraran en oposición con las disposiciones constituc ionales, en los términos y con
los lineamientos conducentes para superar un conflicto de normas.

La afirmación que antecede, en consideración de quienes lo suscribieron, era robustecida
por lo previsto en el párrafo quinto del artículo 99 de la Constitución Polít ica de los Estados
Unidos Mexicanos, conforme al cual, cuando una Sala del Trib unal Electoral sustentara una
tesis sobre la Const ituc ión, y dicha tesis pudiera ser contradictoria con una sostenida por las
Salas o el Pleno de la Suprema Corte, las personas ahí indicadas podrian denunciar la
contradicción, para que el Pleno decidiera en definitiva cuál tesis debía prevalecer, porque
dada la distribución de competencias de sistema integro de justicia electoral, en cuanto al
control de constitucionalidad, entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribun al
Electoral sustentara una tesis sobre la inconstitucionalidad dc un acto o resolución y que la
Suprema Corte sostuviera un criterio contrario en algún asunto de su jurisdi cción y
competencia, únicamente se podría presentar en el caso de que, habiéndose promovido una
aceión dc inconstitucio nalidad en contra de una ley electoral, el Pleno la desestimara, y
declarara la validez de la norma, y que, por otro lado, con motivo de la aplicación de esa
norma para fundar un acto o resolución, se promoviera un medio de impugnación en el que
se invocara la oposición de la misma norma a la Carta Magna, y el Tribunal Electoral
considerara que si se actualizaba dicha oposición, ante lo cua l cabría hacer la denuncia de
contradicción de tesis, toda vez que la tesis emitida por la Suprema Corte declarando la
validez de la norma, no tendrá obligatoriedad para el mencionado órgano jurisdiccional
electoral.190

190) Sin embargo. la primera contradicción de tesis que. al amparo de estas nuevas dispos iciones se present é, (la numero 212000 . matma
del presente capitule ] no confi guró, propiamente , la hipótesis que la Sala Superior, en la sentencia que se desarrolla, consideró como el
"ú nico" supuesto posible
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Finalmente, la sentencia agregó que la ley reglamentaria de las fracciones I y TI del artículo
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encontraba en la
misma línea, en atención a que, en el artículo 43, en relación con el 73 de ese ordenamiento
se establecía que las razones contenidas en los considerandos que fundaran los resolutivos
de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, en las controversias
constitucionales yen las acciones de inconstitucionalidad, serían obligatorías prácticamente
para todos los órganos ju risdiccionales, federales y locales, del país, y que en dicha relación
no se incluía al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; lo cual revelaba la
conciencia del legislador ordinario de que en ese punto, dicho tribunal podía formular sus
propios criterios, y que, en su caso, surgiría la contradicción, cuya solución le compete al
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De lo expuesto por la Sala Superior se desprende, que descontado el recurso administrativo,
el control constitucional se encuentra presente en todos y cada uno de los medios federales
de impugnación en matería electoral, en tal virtud, si del estudio de un medio de
impugnación, la autoridad jurisdiceional electoral federal competente se percata que un acto
o resolución electora l ha tenido como sustento un precepto que contraviene alguna
disposición o principio de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos , dicha
autoridad, al momento de resolver la impugnación, puede dejar sin efectos tal disposición,
pero sin hacer una declaración general de inconstitucionalidad.

Los razonamientos que sostiene esta conclusión fueron recogidos en la tesis de
jurisprudencia número J.05/99, emitida por la Sala Superior, y declarada obligatoria en
sesión del 2 de septiembre de 1998, (quedó sin efecto a partir de la tesis de jurisprudencia
2/2002) cuyo rubro es: "TRlBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA
FEDERACIÓN. TIENE FACULTADES PARA DETERMINAR LA INAPLICABILIDAD
DE LEYES SECUNDARL<\S CUANDO ÉSTAS SE OPONGAN A DISPOSICIONES
CONSTITUCIONALES"

Como un ejemplo de la facultad que tenía el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, como órgano de control constitucional para determinar la inaplicabilidad de
leyes secundarías cuando éstas se oponían a las disposiciones const itucionales, podemos
mencionar el caso del expediente SUP-JRC-04/99, en el que los partidos de la Revolución
Democrática, del Trabajo y Revolueionario Institucional, interpusieron juicio de revisión
constitucional en contra de la resolución de descchamiento de trece de marzo de 1999,
emitida por el Tribunal Electoral del Estado de Guerrero en cI recurso de recons ideración
TEE/SCIJIN/001/99, en el cual los promoventes hicieron valer como agravio el hecho de
que el citado tribunal al resolver el juicio de inconformidad TEEl SC/JIN/001/99 no entrara

En efecto. tal contradicción se ongm ó cuand o la Sala Soperior del Tri bunal Electora l del Poder Judicial de la Federación (órgano(jue
denuncióla contradicción en el propio fallo), al resolver el SlJP·JRC·209/99. en sesión pública del 1 de noviembre de 1999. sostuvo la
cons titucionalidad de b fórm ula de asignación de drputados porel principio de representación proporcional del Estado de Guerrero. pese
a que la misma 00 guardaba, CIl su letra, las bases consutucionales que. en concepto del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación al resolver la acción de inccnsuucionahdad bJ98 [relativa, en tre erras ccesti cne s. a la asignecién de diputados pordicho principio
en la legislación de Quintana Roo), debían respetar ladaslas legislaciones elector ales estatales. Al efecto, la Sala Superior estimó quede
la Constitución Federal no era posible establecer o desp render lineamientos o clases algunas,sino 1.3 [1 sólo la obligaciónde incorporar la
representación proporcional en la elecciones de diputados.
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al estudio de las violaciones y causales de nulidad en aquellas casillas en las que no se
presentaron escritos de protesta, fundamentando su resolución en lo dispuesto por el
artículo 55 de la Ley del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral del
Estado de Guerrero, el cual dispone que los escritos de protesta son un requisito de
proeedibilidad.

La Sala Superior determinó que se violaban los principios de legalidad, objeti vidad, certeza
y seguridad juridica, asi como el derecho constitucional consagrado en el artículo 17 de
nuestra Carta Magna, de acceso a la justicia, cuando la autoridad responsable se abstuvo de
estudiar las violaciones y causales de nulidad de la votación recibida en casilla. porque el
propio actor en la inconformidad no satisfizo dicho requisito.

Al efecto, se estim ó que si el articulo 17 Constitucional establece, en lo que importa, que
..... Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para
impa rtirla en los plazos y términos que fij en íos leyes. emitiendo sus resoluciones de manera pronta .
completa e ímparcial:", el escrito de protesta, se interponía entre la actividad de los
gobernados y los órganos jurisdiccionales. porque si tal requisito no era presentado en su
oportunidad, el juicio de inconformidad sería improcedente, máxime cuando el referido
escrito de protesta sólo podía presentarse ante la respectiva mesa directiva de casilla, lo
cual implicaría dejar en estado de indefensión al partido político que, por alguna
circunstancia, no había contado con su correspondiente representante ante la misma; por
tanto, se concluyó que el escrito de protesta como requisito de procedíbilidad del juicio de
inconformidad era contrario al citado artículo 17 constitucional, por lo que la Sala Superior,
con base en la facultad que ya hemos explicado, de órgano de control de la
constitucionalidad, procedió a hacer el estudio de las casillas para reparar la violación
constitucional alegada en el recurso de rcconsideración local.

Respecto al criterio sostenido en el ju icio de revisión constitucional electoral anteriormente
descrito, de que el escrito protesta constituía un requisito de proccdibilidad
inconstitucional, cabe mencionar las palabras del Magistrado Leonel Castillo González
durante la sesión pública del 30 de marzo de 1999, que constan en la versión estenográfica
de esa misma fecha:

"...El esc rito de protesta origina/mente se exigió nada más en el momento del cierre ele la
cas illa, se sab e que muchos partidos políticos no tenían representantes en cada una de las miles
de cas illas que se llegan a instalar en una elecció nfederal en el país, de modo que ya desde ese
momento, tes quedaba cerrada y soldada la puerta de la just icia a los partidos políticos que no
es tuvieran en condiciones de tener representantes en cada casilla del país.

"Advirtiéndose claramente esa insana consec uencia, algunas leyes han venido amplialldo la
posibilidad de presenta r el escrito de prot esta, a fin de que dentro de las 24 horas. creo que es
el término que se podría hablar COntO prom edio, se pu eda presentar ante los órganos
electorales, pero aú" así. el S% hecho de tener la necesidad de en un breve pla zo revisar e/
material , que ni siquiera es completo. revisar las copias de las actas de escrutinio y cómp uto
de las casillas por cada partido. requiere de un equipo preferentemente de abogados. y de
abogados conocedores de /0 materia, pa ra que en 24 horas. en esa gen erosidad de la Le)', se
percaten claram ente de las distintas violaciones o irregularidades que se pudieron haber
cometido eu cada una de las mi/es de casillas del pais y . de hecho. hagan un inicio y un
recurso. en 2 hora s.
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"Ya el propio 17 constitucional habla de la just icia y del tiempo, yo no entendería que se me
estaba dando apertura a la j usticia , si me dijeran que en 25 minutos después de conocer un acto
determinado . estaba yo en condiciones de presentar un medio de impugnación, yo creería
siempre que ahí lo que se estaba haciendo era una simulación de cumplimiento del 17
constitucional.

"Como tampoco creería que en un asunto complejo se me diera un pinzo de prueba de dos
horas. cuando se requiriera pericia/es, dificües , o recabar otro tipo de pruebas que pudieran
estar en distintos lugares. y con eso se me dijera que se me es taba respetando la garantía de
audiencia . También creería que ahí habría una simulación de garantía de audiencia ",

Es preciso menci onar, que se estima que el asunto de Guerrero fue pionero en cuanto al
estudio de la constitucionalidad del escrito de protesta, lo cual se explica por el simple
hecho de que en los juicios de revisión constitucional electoral no es admisible suplir la
deficiencia de los agravios, por prohibirlo expresamente el artículo 23, párrafo 2 de la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Material Electoral, y nunca antes los
actores en esta elase de juicios habían formu lado un planteamiento sobre el particular.

Por lo anterior se puede decir que con base en este criterio, tratándose del juicio de revisión
constitucional electoral, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación podía
dejar de aplicar una ley secundaria que a: su juicio fuera inconstitucional cuando existíera
agravio a ese respecto, planteado por el promovente . De igual forma sucede con el recurso
de rcconsideración, y no así, en los demás medios federales de impugnación en materi a
electoral, en los cuales el Tribunal Eleetoral sí tiene facul tades para suplir las deficiencias u
omi siones en los agravios, siempre y cuando los mismos se puedan desprender de los
hechos.

Desde la persp ectiva que ofrece el criteri o en com ento, es precisamente esta posibilidad que
tenía el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de poder inaplicar una ley
que a su juicio fuere incons titucional , lo que convertiria a todos los medios federa les de
impugnación en materi a electoral de su conocimiento, independientemente de la natura leza
que la doctrina les haya dado, en verdaderos medios de control de la constitucionalidad de
actos y resolucione s en materia electoral, cumpliéndose así con el deseo del Poder Revisor
de la Constit ución de establ ecer un sistema integral de conlrol de la inconstitucionalidad de
leyes, actos y resoluciones en materia electoral.

Por lo que hace al recurso de apelación, al JUlCIO de inconformidad y al recurso de
recon siderac ión, podría decirse que realmente constituyen med ios de control de la
constitucionalidad de actos y resoluciones electorales, pues en ello s estaría latente la
posibilidad de que en su estudio se pudiera desprender el análi sis de una ley
inconstitucional, como anteriormente se ha explicado.

• Las autoridades electorales locales se encuentran impedidas para pronunciarse
sobre la inconstitucionalidad de leyes

Hemos podido constatar que la jurisdicción electoral federal reconoció la potestad para
efectuar una labor de revisión de la inconstitucionalidad de las normas generales aplicadas
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a algún acto o resolución, con el mero efecto de, en caso de que el juzgador estime que
resulta contrarias a la Ley Fundamental, ordenar la revocac ión o modificación del acto o
resolución de que se trate, sin quc medie un pronunciamiento sobre la inconstitucionalidad
de que se trate en los resolutivos del fallo. Esto es, de colegiados de circuito, en donde no
existe un pronunciamiento del órgano resolutor, sino, simplemente, una inaplicaci ón de la
norma que se estime violatoria de la Carta Magna.

Ahora bien, ¿habria de reconocer esa facultad a los tribunales electorales locales o
continuar línea que tradicionalmente han seguido los tribunales federales , pese a una
constante crítica por parte de un buen sector de la doctrina mexicana? La cuest ión, fue
resuelta por la Sala Superior en el segundo de los sentidos indicados.

En efecto, el 12 de enero del afio 2000, el Consejo General del Instituto Electoral de
Querétaro acordó negar el financiamiento público solicitado por Converge ncia por la
Democracia, Partido Político Nacional, determinación en contra la cual dicho instituto
interpuso ante la autoridad emisora el recurso administrativo de reconsideración que
plantea la legislación local. Como cra de esperarse, el Consejo General confirmó su propio
acuerdo, razón por la cual el partido afectado acudió ante la Sala Electo ral del Tribunal
Superior de Jus ticia del Estado de Querétaro, a través dcl recurso de ape lación, el cual fue
resuelto el 14 de marzo siguiente.

Pues bien, la sala electora l local determinó revocar la resolución recurrida, aunque para
llegar a semejante conclus ión, en lo que interesa, est imó -de ofic io, puesto que no habia un
agravio cn lal sentido - que las reformas efectuadas a ley electoral del Estado y publicadas
en el periódico oficia l el 10 de diciembre de I lJ99 (que contenía, entre otras cuestiones,
nuevas reglas para el financiamiento público estatal de los políticos), no cumplían con el
requisito de temporalidad previsto en el tercer párrafo, inciso 1) de la fracción II; del
artículo 105 de las Const itución Política de los Estados Unidos Mexicanos, motivo por el
cual no podían ser aplicadas para los comicios que se estaban desarrollando.

Los partidos políticos Acción Nacional y Verde Ecologista de México impugnaron esta
resolución a través de sendos juicios de revisión constitucional electoral correspondi éndoles
los números de expediente SUP-JRC-ü4ü/2000 y SUP-JRC-04 1/2000 , los cuales, tras
acumularse por exist ir conexidad en la causa, fueron resueltos el l O de mayo del afio dos
mil.

La Sala Superior si bien resolvió en igual sentido que el órgano judicial estatal (otorgar
financiamiento público a Convergencia por la Democracia), decidió revocar el fallo
combatido por cons iderar que su determinaci ón de inaplicar las reformas legales sufridas
por la nonn atividad electordi local resultaha atentatoria de los princípios de
constítucionalidad y de la legalidad, al no encontrarse facultada la Sala Electoral del
Tribunal Superior del Estado para inaplicar el artículo 40 (reformado) de la ley electoral.

Para sostener lo anterior, la Sala Superior tuvo presente que la jurisprudencia en vigor de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativa a que cn cl artículo 133 de la Constitución
no se autoriza el control difuso de la constitucionalidad de normas generales y toda vez que
el control judicial de la Constitución es competencia exclusíva del Poder Judic ial de la
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Federación, por lo que debía, en su concepto, concluirse que los tribunales locales y los
órganos j urisdiccionales federales ajenos a dicho poder carecían de dicha función
constitucional. De igual forma, se argumentó que la jurisprudencia de mérito le resultaba
obligatoria a la sala responsable, cn términos de lo dispuesto cn los artículos 94, octavo
párrafo de la Ley Fundamental y 192 de la Ley de Amparo.

Por su importancia, estimarnos conducente transcribir algunos de los pasajes de la
ejecutoria que se reseña:

"Al efecto. si bien es cierto que. en principio, la redacción del artículo 133 constitucional
sugiere la posibilidad de que los jueces puedan juzgar no sólo la constitucionalidad de sus
actos sino también la de las constituciones, leyes y aaos de las autoridades en cuya jurisdicción
ejerzan, ello sólo es en apariencia, ya que dicho precepto debe ser interpre tado a la luz del
régimen previsto en la propia Cons titución; esto es, que el contro l de la constitucionalidad en
nues tro país se ejerce por las vías de acción contenidas )' reguladas en los artículos 41,
fracción IV; 99; J03: JOS; y J07 de Ja Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
es decir, a través de los medios de def ensa de la Constitucián cuyo conocimiento es
competencia del Poder Judicial de la Federación (juicio de amparo, controversias
constit ucionales. acciones de ínconstitucíona íidad y medios de impugnación en materia
electoral), por lo que debe orribarse a la conclusión de que el artículo 133 cons titucional no es
fuen te de f acultades de control constitucional para los j ueces del orden común."

"En ese sentido, cobra relevancia lo argumentado por los hoy actores . relativo a que en apeg o
de la jurisprudencia transcrita con anterioridad. la Sala Electoral del Tribunal Superior de
Justicia del Estado de Quer étaro, carece de f acultades para declarar la inaplicación de
cualquie r dispos ición normativa local y, por tanto, para establecer una vaca tío Ieg ís para su
entrada en vigor, distinta a la determinada por el legislador local. bajo el argumento de ejercer
un control difuso de la constituc ionalidad, porque dicha función constitucional, en nuestro país,
la ejercen. de forma exclusiva, los órganos del Poder Judicial de la Federación, es decir, se
trata de un control constitucional del tipo concentrado . Dicha fun ción en materia electoral está
reservada, por lo que se refi ere a la declaració n genera l de inconstitucíonalídad de una norma
electoral, a la Suprem a C-Orte de Justicia de la Nación, vía la acción de inconstuuc íonalidad. y
por lo que hace a los actos concretos de aplicación de las leyes electorales vio los medios de
impugna ción competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para
decretar la inaplicación. con efectos particulares la caso a resolver. de una disposición que
contravenga la Constitución Federal,

"Ahora bien. cab e precisar que las consideraciones anteriores, en materia alguna significan un
cambio ni mucho menos una interrupción en el criterio que reiteradam ente ha venido
sosteniendo esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
sobre las facultades que tiene como órgano de control jurisdiccional de la constitucionalidad...

ULo anterior es así, ~n virtud de que este órgano jurisdiccional con sidera qu e no ejerce un
control difu so de la inconstitucionalídad derivado del articulo J33 constitucional; máxime
que 110 se trata de mI tribunal local o del fuero común que es el supuesto al que se refiere la
invo cada jurisprudencia de la Suprema Corte de Ju sticia de la Naci á«, sino que, además,
forma parte del Poder Judicial de la Federación y, elt este sentido, integra el sistema de
control concentrado establecido en los anículos 41, párrafo segundo.fracciólI IV. J' 99 de la
Constitu ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, como complemento de lo previsto en
los articulos 103, 105Y 107 de la propia ConstituciónfeJeraL

"En ef ecto, de acuerdo con el amplio sec tor de la doctrina procesal constitucional (por
ejemplo. Calamandrei, Ptero. La üegí timit áconstituzionale delle íegg í. Padovu, Cedam, 1950.
p .5, en Id, Der echo procesa l civil. tomo 111. Buenos Aires. Ediciones Jurídicas Europa -América,
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1986. pp . 32-33; Cappelleti, Mauro. UNAM, 1987, pp. 60-6/ ; Gurcla de Enterria, Eduardo. La
constitución como norm a y el Tribuaí Constitucio nal. Madrid. Editan'al Cívítas 3'"Ed. J99 /, pp.
56-57; Fix-Zamudio, Héctor, Ensayos sobre el derecho de amparo, México. ed. Porrúa- UNAM,
2" Ed., 1999. pp . 206-208 Y 210), el l/amado control difuso de la constitucionalidad de leyes y
actos deriva de una clas ificación que atiende al órgano u órganos encargados de realizar la
función de contro l, distinguiéndose al respecto entre los sis temas que ej ercen un contro l difuso
y un contro l concentrado:

al E/ l/sistema difuso " o norteamericano de revisión j udicial de la const ituciona lidad de leyes
o actos (Judicial Review), en el que la fa cuítad de control corresponde a todos los órganos
judiciales de un ordenamiento jurldico dad o, esto es, a todos los [ueces
Independient emente de su jurpsdicción y jerarquía, y

b)EI i4sistema concentra do" o austr íace-Ketseníano, en el cual la facultad de control se
deposita en un órg ano constitucional judicial o aut ónomo específico.

"Resu lta pertinente señalar que si bien es f recuente identifi car el l/amado sistema "difuso " no
só lo co n aqu el en el que se confieren a todos los órga nos del poder j udicial dicha fa cultad de
control sino co n el que prevé como efectos el de inaplicar en el cas o concreto la ley
con siderada co ntraria a la Cons titución (10 cua l propiamente no atiende a la clasificación
relativa al órgano sino a la extensión de los efec tos, dist ingu iéndolo en que este sentido del
sistema don de se hace UIUl declara ción acerca de la inconstitucionalidad de una ley con efec tos
ge nera les o ergo omnes) . cabe advertir que tale... características no so n cons usta ncia les, razón
po r la cual puede haber sistemas de control co ncentrado que. en luga r de hacer declaraciones
de inconstitucionalidad COIl efectos particulares Y. en su caso, inaplicando sólo la nonna legal
presun tamente inconstitucional,

"En ese sentido, por ejemplo. un sis tema co nsiderado como co ncen trado. co mo ocu rre Ca l! el
mex icano (en tanto que la facu ltad de co ntrol sólo se encomienda a los órganos del Poder
Judicial de In Federaci ón• si bien hay quien podría considerar qu e el sistema mexicano de
control, por lo que se refi ere al que ejercen los tribunales de ampa ro. tiene un cará cter mixto o
interm edio entre el llamado no tienen efectos erga omnes (característica es ta última vinculada
genera lment e con los sistemas concentrados) , y a que aquéllas sólo se ocupan de individuos
particulares (limitándose a ampararlos y proteger/os en el caso especial sobre el que verse
quej a) sin que se haga Utul declaración general respecto a la ley que la motivare. en el
ent endido de que tal circunstancia no es rawn suficiente pora es tima r que tal es tribunales de
amp aro (de man era desta cada , los Tribun ales Colegi ados de Circuito respecto del amparo
directo) no forman parte de un específico sistema que el hecho de que las sentencias y
resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación tengan efectos
pan iculares y , en su caso, al conocer de la impugnación de un acto o resolución elec toral
determine en sus considerandos (mm nUnca en los reso lutivos) la inaplicabiJidad de alguna
norma legal que se opo nga a disposiciones cons titucionales, no sign ifica ello que dicho órga no
ejerce un co ntrol difuso d la constitucio nalidad, sino que al se r exp licitas y evidentes sus
facu ltades de control de la cons titucionalidad, en t érminos de los presc rito en los artic ulas 4 1,
fracción IV, y 99 de la Constitución f ederal, es de entenderse que está encla vado dent ro del
control concentrado conferido al Poder Ju dici al de la Federación.

"Al ef ecto, es imp ortante señalar que en México. despu és de las refo nnas con stitucionales de
mil novecientos noventa y seis , el co ntrol juri..d iccional de la constitucio nalidad de leyes )' actos
en materia elec toral quedó a cargo del Poder Judicia l d la Federación, es to es. la Suprema
Corte de Justicia de la Nación. en f orma exclusiva, mediante La decla ración de
inconstitucio nalidad de leyes y normas generales electorales. con efec tos ergo omnes (en los
caso s señalados en el articulo /05 . fracción 11. constitucional) y del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación. al conocer de un medio de impugnación en contra de cierto
acto o resolució n electoral. a través de las resoluciones y sentencias que, co n ef ectos
particulares. dic ta de conformidad con los esta tuid.0 en los art ículos 41, f racción IV, y 99 de la
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propia ley fundamental. estando facultado el efecto para inap/icar una ley qu se estime
contraria a la Constituciónfe deral"

En esta línea de pensamiento, no puede hablarse de que en nuestro pais existe un control
concentrado, como afirma la sentencia recaida a los expedientes SUP-JRC-040/2000 y
SUP-JRC-04lI2000, por el hecho de que es el Poder Judicial de la Federación a quien se le
encue ntra encomendada dich a atribución, porque tal poder no es un ente único, sino que las
funciones que le han sido confi adas , especialmente la jurisdicció n, se encuentran
distribuidas en razón de competencia, de modo que no hay un ente abstracto al cual se le
denomine Poder Jud icial, sino que este poder es ejercido por la Suprema Corte de Justic ia
de la Nación, el Tribunal Electoral (a través de sus Salas Superior y Regionales), los
Tribunales Colegiados de Circuito, los Tribunales Unitarios de Circuito, los Juzgados de
Distrito y, por supuesto, el Conscjo dc Jud icatur a Fede ral. Asi, es fácil const atar que
hablamos dc una pluralidad dc organismos, por lo que, en sentido escrito, no es posible
habl ar de un control conc entrado sin estar expresando una contradicción de sentidos.

Pero, además, no debe perderse de vista, de confonnidad con los criterios jurisprudenciales
actualmente vigentes, que ni siquiera todos los organismos que integran el Poder Judicial se
encu entra investidos para pronunciarse sobre la constitu cionalidad de las normas generales,
sino que result a necesario que se est é en presencia de alguno de los medio s de control
constitucional que se encuentran previ stos en la Constitución, esto es, que se trate de una
acción de inconstitucionalidad, de una controversia constitucional, de un juicio dc amp aro
de un juicio de revisión constitucional electoral, etc. De modo que un Tribunal Unit ario de
Circuito o un Juzgado de Distrito en un procedimiento pcnal federal , por más que se
encuentren adscrito s al Poder Judi cial de la Federación, no pueden ni deben pronunciarse
sobre estas cuestiones.

De lo quc se hacc necesario concluir , que si bien es cierto que la Corte ha establecido que
existe un sistema de control concentrado encomendado al Poder Judicial de la Federaci ón,
particularm ente a este Máximo tribun al, lo cierto es, que en nuest ro pais predomina una
control mixto de control constitucion al, en donde es posible apreciar aspectos de los dos
grandes model os existentes, como se precisa en líneas posteriores dcl pre sente trabajo.

• La unidad de jurisdicción: sus mecanismos en la materia electoral

El articulo 99 de la Ley Fundam ental , al enun ciar los ámbitos de competencia del Tribunal
Electoral para reso lver determinados tipos de confli cto s, precisa que dich o órgano del
Estado lo hace "en forma definiti va c inacatable", es decir, sin la posibilidad de que sus
dctcnninacioncs puedan ser revisadas a través de un recurso o juicio ulterior. De ahi que,
precisamente, el prim er párrafo del precepto citado den omi ne a este tribunal como la
máxima autoridad ju risdiccional en la materia, con exce pció n de las acc iones de
inconstitucionalidad competencia del Pleno de la Suprema Corte de Jus ticia de la Nación.

Estas prescripciones se ven reiteradas cn diversas dispos iciones legislativas de cort e
secundario, como lo son los artículos 184, 186, 189 Y 195, fracc ión 1de la Ley Orgánica del
Poder Jud icial de la Federación, asi como los numerales 25 y 69, párrafo 2° dc la Ley
General dcl Sistema de Medios de Impugn ación en Materia Electoral.
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De tal forma, las sentencias emitidas por las salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federaci6n, ya sean las dictadas en los procesos uni-instanciales o aquellas recaídas a
los recursos de reconsideraci6n interpuestos en contra de los fallos resp ectivos de los
j uicios de inconfo rmidad relacionados con los resul tados de las elecciones de diputados o
senadores, revisten un carác ter de terminal del conflicto o disputas.

Esta circunstancia denota especial relevancia si se toma en cuenta que cl Tribunal Electoral
no conoce de toda la gama de posibles controversias relacionadas con la materia electora l,
sino que también la Supre ma Corte de Justicia de la Naci6n, a raíz de la reforma
constitucional de 1996, part icipa en este entra mado j urisdiccional, por medio del cual se
interpretan y aplican disposiciones electorales a casos particulares para resolve r litigios, en
contra de conductas asum idas por las autoridades competentes en el ej ercicio de su funci6n;
o bien, que las diferencias se originen cuando ciertos 6rganos del Estado, con funciones
par lamentarias o partidos políticos, consideren a normas generales de reciente expedición,
contrarias a preceptos princip ios o valores constitucionales.

Consecuentemente, existe la posibilidad de que varios órganos encargados de resolver esos
conflictos (Salas del Tribunal Electoral y Pleno de la Suprema Corte), interpreten de
manera distinta y quizás hasta antagónica las disposiciones electorales con signadas en la
C3I1a Magna. Más aún, como la función del Tribunal Electora l no se limita a resolver
exclusivamente preceptos relacionados directa e inmediatamente en cuestiones comiciales,
sino que en muchas ocas iones las violaciones se encuentran vinculadas dc manera primaria
o secundar ias, con otras normas, también de rango constitucional, que tienen como
carac terística, el ser rectores de todo el ordenamiento y marco de la actuación de toda la
autoridad (electora l o no), entonces la posibilid ad de incongruencia con criterios emitidos
ya no sólo por el Pleno de la Corte, sino también por las Salas de la misma se ve
potenciada.

Todo ordenamiento j uridico, con forme las tcorias usualmente ace ptadas, se const ituye
como un sistema único, coherente y completo, es decir , el ordenami ento es un todo, pues
únicamente el Estado es soberano y se rechaza la idea de otras fuente s de poder público
obligatorio, sus disposiciones no admiten contradicciones entre sí (de ahí la existencia de
ciertos criterios de interp retación para resolver las contradicciones aparentes) y ofrece
respuesta a todos los casos que se presenten, para lo cual normalmente se prevén "normas­
cierre" del sistema a fin de resolver aquellas cuestiones para las cua les no se hubiere
previsto de antemano una solución expresa, mediant e la aplicación de disti ntos criterios
(analogia, mayoría de razón , principios generales del derecho, etc.) .

Pues bien, las notas características de cualquier marco legal , en conjunción con el valor de
seguridad jurídica que debe inspirar todo ordenamiento democrático, no permíte que
existan interpretaci ones contradictorias sobre una misma cuestión, como las que pueden
presentarse entre las expresadas por las Salas de l Tribu nal Electoral y el Pleno o las salas dc
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

No resulta ocioso aclarar que esta situación no es una particularidad exclusiva de la forma
cn que está diseñado el control jur isdiccional electoral cn nuestro pais, sino que es propio
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del Poder Judicial en general, el cual no actúa hacia el exterior como un poder único, a
diferencia de lo que ocurre con los poderes Ejecutivo y Legislativo, sino que est á
desconcentrado en cientos o miles de órganos jud iciales los cuales son titulares cada uno de
ellos individualmente del Poder Judicial.\9\ El Poder Judicial es, por tanto, un poder
funcionalmente único y orgánicamente m últiple,

Lo que exige la existencia de procedimientos de unificación de los criterios emitidos por
dichos órganos independientes entre sí, que de lo contrario la aplicación diferenciada dc la
Constitución y de la ley a los individuos por los distintos órganos jurisdiccionales puede
prolongarse indefinidamente. Así, esta posibilidad no es eliminable a prior i. pero sí tiene
que ser corregible y corregida a posteriori, porque resulta incompatible con la igualdad
constitucional a qne aluden los articulos 1°, tercer párrafo y 4 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, tal y como lo señala Álvarez Conde.\92

Las funciones revisionistas de los tribunales superiores estatales y federales, asi corno la
implantación de sistemas de creación de jurisprudencia obligatoria, cumplen una función
importantísima de velar por la adecuada uniformidad en la interpretación legal, en aras del
principio de igualdad de los derechos fundamentales y libertades públicas, así como
también, no menos importante, son el propósito dc hacer efectiva la seguridad jurídica, al
establecerse criterios más o menos estables y concordantes, sobre al cual los particulares
planifican y desarrollan las diversas actividades que estiman conducentes para la
consecuc i ón de los fines que libremente se han propuesto.

Como ya se .ha reiterado, al tratarse el Pleno y Salas de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación y las salas del Tribunal Electoral de órganos terminales, no siendo en consecuencia
sus resoluciones susceptibles de revisión alguna para modificar su sentido, la solución a
esta problemática fue plasmada en el articulo 99 constitucional, párrafo quinto, de la
siguiente forma:

.....Cuando una Sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la incons tuucionalidad de
algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución. y dicha
tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia, cualquiera de los ministros. las salas o las partes. podrán denunciar la
contradicci ón en los términos que señale la ley, para que el Pleno de la Suprema Corte de la
Nación decida en definitiva cual tesis debe prevalecer. Las resoluciones que se dicten en este
supuesta no afec tarán los asuntos ya resueltos ".

Como se puede advertir, en caso de presentarse criterios contradictorios (constituyan o no
ju risprudencia) sobre la interpretación de un precepto constitucional (que es la premisa para
sustentar la inconstitucionalidad de un acto o resolución, por lo que en realidad no puede
considerarse como un supuesto independiente) entre una de las salas del Tribunal Electoral
y las salas de la Suprema Corte de Justicia (que como no cuentan con competencia para
conocer de cuestiones electorales, debe entonces concluirse que la posibilidad está abierta a

19 1 De Otto , Ignacio. ESludios,Op ,ál .,pp..5y ss .
In Álvarez Conde, Enrique . ~L!..~Q..Jj~.J)erecho c;Y..."1itituciona l. 3- cd., Tccnos. Madrid, 1999. volume n 1 (El Estado Constituciona l, El
sistema de fuentes. Los derec hos y Libertades. pp. 321 Y ss. En el mismo sentido, cfr. Balaguer Callejón, Francisco (Coordin ador).
Derecho Constitucional. Tecnos. Madrid. 2001 (reimpresión a la 1" ed.) , volumen Il (Derecho y libertades fundamentales. Debe res
constitcciunales y princ ipios rectores. Instituciones y órganos constitucionales), pp. 75 Ys ,
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todo articulado constitucional y no sólo a las referencias específicamente a cuestiones
electorales, o el Pleno de la misma, a este corresponde decidir en definitiva, lo cual resulta
acorde con el carác ter de máximo tribunal e intérprete de la Constitución que desde hace
ciento cincuenta años lo ha caracterizado.

La reglamentación legal de este tema sc encuentra eondcnsada en dos artículos de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación (236 y 237), mismos que se limitan a
reproducir el texto constitucional, con la única añadidura de fijar un plazo dc diez dias a la
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resuelva lo conducente sobre la
contradicción.

Desde luego, como acontece con las reglas generales con que operan las contradicciones de
criterios entre los distintos tribunales de la fcderaeión, la determinación que emita la
Suprema Corte de Justicia de la Nación puede consistir, en reiterar su propio criterio,
acoger el de su sala o el de la sala del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, adoptar uno nuevo, o bien, declarar que no existe contradicción alguna.

Como las contradicciones de criterios pueden acontecer no solamente entre las Salas o el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y las Salas del Tribunal Electoral, sino
también entre las salas de aquél (a lo que podria llamarse contrad icciones internas del
tribunal), el ordenamiento legal citado prevé que la Sala Superior es la competente para
resolver sobre las denuncias de contradicción presentadas por un magistrado electoral o las
partes, en cuyo caso, el criterio que planteara un magistrado electoral o las partes, en cuyo
caso, la solución que adopte (si es que se estima que hay contradicción, porque caben las
mismas soluciones anotadas en el párrafo inmediato anterior), tendrá carácter obligatorio
(artículo 232).

En ningún caso, lo resuelto en las contradicciones puede modificar lo sostenido en los
asuntos que dieron lugar la emisión de los criterios.

4.2. La Contradicc ión de Tesis 2/2000 PI,.

4.2.1 El molivo de la denuncia de contr adicción de tesis

Mediante acuerdo del 23 de mayo de 2002, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, tras más de dos años y medio de que fue formulada la correspondiente denuncia
(recuérdese que, en términos de la parte final del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, el t érmino máximo.o límite para resolver es de diez días), dictó
resolución en el expediente 2/2000, formado con motivo de la denuncia de contradicción de
tesis contenida cn la resolución dc 13 de noviembre de 1999, dictada por la Sala Superior
del Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación en el juicio de revisión
constitucional electoral número SUP-JRC-209/99.

En el juicio de mérito, la Sala Superior efectuó una interpretación del artículo 54 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que difirió de la realizada por el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de
inconstitucionalidad 6/98, el 23 de septiembre de 1998, por cuanto aquélla estimó, en
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contraposición a lo conclu ido por el Máximo Tribun al del país, que ni del precepto
invocado ni de ningún otro, en especial del diverso numeral 116, podían desprenderse
conten idos mínimos o "bases" (como las denominó la Corte) que debieran de seguir las
constituciones locales para el diseño de los sistemas de mayoría relativa y de representación
propo rcional en la integración de las legislaturas estatales, siempre y cuando con el
resultado final de dicho diseño se respetaran la esencia, funciones y propósitos que se
persiguen con tal composición proporcion al de las fuerzas politicas en los órganos polit icos
representativos de las entidades federativas.

Como resu ltado de lo anterior, al existir un evidente conflicto entre los criterios sostenidos
por los órganos judiciales involucrados, en el seg undo de los resoluti vos del SUP-JRC­
209/99 se ordenó formular la respectiva contradicción de criterios, la cual fue comunicada
medianle oficio por el Presidente del Tribun al Electoral el 15 de noviembre de 1999,
quedando regis trada y formado el expediente atinente el 19 siguiente, así como turnado
dicho expediente a la Ministra Oiga Sánchez Cordero de Garcia Villegas cuatro dias
después, para que procediera a formular el proyecto de resolución correspondient e, el cual
fue discutido y votado el 23 de mayo de 2002 por unanimidad de nueve min istros, ante la
ausencia de Mariano Azuela Güitrón (previo aviso) y José Vicente Aguin aco Alemán
(quien se encontraba, cumpliendo una comisión oficial). No obstante la unan imidad
respecto de l sentido del fallo, el Mini stro José de Jesús Gudiño Pelayo se "reservó" su
criterio respecto de ciertas consideraciones de la ejecutoria, emitiendo al efecto un voto
"co ncurrente". La sentencia en cuestión fue comunicada oficialmente a la Sala Superior
hasta el 12 de j unio del año que lranscurre, mediante ofici o número 00422 , signado por el
Secretario General de Acuerdos.

Cabe indicar que el Alto Tribunal concluyó que la denuncia de contradicció n resultaba
improcedente, es decir, que no existia siquiera la posibilidad jurídica de plantear la
denuncia de contradicción en el asunto de cuest íón, razón por la eual , no fueron en realidad
obje to de análisis los criterios involucrados en el planteamiento de la denuncia.

4.2.2 Fundamentos y Motivos del Plcno de la Suprema Cor te de Justicia de la Nación

Para arribar a esta conclusión, previa trascripción del contenido de los artículos 94, 99 y
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Corte estima que de
estos preceptos se co lige:

a) Que el Poder Judicial de la Federación se integra por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, el Tribunal Electoral, tribunales colegiados y unitarios
de circuito y juzgados de distrito. cuya competencia se encuentra establecida
por la propia Ley Fundam ental yen la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación.

b) Que la obligatoriedad de la juri sprudencia que establezcan los tribun ales de
la Federac ión se fija en la ley.

c) Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer
de las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la
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posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución
Federa l, siendo ésta la única vía para plantear la no conformidad de las leyes
electorales a la Constitución.

d) Que el Tribunal Electoral es la máxima autoridad juri sdiccional en materia
electoral y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación, con
excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 constitucional ,
referente a las acciones de inconstitucionalidad de leyes electorales federales
y locales, las que, como se dijo, son competencia exclusiva de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

e) Que cuando una Sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la
inconstitucionalidad de algún acto o resolución o sobre la interpretación de
un precepto de la Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con
una sostenida por las Salas o Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, cualquiera de los ministros, las salas o las partes, pueden denunciar
la contradicción de tesis en los términos de ley para que el Pleno de la Corte
decida en definitiva cuál tesis debe prevalecer.

A partir de estas premisas normativas, el fallo destaca que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación es el único órgano de control de constitucionalidad de leyes en materia
electoral, en tanto que el Tribunal Electoral es la máxima autoridad en materia electoral y
órgano cspccializado del Poder Judicial de la Federación, cuya competencia en forma
exclusiva es la de garantizar la especialización, obj etividad e imp arcialidad en el
ejercicio de la función jurisdiccional de esa materia, así como la custodia de los
derechos político-electorales de los ciudadanos, verificando qu e los acros y
resoluciones elector a les que se dicten, se aju sten al marco jurídico constitucional y
legal.

De ahi que la facultad de resolver sobre la contradicción de normas electorales con la
Constitución Federal se encuentra plenamente limitada, por mandato del Poder Revisor de
la Constitución, al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siendo que el
Tribunal Electoral únicamente puede manifestarse respecto de algún acto o resolución o
sobre la interpretación de un precepto constitucional, siempre que esa interpretación no sea
para veri ficar la conformidad de una ley electoral con la Carta Magna, ya que de lo
contrario, : agrega, se estaría ejerciendo una facultad que constitucionalmente no le
corresponde.

Para apoyar esta conclusión, en la resolución se citan algunos fragmentos de las
exposiciones de motivos relativas a las reformas a la Constitución Federal de 22 de a~osto

de 1996 y de II de ju lio de 1999. Así, respecto de la primera se reproduce lo siguiente: 93

"La presente iniciativa propone trascendentes reformas a la dimensión del sistema de justicia
electoral e introduce nuevos mecanismos j urídicos que le otorgan mayor eficacia y

I'U Al efec to. se respetan los subrayados efectuados en la resolución que se comenta . para reproducir fielmente la intención de los
ministros con los mismos.
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confiabUidad. Las ref ormas pretenden que dicho sistema se consolide como uno de los
instrumentos con que cuenta nuestro país para el desarrollo democrático y para afirmar el
Estado de Derecho.

"Por el/o, las ref ormas que se someten a consideración de esta soberanía, se dirigen a la
consecución de un sistema integral de justicia en materia electoral de manera que por nrimera
vez existan en nues tro orden iurídico los mecanismos para que todas las leyes electoral@' se
sujeten invariablemente a /0 dispuesto por la Constitución para p roteger, los derechos
políticos electorales de los ciudadanos mexicanos, establecer la revisión constitucional de /0 .<;

actos y resoluciones definitivos de las autoridades electorales locales, así como para contar
con una resolución fin al de carácter j urisdiccional en la elección presidencial.

"Con objeto de hacer compa tible la larga tradición del Poder Judicial de la Federación de no
intervenir directamente en los conflic tos pol ítico-elec torales, con la existencia de un tribunal de
ju risdicción especializada que ha probado ser la solución adecuada. Se propone que el tribunal
electoral se incorpore al Poder Judicial, con sus rasgos fundamenta les de estructura. y
atribuciones, pero con las ligas de relación indispensables con el aparato judicial federal. a fin
de conti nuar ejerciendo sus facultades en forma eficaz, oportuna y adecuada .

"De igual fo rma, la incorporación referida permite hacer una distribución de competencia
constitucionales y legales entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal
Electoral, que se corresponde con nuestra tradición y evolución politíco-electorol.

"Confo rme a la propues ta. la Corte conocerá sobre la no conformidad a la Constitución de las
normas generales en materia electoral, al eliminarse de la fracción segunda del texto vigente
del articulo 105 constitucional, la prohibición existente ahora so bre ese ámbito legal.

"Para crear el marco adecuado que dé plena certeza al desarrollo de los procesos electorales,
tomando en cuenta Ids condiciones específicas que impone su propia naturaleza, las
modificaciones al artículo 105 de la Constuucí án. que contien e esta propu esta. contemplan
otros tres aspectos fundamentales: que los vartie/os politieos adiciona lmente a los sujetos
señalados en el n recprto "·igente estén legitimados ante la Suprema Corte solamente para
impugnar [eres electoralt:j·· que la única vía para nlantear la no confOrmidad de las leyes a la
Constitución sea la consignada en dicho articulo y que las leres electora/es no sean
sllsceptihle.f de modificaciones sustancia les una vez iniciados los procesos electorales en que
vayan a aplicarse dentro de los 90 días previos a su inicio. de tal suerte que puedan ser
impugnadas por inconstitucionalidad, resueltas las impugnacion es por la Corte y, en su caso,
corregida la anomuíiu por el órgano legislativo competente, antes de que inicien f ormalmente
los procesos respectivos

••Consecuentemente con la di stribución de compe tencias que se p...!QP-one. el Tribunal Electoral
del Poder Judi cial dc la f ederación tendrá a su cargo ad.emas de su tradicional facultad para
resolver las impugnaciones que se presenten en los pro cesos electo rales federales el análisis de
la cons tituciona lidad de los actos y resoluciones cun trover tidos . Asimismo, conocerá del
recurso para la defensa de los derechos políti cos dc los ciudadanos mexicanos de votar, ser
votados y asociarse para tomar parte en los asuntos políti cos del país. Con esto, se satisface
plenamente un viejo reclamo, sin involucrar otras instituciones de protección de garantí as, que
naciero n, evolucionaron y tienen caracter ísticas muy diferentes a las que se presentan en este
campo.

.. Se propone también que el Tribunal Electoral conozca de aquellos actos o resoluciones de
autoridades elector ales locales que vulneren los preceptos establecidos en la Constitución
Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos yc.e n congruencia, en esta misma iniciat iva, se
establece un conjunto de principios y bases para los procesos electorales de nivel local.
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Al mismo tiempo. esta propuesta conlleva al fortalecimiento de l Poder Judicia l de Iª
Federación . al abso lver en su órbita constitucional la función jurisdicciona l electoral y
facultades que o trora correspondían a otro poder".

En tanto, de la segunda de las exposic iones de motivos aludidas se transcribe lo siguiente:

"Por lo que se refiere a la impa rtición de ju sticia. buena parte de las reformas que se llevaron
a cabo tuvieron como des tinatario prin cipal al Poder Judic ial de la Federación precisamente
porque en sus órganos descansa la tarea de llevar a cabo el control de la regularidad
cons titucional de los actos de todas las autoridades del país.

"Un cambio trascendental/o fu e la creación de nuel-·os procedimientos tend ientes a garantizar
el apego a la Constitución de actos y normas genera/es fundam entales, a través de las
controversias constitucionales y de las occiones de tnconstítuc íonalídad. Estas figuras
buscaron lograr que las diferencias entre los mexicanos po r sustentar visiones distintas acerca
de nuestra realidad o proyecto de país. tuvieran la posibilidad de ser resueltas median/e
procedimientos j urisd iccionales J' con estric to apego a derecho , con obj eto de fOrtalecer a la
S1!p-rema Corte e'l su carácter de tribunal cnn.uirucinnaJ... En esa virtud, es impr escindible
permitir u la Suprema Corte - como sucede en otras naciones- concentrar todo s sus esfuerzos
en el conocimiento y resolución de aquel/os asuntos inédito s o que comp renden un alto nivel de
importancia y trascendencia y que, par tal razón, impactan en la interp retación y aplicación
del orden j uríd ico nacional.

"Es importan te precisar también que esta nueva /a cuitad incluye las atr ibuciones que la propia
ConstitfJción establece corno de ejercicio exclusivo d(! la Suprema Cort e corno lo son las
controversias r (lccionp...s de incmu titllcionalidad en aquéllas que por su propia natura leza no
es factible ni eertinente que sean ejercidas IJor otros Qrganos judiciales tales como las
previstas en el articulo 97, párrafos seg undo y tercero, elllre otras. ..

A continuación, el fallo sostiene que la interpretación propuesta también se corrobora con
la intención plasmada en el artículo 10, párrafo 1, inciso a), de la Ley Gen eral del Sistema
de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que establece como causa de
improcedencia de los medios de impugnación electorales "cuando se pretenda impugnar
la no confo rmidad a la Constitu ción de Leyes f ederales o locales ", dispos ición de la que,
entiende la Corte, se refiere la idea de que el Tribunal Electoral únicamente conociera sobre
la inconstitucionalidad de los actos y resoluciones en materia electora l, puesto que impide
el conocimiento de la no conformidad a la Constitució n, de leyes federa les o locales,
resultando asi coheren te con el sistema constitucional respectivo, conforme al cua l es
facultad exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación semejante atrib ución.

Incluso, tambi én se dice en la ejecutoria que, en virtud de dicho sistema constitucional, de
acuerdo con el artículo 68, párrafo segundo de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y
11 del artículo 105 de la Constitución Federal, es facultad potestativa del ministro instructor
solicitar a la Sala Superior del Tribunal Electoral, opini ón respecto de las acciones de
inconstitueionalid ad que se promuevan en contra de una ley electoral, con lo que se
confirma que la facultad de conocer de ese aspecto, corresponde en exclusiva a este Alto
Tribunal".

Sentadas estas base, se examinan los articulos 99, párrafo quinto de la Constitución Federal
y 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que prevén la posib ilidad de
denunciar la contradicció n de tesis, cuando una Sala del Trib unal Electo ral sustenta una
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tesis sobre la inconstituciona lidad de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un
precepto constitucional y esa tesis pueda resultar contraria con una sostenida por las Salas o
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

También en el artículo 99 constitucional, se precisan los actos y resoluciones que le
competen conocer al Tribunal Electoral que son las medidas, acuerdos o decisiones
adoptadas por las autoridades electorales, administrativas o jurisdiccionales, en el ejercicio
de sus funciones, por lo que, debe entenderse que la interpretación que puede realizar de un
precepto constitucional sólo puede acontecer con motivo del examen de un acto o
resolución y nunca de manera aislada, pues de otra forma ejercería un control abstracto de
la constitucionalidad, lo cual es competencia de la Corte vía las acciones de
inconstitucionalidad.

Con base en ello, se afirma en la sentencia:

"Podría considerarse que seria suficiente que el Tribu nal Electoral sustentara una tesis sobre
la tnconsntuc íonalidad de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de
la Constitución Federal, y que dicha tesis fu era contradictor ia con una sostenida por la
Suprema Corte de Justicia al resolver una acción de inconst ítucionalidad en materia electoral
pa ra que se actualizara la contradicción de tesis entre ambos tribunales ",

Posibilidad que es negada de inmediato, aduciéndose los siguientes razonamientos:

"En primer Iugur . porque de conf ormidad con el pen último párraf o de la fracción JI del
articulo / 05 de la Const itució n Política de los Estados Unidos Mex icanos. corresponde a la
Suprema Corte de Justicia de la Nació n. en {arm a exclusiva conocer en vía de acción de
inconst ítucionu lidad sobre la no conformidad de leyes electorales a la constitución. ya que en
estas casas la Suprema Corte actúa como Tribunal Constitucional. ejerciendo un control
abstracto de la constituc ionalidad. cuyas resoluciones requieren de un voto calificado de
cuando mellas ocho ministros para que tengan efec tos generales .

"En segun do lugar, en términos del artículo 99 de la propia Cons tituc ión Federal, la
compe tencia del Tribunal Electoral se constriñe a resolver sobre la ínconsütucionalídad o
ilegalidad de aC/(Js o resoluciones emitidos por las autoridades y órganos jurisdiccionales,
[ederu les o locales en materia electoral.

"Así, aten diendo II esta delim itaci ón de competencias parecería ento nces que la Suprema Corte
y el Tribunal Electoral nunca podrán entrar en contradicción , ya que el estudio de la
constitucio nalidad de las ley es electorales está reservado exc lus ivamen te a la Suprema Corte, y
el de los actos y resolu ciones en esa mater ia al Tribunal Electoral, esto es, se trata de ámb itos
de competencia dive rsos , que por su propia naturaleza se excluyen entre sí.

"Aunado a lo anterior. debe reiterarse que las tesis que pu diera emitir el Tribunal Electoral
respecto de la interpretación de un precepto de la Constitucional Federal, no procede
válida mente realizarse respecto de leyes. sino sólo al pro nunciarse sobr e 10:i acto.> o
resoluciones combatidos a través de los medios de impugnació n que correspo nden a su
j urisdicción y competencia.

"En es te orden de ideas, atendiendo a un an álisis teleológico y sistemático del citado art ículo
99, párrafo quinto de la Constitución Federal, y 235 de la Ley Orgún ica del Poder Judici al ele
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la Federación, para efectos de una contradicc ión de tesis en tre este Alto Tribunal y el Tribunal
Electoral, debe estarse alas siguientes consideraciones.

"Como se ha venido sosteniendo. del artículo 99 constitucional deriva la f acultad del Tribunal
Electoral para que al conocer de un acto o res olución pueda realizar una interpretación eleun
precepto de la Constitución Federal, de lo que puede deducirse /0 posibilidad de que alguno s
de los críteríos emitidos con esta fa cultad pudieran entrar en contradicción con Jos sustenta do
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver las acciones de inconstitucíonalídad
en materia electoral... sin embargo. tal hipótesis no puede actualizarse por la simple
circunstancia de que existan (sic) efectos oponibles, ya que en todo caso, debe estarse a las
reglas que para la obligatoriedad de la j urisprudencia establece el artículo 94, párrafo octavo
de la Cons tituci ón Federal. en relaci ón cou la ley correspondiente, en este caso, la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

..... (Se transcriben los artículos 94, párrafo octavo , constituciona l. 235 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación y 43 Y 75 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1y JI del
Artículo /05 de la Constituci ón Federal)

"De lo anterior deriva que conf orme al artículo 43 en comento, las razones contenidas en los
connderandos que funden los resolutivos (le las sentencias, aprobadas por cuando menos ocho
votos, así como la jurispruden cia del Pleno de la Suprema Coree de Justi cia de la Nación, en
t érminos del artículo 94 constitucional y 235 de la Ley Orgánica, serán obligatorias para el
Tribunal Electoral en los siguientes supuestos:

a) Cuando se refiera a la interpretuci ón directa de un precepto de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos: y

b) En aquellos casos en que resulte exac tamente aplicable

"No pasa inadvertido para este Alto Tribunal, la circunstancia de que en el citado artículo 43
no se señala expresamente al Tribunal Electoral; sin embargo, atendiendo a que la acción de
inconstitucional ídad es la única da para plantear la ínconstítucionalídad de normas generales
electorales, es claro que al ser el Tribunal Electoral la má.tima autoridad en la materia
trat ándose de aCIOi"y resoluciones. pero con excepción de normas generales . se encuentra
oblígado tambi én a aentar dichas consideraciones, adem ás de que ello se encuentra
corroborado expresamente en el articulo 235 de la Le)' Orgán ica del Poder Judicial de la
Federación.

"Bajo esta tesitura. no podrá actualizarse wla contradicción de tesis, ell las hipótesis
siguientes:

"Primero.: Cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se haya
pronunciado sobre la interpretación de un precepto de la Constitución y se haya emitido
j urisprudencia que resulte exactamente aplicable, al resolver tina acción de
inconstitucionallda d e1/ materia electoral.

"Segundo.- En caso de que la Suprema Corte de Justicia 110 haya emitido pronunciamiento
alguno sobre la interpretación de un prer.epto de la Constitución Federal. el Tribunal Electoral
podrá interpretarlo, sin que en el caso StO pueda actualizar contradicción alguna , (lado que en
el momento en que este Alto Tribunal se pronuncie jurísprudencíalmente sobre el mismo tema,
por ocho votos o más, el Tribunal Electoral eslá constreñido, en la sucesivo. a acatar ese
criterio por serie obligatorio conforme al articulo 235 de la Ley Orgánica en cita.

" Tercero» En las sentencias que respecto de actos o resolucion es en materia electoral emita el
Tribunal Electoral , en el caso de que no realice unn interpretaci ón de UlJ precepto de la
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Constitución Federal, por virtud de que en términos del articulo 99 constitucional, es ta
facultad corresponde únicamente a ese órgano jurisdiccional,

"Cuarto» Tratándose de a ínconstitucionalidad de normas genera/es en materia electora l, por
ser unafacultad exclus iva de inSuprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a lo previsto
en el art ículo 105, fracción 1/, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos... ".

En tal virtud, como la denuncia versaba sobre los distintos alcances que tanto la Corte como
la Sala Superior del Tribuna l Electoral le confe rian a la interpre tación del articulo 54 de la
Carta Magna, no podía actualizarse contradicción alguna en las tesis sustentadas por los
órganos judiciales , toda vez que, en un primer aspecto , el Pleno del Máximo Tribunal ya se
había pronunciado sobre el particular al resolver la acción de inconst itucionalidad con
número de expedie nte 6/98, por lo que su determinación le era obligatoria (al constit uir,
según las razones expuestas en el fallo en comen to, "jurisprudencia" de la que habla el
articulo 235 del cuerpo normativo orgánico de la judicatura) a las salas del Tribunal
Electoral, incluida, por supuesto, la Superior.

Pero, principalmente (segundo aspecto), confonne la argumentación asentada en la
sentencia, la denuncia también resultaba improcedente ante la notoria ausencia de uno de
los presupuestos esenciales para tener por planteada j urídicamente la contradicción de tesis,
en específico, el relativo al de la competencia de los órganos jurisdiccionales que emitieron
los criterios opuestos, toda vez que las resoluciones de donde emanen dichas tesis deben
emitirse válidamente, con las formalidades exigidas por la Constitución y las leyes
respectivas, entre las que destaca la competencia, pues, de otra manera, se podría resolver
sobre criterios viciados en su origen, ya sea por ilegalidad o por inconstitucionalidad.

En este sentido, el Tribunal Pleno había ya expresado en los párrafos iniciales de su
resolución que para las leyes electora les existe únicamente un control de constitucionalidad
"abstracto" y que es eje rcido en forma exclusiva por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación a través de las accíones de inconstitucionalidad, la conclusión necesaria consistía en
quc del criterio asentando por la Sala Superior del Trihunal Electoral al resolver el
expediente SUP-JRC-209/99 no podía válidamente desprenderse una contradicción de tesis
con la sustentada previamente por la Corte, ya que era resultado de un ejercicio de revisíón
de la concordancia de las normas atinentes de la Consti tución y ley electoral del Estado de
Guerrero con los artículos 54 y 116 de la Ley Fundamental, cuestión que, conforme las
razones esgrimidas, le está vedada al Tribuna l Electora l.

Sobre este aspecto particular, conviene detallar las expresiones textuales asentadas en la
sentencia en cuestión : .

"De /0 anterior, se advierte sm lugar a dudas que el Tribunal Electoral actuó más al/á de las
facultades que constitucionalmen te le han sido conferidas , invadiendo por consecuencia el
ámbito co mpetenc ia! de este Tribun al Constitucional, pues en su resolución abordó cuestiones
relativas a la constitucionalidad de la citada norma del Estado de Guerrero, so pretexto efe
pronunciarse so bre su inaplicación.

"En efecto, aún y cuando el Tribunal Electoral en la resolución pr etende hacer una diferencia
entre invalidez . inconstítuc íonalidad de una norma e ínap licab it ídad de la misma para
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justificar S il ac tuación, lo cierto es que para arribar a esa otra conclusión necesiui un cotejo de
la norma frente a In Constitución Federal, o sea que realizó el estudio de /a constitucionalidad
de la ley. lo que, como se señaló es una atribución exclusiva y por tanto excluyente de esta
Suprema Corte de J usticia de la Nación ... ..

Circunstancia que, en concepto de la Corte, rompe con el sistema de atribuciones
establecido en la Constitución federal, pues conforme el artículo 99 constitucional, al
Tribunal Electoral únicamente le corresponde resolver sobre la constitucionalidad de actos
y resoluciones emitidos por las autoridades electorales, pero no está facultado para hacer
consideraciones ni pronunciarse sobre la constitucionalidad de una norma general electoral,
bajo el pretexto de la inaplicabilidad de la misma, por ser la acción de ineonstitucionalidad
la única vía para resolver ese aspecto y cuyo conocimiento corresponde en exclusiva al
autodenominado "Tribunal Constitucional". conforme el artículo 105, fracción 11 de la
Carta Magna.

Del precepto constitucional invocado la Corte desprende las siguientes consideraciones:

"Ac orde con el citado artículo ... y de su Ley Reg lamentaria, las leyes electorales f ederales y
locales deberán promulgarse y publicarse cuando menos noventa días antes de que inicie el
proceso electoral en que vayan a aplicarse y el sistema de impugnacion es el siguiente...

"pe lo anterior se advierte que el obj eto de este sistema consiste en que quede estab lecido
cuáles se ,.án las normas aplicab les a un determinado proceso electoral, }' que exista cert eza en
el sistema electoral que lo regula.

"Para el caso de que los entes legitimados para promot'er la acción de inconst íruc íonaltdad en
contra de leyes electorales. no las impugne" dentro del plazo establecido y en la vía exclusiva
prevista para el/o deberá entende rse que las consintieron y, po r ende , que tales normas goz an
de firmeza y se presuma su cons titucio nalidad.

"Ahora bien, dado en ambos casos las leyes electorales adquie ren firmeza . los órganos
legislativos, federales y locales. se encuentran impedidos legalm ente para introducir
modificaciones al sistema electoral que " 'Q a regir el proceso electoral una vez que ha iniciado
como lo estab lece el articulo JOS, fr acción l l , penúltimo párraf o, de Jo Cons titución Federal, al
señalar "La s teyes electorales federales J' locales deberán promulgarse J' publicarse por lo
m eno s 1I000'ClIla días antes de que inicie el proceso electoral en qu e vay an a aplicarse, y
Jurant e el mlsmo no podrá haber modificaciones íegoles f un damentales ",

"Asimismo, del sistema referido deri va que no es factible impugnar este tipo de leyes ante el
Tribunal Electoral con motivo de los aC'f:JS y resoluciones en los que se hubi era aplicado, dado
que atendiendo a su na turaleza, en cuanto a que están destinadas a regir un proceso electoral,
es imprescindible partir de la firm eza de dichas leyes , pues de otra forma se vuln erarí a el
equilib rio del propio proceso electoral; pues no resulta lógico, co nfo rme a un sistema de
contienda electo ral entre partidos potiticos que se cuest ione la constitucionalidad de una
norma que rigió ese proceso con motivo de actos y resoluciones producidos en el mismo.

"Entonces. si conform e el marco j urídico constituciona l el legislador previó que los
órganos legislativos no pudieran modificar las leyes electorales dentro de los noventa días
anteriores al inicio del proceso electoral ni durante éste; tampoco es posible que el Tribun al
Electoral lo pueda hacer. so pretexto de determinar su inaplicación. ya que para ello
necesi taria realizar un cotej o de la norma frente a la Cons titució n Federal. facultad que no

153

Neevia docConverter 5.1



puede lleva r a cabo por estar fuera de sus atribuciones)' en razón de que se vulneraría el
prin cip io de certeza que deben tener en el proceso electora /las normas que lo n-gen.

"..1/ respecto. es per tinente señalar que tratándose del j uicio de amparo contra leyes. se prevén
dos momentos para su impugnación. esto es. dentro de los treinta días siguientes a la iniciación
de la vigencia de la nonna, o bien dentro de los quince días posteriores al primer acto de
aplicación: sin embargo, éstas hipótesis no operan respecto de leyes electorales. ya que por su
propia y especial naturaleza el órgano ref ormador de la Constitución Federal previó que la
única vía para combatirlas es a través de la acción de inconstitucionalidad y únicamente
dentro de los treinta días naturales siguientes a la f echa de su publicación ,

"En consecuencia, no obstante la existencia de pos tura divergentes. no es jurídicamente
enfrentar un criter io sustentado por un órgano jurisdiccional competente para conocer sobre la
inconstitucionalidad de una ley con un criterio sustentado por un órgano que carece de esa
atribución, aún a título de aplicación del articulo 133 de la Constitución Federal. por lo que no
se está en el caso de decir cual de los dos criterio." debe prevalecer, ya que de sosten er lo
contrario en lugar de crear certeza y seguridad jurid ica, que es la fin alidad del
sistema implantado para resol ver la discrepancia de criterios de órganos
j urisdiccionales terminales del Poder .Iudicial de la Federaci ón. se fomentaría la
inseguridad al dar a entender implícitamente que procede la controdícción de tesis entre
órganos j urisdiccionales que constitucionalmente actúa n en divers os ámbitos de competencia
por tal virtud la contradicció n de tesi... resulta improcedente.

"Por lo anterior, se debe reiterar la obligatoriedad en todos sus términos de las
jurisprudencias de este Alto Tribunal, antes relacionadas, para la Sala Sup erior y Sala'!
Regionales del Tribunal Electural, las que deberán en el fu turo de abstenerse. de ef ectuar
pronunciamiento alguno sobre la inconstitucionalidad de leyes. aún cuando se pretenda
realizarlo so pretexto de buscar su inapli cación: así como de incurrir nuevamente en
inobservancia a la ju risprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Noci ón.
Se sigue igualmente de lo anterior. que las tesis que se han sustentado por el Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación o que llegaran a sus tentarse sob re
ínconstitucíonalidad de leyes electo rales. no pueden ser consideradas como jurisprudencias y
por ello no existe obligación de acatarla:..",

De conformidad con lo expuesto, el primero de los resolutivo s aprobados se destina a
declarar improced ente la contradicción de tesis denunciadas, en tanto que en el segundo se
afirma que el Tribuna l Electoral del Poder Judicial de la Federación carece de competencia
para hacer conside raciones y pronunciarse sobre la constitucionalidad de una norma
general, aún a pretexto de determinar inaplicación de ésta.

4.3 Los motivos del voto "concur re nte"

Como ya se precisó, durante la discusión y votación dcl proyecto formulado por la Ministra
Oiga Sánchez Cordero de Garcia Villegas (vale la pena hacer notar que la discusió n tuvo un
carácter meramente virtual, ya que la sesión en la que, entre otras cuestiones, se resolvió
este asunto duró apenas cinco minutos justos) el Ministro Gudiño Pelayo se reservó su
criterio respecto de las consideraciones contenidas en las hojas de la ciento treinta a la
ciento treinta y tres. formulando al efecto un voto concurrente en el que plant eó las razones
para disentir de ciertas manifestaciones contenidas en el fallo, aunque ellas no le impedían
expresar su conformidad con el sentido general del proyecto sujeto a discusión.
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En efecto, para el ministro "Es imp rocedente la contradicción de tesis planteada por la sencilla razón
de que el criterio del Tribunal Electoral que resulta contradictorio con el establecido por el Pleno de la
Suprema Corte de Just icia de la Nación se emitió al examinar la cons titucionalidad del articulo 19 de la
C01u tilución del Estado de Guerrero, es decir, de una ley electoral, para lo cual carece de competencia el

Tribuna/ Electoral.: ", Lo que significa que enlre los nueve ministros presentes existía
unanimidad respecto de uno de los motivos por los cuales se adujo la improced encia de la
denunc ia presentada por la Sala Superior, precisamente aquél que se hizo residir en la
atrihución exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para control ar la
legislación electoral federal y local a través de un control abstracto por vía de la acción de
inconstitucionalidad,

La divergencia de opiniones entre el ministro inconforme y el resto de los jueces radic óen
el segundo de los motivos expuestos para argumentar la improcedencia aludida, ya que las
razones argüid as para concluir que cl criterio sustentado en la acción de
inconstitucionalidad 6/98 le resultaba obligatorio a las Salas Superior y Regionales del
Tribunal Electoral del Poder Judic ial de la Federación, y que por ende, se encontraban
constreñidas a observarlo en su actividad juri sdiccional, a juicio de Gudiño Pelayo, resultan
"erróneas" .

"La ejecutoria sostiene que no puede actualizarse la hipótesis de una contradicción entre el
Tribunal Pleno. al resolver una contradicción entre el Tribunal Pleno, al resolver una acción
de inconstitucionalidad. y el Tribunal Electoral, ya que, "en Jodo caso ". debe estarse a las
reglas qlle para la obligatoried ad de la j unsprudencta establece el artículo 94, párrafo octa\'o.
de la Constitución, en relación con el art ículo 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (le la
Federación, así cuma el artículo 73, en relación con el 43 de la Ley Reglamentaria de las
Fraccio nes 1y 1/ del Articu lo JD j Con stitucional, yse concluye que las razones emitidas en los
consíderundos que funde n los resolutivo s de las sentencias dictadas en la acción de
tnconstítucíon a íidad en materia electoral. así como In j urisprudencia del Pleno de la Sup rema
Corte de Justicia de la Nación. serán obligatorias para el Tribunal Electoral cuando se
refieran a la interpretación directa de un precepto de la Constituci ón Federal y aquellos casos
en que resulten exactamente aplicables

"Considero que este argumento es erróneo... por lo siguiente:

"a) Al Tribunal Electoral se le planteó la ínconstítucíonaltdad del articulo 29 de la
Con stitución del Estado de Guerrero; enmi al estudio del tema y SO.ftU\'O la constitucionalidad
ron base en un criterio opues to al sostenido por el Pleno. Lo anterior significa que. de haber
acatado la "jurisprudencia " del Pleno. hubiera declarado inconstitucional el ref erido artículo
29. Sin embargo, en la discusión se afi rmó de manera unánime que no podía hacerlo por
carecer de competencia ¿No es una gra ve in,:~ngruencia...?

"b} Bajo mi óp tica, los criterios con base en los cuales este Pleno dec laró la invalidez de un
precepto electoral no son aplicables por el Tribunal Electora l. menos aun pueden serie
obliga torios...

"e) Tampoco comparto la idea de que los criterios que establezca el Tribunal Pleno, por ocho
votos, en materia electoral, los cuales se ha insinuado en la ej ecutoria que merecen el
calificativo de "jur isprudencia ", sean ob ligatorios para el Tribunal Electoral por las razones
que expongo a continuación :

"1) Ni el articulo / 05 constitucional ni la ley que lo reglamenta mencionan que los criterios
que sustenten a la controversias constitucionales y a las acciones de inconstitucionalidad,
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aprobadas por una mayoría de Dcha votos, se denominen y, por tanto. constituyan
"jurisprudencia ", como si sucede, por ejemplo. en materia de ampa ro...

"11) La circunstancia de que se requieran ocho votos para dec larar la invalidez de una norma
no significa que todo. absolutamente todo, lo expresado e.n la ej ecu toria sea jurisprudencia
obligatoria.

"lIl) El articulo 43 de la Ley Reglamentaria de las fra cciones [ y [[ del artículo 105 de la
Constitución. en lo relativo a la obligatoriedad de las razones que funden los resoluti vos de las
sentencias aprobadas por lo menos con ocho votos, no incluyen al Tribunal Electoral... In cual
es congruente porque, por una parte, ese prec epto se refiere a las controversias
constitucionales, y los actos electorales no son materia de este medio de defensa y , por otra.
como la propia ejecutoria lo reconoce, aunque por razones que no comparto por completo. no
existe la posibilidad de que el Tribunal Electoral plantee contradicción de tesis con las Salas o
el Tribunal Pleno al interpretar los alcances constitucionales de una norma electoral; por lo
tanto, no pu ede contradecir los criterios del Pleno en esa materia. Tampoco es aplicable el
artículo 7J de la citada ley reglamentaria porq ue hace remisión al artículo 43 y. como se vio,
éste no incluye al Tribunal Electoral.

"Por las mismas razones. tampoco esto)' de acuerdo con e/ es tudio que se hace de los
supuestos en los cuales no podría actualizarse una contradicción e tesis entre el Tribunal
Electoral y este Tribunal Pleno, pues algunos de éstos parten de la misma premisa que se
objeta en este voto: la obligatoriedad para el Tribunal Electoral de acatar los críteríos
adoptados por al Suprema Corte en acciones de inconstuu cionalidad en materia electoral.

"l. Hl prim er supuesto se refiere a cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia se haya
pronunciado acerca de la interpretación de un precepto tic la Constitución y haya emitido
jurisprudencia que resulte exactamente aplicahle al resolver una acción de
inconst üucíonaíídud en materia electoml. En este aspecto, coma /0 señala la ejecutoria. el
Tribunal S lectora í no tiene competencia para conocer de la constitucionalidad de leyes
electorales . por tanto, ¿en qué medida le resultaría obligatorio un criterio emitido por este Alto
Tribunal precisamente en ese tema? Resulta impensable que la "j urisprudencia " resultante le
f uese aplicable y obligatoria.

"Por otro lado, la misma sentencia reconoce que el Tribunal Electoral tampoco pue-de realizar
la interpretación aislada de un precepto de la Constitución Federal, pues de hacerlo ejercería
un control abstracto de la constitucionalidad. el cual es competencia exclusiva de este Máximo
Trihunal; en consecuencia. tampoco es posible pensar que en este supuesto le res ulte
obligatoria la j urisprudencia de la Suprema Corre de Justicia de la Nación .

"Por lo tanto, me parece que fo rmular esa conclusió n en la ejecutoria carece de sustento.

"2. Respecto al segundo supu esto. se menciona que en el momento en que esta Sup rema Corte
de Justicia se pronuncie "jurísprudencialmente " sobre el mismo tema de constitucionalidad
que el Tribunal, por ocho votos o más, el Tribunal Electoral está constreñido a acatar ese
criterio.

Como se aprecia, quedan comprendidas dentro de este supuesto las consideraciones que se
sustentan en las acciones de inconst ítuc íonal idad en materia electoral. mismas que. como se ha
reiterado en este documento, no es posib le que le sean obligatorias o. inclusive, aplicables al
Tribunal Electoral precisamente por la delimitación de competencias que existe entre ambos
órganos jurisdiccionales...

"J. En relación a los supuestos previstos en tercer y cuarto lugar se comparte su sentido. ya
que en ellos se maneja la hipótesis de que los criterios de ambos tribunales no comparten
elementos comunes como para entrar l'n contradicción. esto es, que el Tribunal Electoral 110
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realice la interpretació n de un precepto constitucional o se trate de la inconstitucíonuí ídad de
normas generales en materia electoral. pero precisamente por tratarse de cues tiones obvias o
ya demos/radas en O/raparle de la ejecutoria estimo innecesaria su mención... ",

El Ministro Gudiño Pelayo concluye su voto "concurrente " fijando su posición en relación
con la interpretación que, en su concepto, debe obtenerse del examen del artículo 235 de la
Ley Orgánica del Poder Judic ial de la Federaci ón, el cual, como se ha venido reiterando,
establece que la j urisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Just icia de la Nación es
obligatoria para el Tribunal Electoral cuando se refiera a la interpretación directa de un
precepto constitucional y en los casos que resulte exactamente aplicable.

Para el autor, como dicha jurisprudenc ia no puede ser la emitida al resolverse las acciones
de inconstitucionalidad, por las razones ya expresadas, la solución se encuentra, sostiene,
de la adminiculación de este precepto con el quinto párrafo del artí culo 99 de la Ley
Fundamental, operac ión que da como resultado entender que de plantearse una
contradicción de tesis entre una Sala del Tribunal Electoral y otra sostenida por las Salas o
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el criterio resu ltante constituiría
juri sprudencia y, cn consecuencia, resultaría obligator io para el Tribunal Electoral, "en la
inteligencia de que. de 110 aceptarse esa interpretación, el citado precepto de la Ley
Orgánica - el 235 - sería inconstitucional ", es decir, en ningún otro caso sería
constitucionalmente aceptable que la juri sprudencia emitida por el Pleno o las salas del
Máximo Tribun al del pais resultare obligatoria para las salas del Tribunal Electoral , en
razón de la pertenencia a comp etencias y ámbitos jurisdiccionales distintos.

4.4 Análisis, implicaciones y propuesta

4.4.1 Análisis

El primer comentario que resulta obligado dejar sentado es que, estrictamente hablando, la
contundencia argumentativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para desestimar
la denuncia de contradicción de criterio s que le fue presentada por la Sala Superior del
Tribunal Electora l del Poder Judicial de la Federación es innegable: con stituye presupu esto
indispensable para estar en presenc ia de una con tradicción de tesis el que ésta se hubiere
pronunciado por órganos j udiciales en el ejercicio legitimo de su competencia
jurisdicc ional. Dc no ser así, entonces se produce una deficiencia dc imposible subsanació n,
que tiene como consec uencia el concluir que uno de los dos crite rios no es apto ni idóneo
para surtir sus efectos ni, por ende, para servir de materia en una probable contradicción.'?'

Sin embargo, los argumentos "contundentes" ofrecidos por la Corte al resolver la
contradicción de tesis se limitan a ese aspecto , dado que las dos construcciones principales
que utiliza para arribar precisamente a la conclusión dc que la denun cia presentada
resultaba improcedente son muy cuestionables.

1t4 Ello no significa, que ese reconocimiento se traduzca en que las sen tencias que se hubieren emitido sustentando los criterios en
cuestióo,juridic.amcnle hablando. "dejen de existir" y. consecuentemente, haya la. necesidad de dictar nuevas resoluciones. toda vez que
el párrafo quintodel art iculo 99 de la Constilueión Polinca de los Estados Unidos Mexicanos es bastante claro a. este respecto: lo resuelto
por la Suprerra Corte de Justicia no puede modifiear las sentencias emitidas con anterioridad. por 10 que éstas siguen surtiendo
plenamente SU!i efectos.
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En efecto, como se resaltó párrafos arriba, dos fueron las razones torales para arribar a tal
co~c1usión. Por un lado, la resolución sostiene que compete en exclusiva al Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación controlar la legislación electoral federal y local a
través de un control abstracto por la vía de la acción de inconstitucionalidad y, por otro, que
al ya existir el criterio sustentado por el propio Máximo Tribunal al reso lver la acció n de
ineonstitueionalidad con número de expediente 6/98, por virtud del cua l se hab ían fijado los
alcances del articulo 54 constitucional para la configuración de los sis temas electorales de
las legislaturas locales (con excepción de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, al
gozar de un régimen constitucional espec ífico contemplado en el artículo 122 de la Ley
fundamental) , la Sala Superior se encontraba obligada a respetarlo y segu irlo en el ejercicio
j urisdiccional que efectúa respecto de los actos y resoluciones que fueran de su
conocimiento , no pudiendo, por ende, disentir de l criterio emit ido.

En relación a la primer a de ellas, la intcrpretaeión se sustenta de lo preceptuado en los
artículos 94, 99 Y 105 de la Constitución Federa l, relativos a la descripción de los órganos
integrantes del Poder Jud icial de la Federación, de las atribuciones del Tribunal Electoral y
de las acciones de inconstitucionalidad competencia de la Suprema Corte de Justicia, asi
como de la previsión que establece que la obligatoriedad de la j urisprudencia (esto es, los
mecanismos y fonnas para determ inarla) que estab lezcan los tribunales de la Federación
debe fij arse en ley.

De l mismo modo, se citan las iniciativas de reformas a la Carta Magna de 22 de agos to de
1996 y de 11 de ju lio de 1999, en las que se subrayan aquellos apartados en los que se
resalta la asimilación de la Corte a un Tribunal Constitucional, su facultad exclusiva para
controlar en abstracto las normas generales y la imposibilidad de p lantear por una v ía que
no sea la acción de incons titucionalidad la no conformidad de leyes con la Constitución.

De todo este bagaje el Alto Tribuna l arriba a la conclusió n de que en la materi a electoral
impera únicam ente un control abstracto o concentrado de constitucionalidad respecto de las
leyes secundarias .

Cierta mente, como dice la resolución, existe una prohibición constituc iona l de impugnar
leyes por otros causes que no sea la acción de inconst itueiona lidad, pero ello no imp lica que
el único significado posible de esa oraci ón sea el que le atribuye la Corte. En efecto, el
artículo 105, fracción 11, tercer párrafo de la Carga Magna, al plasmar las directrices
generales sobre las cuales deben operar las accio nes de ineonstitueionalidad "que tengan
por obj eto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta
Constiiucián" , competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nac ión, es tablece:

"La única vía para plantear la 110 conformidad de las leyes d eclara/es a la Const ítuc íon es la
prevista en este articulo ",

Como también se apuntó con anteriorid ad, esta disposición tiene su origen en las reformas
constitucionales publicadas el 22 de agosto de 1996, al configurarse el actual sistema de
medios de impugnación electorales , con el que se eliminó esta materia como causa de
improced encia de las acciones de inconstitucionalidad.
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En la iniciativa de mérito, como se aprecia en las transcripciones contenidas en párrafos
pretéritos , no se especifica el sentido o los alcances del enunciado en cuestión, ya que en
ella sólo se detalla que es uno de los tres "aspectos fu ndamentales" para dar plena certeza
al desarrollo de los procesos electorales, "tomando en cuenta las condiciones específicas
que imponen su propia naturaleza ", junto con la legitimación que se otorgó a los partidos
politicos o estatales, según sea el caso, para promover las acciones de inconstitucionalidad
cuando verse n sobre este tipo de leyes y la obligación de que las leyes electorales federales
o locales sean promul gada s y publicadas por lo menos 90 d ías antes de iniciar los comic ios
en que vayan aplicarse, comp lementada con la prohibición de modifi car en aspecto s
sustanciales las leyes electorales durante los procesos comiciales.

No obstante, la iniciativa de reforma de agosto de 1996 si es bastante clara al mencionar
que el esquema propuesto (y posteriormente aprobado) tiende a hacer compatible la "larga
tradición " del Poder Judicial de la Federación de no intervenir directamente en los
conflictos polí ticos electorales , con la existencia de un tribuna l de jurisdicción
especializada "que ha probado ser la solución adecuada ", mediante la incorporación de
ese tribunal al Poder Judicia l, el que tendría, "además de su tradicional faculta d para
resolver las impugna ciones /fue se presenten en los procesos electorales federales. el
análisis de la constitucionalidad de los actos y resoluciones controvertidos ", asi como
también "del recurso para la defensa de los derechos políticos de los ciudadanos
mexicanos para votar, ser votado y asociarse para tomar parte en los asuntos políticos del
país ". Bajo este esquema, se arguye en el documento en cita, "se satisface plenamente un
viejo reclamo, s in involucrar otras instltuciones de protección de garantias, que
nacieron, evolucionaron J' tien en ('aracterlsticas muy diferentes a las que se presentan en
este campo n, A conti nuación, el párrafo subsecue nte agrega que se "propone también q/le
e/ Tribunal Electoral cono zca de aquellos actos o resolu ciones de autoridades electora/es
loca/es q/le vulneran los preceptos establecidos en la Constitucián Política de los Estados
Unidos Mexicanos y, en congru encias, se establece un conjunto de principios y bases
para los procesos electora/es a nivel local ",

De las ideas relacionadas puede clarame nte adverti rse, que al plantearse la necesidad de
ampliar el espectro de los medios de impugnación electora les a las cuestiones
consti tucionales, se optó por fortalecer el sistema ya exis tente y no hacer uso de l sistema
tradicional de conlrol, ya que, se adujo con razón, su his toria obedece a otras necesidades y
difieilment e sería funcional con las peculiaridades de la materia electora l. Esto es, la
premisa de la que parte toda esta reforma es que el amparo no opera ni debe operar
en estas cuestiones, reafirm ándose el criterio jurisprudencial de improcedencia, recogido
posteriorm ente por la ley de amparo desde la década de los treintas del siglo pasado,
conforme lo expresa do en apartados precedentes.

De lo anter ior se infiere que lo que el Poder Revisor de la Const itución pretendió crcar un
apa rato instrumental de defensa paralelo al existente mediante el amparo, de tal forma
que, al momento de estab lecer las nuevas prescripciones fundamentales contenidas en el
decreto de reform as de marras, tuvo en cuenta, como no podía ser de otra forma, la forma
en cómo opera el j uicio de garantías en nuestro país, de ahí que, para lograr el correcto
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entendimiento de las disposiciones contenidas en dicho decreto, debe tomarse en cuenta
precisamente el funcionamiento de los otros medios impugnativos constitucionales.

y si el desarrollo histórico del juicio de amparo ilustra en el sentido de que, inicialmente,
dicho instrumento, conforme fue interpretado por la doctrina y los tribunales encargados de
resolverlo, únicamente permitía impugnar una ley que se estimara inconstitucional con
motivo de los actos de aplicación 'y únicamente era posible señalar como autoridades
demandadas a las que realizaran dicha aplicación en perjuicio de los afectados, pues una
ley. mientras no se aplicara concretamente "era letra muerta y no causaba
perjuicio "... " , 195 para posteriormente establecerse la posibilidad de ejercerlo "como acción
de inconstitucionalidad, en virtud de que implica un ataque fro ntal. directo, contra el
ordenamiento legislativo, entendido éste en su sentido material, es decir, comprende
también las disposiciones reglamentarias y los tratados internacionales aprobados por el
Senadof ederal... De acuerdo con esta vía, se impugnan las normas legislativas por medio
de un verdadero proceso en el cual figuran como contrapartes del promovente los
órganos del Estado que intervinieron en el procedimiento legislativo, es decir, en la
esfera f ederal, el Congreso de la Unión y el Presidente de la República; en las entidades
federativas. la legislatura local y el gobernador respectivo, y en el Distrito Federal. el j efe
de gobierno y la Asamblea Legislativa, que son los órganos encargados de la expedición y
la promulgación de las normas legislativas . En el caso de reglamentos. debe señalarse
como autoridad demandada el titular del Ejecutivo f ederal o local correspondiente. asi
como al Senado de la República en cuanto a la aprobación de los tratados
internacionales... " ,/96 tal y como se encuentra actualmente reconocido por la propia
Constitucíón Federa l en su artículo 107, fracción VII,197 así como en los diversos 114,
fracción 1 de la Ley de Amparo y 51, fracción 1Il, 52, fracción 11I, 54, fracción 11 , y 55
fracción 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, entonces puede
válidamente desprenderse que la limitación va encaminada a prohibir esa posibilidad en la
materia electoral y los medios impugnativos especificas con que cuenta: a que en un juicio
distinto de la acción se ataque primordialmente la ley, más no que o se pueda atacar el acto
o resolución y que en los agravios se aduzca la inconstitucionalidad, sin que ello sea
materia de pronunciamiento en los resolutivos del fallo.198

I~ Fix Zamudio, Héctor.Breve introdu cción 31juicio de amparo mexic,ano, en Ensayossobre el derecho de ampa ro, Op. Cit., p. 21
196 Ibídem, p. 22.
m Este prece pto reza así: " El amparo cont ra actos en juicio, fuera de jui cio o después de concl uido. Q que afec ten a personas extrañas al
j uicio, co ntra leyes o con tra actos de autoridad administrativa, se interpond rá an te el j uez de Distrito bajo cuya jurisdicción se encuen tre
el lugar en que el act o reclamado se ejec ute o tra te de ejecutarse, y su tramit ación se limitará a l informe de la au toridad, a una aud iencia
pata la ({ue se citará en el mismo auto e n elque se ma nde pedir el informe y se recibirán las prueb as que las partes interesadas ofrezcan y
a iran los alega tos, pronu nc iándose en la misma audiencia la senten cia" ,
I ~! Las diferencias sustancial es entre los dos tipos de procedimientos las exp lica Zald tvar en los siguiente s term inas: ..... es imp ortante
explic ar los dist intos efectos que tienen en relación con el quejoso las se ntencias que dec laran inconstitucional una norm a general en
amparo indirecto. de las que se pronuncian sobre d icho aspecto en ampa ro directo.; en el am paro ind irecto se imp ugna de manera directa
la inconstitucionalid ad de la norma general. bien sea con motivo de su entrada en vigor... ya sea a travé s del primer acto de ap licación ...
En estos C3SOS, la no rma genera l es el principal acto reclamado en el arnparn, por que es necesa rio mandar llamar como autoridades
responsab les a las que intervinieron en su expedición, así como en su promu lgación y pub licación . En el juicio de amparo indirecto contra
normas generales la lit is del proc eso es , prec isamente la constitucional idad de la norm a general reclamada . Por las razon es anteriores. la
sentencia que aflll ara al quejos o en amparo ind irecto lo protege en cont ra de la norma ge neral Impu gnada... Una primera lect ura del
principio de rela ti...idad de las sentenc ias de amparo nos moverla a sosten er que si la norma gene ra l se imp ugna a través de su primer acto
de exped ición la reso lució n favorable sólo prote gería al quejoso en contra de la nonna general po r lo que hace a ese primer acto de
autoridad; por lo que de aplicarse nue vame nte la ley al quejoso és te esta ría ob ligado a promover un ju icio de amparo. S in emba rgo . esto
no es así, en virtud de que ' el caso espec ial sobre el que versa la queja' en amparo ind irec to contra leyes es. precisame nte , la ley
impu gnada. De tal suerte que la norma general declarada inconst itucio na l no podrá volver a ser apl icada al quejoso en aq uello por lo que
fue declarada inconst itucional . Por lo tanto, si se pretende aplicá rsela de nuevo lo que proced e es una de nunc ia de repetición del ~cto
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De otra forma no habría posibilidad de entender la afirmaci ón que hace la iniciativa de
reformas en el sentido de que las prescripciones adicionadas al articulo 116 const itucionales
en materia electoral (fracción IV), las relacione con la nueva posibilidad de que el
"Tribunal Electoral conozca de aquellos actos o resoluciones de autoridades electorales
locales que vulneren los preceptos establecidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos ", dado que lo que contiene aquél precepto es una serie de imperativos
dirigidos a las constituciones y leyes electorales de las entidades federativas y no
cualidades intrínsecas exigibles directa e inmediatamente a la actuación de las autoridades
electorales administrativas y jurisdiccionales de los estados federados.

Asimismo, esta conclusión es más respetuosa del devenir histórico por el que han
deambulado las cuestiones comiciales en nuestro país, dado que, abandonada mediante la
tesis de Ignacio Vallarta en 1877 la posibilidad de intervención judicial vía amparo en las
cuestiones político electorales, esta materia quedó durante mucho tiempo al margen de un
control constitucional de sus leyes, actos y resoluciones, situación que pretendió se
"disf razada " a través de la creación y articulación, más o menos acabada, según la fase
histórica de que se trate, de instancias administrativas y el arbitrio político de los colegios
electorales, conforme lo expuesto anteriormente,

Del mismo modo, la conclusión sostenida estaría igualmente sustentada en la propia
iniciativa de reformas const itucionales de agosto de 1996, en la que se hace especial énfasis
en la intención de conformar un sistema integral dc justicia electoral, especialmente en un
fragmento que la Corte, cómodamente, omite transcribir y hacer mención en su sentencia y
que es del siguiente tenor:

.. Al respecto, la iniciativa plantea un mecamsmo absolutamente respetuoso de nuestro sistema
federal. al prever que es/a nuno vía sólo procederá cuando haya violaciones directas a la
Constitución General y en casos determinados que por su trascendencia ameriten ser
planteados ante esa instancia j urisdiccional.

.. La fórmula que propnn e esta iniciativa concilia los argumentos de cará cter co nstitucional
con los de orden práctico Ji logra. respetando las carac terísticas de especificidad del derecho
electoral que regula los proc esos re spectivos y la adición del Poder Judicial de mantenerse
ajeno a estos conflictos, un sistema de justíc ía electoral completo que incluye el control
constitucional y propicia el absoluto respeto al principio de legalidad, sin el riesgo de un
viraj e brusco que pondrá en peligro la viabilidad del propi o sistema que se esta creando y que.
por supuesto. deber á mejorarse)' udapturse de acuerdo con lo que la expe riencia derivada de
su aplicación indique.

Como se asentó, en la resolución de la Corte se omite hacer la trascripción de este
fragmento de la exposición de motivos de ' la reforma constitucional de 22 de agosto de

reclamado y n I} un nuevo juicio de amparo. C'.o§,3 distinta sucede en el amparo directo. en el cual no se ift1)\l gna como acto reclamado
norma general, sino la resolución que decidió el fondo del asume de origen o puso fin al juicio. La nonna general se cuestiona
exclusivamen te en los conceptos de \'iolaciÓt1, al estimarse: que la senlencia impugnada es inconstitucional porhaberse fundado en una
ky que es inconstitudunal . En este procedimi ento no tiene el car ácter de autoridades responsables las que participaronen laexpedic ión y
publicación de la ley. En consecuencia. la sentencia favorable no haceunpronunciamiento en los resolutivos sobre b normageneral. sino
excluu varrente respecto de la resolución Judicial reclamada De ;u:¡ui se sigue que la norma general se puede volver a aplic.ar al quejoso
sm violar con ello 1.1 sentencia de all'llaro. Estamos en un típico caso de desaplicación de una normageneral en un asunto. i. E. ütigio
concreto "Zaldivar Lelo de Larrca . An uro. Hacia unanueva le)" de amparo. lnsutu to de lnvesugeciones jurídicas de la IJNAM,M éxico,
2002. pp. 112· \15.
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1996 (que debe entenderse insertada entre los dos párrafos finales que son citados en la
ejecutoria dc mérito) y que resulta, a nuestro ju icio, fundamental para entender el correcto
sentido de la intención del Poder Revisor de la Constitució n, dado que toda inte rpretació n
de las normas consti tucionales que fueron modi ficadas y adicionadas con motivo dc dicho
decreto, así como las disposiciones legislativas secundarias que las reglamenten, deben
interpretarse en el sentido de hacer posible el deseo man ifiesto del Constituyente
Permanente, lo cual, desde luego, no se consigue creando esferas o zonas de inmunidad en
la actuació n de los poderes públicos, como sucede con el criterio interpretativo de la
Suprema Corte de Justicia, toda vez que impide que las leyes o normas electora les ya
vigentes al momento de entrar en vigor las reformas aludidas queden exentas de cualquier
control constitucion al, as; como avala o convalida el ejercicio nada usual de los partidos
políticos de adoptar acuerdos políticos de no impugnar las leyes electo rales nuevas , cuando
ello convenga así a sus muy particu lares intereses , dejando en completo estado de
indefensión a los ciudada nos, candidato s y olras agrupa ciones u organi zacio nes po líticas.

En relación a la segund a de las razones expues tas por la Suprema Corte de Justicia ele la
Nación para conclu ir la improcedencia de la denun cia de contradicc ión que le fue
planteada, aquella en la que sostiene, que al existi r el criterio sus tentado por el Máximo
Trib unal al resolver la acc ión de inconstitucionalidad con número de expediente 6/98, por
virtud del cual se habian fijado los alcances del artículo 54 const ituc ional para la
configuración de los sistemas electorales de las legislaturas locales (con excepc ión de la
Asamb lea Legislativa del Distrito Federal al gozar de un régimen constituciona l específico
contemplado cn cl art ículo 122 de la Ley Fundamental), la Sala Superior se encontrab a
obl igada a respetarlo y seguirlo en el eje rcicio j urisdiccional que efectúa respecto dc los
actos y resoluciones que fueran de su conocimiento, no pudiendo, por ende, disentir del
criterio emitido. cabe decir de inmediato que, pese a las cues tionadas formas
interpretativas que realiza el Alto Tribunal, lejos de convencer, deja en claro lo débi l (por
no decir defectuoso) de la argumentaci ón.

Al efecto, tras hacer una serie de afirmaciones en lo que parecer ser un intento de
interpretación dialéctica, la Corte plantea, que de l artícu lo 99 constitucional, al facultar al
Tribu nal Electoral para interpretar un precepto de la Const itución Federal con motivo dcl
conocimiento de un acto o resolución, se deduce la pos ibilidad de que algunos de los
criterios emitidos pudieren entrar en contradicc ión con los sustentados por la propia Corte
"al resolver las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral", situación que, de
inmediato es aclarada, " 110 puede actualizarse por la simple circunstancia de que existan
efectos oponibles, ya que en todo caso, debe estarse a las reglas que para la obligatori edad
de la jurisprudencia estable el artículo 94, párrafo octavo " de la Carta Magna y la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

A partir de este apuntamiento. mediante la interpretación de los artículos 94, párrafo octavo
constitucional, 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federac ión y 43 y 73 de la
Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y II del Articulo 105 de laConstituci ón Federal, la
sentencia postula que las consideraciones que funden los resolu tivos de las sentencias
reca idas a las accio nes de inconstitucionalidad, aprobadas por cuando menos ocho votos ,
así como la j urisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. son
criterios obligatorios para el Tribunal Electo ral ya sea cua ndo se refiera a la interpretaci ón
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directa de un precepto de la Carta Magna, o bien, en aquellos casos en que resulte
exactamente aplicable.

A diferencia de la opinión que suste nta el Min istro Gudiño Pelayo en su voto
"concurrente ", lo erróneo de la argumentación descrita, no estriba tanto en que los
artículos 43 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones [ y II del Artíc ulo 105 de la
Constitución Políti ca de los Estados Unidos Mexicanos no denominen como
"jurisprudencia " a la parte considerativa que sustenta una resolución de una acción de
inconstitucionalidad adoptada mediante una votación cualificada , a que el Tribun al
Electoral no se encuentre entre las autoridades que qued an sujetas obl igatori amente a lo
resucito en tales acciones, o ni siquiera a que se trata de ámbitos de comp etencia distintos
(uno revisar la constitucionalidad de las leyes y otro a la revisión de la legalidad y
constitucionalidad de los actos y resoluciones electora les) que hace virtualmente imposible
(al no serie aplicables, aduce el voto "concurrente" ) que el Tribunal Electora l quede
constreñido a acata r los criterios del Pleno ya que tiene vedado pronunciarse sobre la
constitucionalidad de las normas genera les con rango legislativo, cuestión que const ituye la
única materia posib le de las acciones de inconstitucionalidad.i'"

No, lo que en este aspecto se puede objetar al razonamiento ofrecido por la Suprem a Corte
de Justicia es simplemente que no toma en cuenta lo prescrito en el articulo 99, párrafo
quinto de la Constitución Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos , esto es, no intenta
siquiera darle un contenido propio a lo dispuesto en tal precepto, de tal forma que lo
despreci a, lo hace a un lado, en términos prácticos, lo deroga (cuando menos parcialmente).

En efecto, si se analiza la interpretación efectuada por el Máximo Tribunal, resalta a
primera vista que nunca efectúa un análisis del artículo citado para determinar cuál es su
sentido y alca nce dent ro del andamiaje constitucional, sino que, por el contrario, para
alcanzar ese objetivo, so pretexto de la remisión legislativa consignada en el artículo 94,
octavo párrafo, de la Constitución Genera l para "fijar los t érminos en que sea obligatoria la
jurisprudenc ia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la federación sobre la
interpretación de la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados
internacionales...", concluye que, como las leyes atinentes (reglamentaria y orgánica ya
citadas) establecen que las consideraciones que sustenten la resoluci ón de una acción de
inconstitueionalidad por cuando menos ocho votos son obligatorios (adquieren, por ende, el
carácter de j urisprudencia, pese a que ello no se diga expresamente) y que la juri sprud encia

101 Respecto de esta última hipó tesis qu e manej a el Ministro GuJ ilio Pelaje, debe reconocerse q ue, en los t érminos en que está n expuesta s
las razon es del fallo . cierta mente ex iste una co ntradicc i ón notab le y e vidente. No ob stante, si se an aliza con deta lle. suponiendo que el
argu'nlcn to princip al de la Corte es tuviere en lo corr ec to (C5dec ir, que Únicamente se previ ó la existenc ia de un control abs tracto de la
normativida d elec tor al) , de be entonces admitirse que las interpre taciones qu e realice el Trib unal Pleno en las acc io nes de
iecon st itnclo nati dad no se lim itan a aquellas que cond uzcan simplemente a declarar conformes o no con la ley Fundamenta l los
precep tos cuya valide z mat erial se combata, sino que es pos ible qu e la Co rte establezc a una "i nterpr etac i ón con forme" de los di spo sitivos
invo luc rado s, esto es. que estab lezca la forma en la que ta les erticulos deban ser en tend idos y aplica dos para que no se incurra en una
iuconstiiucionalidad . Fn estos casos , ya \,isI05 con cierta regu laridad en otras jurisdicciones con sti tucion ales como la alemana o la
esp a ñola, se es taña en presenc ia de lo que la doc trina ha dado en llama r. paradój ica mente . una " sen tencia írucrprctativa " .
Co nsecuen temen te , en tates hipótesis no cabria la con lradicción que objeta el ministro Gudino. ya qu e el Tribunal Electoral. al seg uir el
cri terio emitido por el Plenc de la Corte. no estaña juzga ndo sobre la con formid ad o no de una 00fTTl3. Icgisla ti\'3.. sino que se limi tarla a
aplicar Los parimetros sentados para no Incurrir en la incon sliwcionalidad det ectada po r el órga no conc entrado encar gado de vela r por
ta les cuestiones. Para un aná lisis sob re el sign ificado , la tipolog ía , los e fectos )' b leg itimación de es ta c lase de reso luciones por parte del
Tn bunal Constituciona l Español, en especial de las sentencias "edi uvas" (especie de las "in terpretativas") , cfr. Diaz Revoeo, Fran cisco
Javier . Lassen tencias interpretativas del Tribunal Cons tlWCU,H1al. Lemo va, valladotid, 20tH. 342 pp-
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del Pleno es obligatoria para las salas del Tribunal Electoral cuando interpret e directamente
un precepto constitucional y en los casos en que resulte exactamente aplicable, entonces el
significado del artículo 99 de la Ley Fundamental no puede referirse a esos supues tos
legalmente contemplados.

Esto es, la Corte recurre a interpretar primero diversos dispositivos legales de corte
secundario, para delimitar los supuestos comprendidos en dicho articulo 99, para
darle sentido a un precepto fundamental. Esta operación, que de suyo se antoja
inverosimil, rompe con una adecuada interpretación constitucional, pues conforme las
teorias más aceptadas (así como por el sentido común) si la Constitución es la ley suprema
de todo el ordenam iento (y cn esta cuestión el artículo 133 de dicho ordenamiento deja
lugar a pocas dudas) , es la Constitución la que condiciona y da validez formal y material al
resto de las normas que de la misma derivan. De ahí que una operación hermenéutica
como la realizada al resolver la denuncia de contradicción de tesis no sólo resulte
contraria a derecho, sino francamente absurda.

Por el contrario, si se hubiere efectuado el procedimiento adecuado, esto es, primero
determinado el contenido constitucional para después , con base en cl resultado que arroje,
fijar los posibles alcances de las disposiciones secundarias (lo que significa interpretarlas de
tal forma que sean congruentes con los postulados supremos), la conclusión seria
diametralmente distinta.

Para clarificar nuestro pensamiento. ,resulta conducente traer a colación, una vez más, el
texto exacto de lo expresado en el artículo de mérito, norma que se encuentra reiterada en el
artículo 236 de la Lcy Orgánica del Poder Judicial de la Federación y que dio,
curiosamente, origen al fallo que se comenta:

" Cuando lma Sala del Tribuna l Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucíona lidad de
algún acto o resolución O sobre la interpretación de un precepto de e.un. Const itucíón, )' dicha
tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia. cualquiera de los ministros, las salas o las part es. podrán denunciar la
contradicción en los términos que seña/e la ley , para que el Pleno de /0 Suprema Corte de la
Nación decida en definitiva cual tesis debe prevalecer . Las reso luciones que se dicten en este
supues to no afectaría los asuntos ya resueltos. "

Lo primero que hay que resallar de esta disposición son los tipos de criterios o "tesis "
susceptibles de motivar una contradicción.

Así, de un lado se encuentran aquellas tesis que sustente alguna de las salas del Tribunal
Electoral (no importa, pues, si se trata de la Superior o de alguna de las regionales) en las
que se sostenga la "inconstitucionalidad {le algún acto o resolución " o se interprete "un
precepto constitucional". Consideramos que la distinción que ofrece el articulo, como
anticipamos, es ociosa, ya que para estimar si algún acto o resolución es contrario a la Carta
Magna, ello se debe a que está en contra del texto o espíritu de un mandato expreso o
implícito contenido o derivado del artículo constitucional, lo que implica necesariamente la
aplicación de un precepto de la Ley Fundamental, el cual, para ser aplicado, requiere
indispensablemente ser interpretado. Por ende; en realidad el único requisito que debe
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cont ener el criterio emitido por la Sala Superior o Regional del Tribunal Electoral es que
interprete un precepto constit ucional.

Por el otro lado, se encuentran las tesis que hubieran sido emitidas por el Pleno o las salas
de la Suprema Corte de Justici a de la Nación. Pese a que el precepto en cuestión es omiso
al respecto , se puede concluir, por una necesidad lógica, que en dicho criteri o debe
interpretarse el o los artículos constitucionales que hubieren sido igualmente interpretados
en la tesis de alguna de las salas del Tribunal Electoral, pues de otra form a no podria
presentarse contradicción alguna.

De lo que se deduce que, para que pueda siquiera sugerirse la existencia de una probable
contradicció n, la comparación de una tesis con la otra debe arroj ar como resu ltado que se
está interpretando cl o los mismos dispositivos const itucionales con result ados divergentes,
cuando menos en apariencia, esto es, que arrojan conclusiones distintas.

Ahora bien, de lo hasta ahora dicho resulta que , pese a que se faculte al propio Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación para decidir la tesis que en definitiva debe
prevalecer.i'" lo cierto es que el texto con stitucional, lo qu e en realidad está haciendo es,
en cierla forma, homologar en rango y jerarquía, para el efecto de la resolución de los
asuntos qn e les compelen respectivam ente, al Pleno y salas del Alto Tribnnal y a las
sa las del T'r ibuna l Electora l del Pod er .J udi cial de la Federación, pues de otra fonna no
se entiende la posibi lidad de que entre los criterios que emitan se pueda producir una
contradicción, dad o que los procedimientos de unificación de tesis llevan implícita esta
concepción. Es pues, un presupuesto para que puedan actualizarse las unifi caciones de
tesis.

Asim ismo la ordcnación jerárquica de los criterios interpretativos de los órganos
jurisdiccionales subyace en la fracci ón XlII de l artículo 107 constitucional cua ndo se
plantean las denuncias de contradicción (ante el Pleno o las sa las , según sea el caso)
sustenten tesis cont radictorias los tribunales colegiados de circuito en los j uicios de amparo
de su com petencia, así como en las planteadas ante el Pleno, cuando se presenten presuntas
contradicciones entre tesis emitidas en los j uicios de amparo que hubi eren resuelto las salas
de la propia Corte. En ambos casos, lo dec idido const ituirá jurisprudencia.

Lo mismo sucede cuando la Ley de Amp aro, con fundamento en el articulo 94, párrafo
octavo de la Carta Magna, esta blece las reglas de ob ligatori edad de la j urisp rudencia

101 Circunstancia que alguno s autores cah fican un "absurda pues constituye al Pleno como j uez y parte de la contienda". Cana neo
Zúñiga, Joel. Poder Judicial. prólogo de Ignacio Burgoa Orihuela, Pon úa, M éxico, 2000 , p. )82 . Pese a que, como sostiene el autor en
cita. a priori pudiere considerarse absurdo que uno de los órganos cuyo criterio even tualmen te está en cont radicción (pues no en lodos los
caros es asl, bien pod ría tratarse de una tesis emitida por una de las salas de la Corte) es el encargad o de resolver sobre la cuestión , no
debe pasarse por alto q ue en los procedimientos de contradicci ón o unificación de criterios no se esta en presencia propiamente de una
controversia o disputa (como él apunta ), por lo que los órganos involucrados no son ni forma ni materialmente partes. ya que no existe en
realidad una pretensión de que alguna de las tesis se mantenga. ni la res tsrencia del otro órgano involccrsd o en el sentido de i~ir que
dio suceda. No, lo que se busca en estos procedi mientos es simp le y sencillamente uaifi c.ar los criterios interp retativos con el objeto de
hacer efectivos el princ ipio de igualdad y el valor seguridad jur idica que inspiran el ordenamiento juridico (sobre el tema. cfr . supra
apartedc 4 del Capitulo IV). de tal forma que, bien entendida Su función por parte de los órganos estatales involucrados, lejos de
Constituir un litigio, puede serv ir de diálogo en el perfeccio nam iento de los crncri os interpretativos . De tal suerte, si la Corte es
efecuvamerue el máximo intérprete de la Constitución y del ordenamiento juridicc en nuestro país. resulta acorde con el sistema que al
máxime de los órganos que la componen se le encomiende decir la ultima palabra al respecto .
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emitida en los juicios de amparo . Tratándose de la emitida por el Pleno de la Corte, obliga
tanto a las salas de ésta, así como a los tribunales unitarios y colegiados de circuito, los
juzgados de distrito, los tribunales militares y j udici ales del orden común de los estados y
del Distrito Federal y tribunales admini strativos y del trabajo, locales o federal es. En tanto ,
la dictada por las salas excluye, obviamente , al Pleno , pero aplica para todo s los demás
órganos jurisdiccionales mencionados (artículo 192, primer párrafo). En congruencia, el
diverso nume ral 193, primer párrafo del cuerpo legal invocado, prevé que la jurisprudencia
sus tentada por cada uno de los tribunales colegia dos de circuito es obligatoria para los
tribunales unitarios , los juzgados del distrito, los tribun ales militares y judiciales del orden
común de los estados y del Distrito Federal y tribunales administrativos y del trabajo,
locales o federales.

En cada uno de los cas os mencionados (Pleno, salas y tribunales colegiados) los criterios
que emiten no result an obligatorios para órganos j ndieia lcs del mismo rango jerárquico.

Ten iendo es to en cuenta, entonces puede entenderse con much a mayor claridad el prop ósito
de la norma incrustada en el articulo 99, párrafo quinto de la Constitución Genera l de la
Repúblic a que, como anticipamos, es instalar en un mismo nivel je rárquico al Pleno y salas
de Máxim o Tribuna l y a las salas del Tribunal Electoral. .

Ciertamente , a esta aseve ración podría planteársc, no sin sustento, que lal equiparac ión es
más aparente que rea l, puesto que se faculta al Pleno para resolver en definiti va sobre el
crite rio que debe prevalecer. Sin embargo, dicha objeción es, paradójicamente, más
aparente que rea l, puesto que lo que en últ ima instancia está tutelando la norm a es la
independencia judicial de los órganos mencio nados en el ejercicio de la comp etencia que
les fue conferida, dado que dicha independencia no significa únicamente "una garu ntia de
los jueces frente a posibles injerencias exteriores, sino también una garant ia ad intrafrente
a sus prop ios superiores jerárquicos, es lo que se denomina independencia interna. Se
des/oca asi la situación ajer árquica del juez en el desempeño de S1/ labor pri vativa
respecto de los órganos de superior grado... ..] 09 De tal forma, visto desde la perspectiva
del Tribuna l Elec toral, con el precepto en cuest ión se le está dotando de una amplí sima
libertad para interpretar y aplicar los preceptus involucrad os en el juzgamiento de los
asuntos que le son sometidos a su comp etencia, sin que al efecto le sean obligatorios los
criterios emiti dos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya sea actuando en Pleno
o en Salas, salvo en los casos específicamente del imitados por el artículo 99, lo que se
traduce en que só lo le serán obligados cuando se hubieren sopesado los argumentos
inte rpretativos uti lizados por la Sala del Tribunal y los esgri midos por el Pleno o las salas
del Máx imo Tr ibuna l.

Asimismo, debe tene rse en cuenta que dicho dispositivo no distingue la calidad de tesis
invo lucradas, es decir , no especifica si las mismas deben constituir j urisprudencia, tener el
mero carácter de aisladas o relevantes o si simplemente deben haber sido expresadas al
mom ento de resolver algún asunto de su competencia, aun y cuando no se hubiere
formul ado un criterio y soportado en un documento con determinadas caracterí sticas cn el

ll19 Gonz ález Monte s. Ll., VOL " Independencia judicial" en Enciclopedia Ju ríd ica Básica, Op. Cit., p . 352 4
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que se exponga, condensadamente, el terna y criterio sustentado, así como un extracto de la
argumentación efectuada. Del mismo modo, tampoco precisa el tipo de procedimiento del
que pudieren emanar las tesis contradictorias. Antc el silenc io de la norma, y visto cl
propósito que persigue ésta, debe concluirse que, de acuerdo con el principio general del
derecho consistente en que donde la ley no distingue no cabe distinguir, se puede tratar de
cualquier cri terio sustentado por el Pleno o las salas involucradas, sin que para ello importe
el procedimiento específico dcl que hubiere emanado.

Como puede apreciarse, con estas conclusiones no es posible dar los efectos que la
sentencia en análisis confirió a los artículos 94, párrafo octavo constitucional, 235 dc la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 43 Y 73 dc la Ley Reglamentaria dc las
Fracciones I y 11 del Artículo 105 de la Constitución Federal puesto que si bien cl primero
de los dispositivos citados contiene una autorización al legislador para fijar los t érminos en
los que sea obligatoria quc establezcan los tribunales del Poder Jud icial de la Federación,
semejante habilitación no se traduce cn el desconocimiento de otros preceptos
constitucionales . Tal parece que así lo entendió el legislador ordinario , puesto que cuando
se produje ron las adecuaciones del marco legislativo secunda rio, para hacerlo coherente
con la nueva estructura constitucional derivada de las reformas publicadas cl 22 dc agosto
de 1996 (a su vez publicadas, las modificaciones legales, el 22 de noviembre de ese mismo
año), si bien se realizaron diversas enmiendas a la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y
11 del Articulo 105 de la Constitución Federal, para comprender las nuevas atribuciones de
la Corte en la materia electoral, no se alteró el texto de los numerales 43 y 73, para
hipot éticamente incluir a las salas dcl Tribunal Electoral como autoridades obligadas a
seguir las consideraciones que sustentaran las acciones de inconst itucionalidad resueltas por
una mayoría cualificada.

En esta tesitura, debernos coincidir con el Ministro Gudi ño Pelayo, aun y cuando por
razones sustancialmente distintas, respecto de la correcta interpretación del articulo 235 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el sentido de que la
"jurisprudencia" a la que se refiere es a la que emita el Pleno de la Suprema Corte de
Justicia dc la Nación con motivo dc la resoluci ón de una denuncia de contradicción de tesis,
pues de otra forma, dicho precepto ser ía notoriamente contrario a la Constitución.

Tras hacer un breve análisis de la ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno, se tiene como
balance general de su examen, que la interpretación desarrollada es letrística, parcial, en
ciertos aspectos hasta contradictoria y, además, no toma en cuenta el sentido de una
Constitución y su función garantista.

4.4.2 Implicaciones y propuesta

¿Qué consecuencias derivan, para efectos prácticos, del criterio sostenido en la sentencia
dictada en la contradicción de tesis 2/2000 PL? La respuesta es sencilla: la reforma
constitucional de 1996 en materia electoral quedará truncada, a medio camino dcl objetivo
de configurar un sistema integral de justicia electoral, pues si bien los recursos y juicios
contemplados en la Lcy General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, a los cuales se ha pasado revista (recursos de apelación y de reconsideración y
juicíos de inconformidad, de revisi ón constituciona l electora l y para la protección de los
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derechos político electorales del ciudadano), conservarán el carácter de medios de control
de la constitucionalidad respecto de los actos y resoluciones emitidos por las autoridades
electorales competentes, federal o estatales, admin istrativas o jurisdiccionales, ello sólo
podrá ocurrir respecto de aquellas actuaciones cuya obligatoriedad constitucional no sea
necesaria la inmediación legislativa, es decir , respecto de aquellos preceptos
constituciona les que no requieren de desarrollo normativo secundari o.

No está de más precisar, que esta situación constituye una considerab le minoría respecto dc
la totalidad de actos y resoluciones susceptibles de ser emitidas, puesto que la Constitución
no es más que un documento que contiene prescripciones generales que deben ser
desarrollad as por las legislaturas federales o locales dentro de los márgenes que el propio
texto fundamental establece.

Respecto de esa inmensa mayoria de actos y resoluciones no podrá solicitarse en ningún
caso (y mucho menos efectuarse) su revisión por la presunta irregularidad constitucional
que posean las normas o leyes que se hubieren aplicado para su emisión, ni siq uiera si la
solicitud proviene de los destinatarios de tales actos o resoluciones (que no son únicamente
los partidos políticos, sino también las agrupaciones u organizaciones pol íticas, los
candidatos, los ciudadanos e, incluso cualquier particular, persona física o moral, que fuere
multado por el Instituto Federal Electoral o por algún consejo estatal electoratr' !", por más
que sobre su esfera jurídica pesen los perju icios ocasionados, toda vez que, en los términos
expuestos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre tales normas
existe una presunción de constitucionalidad por no haber sido ejercida la acción que tienen
conferidas los partidos políticos, las minorias parlamentarias y el Procurador General de la
República o porque, tal vez, se trata de normas que fueron promulgadas y publicadas con
anterioridad a las reformas de 1996, en cuyo caso tampoco podrá efectuarse control alguno,
aun cuando la ley en cuestión no hubiere sido obje to de reforma alguna para adecuar la a los
nuevos postulados que contiene el articulo 116 de la Carta Magna, como ocurre todavía con
la legislación electoral del Estado de Yucatán.211 Es el triunf o de la política sobre la norma
juridica, la negociación misma del Estado de Derecho.

En definitiva, visto este panorama, para esas agrupaciones u organizaciones políticas,
candidatos, ciudadanos y, en general, cualquier particular que resulte perjudicado por un
acto o resolución de las distintas autoridades electora les, no existirá la Constituci ón como
parámetro normativo con el cual corroborar si el acto que lesiona sus intereses se encuentra
ajustado a ella, lo cual resulta particularmente perverso en un pais que pretende
consolidarse democráticamente pues bastará que los partidos políticos representados en el
órgano legislativo que emita la norma "consensen " el contenido de la reforma electoral,

210 Esta descripción de sujetos que están en posibilidad de sufrir los efectos de un acto o resolución contra ventor de di spos iciones
constitucionales por apoyarse en leyes que adolezcan de ese defecto. no es producto de una imaginación desborda da, sino que son los
distintos sujetos legitimados por la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral ua ra, según sea el caso ,
promover los juicios o interponer los recursos en ella contemplados. con 10 que se demuestra palmariamente que los partidos polüicos nu
son los único s que intervienen en las cuestiones comiciales, corno afirma la Corte en su sentencia
211 Aunque en aquellos casos en los que la norma tivid ad electoral en cuestión date de una fecha anterior a la entrada en vigor de las
reformas constit ucionales, podría aplicarse como principio para reso lver la antinomia el consistente en que la ley posterior deroga la
anterior. pues al fin y al cabo la Cons titución no es más que una ley cualificada en su valor y suprernacla. De tal forma no habría colisión
con el criterio de la Corte , dado que no se estaría aplicando como principio de resolució n el de que [a ley superior prevalece so bre la
inferior, que es el que se unlrza en el control constitucional
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indcpcndicntcmente de cuál sea éste, para que esa nueva normatividad no pueda llegar a ser
materia de revisión por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de una
acción de inconstitucionalidad, con lo que operará, a prueba de todo, la "presunción" de su
conformidad con la Constituci ón.i '"
Basta recordar las palahras de Ibáñez2l3respecto de la recurrente proclividad de lo político
para escapar de las limitac iones y controles jurídicos:

"Quienes antes habían denunciado el supuesto activismo de los j ueces, por demasiado
constitucional. ahora... denuncian la j udic iala acián de la política y sugieren complicidades y
excesos. Pero /0 cierto es que cuando la política... ingresa en la ilegalidad. de Código penal, en
buena ley, no puede ex istir para el/a otro camino que el más corto hacia el juzgado. Ello hace
que en la presente situación, si hay alguna patología denunciable, ésta es la que ha
eclos ionado e'l el marco de la po lítica. de la que tendría que ser una nob le actividad al servicio
del estado.

"No quiero decir con ello que la magistratura haya resuelto sus problemas. No y en ninguna
parte, Afirmar que f rente a la eventual degradación criminal de ciertos momentos del poder
político el judicial debe actuar sobre el caso y. al hacerlo. encarna toda la legitimidad del
Estado de Derecho, no quiere decir que la jurisdicción deba queda r al margen de la atención
crítica, y. menos aún. que en ella tenga ya adecuada realización el modelo constitucional. Se
trata, simplemente, de reconocer lo inohjetable del ejercicio de esa [unción.
constitucionalmente impuesta.

"El futuro dirá hasta qué punto son j ustificados es/os temores. Pero creo que lo que se ha
consta tado en la expe riencia comparada obliga a refrescar una vieja -y nunca obvia- lección

! I ~ Hauer plantea la situación en los sig uientes términos: ••.._hay que preguntarse eó rno se puede con trola r la constituciona lidad de las
leyes elec torales. Existe la acci ónde inconstitucioealidad a la que sólo pueden accede r las miner ías parlam entar ias. la rG R y los partid os
poluic os, )' que súlo puede eje rcerse dentro de los 30 dlas que sigan inmed iatamente a la entrada en vigor de la le)' (en realidad, la ley
habla de la publicación de la ley , no de la entrada en vigo r: cfr. articu lo 60 de la Ley Reglamenta ria de las Fracciones I y 11del Articulo
105 de la Cons tituc ión Polít ica de los Estados Unidos Mex icanos). Pero no existe e l otro mecan ismo. el indirecto o incidental -que
muchas .....eces resulta ser má s valioso. Por principio de cue ntas. el juicio de amparo no procede en ma teria electo ral. Asi lo dispone con
toda claridad la fracción V II del articu lo 73 de la Ley de Amparo . Y ahora con la res-olución de la Cor te. tampoco se podrá combatir la
incons tituc ionalidad de una ley elector al a trav és de los jui cio s y recu rsos que resuelve el Tribuna l Electora l. Es deci r, nos encontramos
ante una evidente laguna en el sistema , un espacio de irre gula ridad constitucional que no tiene solución . El problema se comprende mejor
con un ejemplo: supóngase que UI1 día el Co ngreso reforma el Coñpe y en dicha reforma establec e una serie de normas que violan los
de rechos político electorales de IIJS ciudadanos; o 4U l: dispone normas con trarias a los principi os consmuci onalcs de certeza, legalidad.
Independencia, impa rcia lidad u obje tividad que señala el art iculo 41 de la Constitución. Supongamos , además. que pasan 30 días de la
vigencia de dicha reforma, lo cua l se traduce automáticamente en la inoperancia de la acc ión de inconstituc ic nalidad . En ese caso,
tendremos una ley elec toral -énconsurucional- que no podrá ser impugnada por ninguna vía. El Tribun al Electoral. y todas las autoridades
electorales de l país deberán aplicar la ley como autómatas , sin ju zgarla ni cuest ionarla. Existirá . pues, una ley sustraída del con trol
constitucional y no habrá med io legal para repararla. Si un particular ve violados sus derec hos de votar o de ser votad o, por eje mplo, no
tendrá defensa algun a. El ampa ro será. notoriame nte improcedente. Y en el juicio para la protección de los derechos político-electorales
que pueda promover ante el Tribunal Elec toral. no pod r á impugnar la incans titucion alidad de la ley. Estaremos todos. en ese caso
sometidos al arbitrio y discrec ión de una ley contraria a la Consti tución , y sin rel'nedio alguno para combatirla . F...st.a es la consecuencia de

. ~ la inexplicable resolución de la Corte" . Rauer, Peter. " La Suprema Corte y el Tribunal Electoral" en Mileni o Diario. 26 de mayo de 2002,
p. 19 Por su parte. Fix Fierro es mucho más moderado en sus comentarios respecto de la efectividad de los co nectes específi cos de
const itucionalidad en la ma teria elec toral. no obs tante lo cual. afirma al final de su entre ga editoria l sema nal: " ... El ciud adano se
pregu nta si en esta abs trusa controversia hay algo que le conc ierna. La resp uesta es que st: van de por medi o sus de rechos políticos. Hoy
por hoy, los ciudadanos no pueden impugnar la mconstrtucionaljdad de las leyes elec torales . la facultad que reclama el Tribunal
Electoral puede verse como una posibilidad ad icion al -bastante débi l es verd ad- de defensa de esos derechos . Por es ta razón, la Suprema
Corte tendr ía que reexam inar , con mucho mayo r detenimiento. la posic ión que ha fijado en esta peculi ar sentencia" . Fix Fierro Héctor.
"Un a extraña sentenc ia de la Suprema COI1e" en La Crónica de Hoy, 26 de junio de 2002, p. 17. Sugerencia sobre la que cabria . a su vez,
haca una pregunta: si la Cort e ha cerrado los caminos para poder plantear una cuestión semejante. ¿cómo podría presentarse una nueva
denuncia de contradicción s in que las sa las del Tribuna l Electoral incurran en un desacato a la ejecu toria dictada por el Máximo Tribunal?
La única opción que se nos ocurre es que la Corte cambie de parecer en la contrad icción de tesis 412000, que aun se encuentra pendiente
de resolver. lo cual, desde luego. se antoja imposible .
-n IbMe~ , Perfecto Andrés (Ed itor). Corrupc ión y Estado de Derecho. El p.1[lC1de la jurisdicción, Trolla , Madrid, 1996, pp. 11-13.

169

Neevia docConverter 5.1



de teoría política. Ésta es que, dada la inveterada propensión del po der a pro tagon izar huidas
- a veces espectaculares huidas- del Derecho, si ha)' 1111 lujo que el Estado de Derech o, los
ciudadanos del Estado de Derecho , no pueden permitirse es la amortizaci ón de ninguno de
los momentos de control que; en el modelo ideal-constitucional; pueblan su estructura. Uno
de éstos, se ha demostrado. es el de procedencia judicia l. Control en última instancia de las
degradaciones criminales de la pol ítica. Control potencia l, en condiciones de razonable
normalidad, pero de una potencialidad que debería ser efectivamente actuable cuando y do nde
imperativos de legalidad lo hicieren necesario.

"Es cierto que el poder judicial. el micropoder del j uez del caso , no recibe su legitimación de
las urnas, como, en estos tiempos, se le reprocha con alguna frecuen cia por quieres sí cuentan
con esta investidura . Pero en tal aparente paradoja reside la mayor virtualidad de una
instancia llamada a controlar desde el Derecho y que sin ser democrática en su extracción
inmediata es, sin embargo, a través del reg ular desempeño de su cometido constitucional w ¡

relevante factor de democracia "o

Si la corte no ha sabido responder a ese llamado, entonces ante ello deberían reaccionar las
instancias constitucionalmente previstas para promover una reforma a la Ley Fundamental
con el propó sito de hacerl e frente a esta nueva zona de inmunidad en la que las personas de
a pie, las de carne y hueso, son las que están resultando perjud icadas, al ser considerados
ciud adanos de segunda, pues para ellos, en tanto esta situación no se resuel va y en la
mayoría de los casos , la Constitución no será más que un referente literario sin efect ividad
práctica.

En un evento académico celebrado en cI ITAM, el destacado juri sta y maestro José de Jesús
Orozco Hcnríquez214 comentó que, con motivo de la reforma constitucional y legal en
materia electoral de 1996, se estableció un sistema de j usticia electoral de natura leza
plenamen te judicia l, en el que la decisión última acerca de todo conflicto electoral, incluida
la calificación de la elecc ión presidencial, ha dejado de ser facultad dc autoridades po líticas
(como las cámaras de los congreso y los respectivos co legios electorales) para quedar
encomendados a órganos de naturaleza ente ramente judicial, lo que implica que las
impugnaciones electorales han dejado dc reso lverse según criterios de opo rtunida d o de
negociación polít ica para ser resueltas conforme a derecho por un tribun al especia lizado,
independ iente e imparcial, estableció con anterioridad al hecho , gara ntiza ndo que los actos
electorales se ajuste invariablemente a los principios de constitucional idad y legalidad.

En el marco de un sistema de justicia electora l plenamente judicializado, un rasgo central
adicional de la reforma constitucional de 19% fuc la creaci ón de instrumentos procesales
para el control judicial de la constituc ionalidad dc leyes y actos electorales, es decir, el
establecimiento de garantías constitucionales en el sentido técnico del mismo. En efecto,
por un lado, se estableció la posibilidad de que los partidos políticos, entre otros suj etos
legitimados, pudieran promo ver la acción de inconstitucionalídad ante la Suprema Corte de
Justicia de la Nación para impugnar leyes y normas generales en materia elec toral, que
injustificadamente había sido excluida en 1994, cuando se establec ió la garantía
constitucional.?" Por otro lado, el Tribun al Electoral del Poder Judi cial de la Federac ión, a

U~ Intervención del maestro José de Jesús Orozco Hcr mquez, en el Seminario de Discusión de Sentenc ias, celebrado en el Instituto
Tecnológico Autónomo de México. el 30 dc octubre de 2002.
U~ Cfr.: Guillcnno 1. On iz Mayagoua . El control eonstiJucjonal en Dl3terja e lecloral, en elecciones y justicia en España y M éxico,
TEPJF-IFE.PNUD. 2002. pp. 528·529.
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diferencia de sus antecesores- el Tribunal Contencioso Electoral y el Tribunal Federal
Electoral-, no solamente ejerce un control de la legalidad sino también un control de la
constitucionalidad de los actos y resoluciones de las autoridades electorales.

En este sentido, por su parte el Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, José
Ramón Cossío, esgrime lo que se ha venido sustentado en el presente trabajo, enderezado
que, de la interpretación sistemática y funcional de los artículos de los artículos 41, fracción
IV, y 99 constitucionales, así como del articulo 3 de la Ley General del Sistema de Medios
de Impugnación en Materia Electoral, se desprende que el Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación tiene atribuciones para resolver, en forma definitiva e inatacable,
las impugnaciones bajo su competencia y, al efecto, ejercer un control no solo de los actos
y resoluciones de las autoridades electorales federales, así como de los de las entidades
federativas, que puedan ser determinante para el desarrollo del proceso electoral o el
resultado final del eleccíones.i"

Asimismo continua aduciendo el maestro Orozco que, en la ju risprudencia sustentada por la
Sala Superior del Tribunal Electoral (J.05199- ahora desprovista de validez, derivado de la
contradicción de criterios de tesis 2/2000 PL), relativa a que dicho tribunal tenía facultades
para determinar la inaplicabilidad de leyes secundarias cuando estas se opusieran a
disposiciones constitucionales, de acuerdo a lo razonado incidentalmente en la parte
considerativa de sus resoluciones pero sin hacer pronunciamiento alguno sobre el particular
en los resolutivos ni, mucho menos, hacer una declaración de invalidez de la
correspondiente norma legal, en tanto que los resolutivos exclusivamente deben referirse a
la consecuente revocación o modificación del acto o resolución impugnado. Asimismo se
infcria que, no era obstáculo para lo anterior lo previsto en cl antepe n último párrafo de la
fracción II del artículo 105 constitucional, en el sentido de que " la única vía para la plantear
la no conformidad de leyes electorales a la Constitución es la prevista en este artículo", lo
que prima facie podría implicar una prohibición del análisis de la oposición de leyes
secundarias a la Const itución, en algún proceso diverso a la acción de inconstitucionalidad;
sin embargo, esa apariencia se desvanece si se analiza el contenido del precepto en relación
con las demás normas del sistema, es decir de lo ya analizado del contenido de los artículos
1, fracción IV, y 99 constitucionales, asi como los fines perseguidos por el sistema de
control de la constitucionalidad en general y el sistema integral de justicia electoral e
particular, lo cual conduce a concluir que el alcance del imperativo de que "la única vía
para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución", sólo significa
que los ordenamientos legislativos pueden ser objeto directo de una acción de anulación en
una sentencia, exclusivamente, en la vía especifica de la acción de inconstitucionalidad, lo
cual no riñe con reconocerle al Tribunal Electoral, la facultad de inaplicar a los actos y
resoluciones combatidos, en los medios de impugnación de su conocimiento, las leyes que
se encuentre en oposición con las disposiciones constitucionales, en los t érmin os y con los
lineamientos conducentes para superar un conflicto semejante en la decisión jurisdiccional
de un caso concreto.217

1•• MAlEM . Jorge; OROZCO Jes ús: VÁZQUF2, Rodolfo. 1... Funcjón Judicial, TEPJf . ITAM. Articulc vEl indebido monopolio
constitucional-electoral del la Suprema Corte de Justicia"de José Ramón Cosslo D. r .124.
]U lo anterior -en opinión del maestro Orczcc Henrtquez- no implicarla que el Tribunal Electoral ejerciera un control difuso de la
constitucionalidad. Enefecto. segunun ampliu sector de la doctrina procesal-constitucional (por ejemplo. Piero Calamandrei, Derecho
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Por otra parte, como ya se comentó en lineas trasuntas, la consecuencia de la referida
contradicción de tesis dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por la cual se
rechazó la diferenciación que, el Tribunal Electoral postulaba entre declaraci ón de invalidez
de una norma legal por ser inconstitucional, con la consec uente expulsión de ésta del
sistema jurídico, por parte de la propia Corte al resolver una acción de inconstitucionalidad
en contra de una ley electoral, y la consideración incidental acerca de la ley electoral, por
ser contraria a la Constitución, con la consecuente revocación, por parte del Tribunal
Electoral al resolver un medio de impugnació n específico en contra de dicho acto o
resolución electoral, asi como de la distinción que se hacía entre el control abstracto de
constitucionalidad a través dc la acción de inconstitucionalidad cn contra de una Icy
electoral (sin haber de por medio acto de aplicación alguno) y el control concreto de
constitucionalidad a través de la impugnación de un acto electoral concreto.

Así entonces, toda vez que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación carece
de la facultad para inaplicar leyes ordinari as o normas generales cuando éstas constituyan el
fundamento de validez de algún acto o resolución que se combata mediante alguno de los
medios impugnativos bajo su jurisdicción, ante la falta de algún procedi miento de control
de la constit ucionalidad equiva lente en el orden juridieo vigente, en virtud de que la
Suprema Corte de Justicia de la Nación también carece de la facullad para inapliear
disposiciones legales electora les presuntamente inconstitucionales pues no conoce de
impugnaciones contra actos y resoluciones electorales, se ha generado una laguna
normativa y el sistema mexicano de justicia electoral establecido en 1996 ha dejado de
tener un carácter integra l (a pesar de ser éste uno de los obje tivos explicitos de la
exposición de motivos de la respectiva iniciativa de reforma constituciona l como se
observó en el desarrollo del presente capítulo) , lo cual podrá origin ar ámbitos inmunes al
control de la constitucional idad y la indefensión de ciertos sujetos político -electorales,
como se mostrará a contin uación:

procesal civil, torro 11I. Buenos Aires. Ediciones Jurídicas Europea América. 1986, pp. 32-33; Mauro Ceppeueu . La jUSti0 3
constituciona l. Estudios de derecho comparado, México, UNAM. 1987, pp. 60-6 1; l t éctcr Fix-Zamudic . Ensayos sobre el derecho de
amparo, México, editorial Porrua-UNAM, 1999, PP. 206-210. Eduardo Garete enterria, la Con stitución como norma y el Tribunal
Cons titucional El llamado control difuso de la con stitucion alidad de leyes deriva de una c lasificac ión que a tiende al órga no encargado de
reali zar la función de control y, a l erecto , se distingue entre el sistema difu so o norteamericano en el que la fac ultad de control
corresponde lodos y cada une de los jueces indepen dientemente de su jurisdic ción y jerarquia. y el s istema concentrado o austriaco ­
Kelsiano. en el cual la facultad de control S~ depos ita en un órgano constitucional judicia l o aut ónomo especifi co. y si bien es frecuente
identificar c1 l1amad o sistema difuso también con aquel que prevé como efec tos el de iuaplicar en e l caso concreto la ley con siderada
contraria a la Con sutac ión (Jo cual propi amen te no atiende a la c lasificación relativa al órgano sino a la eXlensión de los efectos ,
dist inguiéndose en este último sen tido de l sistema donde se hace una declaración acerca de la inconst uucionalidad de una ley con efec tos
generales n e rga omn es), cabe advertir que tales ca rectcn sncas no son consustanciales , razón por la cual puede haber sistemas de control
conce ntrado que, en lugar de hacer declaraciones de mconsritucionalidad con efectos erga omnes . se concreta a emitir resoluciones con
efectos particu lares Y. en su caso, inaplica r en el caso concreto sóSola norma lega l presun tamente incons tituciooalidad (ta l y como ocurre .
por ejemp lo, con la Corte Suprema de la Republica de Chile, en los términos del articul o SO de su Co nst itución); esta úhi ma seria la
snueción también de los tribunales mextc.:anos federales de ampa ro, que confonna un sistema concentrado (si bien habría quie n lo
consid erara un sistema mixto), en bil la que la facultad de control se encom ienda sólo a los órgan os del poder j udicia l de la Federación,
sin embargo es claro que en sus sen tencia s no tienen efectos genera les sino únicamen te se ocupan de ind ividuos particulares (lim itándose
a ampararlos y protegerlos en e l caso especi al sobre el que verse la queja) , sin hacer una declaración general respec to de la ley que 10
motivare (segu n lo prev isto en el articulo 107, ñaccíóo 11, constituciona l), en el entendido de que esa c ircunstancia no sería razón
suficiente para estimar que tales tribunales de amparo (de manera destacada. los tribunales colegiados de circ uito respec to del ampa ro
directo) no forman parte de un especifico sistema conce ntrado de control de la constituciona lidad Del mismo modo , el hecho de que
algunas sentenc ias del Tribunal Electoral dcl Poder Judicial de 111 Federación, al resolver acerca de: la impugnación de un acto o
reso lución electoral, hubiesen de terminado incidentalmente en sus considerándos (más nunca en los resolutivos) la inaplicabilidad de
alguna nomQ legal presun tamente mconstitucicea lidad, no impedirla considerar lo dentro del sis tema conc en trado de contro l de la
cons titucionalidad conferido al Poder Judicial de la Federación, al formar parte de este último y derivar sus atribuciones de lo dispuesto
en los articulo 4 1, fracci ón IV, 99 - mas nn meramente del 133-de la Con stitución federa l.
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a) Ciudadanos y agrupaciones politicas. Toda vez que la única vía para reclamar la no
conformidad de las leyes electorales a la Cons titución federal es la acción de
inconstitucionalidad, de conform idad con lo previsto en el párrafo segundo, inciso f) de la
fracción II del artículo 105 constitucional y la tesis juri sprudencial 25/2000 aprobada por el
pleno de la Cort e, cuyo rubro es: "LEYES ELECTORALES. LA ÚNICA VíA PARA
IMPUGNARLAS ES LA ACCiÓN DE INCONSTlTUCIONALlDAD", ya que ni los
ciudadano s ni las agrupaciones políticas tienen legitimación para promover la acción de
inconstitucionalidad, entonces , los ciudadanos y las agrupaciones políticas carecen de
remedio jurisdiccional alguno para formular conceptos de invalidez respecto de normas
generales de carácte r electoral presuntamente inconstitucionales. Asimismo, los ciudadanos
y las agrupaciones políticas tienen la posibi lidad alguna de esgrimir en los medios de
impugnación electoral a su alcance (que conoce y resuelve el Tribunal Electoral del Poder
Judicial dc la Federación) agravios eficaces en contra de determinados actos electoral es
concretos que encuentren su fundamento inmediato de validez en norm as generales
presuntamente inconstitucionales, toda vez que tales agravios tendrian que descstimarse.

b) Partidos politicos. Dado que el plazo para ejercer la acción de inconstitucional es de
treinta días naturales contados a partir del siguiente a la fecha en que la ley impugnada sea
publicada en el correspondiente medio oficial, conforme con lo dispuesto en el artículo 105,
fracción I1, segundo párrafo de la Constitución, los part idos políticos carecen de
oportunidad alguna para impugnarla no solo norm as generales presuntamente
inconstitucionales cuya entrada en vigor fuc anterior a la rcforma de 1996 (las cuales
constituyen aún un sector significativo del orden federal local en materia electoral), sino
también de formular agravios eficaces contra sus correspondientes actos de aplicaci ón." !

No pasa inadvertido, que respecto del supuesto relativo al partido políti co que no promovió
la acción de inconstitueionalidad dentro del plazo constitucional y legalment e establecido,
alguien podría argumentar que el partido político que 110 ejerció la acc ión de
ineonstitucionalidad dentro del plazo fijado "consintió", de algún modo, la norma general
alegada inconstitucional. Sobre el particular, cabe señalar que la experiencia muestra que,
frecuentemente, los vicios de inconstitucionalidad de algunas disposiciones legales se
aprecian mejor cuando se aplican. Como dice Jan Elster, "una ley puede tener un potencial de
violación de derechos que resulta muy dificil de advertir antes de que se plantee un caso concreto". 219

Asimismo, los partidos político s de nueva creación no tendrian oportunidad alguna de
combatir normas generales que, por ejemplo, en razón de establecer condicion es inicuas
para la competencia electoral, fueran presuntamente incons titucionales, por la razón de que
al momento de su entrada en vigor tales partidos políticos ni siquiera existían
juridicamente, y respecto de los actos concre tos de aplicación de dicha disposiciones

111 Considérese, porejemplo. los relativos a disposicione.s legales que es tablecen la presenlación del escritode protesta como requisito de:
procedibihd ad de los medios impugnati\'Os contra los resultados elec toeajes, previstos desde antes de esa fecha tantoen el ambito federal
como en la mayoria de las entidades federativas. a pesarde estimarse que constituyen un obstác ulo inacept able para acceder al derecho
constitucional a la irJ1>2lrtición de justicia.
219 Jan Elster, "Régimen de ma>'OriasYderechos humanos individuales",en los derechos humanos, Stcphen Shutey Susan Ilurk y ( eds),
Madrid, Trota, 1998. p. 180.
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legales tampoco tendrían la posibilidad de aducir agravios eficaces en el j uicio electoral
correspondiente , como fue el tipo de casos más recurrent e en el periodo en que la Sala
Superior del Tribunal Electora l inaplicó a actos concretos normas generales presuntamente
inconstitucionales, teniendo en cuenta que las mayorías legislativas tienden a establecer
condiciones legales que favorezcan a sus respectivos partido s políticos en las contiendas
electorales y, de esta manera, evitar el surgimiento de nuevas fuerzas políticas que
contrarresten su fuerza electoral , Al respecto, cabe record ar, con Kelscn, que "'a justicia
constitucional es un medio eficaz de protección de la minoría contra los abusos de la mayoría" .219

Compartimos la idea que advierte el maestro Orozco Henriquez, relativo a que, en estos
casos en que los ciudadano s, partidos políticos y agrupaciones políticas carecen de un
remedio jurisdiccional efectivo para hacer valer sus pretensiones contra normas genérales
de carácter electoral que estiman violatorias de la Constitución federal, al menos con
efectos particulares, en un caso especifico, constituyen una laguna normativa cuya
existencia contrav iene no sólo a la garantía de la tutela jurisdiccional efectiva y completa
establecida en el artículo 17 constitucional, sino también el derecho de toda persona a
disponer de un recurso judicial efectivo ante un tribun al competente, imparcial,
independiente y preestablecido conforme con lo previsto en los artículos 8°, párrafo I de la
Convención Americ ana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto internacional de Derechos
Civiles y Polí ticos .

Por otra parte el maestro Juan Carlos Silva Adaya comenta, que la consecuencia de que
tanto la Suprema Corte corno la Sala Superior intcrprctan la segunda parte del artículo 133
de la Constitución federal, en el sentido de que no deriva del mismo un control difuso de la
constitucionalidad a favor de los tribunales locales, porque en México existe un control
concentrado a cargo de esos mismos órganos jurisdiccionales, los tribunales colegiados de
circuito y los juzgados de distrito, según una interpretación sistemática y funcional de lo
dispuesto, además, en los artículos 99, 103, 105 Y 107 de la propia Constitución Federal.
Esta situación, a su vez, provoca que esa segunda parte del articulo 133 constitucional
quede sin efecto jurídico y práctico alguno, ya que no se establece cntunces cuál es el
verdadero o auténtico aleance de esa disposición jurídica; eso es, al no determinarse un
sentido concreto o especific o de ese precepto constitucional se le deja con un mero carácter
programático o retórico.220

En esta tesitura, otro de los problemas que se anunciaron consiste en la disfuncionalidad
quc actualmente prevalece en el ordenamiento jurídico mcxieano para el control de
juri sdiccional dc la constitucionalidad cn la materia electoral, ya que subsisten actos de
autoridad, que permanecen inmunes a dicho control, lo cual impide reconocer un carácter
integral al sistema jurisdiccional para el control de la constitucionalidad de actos ,
resoluciones, sentencias y leyes electorales. Ciertamente, esta situación es resultado, por
una parte , de la determinación jurisdicc ional sobre la inexistencia de un control difuso de la

JIt Hans Kelsen. La garantía jurisdicciona l de la Consli!ución ( La justicia cQnstirucjQoall, en Anuario Jurídico, n úm 1, (M éxico, IU­
UNAM), t97. p . 512.
220 ARENAS RÁTIS, Carlos Emilio. Por una justicia constituciona l federali sta en materia electoral. Memoria de l IV Congreso Naciona l
de Derecho Constitucio nal, Diego Valad és y Rodrigo Gutierrez Rivas (coordinadores). Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM. México. 200 1, pp_3 1-63; Brage Cama ra no, Joaquín. El conlrol abstraclo de ia consl it1Jc;:!Q.na ll!!~HL4U~y~_en ~~J( ico; Orozco
Henrtquez, José de Jesús. Los procesos electorales y el Tribunal Electoral, y On iz Mayugoitia , Guillermo.
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constitucionalidad en México y, por la otra , también la consecuencia de la decis ión que
adoptó la Corte en la jurisprudencia bajo estudio, lo que trae cons igo la disolución de la
posibilidad de que se actualizara un sistema integral para cl control de la constitucionalidad
en la materia electoral.221

Haciendo un recuento de lo ante riormente mencion ado en el presente capitulo,
cons ideram os que la construcc ión lógico-juridico de la Sala Superior del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federaci ón, cn la tesis de j urisprudencia S3EU-06-l999 (la cual ha
quedado sin efectos debido a la contradicción de tesis 2-2000 PL), es muy completa, toda
vez que partiendo del principio de supremacia constitucional menc ionado en el articulo 133
de nuestra Ley Fundamental, constituye el pi lar fundamental de nuestro sistema de contro l
de justicia constitucional: "Nada por encima de la Constitu ción , nada contra la
Constitución".

De la recta interpretac ión de este numeral, así como de los preceptos cont enidos en los
articulos 41, 99, 105, fracción II y 116, fracción IV de la Carta Magna , es posible extraer
los principios que, en su conjunto, conforman las bases de nuestro sistema de justicia
constitucional electoral. En este sentido, los mandatos constitucionales que facultan y
obligan al Tribunal Electoral a fungir como autoridad máxima en la materia deben de ser
interpretados sin perder de vista el carácter sistemático e integral de la justicia electo ra\. No
puede esperarse que el Tribunal cumpla a cabalidad su encomienda const itucional sin
reconocerle todas y cada una de las facultades que le fueron atribuidas por el Poder Revisor
de la Constitución.

Correctamente, el Tribunal interpreta que su función de ju sticia constitucional es en dos
sentidos:

a) El examen de la posible contravencion de disposiciones constitucionales que las
autoridades electorales apliquen o deban aplicar directamente

b) El examen de las violacio nes que sirvan de sustento a los actos o resoluciones, que
deriven de que las leyes aplicadas se encuentren en oposici ón con las normas
fundam entales.

La primera faceta de la función del Tribunal Electoral no ha sido puesta cn duda por la
Corte, sino que es la segunda, la relativa a la posibilidad de inaplicar las leyes electorales
que se opongan a la Const itución , la que no ha sido desestimada por el Máximo Tribunal.

Un aspecto importante que ha creado cierto laberinto, es que no debe perderse de vista que
el objeto de la acción de inconstitucion alidad en materia electoral y los medios de
impugnación en materia electoral, previstos cn la ley general adjeti va son absolutamente
distintos y no pued en ser confundidos. En el prim er caso, se controvierte de manera directa
la no conform idad de una ley electoral a la Constitución y se sol icita la emisión dc
declaración de invalidez con efectos gene rales. En segundo en cambio , se solicita la

ni SILVA ADAYA. Juan Carlos . OrrrchosIndiO'erl:lS y Elecciones. Articulo. TEPJF. México, 2003. p.p. 109 Y 110.
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revisión de un acto o resolución de autoridad electoral para su revocación o modificación.
Ahora bien, si de la revisión del acto impugnado se advierte que la autorid ad electoral se
fundamentó en una norma opuesta a algún dispositivo constitu cional, debe proceder
invariablemente a inaplicar dicha norma, sin que exista la posibilidad de pronunciarse sobre
la ineonstitueionalidad de la misma.

Contrariamente a lo anterior, no obstante que, como ya se ha desarrollado en el presente
capitulo del andamiaje jurídico se desprende infaliblemente la facultad que se le dota al
Tribunal Electoral de inaplica r leyes secundarias, sin embargo la Corte al resolver la
contradicción de criterios sostuvo esencialmente que dicho órgano especializado deberá
constreñirse a revisar la constituc ionalidad los actos o resoluciones que sean combat idos
por los ju sticiables, sin analizar la conformid ad de las leyes aplicables a la Constitución.

Otro aspec to interesante derivado de dicha contradicción es que, la Suprema Corte dc
Justicia de la Nación reivindica para si, la facultad exclusiva de actuar como Tribunal
Constitucional , dejando al tribunal electora l como simple tribunal de legalidad, al negarle la
posibilidad de que a través del control difuso pudiera conocer a través de los medios de
impugnación, concretamente, mediante el juicio de revisión constitucional electoral la
contradicción de una norma respecto de las disposiciones constitucionales.

En esa tesitura otra de las implicaciones graves derivadas de esta contradicción de tesis, es
el monopolio de la Corte en el examen dc la conformidad de las leyes electorales a la
Constitución. Al respecto el Ministro de la Suprema' Corte de Just icia de la Nac ión José
Ramón Coss ío esgr ime que, lo sostenido por la Corte en dicba contradicción, se debe a dos
factores. En primer t érmino, a la repetición mecánica del control concentrado, lo que
evidentemente sería un error, sencillamente porque las tesis prevalecientes sobre el artículo
133 constitucional, cuando las mismas habían sido producidas para limitar las funciones de
ese tipo quc llevan a cabo los órganos de legalidad. En segundo lugar, a la intención
expresa de profundizar en las tesis monopolistas , y asi mantener una posición exclusiva en
el control de constituciona lidad de las normas generales. Sin embargo, el hecho de que el
artículo 105 disponga en su fracción II que las acciones de inconstitucionalidad son la única
vía para lograr el control de las normas electorales, en modo alguno puede confundirse con
la pos ibilidad de llevar a cabo un control difuso de las mismas. Así, la Corte hubiera
resucIto de un modo más acorde con la Constitución si bubiera reiterado que, por un lado,
sólo ella puede declarar la inconstitucionalidad de la. normas electorales en las partes
considerativas y resolutiva de sus fallos y, simult áneamente, que el Tribunal Electoral pod ía
dejar de aplicar las normas electorales quc estimara contrarias a la Constitución al apreciar
la constituc ionalidad .de un acto o resolución cn la materia , sin declarar la
ineonstituci onalidad de las primeras en la parte resolutiva de sus decisiones. Hoy, sin
embargo, lo que tenemos es el acrecentamiento del indebido monopolio de la Suprema
Corte de Justicia en la materia const itucional-electoral.'"

m MAlEM. Jorge; OROZCO Jesús; VÁZQUEZ. Rodolfo la Función Judicial, TEPJF, ITAM, Articuln "'F.l indehido monopolio
consuwciceal-c lcctoral del ta Suprema Cortede Justicia" de J~ Ramón Cossio, Barcelona, p. 125.
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Esto nos conduciría a decir que la convivencia de facullades distintas , atribu idas a órganos
diferentes para asegurar la plena constitucional idad de las normas que rigen las
instituciones y procedimientos electoral es ha sido descartas, toda vez que la resolución de
la Corte ha desvanecido una vía de acceso a la justicia const itucional electoral que resultaba
idónea para la completitud e integración del sistema.

Es muy interesante lo que se planteó en otra contradicc ión de tesis identificada con la clave
4/2000, sustentadas por el Tribun al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federac ión, en la que se
resolvió que dicha contradicción habia quedado sin materia. Al respecto , interesante se
tornó lo manifestado por el ministro José Ramón Cossío Díaz, en su voto part icular :

"El articulo J33 de la Constitución, no establece un régimen de competencia, sino
fundamentalmente la forma en que eslá j erarquizado el orden jurídico mexicano: )'0 no
comparto ese punto de vista, me parece que el artículo J33, contempla un sistema de control
difuso de las normas constitucionales.

Creo que, lo que contempla la fr acción 11. del artículo /05 . es un sistema de con/rol
concentrado de cons titucionalidad, y. que, efect ivamente po r vía de con trol concentrado única y
exclusivamente al Pleno de esta Suprema Corte de Justicia le corresponde pronunciarse sobre
la const ítucíonalidad de esas normas generales; sin embargo, me parece que en términos del
articulo 99 de la Constitución. y también de la fracción I V. del articulo 41. exis te un sistema de
control difuso a ef ecto de que la Sala Superior del Tribunal Electoral. puede llevar a cabo un
control (Ji/uso de la constitucionalidad de las normas electorales; esto es. que puede hacer
consideraciones sobre la constitucionalidad de los preceptos en la parte considerat iva de la
sentencia; pero no así en la parte de los resolutivos, pues, esto claramente seria invadir las
competencias de es Suprema Corte de Justi cia. ..

Luigi Ferrajol i, explica que, en un ordenamiento dotado de Const itución rígida, para que
una norma sea válida además de vige nte no basta que haya sido emanada con las formas
predispuestas para su producción, sino que es también necesario que sus contenidos
sustanciales respeten los principios y los derechos fundamentales establecidos en la
Constitución.V' De igual forma sustenta la tesis de la obligación jurídica del juez de aplicar
las leyes vigentes como uno de los dogmas dcl iuspositivismo dogmático, no es del todo
verdadera, pues afirma que cuando las leyes vigentes son sospechosas de invalidez, no
existe ni siquiera para los jueces-incluso aún menos para los j ueces- una obligació n j uridica
de aplicarlas.224Seiiala ade más que, para que una norma sea vigente es necesario quc
cumpla con ciertos requ isitos de forma en cuanto a su aprobación. Sostiene por tanto que la
norma es vigente cuando es aprobada por el órgano competente para hacerlo y mediante el
procedim iento previsto, sin embargo afirma que el que una norma se encuentre en vigor no
implica que sea válida, pues para adquirir dicha categoría, la norma requiere ser
concordante con las disposiciones coinstitucionales2 2s

m FERRAJOLI.luigi. I os Fundame ntos de los De~echos FVndamenl;¡!es. Madrid, Trona. p. 5] .
u.. FERRAJOll, Luigi. Derecho y razón. Teoria del Gard_IJ.illi~, España. Trona, 2000, pp. 872, 87) . Los f undamentos de los
Derechos Fundamental es. Madrid. Trona, p. 53.
m fE RRAJOLI Luigi, Op.cit., p. 868.
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Como puede aprec iarse, la actividad que realizaba la Sala Sup erior del Tribunal Electoral al
desaplicar aquellas disposiciones de lcyes electora les locales contrarias a la Constitución, se
apegaba al control difuso al que se refiere el maestro Cossío y es además acorde con la tes is
de Ferrajoli, en que sostie ne que el que una norma se encuent re en vigor no implica que sea
válida, pues para adqui rir dicha categoría, la norma req uiere ser concordante con las
disposiciones de la Constitución .

El jurista Fermín Pérez Monte s argumenta por su lado que, result a por demás necesario
resolver, desde la óptica de la raciona lidad constitucional y en beneficio de la justic ia
electoral plena, más que desde una cerrada y exclu yente visión supremacista, la cuestión
sobre la verdadera indolc de las facultades de "contro l difuso" de la cons titucionalidad de
que se encuentra, a nuestro j uicio, invest ido el Tribunal Electo ral del Poder Judicial dc la
Federac ión.

Es ineludible dejar en claro que, la Corte al privar de la faculta d que tenía el tríbunal
electoral de inaplicar leyes secundarias , se cerró toda posibilidad de impugnar los actos de
aplicación de leyes electorales presuntamente inconstitucionales, en razón de no exist ir otra
forma dc combatirlos ya que la Suprema Corte previamente se había pronunciado
j urisprudencialmente en cl sent ido de que también resu ltaba improcedente la acció n de
inconstitucionalidad en contra de tales actos de aplicación. Tal cri terio se sostiene en la
juri sprudencia P.lJ .66/00 publicada bajo el rubro: "ACCIÓN DE
rNCONSTITUCIONALID AD. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU EJERCICIO
TRATÁ NDOSE DE LA MATERIA ELECTORAL. DEBERÁ REALIZARSE A PARTIR
DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PUBLICAC iÓN OFICIAL DE LA NORMA
IMPUGNADA Y NO CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN DE OTRAS SITUACIONES
DIVERSAS"m

En consecuencia de dicha tesis se desprende que ante la improcedenc ia de las acciones de
inconst itucionalidad en contra de actos susten tados en normas presuntamente violato rias del
pacto federa l, otros medios de cont rol constitucional sí permiten la impugnación de tales
leyes a partir del primer acto en que se materializan, como es el caso del amparo contra
leyes227

, o de las citad as controversias, sin embargo, resulta que ambos son improcedentes
contra ordcnamicntos legales y actos en materia electora l, por lo que dicha alusión
únicamente hace patente la ineficacia de otras alternativa. de tutela a través de esos medios
de defensa de la Constitución, lo cual fue sos layado cn la resoluci ón que se exam ina, pues
ningún argumento se vierte con relaci ón a 'lu e cn tales condiciones se deja fuera del control
constitucional a los actos aplicativos de leyes como las enunciadas.

La restricción apuntada, estimamos, de manera alguna se aparta de los f¡0stulados que
histórieamcnte han sustentado el principio de supremacía constitucional 28, los que se
remontan a la célebre expresión dc l entonces Presidente dc la Suprema Corte de Justicia,
José María Iglesias, al señalar "Sobre la Constitución, nada. Sobre la Constitución, nadie".

]U; SemanarioJudicial de la Federación . Novena Epoca. Torro X II. Agosto de:2000 . pág 483.
Uf Véase AG UIL\R ÁLVAREZ y UE ALBA. Hora CIO. El arreero ccn tra Leyes. Op ni, p. 56.
m Vé3.5e PAC IIECO PULIDO . Gcrüerrro. Supremac;i~_.QIDil.tl!J;Cio.fl.-ª~_d~@l\}fTlQ.) j,ló¡Jjk2 . Editorial POIl1l. r ed ición. México. 2000 .
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y que la doctrina también recoge en voz de Picro Calamandrei cuando menciona "Y no
puede considerars e como un ordenamiento civilizado aquél en el cual se tolere la libre
circulación de leyes desacreditadas,,?29

Elliccnciado David Franco Sánchez (Secretario de Estudio y Cuenta de la Sala Superior del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación) esgrime, que algunos de los
principios fundamentales que permiten el buen desarrollo del proceso electoral son los
referentes a la certeza y seguridad jurídica en que se produzca éste, ante la colisión de esos
principios con el de supremacía constitucional, tal enfrentamiento debe resolverse mediante
un criterio de proporcionalidad, que en el caso concreto, tomando cn cuenta las demás
implicaciones perniciosas del incumplimiento de este último, como podrían ser la violación
a las garantias de acceso a la justicia, de defensa y debido proceso, que evidentemente se
ven vulneradas al hacerse nugatoria la posibilidad de controvertir una ley que se estime
inconstitucional, la solución se inclina a favor de la prevalencia del principio de la
supremacía constitucional, por considerarse éste de mayor entidad; en cambio, el
cumplimiento del principio de certeza en cuanto a que el proceso electoral se lleve a cabo
con base en un ordenamiento ordinario inmodificable dentro de una temporalidad cercana a
su inicio y durante el mismo, cede en importancia, ante la posibilidad de que dicho
ordenamiento adolezca de inconstitucionalidad, siendo que si optara por privilegiar en
forma absoluta la certeza procesal mencionada, podría llegarse al extremo de que aun
cuando fuera evidente la contravención de una ley a la norma fundamental, ante la
imposibilidad de irnpugnarsc e invalidarse en la temporalidad anotada, en aras de la
supuesta certidumbre, deberá aplicarse esa norma en una marco de inseguridad respecto a la
regularidad constitucional, que podría trastocar en mayor medida el sano desenvolvimiento
de las elecciones. 230

Por tanto cabe preguntarse qué más grave alteraci ón podría sufrir un proceso comicial, que
regirse con leyes que, en los hechos se aprecien presuntamente inconstitucionales, sin que
ello signifique desconocer que toda ley goza de una presunción de constitucionalidad en
tanto no se declare lo contrario, empero dicha presunción es meramente formal, pues se
reitera que en el ámbito fáctico y dada la difusión ju rídica de los principios constitucionales
a que deben sujetarse las normas generales, habrá algunas disposiciones secundarias de
cumplimiento ineludible que regulen actos de un proceso electoral, aunque ante la opinión
del grueso de sus destinatarios sea evidente su inconstitucionalidad.

Adem ás existe la posibilidad de que, el legislador explore otros mecanismos, como podría
ser que ante la declar ación de inconstitucionalidad de una ley que se encuentra regulando
un proceso electordi muy próximo o en curso, se salvaguarde la certeza del mismo,
estableciendo tal declaración como una causal de nulidad de la elección, cuando sea
determinante para el resultado de la misma, dando lugar a la celebración de una elección
extraordinaria pero bajo nuevas disposiciones secundarias que emita el respectivo poder
legislativo, en concordancia con la determinación de la Suprema Corte, respecto de la
inconstitucionalidad de las que fueron sometidas a su control, sin embargo, también tendría

22'1Citado porCASTRO. j uventino V. "Reñexioees y comentarios I'tSPCCIOal amparo contraleyes" Op. cit p.1
naFRANCO SÁNCHEZ,Oa..id. Temas Electorales . VAD. VAG, UANL. FAG. Revista Voz y Voto, M éxico. l~. p P 2-1·2~
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que pondcrarsc cI grado de afec tación a la eficacia de los comicios, tomando en cuenta el
tiempo que llevaría la implementación de un procedimiento de este tipo , buscando su
optimización para que resulte viable .

Sería muy importante señalar, que el Tribunal Electoral conciba la facultad de no aplicar
normas inconstitucionales no sólo como una extensi ón en sus atribuciones, sino como una
real y efectiva garantía para los gobernados de que será respetado el máximo ordenamiento
en el país cn los procesos electivos de sus gobernantes.

Al respecto Jaime Cárdenas aduce que, de los artículos 41, 99, 116, 128 Y 133 de la
Constitución Políti ca, se desprende c1aramentc la facult ad al Tribunal Electoral, para
observar la Constitución frente a cualquier disposición en contrario, incluso, para dejar de
aplicar normas que se opongan al texto de la ley Fund am ent al.2J2 As imismo considera que
al ser el Tribunal Electoral part e del Poder Jud icial de la Federaci ón, es incorrecta la
postura de la Cort e en cuanto a la exclusi vidad del control de la constitucionalidad.

Cabe destacar que además el Poder Reformador de la Constitución en su exposición de
motivos, recon oce al Tribunal Electoral como un órgano de contro l de constitucionalidad
en materi a electoral2J3 además debe tomarse cn cons ideración que el artículo 99
constitucional establ ece al Tribunal Electoral como un órgano jurisdiccional tcnninal, por
lo que al imped írsele el ejercicio de la facultad revi sora de la constitucionalidad de norm as
contrarias al texto de la Constitución no existe algún otro órgano capaz de realizar tal
revisi ón, lo cual va en detrimento de su encomienda constitucional prevista por la fracción
IV del articulo 41 de la ca rta magn a, cl cual le ohli ga a velar por que todos los actos y
resoluci ones elcctoralcs se apeguen a los principio s de con stitucionalidad y legalidad.

Es necesario tencr presente que, con dich a disposición , los j usticiables no se encuentran en
posibilidad de controvertir un acto o resoluci ón de las autoridades electorales que se
sustente en normas de carácter general, bajo el argumento de que éstas sean
inconstitucionales, lo cual va en detrim ento de lo dispuesto en la fracc ión IV del articulo 41
constitucional , cn el que hace patente la voluntad expresa del Constituye nte Perm anente,
para que en la malcria electoral priven los principios de constituc ionalidad y legalid ad, asi
como a lo ordenado cn el articulo 17 de la Ley Sup rem a en el que se ind ica que siempre
deberá haber Tribunales expeditos para la impartic ión, completa e imparcial.

Asimismo, del estudio detallado e integral de las inslitu ciones y mecanismos de control
constitucional que ha incorporado el Constituyente Permanente para perfeccionar y dotar de
certeza a nuestro s proc esos democráticos, permitirá, sin duda, entender con toda claridad
las atribuciones que competen a la Suprema Cort e en cuanto al Control de la
Constitucionalidad pleno o "concentrado", que por la vía de acción de incon stitu cionalidad
pued e determinar la anu lación total dc un ordcnamicnto determinado, tre nte al control
difuso que corresponde, conforme al artículo 99 co nstitucio nal, ejercer al Trihunal Electoral
del Poder Judi cial de la Federación , por la vía de determinar la desaplicación

tu CÁRDENAS GRACIA, Jaime:. Estudies Jurídicos en tomo at Insnturo Federal Electoral. UNA.....1. México. 2000. pp. 189
m F.xposicion de r rotivos de la reformaconstitucionalde 21de agoste de 1996.
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individualizada de normas claramente inconstitucionales . No resolver tal cuestión, en la
práctica significaría que el tribunal electoral sólo se limite a ejercer un control simple dc la
legalidad, con lo que la administración de justicia electoral, especialmente en el orden local,
encontrará serias dificultades para alcanzar su objetivo máximo : garantizar la vigencia del
Estado de Derecho a todos los actores en el juego democrático.

Compartimos la opción de quienes sostienen que, el criterio de la Sala Superior por que el
que había determinado desaplicar normas contrarías a la Constitución, constituia una parte
fundamental del sistema judicial-electoral en nuestro país, si atendemos-además de las
razones expuestas-, el hecho de que las legislaciones de muchas entidades federativas
cuentan con grandes rezagos, derivado de los viejos vicios en los que el Partido
Revolucionario Institucional como partido en el poder, instrumentó por la vía de las leyes
en la materia, mecanismos efectivos no sólo que le garantizaran el control de los órganos
electorales, sino dc las elecciones mismas.

Cabe destacar también, que otra de las consecuencias a raíz de la resolución de la Corte, cs
la contravención a instrumentos internacionales suscritos por México, en particular cl Pacto
internacional de los Derechos Civiles y Políticos (art. 2) y la Convención Americana sobre
Dereehos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica (art. 25), toda vez que, de los
preceptos trasuntos, se advierte, que es obligación de los Estados firmantes de los
instrumentos internacionales antedichos, el instrumentar en el ordenamiento jurídico
interno. recursos efectivos por virtud de los cuales toda persona pueda ocurrir ante los
Jueces y tribunales para solicitar el amparo contra actos que violen sus derechos
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o los propios tratados internacionales
(los derechos político electorales se encuentran previstos en los artículos 25 del Pacto y 23
de la Convención), deber que no podría entenderse cumplimentado con el criterio
sustentado por el Máximo Tribunal, pues a partir del mismo los medios impugnativos para
combatir los actos y resolueiones se circunscribirán a meros efectos de legalidad y
perdiendo, en esos casos, toda efcctividad los recursos legales puestos a disposición de los
afectados en su csferajurídica politico elcctora l.v'"

Tales razones, robustecen significativamente la necesidad dc posibilitar la impugnación del
acto concreto de aplicación de la norma controvertida; desafortunadamente, no ocurre tal
concreción, pues el propio penúltimo párrafo, de la fracción 11, del articulo 105
constitucional , dispone que las leyes electorales deberán publicarse noventa días antes de
que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y corno sólo pueden impugnarse
dentro de los treinta días siguientes a su publicación, resulta muy dificil apreciar en la
práctica sus efectos mediante un acto concreto , de tal manera que proponemos que la vía
para controvertir ese tipo de normas, es corno le hemos sostenido en el desarrollo del
presente trabajo a través de los medios de impugnación en materia electoral, siendo
competente para substanciarlos y resolverlo el propio Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, como lo realizaba antes de la contradicción de tesis 212000 PL.

u.. Por no hacer mención de que la solución i~ues13 por la Corte tiene coma efecto inmediato el que México caiga en un
incunlllimiento internacional del Pacto Internacional de los Derechos Ctvñes y Politicos y de la Convención Americana sobre Derechos
U tlO13TMIS, con la responsabi lidad que ello con lleva

181

Neevia docConverter 5.1



Resulta por tanto necesario que, lejos de limitar las facultades del Tribunal Electoral en la
materia, éstas sean precisadas ya sea porla vía del Congreso de la Unión o bien de una
nueva interpretación que realice la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De los argumentos y fundamentos expuestos con antelación, la propuesta va encaminada , a
la necesidad de reinstaurar la existencia de un sistema integral de justicia electoral, por
tanto es indispensahle que las autoridades constituidas, en el papel de "Constituyente
Permanente", en ejercicio de sus facultades cons titucionales, haga uso del mecanismo de
reforma que alude el artículo 135 constitucional, mediante el cual pueda el Tribun al
Electoral del Poder Judicial de la Federación ejereer plenamente sus facultades y alcances
constitucionales y legales dotados por la propia constitución, en cuanto al control
constitucional de todos los actos y resoluciones electorales, inelu yendo desde luego la
faculta de inapliear aquellas normas que sirvieron de base para la emi sión de dichos actos o
resoluciones que se tilden de inconstitucionales, tal y como se establ eció como finalidad en
la correspondiente exposición de motivos de la iniciativa de la reforma constituc ional de
1996. De otro modo, podría generarse una disfuncionalidad del sistema, ya que el Tribunal
Electoral tendría que aplicar normas generales presun tament e inconstitucionales o, por así
decir, convalidar los ac tos que tengan su fundamento de validez en tale normas, sin que
haya órgano jurisdiccional alguno que haga preva lecer la supremacía de la Constitución.

Por otro lado es necesario que, la Sup rema Corte de Justicia de la Nación, en ejercicio de
sus facultades exclusivas, ponderara la pertin encia de establecer un nuevo criterio, con
argumentos interp retativos similares o mejores que los vertid os por la Sala Superior del
Tribun al Electoral , para colmar el vació normativo de referencia.
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CONCLUSIONES

1.- La Constitución es la norma suprema en la cual se establece la estructura y organización
del sistema estatal, regula el procedim iento de creación de las normas y sirve de límite
jurídico al poder políti co, ya que se establecen las competencias de los poderes públicos
con la finalidad de impedir el abuso de su poder.

En virtud del princip io de supremacía constitucional, la constitución está por encima de
todas las leyes y de todas las autorid ades, de tal suerte que todas ellas están obligadas a
someter su actuación a lo que ella disponga, ya que ninguna autoridad del Estado tiene
poderes o facultades por fuera de ella. Lo anterior significa que una norma contraria a la
Constitución no tiene posihilidades de existir dentro de ese orden juridico .

En razón a lo anterior, la supremacía constitucional y la defe nsa de la constitución son
principios complementarios , toda vez que de poco serviría establecer que ninguna ley o
acto puede violar a la Constitución si ésta no establece un medio para su defensa. De esta
forma, será indispensable que en todo régimen constitucional se establezcan mecanismos
para prevenir o reparar su violación .

2.- El control constitucional se encuentra integrado por aquellos remedios procesales, por
virtud de los cuales es posib le anular el acto o norma que se tilda de inconstitucional (es
decir, aquellos por lo que es posible restituir al quejoso del agravio inducido) o en lo que es
posible expulsar del ordenamiento la norma impugnada (cuando el control es abstracto no
exis te aun un acto de aplicación y, consecuentemente, O · hay una lesión juridica
prop iamente dicha). Asimi smo tiene por objeto garant izar la regu laridad del sistema
j urídíco, a través de la anulación de los actos o normas irregulares, entendiendo por
regularidad, la re lación de correspondencia que guarda un acto norma inferior con respecto
a la Constitución.

3.- El control de la constitucionalidad se ha agrupado en dos grandes sistemas o modelos
mundiales, según sus caracte risticas. De esta manera se habla de un contro l difuso, cuando
la defensa constituciona l puede realizarse por todos los órganos j udiciales ; En tanto en lo
que atiende al control concentrado, es cuando es realizado por un órgano cspecia lizado del
Poder Judicial o independiente de los tres poderes, llamado generalmente "tribunal
constitucional"

4.- El control difuso descansa en la idea de la judicial review norteamericana, consistente
en que, todos los jueces o tribunales, al resolver un caso concreto, pueden declarar nulas, a
e fectos dc su aplicación, las leyes, tanto locales como federa les, aplicables a ese caso
concreto, que contradigan a la Constitución, pero sin hacer una i1cclaración de
inconstitucional de las leyes. Esta forma de control constitucional.sólo ticnc lugar por la via
incidental y la sentencia únicamente tendrá efectos para el caso j uzgado.

5.- En el control concentrado, surgido en Europa continental, no se atribuye dicha facultad
a la j urisdicción ordinaria, sino a una j urisdicción especia l representada por un tribunal
constitucional, generalmente distinto de los tres poderes clásicos del Estado, que se
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caracteriza por la eficacia anulatoria erga omnes dc sus declaraciones dc
inconstitucionalidad de las leyes. Al Tribunal Constitucional pueden acceder los órganos
políticos, mediante el cont rol abstracto, para comprobar si una ley es constitucional o no,
haciendo abstracción del caso concre to, a través de la cuestión de inconstitucionalidad,
cuando al juez en el curso de un proceso le surge la duda sobre la constitucionalidad de la
ley aplicable al caso de cuya validez depende el fallo. En ambos casos, la sentencia del
Tribunal Constitucional deroga formalmente el precepto que declara la
inconstitucionalidad.

6.- En México no existe un sistema "puro" de con trol constitucional, SIllO que se
caracteriza por ser un sistema de control mixto. En efecto, a parti r de las reformas
constitucionales del 31 de diciembre de 1994, en materia judicial, Suprema Corte de
Justicia de la Nación se ha aproximado a los tribunales constitucionales de corte europeo,
mediante cl establecimiento de un control abstracto de constitucionalidad de normas dc
ca r ácter general y la consolidación de las controversias consti tucionales, a la par que
subsiste la revisión a la luz de la constitución de leyes y actos de los órganos de poder
público mediante actos de aplicación a través de juicios en los que el presuntamente
agraviado aduzca la violación en su perjuicio de alguna de las garantías individuales
consagradas en la Carta Magna o la invasión de esferas competenciales por parte de las
autoridades federales , estatales o del Distrito Federa l, que en forma alguna puede asimilarse
lisa y llanamente al modelo difuso implantado en los Estados Unidos de América, por la
sencilla razón de que el control no se encuentra reconocido a favor de todos los jueces,
federales o locales, sino que cxclusivamentc a favor de los enunc iados en primer lugar y
sólo en aquellos proced imientos a que alude el articulo 103 constitucional y delineados en
el diverso 107 del propio ordenamiento supremo, referentes al j uicio de amparo .

7.- La competencia exclusiva de los tribunales federales para conocer de la
constitucionalidad de leyes y actos no se desprende de una manifestación clara e
indubitable de algún precepto de la Ley Fundamental, sino que es obra del sentido y
significado que ha adoptado la interpretación reiterada de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación de varios de sus preceptos. En esa tesitura el criterio reiterado dc los tribunales
federales, en especial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sido en el sentido de
que los articulo 128 y 133 de la Constitución Polí tica no autorizan a los ju eces y tribunales
de las entidades federativas y del Distrito Federal a tachar de inconstitucionales preceptos
que, en su concepto resulten contrarios a la Ley Fundamental.

8.- Abandonada la posibilidad de revisión judicial de los actos y resoluciones electora les, a
través del ju icio de amparo y la acciones dc inconstituciona lidad, el control dc la actuación
de las autoridades electorales y la protección de los derechos políti co-electorales se redujo a
las instancias administrativas previstas en las legislaciones electorales, así como al arbitrio
político de los colegios electorales de las Cámaras de Diputados y de Senadores, las cuales,
en última instancia, calificaban los .comicios federales.

9.- Sin embargo, de manera paulatina se ha transformado el siste ma electora l mexicano y se
ha encaminado hacia lajudicialización por conducto de tribunales especializados. El primer
intento de someter al control de los tribunales las cuestiones polít ico-electorales se produjo
con la rcfonn a constitucional dc 1977, contempl ándose la participación de la Suprema
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Corte de Justicia de la Nación en las impugnaciones relativas a las elecciones de diputados.
Sin embargo, un profundo defecto estructural de la reforma (sus resoluciones no vinculaban
al colegio electoral correspondiente), sentenció su rotundo fracaso.

10.-. La conveniencia de que los conflictos electorales se resolvieran con estricto apego a
derecho, pese al fracaso de la reforma de 1977, dio lugar a que, en 1986 se volviera a
reformar la Constitución y se creara un tribunal administrativo, de corte especializado, al
cual se le denominó Tribunal de lo Contencioso Electoral. Nuevamente, las limitadas
atribuciones de que se envistió a dicho tribunal y la falta de fuerza obligatoria de sus
resoluciones, ocasionó que para 1990 se replanteara un nuevo el debate en tomo a dicho
órgano.

11.- Así en 1990 se crea el Tribunal Federal Electoral. órgano ju risdiccional de carácter
autónomo, visto que no se encontraba adscrito a poder alguno. Sin embargo, su actuación
continuaba siendo revisable y modificable por los colegios electorales de ambas Cámaras
Legislativas.

12.- Con la reforma de 1993 se confiere por primera vez al Tribunal Federal Electoral la
categoría de órgano autónomo y máxima autoridad en materia electoral, desapareciendo
con ello, el sistema de autocalificación que habia imperado hasta ese entonces en las
elecciones de diputados y senadores. Sin embargo, la calificación de la elección de
Presidente de la República continuó a cargo en forma definitiva e inatacable del Colegio
Electoral de la Cámara de Diputados.

13.- Con la reforma constitucional en materia electoral de 22 de agosto de 1996, se amplió
y se consolidó el sistema contencioso electoral mexicano, toda vez que al incorporarse el
Tribunal Electoral al Poder Judicial de la Federación, se le reconoció como máxima
autoridad en materia electordi (con excepción de lo previsto por el articulo 105, fracción 11
de la Constit ución, por virtud del cual se faculta a la Suprema Corte de Justicia de la
Nación para conocer de la acciones de inconstitucional idad en materia electoral, lo cual
tambiénconstituye un acierto de la presente reforma ya que en la materia electoral deja de
ser una causal de improcedencia de dichas acciones). También con dicha reforma
desapareció el sistema de calificación política de las elecciones, al conferi rle al Tribunal
Electoral en forma definitiva e inatacable, la calificación de la elección de Presidente de la
República.

14.- De igual forma, a partir de la reforma de 1996, por disposición de los articulo 41, 60,
99 Y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se crea un sistema
de impugnación en materia electoral, que permite no solo la posibilidad de revisar la
legalidad de los actos y resoluciones electorales. sino también que los mismos, así como las
leyes respectivas, se sometan invariablemente al principio de constitucionalidad,
abriéndose las puertas en esta materia, por pr imera vez cn mas de cicn añ os, de
eje rcer un cuntrol de cunstitucionalidad.

15.- Los medios de impugnación en materia electoral se pueden definir como los
instrumentos jurídicos, que pueden hacer valer los ciudadanos, candidatos, partidos
políticos y organizaciones políticas o de ciudadanos, para combati r los actos y resoluciones
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provenientes de las autoridades electorales (administrativas o jurisdicc ionales), cuando
hayan vulnerado su esfera jurídica de derechos (polí tico-electorales), garantizados por la
Constitución Federal, así como en las Icycs ordinarias federales y locales, con la finalidad
de revocar, modificar o bien anular dicho acto O res oluc i ón,

16.- En la configuracíón del sistema mexicano de control constitucional en materia
electoral, es factible advert ir la confluencia de los dos modelos de control de la
constitucionalidad que la teoria distingue. Ciertas caracteristicas del control difuso son
perceptibles en las atribuciones del Tribunal Electoral del Poder Judi cial de la Federación,
las cuales ejerce a través del recurso de apelación; ju icio de inconformidad; recurso de
reconsideración; ju icio de revisión constitucional electoral y del juic io para la protección de
los derechos político-electorales del ciudadano. En tanto, la influencia del concentrado se
localiza a través de la acción de inconstitucionalidad electoral, de la cual conoce la
Suprema Corte de Justicia de la Nación. Ambas caractcrísticas pretendieron conformar, en
la visión del Poder Revisor de la Constitución un sislcma integral de control constituci onal
de todos los actos, resoluciones y leyes, tanto locales como federales, cn materia electoral.

17.- Los medios de contro l constitucional existentes en materia electoral, están compu estos
por un control abstracto consistente en la acción dc inconst itucionalidad y un control
concreto que no sólo se reduce al juicio de revisi ón constitucional electora l y el juicio para
la protección de los derechos polílico-electoralcs del ciudadano, sino que también
comprenden a los recursos de apelación y reeonsidcración, así como al juicio de
inconformidad, toda vez que, de lo dispuesto por el artículo 41, fracción IV constitucional,
atribuye elaramcnte al sistema de medios dc impugnación, en su conjunlo, la finalidad de
garantizar la irrestricta observancia de los principio de const itucionalidad y legalidad, sin
establecer distinto alguno, tal y como fue entendido por el legis lador ordinario al plasmar el
texto del articulo 3, p árrafo I y 2 dc la Ley General del sistema de Medios de Impugnación
en Materia Electora l.

18.- Cuando se pensaba que en M éxico, después de la reforma dc 1996, se hab ía alcanzado
una atmós fera, en que era posible admitir, sin sobresaltos, la participación del Tribunal
Elecloral del Poder Judicial de la Federación, en la revisión juri sdiccional de las normas
generales, los actos y las resoluciones electorales con estricto apego a la Constitución
Politica, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al pronunciarse respecto de
la contradicción de tesis 2/2000-PL, entre las sustentadas por la Sala Superior del Tribun al
Electoral del Poder Judicial de la Federación y este, consideró que dicho Tribu nal Electoral,
carecia de faculta des para pronunciarse sobre la constit uciona lidad de una norma electoral,
ní siquiera bajo el argumento de determinar su posible inaplicación a un caso concreto.

19.- Asimismo, al considerarse la Corte, como el único órgano de control de
constitucionalidad de leyes en materia electoral, a través de la acción de
inconstitucionalidad, generó nuevament e un vacío institucional que impide la plena
caracterización de México como Estado de Derecho, toda vez que se reabrieron zonas de
inmunidad en la actuación de las autoridades legislativas, al restringirse el control de la
constitucionalidad de las leyes electorales a la revisión abstracta que ofrece la acción de
inconstitucionalidad, la cual sólo puede ser ejercitada cn un breve lapso y por un número
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muy reducido de sujetos legitimados. Tal y como se analizó en el último capítulo del
presente trabajo, dicha resolución ofrece como balance general de su análisis, que la
interpretación desarrollada es equivoca, ya que en forma alguna, toma cn cuenta el sentido
de una Constitución y su función garantis ta.

20.- El vacío o laguna normativa derivada de la contradicción de tesis 2/2000 PL, consiste
sustancialmente, entre otros aspectos el que, las agrupaciones y organizaciones políticas,
part idos políticos, incluyendo los de reciente creación, candidatos, ciudad anos, así como
cualquier particular, persona fisica o moral, que anteriormente contaban con un remedio
jurisdiccional, ahora no podrán acudir al sistema de medios de impugnación en materia
electoral. De ahí que, actualmente se encuentran dichos sujetos , en un estado de indefensión
al no disponer de un medio j urisdiccional efectivo para hacer valer la inconstitucionalidad
de las normas derivada de su primer acto de aplicación, lo que implica que el sistema
mexicano de justicía electoral existen lagunas normativas, cn detrimento de la garantía de la
tutela jurisdiccíonal consagrada en el articulo 17 constitucional.

2\.- Es necesario reinstaurar la existencia de un sistem a integral dc ju sticia electoral, por
tanto se propon e, que el "Constituyente Permanente", haga uso del mecanismo de reforma
que alude el artíc ulo 135 constitucional, mediante el cual permit a que el Tribunal Electoral
del Poder Jud icial de la Fede ración ejerza plenamente sus facultades y alcances
consti tucionales y legales dotados por la propia Constitución, en cuanto al control
constitucional de todos los actos y resoluciunes electorales, incluyendo, desde luego, la
facultad de inaplicar aquellas normas que sirvierun de base para la emisión de dichos actos
o resoluciones que se tilden de inconstitucionales, tal y como se estableció como finalidad
cn la correspondiente exposición de mot ivos de la iniciativa de la reforma constitucional de
1996. De otro modo podría generarse una disfuncionalidad del sistema, ya que el Tribunal
Electoral tendría que convalidar los actos que tengan su fundamento de validez en tale
normas, sin que haya órgano alguno que haga prevalecer la supremacía de la Consti tución.

22.- Por otro lado es necesario que, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en ejerc icio
de sus facultades exclusivas, ponderara la pertinencia de establecer un nuevo criterio, con
argumentos interpretativos similares o mejores que los vertidos por la Sala Superior del
Tribuna l Electoral, para colmar el vació normativo de referencia.
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